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-Asistieron, además, los ministros del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade, y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, don Marcelo Tokman.


-Concurrió, también, el senador señor Mariano Ruiz-Esquide.


-En misión oficial estuvieron ausentes los diputados señora María Antonieta Saa y señores Enrique Estay, Roberto León, Rosauro Martínez y Felipe Salaberry. -




II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.11 horas.


El señor ENCINA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor ENCINA (Presidente).- El acta de la sesión 83ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 84ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados. 

IV. CUENTA


El señor ENCINA (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta. 


-El señor VALLEJOS (Prosecretario accidental) da lectura a la Cuenta.

REMISIÓN DE PROYECTO A COMISIÓN ESPECIAL DE DEPORTES.


El señor ENCINA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión de Educación, Deportes y Recreación para trasladar a la Comisión Especial de Deportes el proyecto, iniciado en moción, que establece que el Estado deberá promover y adoptar políticas orientadas al desarrollo deportivo, económico y legal del fútbol amateur. Boletín Nº 6134-07.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

ARCHIVO DE PROYECTOS.


El señor ENCINA (Presidente).- La Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas solicita el acuerdo de la Sala para remitir al archivo los siguientes proyectos, iniciados en moción, por haberse legislado sobre dichas materias:


a) Establece inmediatez de la investigación en caso de desaparecimiento de menores de dieciocho años. Boletín Nº 2816-07;


b) Sanciona a pandillas en el porte y uso de armas blancas en los casos que indica. Boletín Nº 3331-07;


c) Otorga facultades a Carabineros e Investigaciones para retener transitoriamente las armas blancas en lugares de uso público. Boletín Nº 3434-02, y


d) Obliga a organizadores de espectáculos públicos, con fines de lucro, a pagar la seguridad. Boletín Nº 3857-06. (Por no estar fundamentadas las normas de la referida materia).

¿Habría acuerdo de la Sala para proceder en el sentido indicado?


Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE LA CUOTA MORTUORIA DEL SEGURO ESCOLAR Y ASIGNACIÓN POR MUERTE A BENEFICIARIOS DE PENSIÓN BÁSICA SOLIDARIA DE INVALIDEZ CARENTES DE RECURSOS. Primer trámite constitucional.


El señor ENCINA (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, con urgencia calificada de “suma”, en primer trámite constitucional e iniciado en mensaje, que modifica la regulación de la cuota mortuoria del seguro escolar y la asignación por muerte a beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos.


Diputados informantes de las comisiones de Trabajo y Seguridad Social y de Hacienda son el señor Tucapel Jiménez y el señor Montes, respectivamente.


Antecedentes:


-Mensaje, sesión 83ª boletín 6123-13, en 1 de octubre de 2008. Documentos de la Cuenta Nº 2.


-Primeros informes de las Comisiones de Trabajo y Seguridad Social y de Hacienda. Documentos de la Cuenta N°s 14 y 15, de esta sesión.

El señor ENCINA (Presidente).- Rendirá el informe de la Comisión de Trabajo la señora Goic.


Tiene la palabra su señoría.


La señora GOIC (doña Carolina).- Señor Presidente, me corresponde informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que modifica la regulación de la cuota mortuoria del seguro escolar y de la asignación por muerte de beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos.


Cabe hacer presente que esta iniciativa fue calificada con urgencia “suma”.


En el debate de la Comisión participaron el ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Osvaldo Andrade Lara, y el director de Presupuestos, señor Alberto Arenas de Mesa.


Como antecedentes generales, debo hacer notar que el primer aspecto que aborda la iniciativa legal apunta a elevar el monto de la cuota mortuoria a que tiene derecho quien se haga cargo de los funerales de un estudiante que fallece durante sus estudios o bien durante su práctica profesional, conforme a lo dispuesto en el decreto supremo Nº 313, de 1972.


Dicho beneficio considera un monto que actualmente es insuficiente para cubrir los gastos de sepultura de una persona, ya que asciende solamente a dos sueldos vitales que hoy representan 45.691 pesos.


La norma propuesta eleva este monto a la suma de tres ingresos mínimos para fines no remuneracionales, lo que equivale a, aproximadamente, 307.674 pesos.


Por otra parte, la presente iniciativa legal tiene también su origen en la necesidad de efectuar una corrección a una distorsión producida a raíz de la aprobación de la ley Nº 20.255 sobre nuevo régimen de pensiones. En efecto, dicha norma legal, entre otras materias, consideraba la incorporación automática al pilar solidario de aquellas personas titulares de pensiones asistenciales (Pasis), fueran éstas de vejez o de invalidez, a través de su transformación en pensiones básicas de vejez o bien de invalidez.


Ahora bien, los beneficiarios carentes de recursos -que actualmente se definen por contar con un puntaje inferior a 8.500 puntos en la ficha de protección social-, en forma adicional, históricamente han tenido derecho a percibir una asignación por muerte o cuota mortuoria destinada a cubrir los gastos de sepultación del titular, derecho que no fue objeto de controversia con respecto a su continuidad en la tramitación parlamentaria de la reforma previsional; es decir, la reforma consideraba la mantención de dicho beneficio para todo el universo señalado. De esta forma, dichos beneficiarios continuarían gozando de este derecho contemplado en el decreto con fuerza de ley Nº 90, de 1979.


Sin embargo, a raíz de una omisión inadvertida, la reforma previsional circunscribió solamente a las pensiones básicas solidarias de vejez el derecho a acceder a la cuota mortuoria, dejando involuntariamente fuera del beneficio a las pensiones básicas solidarias de invalidez cuyos titulares fueren carentes de recursos.


Es decir, el proyecto se orienta a corregir esta distorsión legal, incorporando la cuota mortuoria para todas aquellas pensiones básicas solidarias, sean éstas por vejez o invalidez y cuyos titulares sean carentes de recursos. Este beneficio se otorga en forma retroactiva para compensar los gastos mortuorios de todos aquellos pensionados fallecidos a contar del 1 de julio del presente año.


La idea matriz o fundamental del proyecto, desarrollada en el proyecto en tres artículos permanentes y uno transitorio, fue rechazada por la Comisión.


En cuanto a artículos calificados como normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado, cabe señalar que los artículos 1º y 2º permanentes, y el artículo transitorio del proyecto de ley en informe requieren, para su aprobación, de quórum calificado por tratarse de normas que regulan el ejercicio de la seguridad social, conforme a lo dispuesto en el artículo 19, Nº 17, de la Carta Fundamental.


Además, la Comisión de Trabajo y Seguridad Social consideró que la totalidad del articulado del proyecto debía ser objeto de estudio por la Comisión de Hacienda, puesto que incide en materias presupuestarias o financieras del Estado.


El proyecto en informe fue rechazado, en general, en la sesión de 7 de octubre del año en curso, con el voto a favor de los diputados señores Dittborn, Melero y Recondo, y la abstención de las diputadas señoras Goic, doña Carolina, y Pascal, doña Denise, y de los diputados señores Alinco, Jiménez y Monckeberg, don Nicolás.


Durante la discusión general, el ministro del Trabajo y Previsión Social, y el director de Presupuestos, insistieron en la idea matriz y el motivo por el cual se presentaba este proyecto, en términos de que a los beneficiarios de la pensión básica solidaria, carentes de recursos, les fuese incorporado el beneficio de asignación por muerte, replicando el esquema que existía hasta junio de 2008 en el sistema de pensiones asistenciales.


Expresaron, asimismo, que, por una omisión en la ley Nº 20.255, específicamente en su artículo 34, cuando se establece el beneficio de asignación por muerte para los beneficiarios de la pensión básica solidaria, sólo se alude a los beneficiarios de pensión básica solidaria de vejez carentes de recursos y no a los de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos, con lo que se ha entendido que estos últimos no pueden generar asignación por muerte, lo que va en contra de la intención del legislador. Tanto es así que todos los recursos necesarios para financiar este beneficio, ya se encontraban contemplados en los presupuestos de 2008 y de 2009.


Finalmente, hicieron presente que, en ningún caso, este proyecto de ley tiene por finalidad otorgar nuevos beneficios ni aumentar la cobertura de los existentes. Por eso, reitero, queda circunscrito a aquellos carentes de recursos; es decir, a quienes tienen 8.500 puntos o menos en la Ficha de Protección Social.


Por su parte, las señoras, diputadas y los señores diputados integrantes de la Comisión manifestaron su preocupación por la iniciativa en estudio en tanto hay un grupo de beneficiarios de la pensión básica solidaria de invalidez y de vejez que no tendría cuota mortuoria; es decir, aquellas personas que este año han recibido la pensión mínima, cercana a 70.000 pesos, y que se elevará a 75.000 pesos el próximo año, que tengan un puntaje entre 8.500 y 11.734 puntos en la Ficha de Protección Social, que es lo establecido para el 40 por ciento más pobre y que determina que pueden recibir la pensión básica solidaria, quedarían al margen del beneficio en cuestión.


El planteamiento de los diputados que se abstuvieron fue que se otorgara el beneficio a ese grupo de personas, que también están en situación de pobreza y no cuentan con recursos suficientes para enfrentar los gastos asociados a la muerte.


Esos diputados manifestaron que no existen consideraciones financieras o presupuestarias que sostengan la decisión del Gobierno de dejar fuera a parte de los beneficiarios de la pensión básica solidaria de invalidez del derecho a la asignación de muerte.


Los diputados que votaron favorablemente señalaron que el proyecto subsana un error de la reforma previsional, toda vez que dejó fuera del beneficio de la asignación por muerte a los beneficiarios de la pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos; además, actualiza el monto de la cuota mortuoria del seguro escolar y faculta el otorgamiento retroactivo, al 1º de julio de 2008, de la asignación por muerte.


La Comisión, al rechazar la idea de legislar, no se pronunció en particular respecto del articulado del proyecto.


En consecuencia, la Comisión de Trabajo y Seguridad Social recomienda rechazar el proyecto en informe.


He dicho.


El señor ENCINA (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Montes, informante de la Comisión de Hacienda.


El señor MONTES.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Hacienda paso a informar el proyecto que actualiza el monto de la cuota mortuoria del seguro escolar, otorga la asignación por muerte a los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos y hace retroactivo el beneficio al 1 de julio de 2008.


El proyecto corrige un error y actualiza el monto de un beneficio. Sin embargo, en la Comisión quedó claro que será necesario enmendar otros errores como 
que los discapacitados menores de 18 años no tengan derecho a la pensión básica solidaria.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 30 de septiembre de 2008, señala que el mayor gasto total anual por la modificación del monto de la cuota mortuoria corresponde a 4.850 miles de pesos. Por su parte, la asignación por muerte para los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos irrogará un gasto total para el año 2008 de 762.882 miles de pesos, siendo el gasto adicional de 12.000 miles de pesos por el incremento de la cobertura de pensiones básicas solidarias de invalidez, proyectada para el segundo semestre de 2008.


El mayor gasto que represente el proyecto, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


En el debate de la Comisión, el señor Osvaldo Andrade, ministro del Trabajo, hizo presente que el proyecto en estudio aborda tres aspectos: En primer lugar, regulariza el monto de la cuota mortuoria de los estudiantes sujetos a la ley de accidentes del Trabajo, que está determinada en sueldos vitales mensuales, porque es insuficiente para solventar los gastos para los cuales está destinada. El antecedente de esta modificación radica en una moción de los senadores Jaime Naranjo y Carlos Ominami. 


En segundo lugar, corrige un error cometido en la tramitación de la ley de reforma previsional, que no consideró la cuota mortuoria para las pensiones básicas solidarias de invalidez carentes de recursos, quedando circunscrito el beneficio sólo para las pensiones básicas solidarias de vejez carentes de recursos.


En tercer lugar, concede con efecto retroactivo la asignación de cuota mortuoria a los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos, a partir del 1 de julio de 2008.


El ministro explicó que los pensionados carentes de recursos, de acuerdo con la ley de reforma previsional y su reglamento, son aquellos que tienen 8.500 puntos o menos en la encuesta de la Ficha de Protección Social, y que las personas que acceden a la pensión básica solidaria, que corresponde al 40 por ciento más pobre de la población en una primera etapa, deben tener un puntaje equivalente o inferior a 11.734. Es decir, se trata de beneficios distintos.


El señor Alberto Arenas precisó que la ley de Reforma Previsional considera como carentes de recursos a los pensionados que tienen 8.500 puntos o menos, lo que corresponde al 20 por ciento más pobre, esto es, aproximadamente 483 mil personas. Agregó que el proyecto repone el beneficio de la cuota mortuoria a todos los beneficiarios de pensiones asistenciales de invalidez que se convirtieron en pensiones básicas solidarias de invalidez; como también, para los futuros pensionados básicos solidarios carentes de recursos, es decir, que estén bajo los 8.500 puntos. 


La Comisión de Hacienda aprobó el proyecto por la unanimidad de sus diputados, a consideración a que corrige un error, actualiza valores y no incluye nuevos beneficios.


Muchos de los presentes en la Comisión compartimos la idea de que hay que revisar varios beneficios de la reforma previsional, como ampliar la pensión básica solidaria a los discapacitados menores de 18 años, toda vez que resulta incomprensible que no gocen de este beneficio, en circunstancias de que cuando se tiene una discapacidad no hay diferencia alguna entre un menor de 17 con uno de 18 años.


En consecuencia, la Comisión de Hacienda recomienda votar favorablemente el proyecto. 


Es todo cuanto puedo informar. 


El señor ENCINA (Presidente).- En discusión el proyecto.


Tiene la palabra el diputado señor Carlos Recondo.


El señor RECONDO.- Señor Presidente, en la Comisión de Trabajo, los diputados de la UDI votamos favorablemente el proyecto, fundamentalmente porque es consistente con lo que debatimos durante la tramitación de la reforma previsional. Quienes participamos en su discusión siempre supusimos que todos los beneficiarios de pensiones asistenciales contaban con cuota mortuoria; además, sabíamos que las pensiones asistenciales pasaban automáticamente a conformar el primer bloque de las pensiones básicas solidarias y pensamos que habría continuidad de los beneficios para quienes gozaban de ellas. Por lo tanto, los beneficios inherentes a la pensión asistencial se mantenían en la pensión básica solidaria. Sin embargo, por algún error durante la tramitación de la reforma, a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de invalidez se les limitó la posibilidad de recibir la cuota mortuoria. 


Para reparar esa omisión, el proyecto repone la cuota mortuoria para los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos; es decir, aquellos que tienen 8.500 puntos o menos en la ficha de Protección Social. Por eso, apoyaremos la reposición que propone el proyecto, amén de que hace justicia con otra situación. 


Los estudiantes son causantes de cuota mortuoria cuando fallecen en un accidente con ocasión de sus estudios o en la realización de su práctica profesional. El proyecto corrige el monto de esa cuota mortuoria, que se expresa en sueldos vitales, unidad que no se utiliza por lo que los montos de la cuota mortuoria son significativamente menores a los que se entregan, por ejemplo, a la gente que recibe pensión básica solidaria.


Por lo tanto, la iniciativa enmienda esa situación y eleva el monto del beneficio a una cantidad similar a la de la cuota mortuoria para la pensión básica solidaria, en lo que estamos absolutamente de acuerdo.


Sin embargo, quiero comentar un hecho que se relaciona con el beneficio que estamos entregando a través del proyecto. 


Durante la tramitación del proyecto de ley de reforma previsional, los diputados de la UDI planteamos una inquietud que teníamos en ese momento sobre la real cobertura de la modificación, ya que se consideró que los beneficiarios de pensión básica solidaria o del aporte previsional solidario eran todas las personas que pertenecían al 60 por ciento de las familias más pobres del país; pero nunca quedó muy claro cómo se iba a definir ese porcentaje y tampoco estaba bien determinada la cantidad de beneficiarios que existiría cuando la reforma previsional estuviera en régimen. Además, como el beneficio se aplicaría en forma gradual, sólo el 40 por ciento de los más pobres lo recibiría en la primera etapa.


Por lo tanto, ¿cómo se mide ese 40 por ciento? ¿Cómo se establece esa cobertura? Se determinó con un instrumento básico, la Ficha de Protección Social, que durante la discusión de la reforma estaba recién en aplicación, por lo que no teníamos claridad respecto del resultado de su implementación y tampoco sabíamos cómo el puntaje de esa ficha se iba a traducir en la cobertura del beneficio a las familias más pobres.


En verdad, nos hemos encontrado con muchas sorpresas ahora que hemos conocido algunas aplicaciones de la Ficha de Protección Social, experiencia que han tenido los señores diputados en las comunas de sus distritos, ya que familias que tenían derecho a pensión asistencial, hoy aparecen con puntajes excesivamente altos y están casi en el límite de perder sus pensiones básicas solidarias.


En el proyecto creamos una unidad intermedia para entregar el beneficio que estamos discutiendo, a los beneficiarios carentes de recursos, a los que se les aplica la Ficha de Protección Social y tienen 8.500 puntos o menos.


Al respecto, existe un matiz que debemos revisar, porque se asigna la cuota mortuoria a los beneficiarios carentes de recursos, que tienen 8.500 puntos o menos en la Ficha de Protección Social; pero existen familias que no pertenecen a ese grupo de carentes de recursos, porque tienen 9 mil puntos; no obstante, igual son pobres y modestos. En consecuencia, estimamos que, en justicia, deberían recibir este beneficio.


Por lo tanto, consideramos que lo relacionado con la Ficha de Protección Social debe ser reestudiado, reanalizado y revisado, con el objeto de generar una situación más uniforme sobre los criterios que se utilizan para establecer estos puntajes, a fin de que sean equivalentes a los determinados para otras familias en cualquier lugar del país en las mismas condiciones, lo que asegurará a todos esos chilenos que la cobertura del 60 por ciento que da la reforma previsional será una realidad


Reitero al señor ministro, por intermedio del señor Presidente, que es necesario revisar la situación de los beneficiarios carentes de recursos que tienen un puntaje mayor y que siguen siendo titulares de la pensión básica solidaria, para que también accedan a la cuota mortuoria, lo que haría más justa esta distribución de beneficios.


He dicho.


El señor CERONI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Francisco Chahuán.


El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el proyecto de ley subsana un lamentable error en que se incurrió cuando se debatió la ley Nº 20.255, sobre nuevo régimen de pensiones, ya que se consideró entregar la cuota mortuoria solamente para las personas que reciben pensiones solidarias de vejez y se dejó marginados a quienes disfrutan de pensiones básicas solidarias de invalidez, que carecen de recursos.


Con esta iniciativa presidencial se hace justicia a miles de beneficiarios de pensiones básicas solidarias, de vejez o invalidez, que carezcan de recursos.


Nuestra legislación debe respetar el principio fundamental consagrado en la Constitución Política de no discriminar arbitrariamente; por lo tanto, no nos cabe sino reconocer el error en que se incurrió en aquella oportunidad y corregirlo mediante este proyecto.


También resulta justo que esta reparación se haga en forma retroactiva, a contar del 1 de julio del presente año. Esto es particularmente importante, puesto que algunos fallecidos de mi distrito tuvieron que ser enterrados en ataúdes de trupán, porque no tenían derecho a cuota mortuoria, lo que atenta contra la dignidad de los fallecidos.


Del mismo modo, se apunta a elevar el monto de la cuota mortuoria a que tiene derecho quien se haga cargo de los funerales de un estudiante que muere durante sus estudios o práctica profesional, conforme a lo dispuesto en el decreto supremo Nº 313, de 1972, a tres ingresos mínimos no remuneracionales.


Coincido con lo expuesto hace unos minutos por un señor diputado, en cuanto a que debe revisarse la posibilidad de extender la cuota mortuoria al resto de las personas carentes de recursos que tengan más de 8.500 puntos en la ficha de Protección Social.


En síntesis, consideramos que el beneficio de la cuota mortuoria debería extenderse a más personas carentes de recursos, lo que amerita un reestudio por el Ejecutivo.


Por estas consideraciones y la reparación que contiene, no podemos sino dar nuestro voto favorable al proyecto de ley.


He dicho.


El señor CERONI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gonzalo Duarte.


El señor DUARTE.- Señor Presidente, me alegro de que podamos discutir este proyecto, que constituye una demanda y también un clamor de justicia de miles de beneficiarios de pensiones básicas solidarias.


Como se ha dicho y figura en los informes de las respectivas comisiones, aquí se cometió un error que es necesario corregir. El Ejecutivo actuó rápidamente y envió el proyecto que discutimos.


Este debate también es la ocasión para corregir otro error. Con esa finalidad, junto al señor Lorenzini, la señora Goic y otros diputados, hemos presentado una indicación al proyecto, porque es necesario determinar, por intermedio del señor Presidente, me dirijo al Ejecutivo, a quiénes se va a considerar beneficiarios carentes de recursos y si es efectivo que durante la discusión de la reforma previsional entendimos que sólo algunos de los beneficiarios de pensiones básicas solidarias eran personas carentes de recursos. 


Al respecto, sostengo que si esta sociedad ha concordado en que es necesaria una pensión básica solidaria para ayudar a vivir bien a los adultos mayores, con igual razón debe extender los beneficios de cuota mortuoria para ayudarlos a bien morir.


Me parece que la interpretación que se ha hecho en el debate no es adecuada ni correcta. Es un contrasentido sostener que sólo se debe ayudar con la cuota mortuoria a las personas que tienen 8.500 puntos o menos en la Ficha de Protección Social porque se les considera carentes de recursos, ya que se otorgan pensiones básicas solidarias a las personas que tienen bajo 11.734 puntos. O sea, ¿qué ocurre con estas familias cuando los beneficiarios fallecen?


En ese sentido formulamos la indicación, que esperamos sea acogida por el Ejecutivo, para que se entienda como carentes de recursos a todas las personas que en la Ficha de Protección Social tienen 11.734 puntos o menos.


Me parece que es la oportunidad para corregir este error. Creo que los recursos que involucra esta modificación no son sustantivos ni significativos, pero son concordantes con el espíritu que animó al Ejecutivo y al Legislativo a llevar adelante esta gran reforma previsional y, sobre todo, es una necesidad, desde el punto de vista de la equidad, para familias muy pobres. Se trata de personas que reciben 60 mil pesos mensuales.


Señor Presidente, por su intermedio, pido al ministro del Trabajo que acoja esta humilde solicitud.


He dicho.


El señor CERONI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor René Alinco.


El señor ALINCO.- Señor Presidente, en la última reunión de la Comisión que discutió el proyecto de reforma previsional que lleva por nombre “Perfeccionamiento del Sistema Previsional Chileno”, el señor Guillermo 
Arthur, representante de las AFP en Chile, dijo que se iba tranquilo, porque se había equivocado en haber tenido una preocupación, pues, afortunadamente, en su esencia, el sistema previsional chileno se mantiene, y que nos felicitaba por ese proyecto y por esa seudo reforma.


En definitiva, unos pocos se seguirán enriqueciendo con el trabajo y las cotizaciones que enteramos millones de chilenos durante nuestras vidas.


En muchas oportunidades he dicho que este proyecto, igual que otros, tiene un sabor amargo, porque mi gobierno sigue planteando proyectos a medias, optando por el mal menor y no buscando soluciones de fondo para el pueblo que lo eligió.


Fui uno de los que me abstuve en la Comisión, porque creo que la iniciativa en discusión no va a favorecer a todos los que la necesiten, sino a quienes tienen 8.500 puntos o menos en la Ficha de Protección Social, cuando todos sabemos, incluyendo los alcaldes y los concejales, que dicha ficha es peor que la CAS, entendiendo que todo debe tener un corte, pero no refleja la realidad, no mide la pobreza con exactitud. Da la impresión de que vamos a aprobar un proyecto de ley para gente que nunca entregó nada a su pueblo, y no es así. Se trata de hombres y mujeres que trabajaron para enriquecer y engrandecer a nuestro país.


Por eso, lamento que, una vez más, mi gobierno presente proyectos a medias, porque, lamentablemente, con esta iniciativa un porcentaje importante de gente va a quedar sin el beneficio. Nuevamente nos ponen entre la espada y la pared, y si René Alinco, diputado obrero, que algunos llaman díscolo, rechaza el proyecto, la gente y los medios de comunicación van a decir que es individualista, le gusta figurar, es destructor, a veces desleal con nuestro gobierno y que está en contra de los pobres. No es así. Los diputados de la Concertación que nos abstuvimos en la Comisión lo hicimos con la intención de hacer un llamado al Gobierno para que ponga atención y legislemos de verdad en beneficio de los pobres.


Como lo dije, nos ponen entre la espada y la pared, y voy a tener que votar favorablemente la iniciativa, al igual como lo hice con la reforma previsional, a pesar de tener muchas objeciones. Simplemente, insisto 
-lo voy a hacer hasta el último día en que esté en este hemiciclo-, quiero que mi gobierno legisle buscando las soluciones de fondo.


No me queda otra alternativa que aprobar la iniciativa, pero me queda un sabor amargo. Pido disculpas a los pobres de Chile que no van a ser favorecidos con el proyecto, el cual, repito, no busca la solución de fondo, sino el mal menor.


He dicho.


El señor CERONI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Isabel Allende.


La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señor Presidente, este proyecto corrige una grave omisión que todos lamentamos, porque en cada uno de nuestros distritos hemos recibido el reclamo de mucha gente que recibía la Pasis, que se transformó automáticamente en la pensión básica solidaria y que, por invalidez, no considera el beneficio de la cuota mortuoria. También regulariza el monto de la cuota mortuoria en caso de fallecimiento de un estudiante por un accidente que sufra con ocasión de sus estudios o en la realización de su práctica profesional.


Saludo al ministro del Trabajo y aprovecho, por su intermedio, señor Presidente, de señalarle que me hago eco de una molestia transversal. Pienso que la situación tiene más que ver con el Ministerio de Hacienda que con el del Trabajo. Conociendo la particular sensibilidad del ministro del Trabajo, no dudo de que comparte nuestros argumentos, y si no los comparte, es la democracia.


Sustituimos una ficha injusta. Toda la población reclamaba porque para determinar el puntaje se consideraban los bienes que tuviera en su casa el postulante a beneficios, como refrigerador, televisor, o si tenía piso de concreto o embaldosado.


Se creó un nuevo instrumento. A diferencia de lo que han señalado algunos diputados que me han antecedido, este nuevo instrumento es un avance, en el sentido de que dejamos de considerar las condiciones materiales de la casa y la cantidad de línea blanca existente. Por primera vez se midió el ingreso real del núcleo familiar que habitaba la casa, el número de integrantes y fundamentalmente si había o no discapacidad al interior de ese hogar. 


Eso fue un avance. Ha sido importante tener un instrumento que mide con mucho más objetividad condiciones de vulnerabilidad para lograr establecer el 40 ó 60 por ciento de chilenos de menores recursos. 


Pero ¿cuál es el problema? Aquí quiero traer algo a colación, porque tiene sentido, en esta Sala, en presencia de la señora ministra de Planificación, a quien llevé a la comuna de Puente Alto. 


En una reunión con cerca de 150 dirigentes sociales la ministra nos dio a conocer antecedentes de la aplicación de la Ficha de Protección Social en la Región Metropolitana. Ello me motivó a intervenir en esta Corporación y solicitar -aún espero el oficio de respuesta- la información del porcentaje de cobertura respecto de la totalidad de las comunas, a lo menos de la Región Metropolitana -aunque sé que está para todo país-, porque hay tremendas diferencias entre unos municipios y otros.


Por ejemplo, información actualizada al día de hoy señala que Puente Alto es la comuna más habitada del país, con 670 mil habitantes y 24 por ciento de cobertura. 


Pero La Pintana, con poco más de 200 mil habitantes, tiene el 70 por ciento de cobertura. 


Señora ministra, ¿por qué no me explica esa diferencia? 


Supuestamente se le entregaron fondos a la municipalidad de Puente Alto. Si faltaban, dentro de sus atribuciones está solicitar más, porque el Ministerio de Planificación tiene la obligación de traspasar recursos para asegurar que las personas sean encuestadas. 


Una cobertura tan baja significa que se está dejando a mucha gente fuera de los beneficios. 


Eso como primer punto.


En segundo lugar, y con mayor razón, esta materia y la corrección que debatimos exigen que la Ficha de Protección Social sea aplicada con extrema rigurosidad. 


Hice la consulta: Mideplan capacita durante dos semanas a los encuestadores. Pero el mismo Ministerio reconoce que hace una fiscalización aleatoria: escoge al azar un número de municipios y realiza cierto grado de control. 


A veces tengo serias dudas -y lo digo sinceramente- respecto de la idoneidad con que se está aplicando esa ficha. Es más, temo que hasta hace un mes alcaldes en ejercicio 
-muchos no lo están ahora porque se encuentran haciendo campaña- presionaban de alguna forma a encuestadoras para que subieran o bajaran puntajes. Incluso recibí reclamos de sectores de extrema vulnerabilidad que resultaron con 13 mil puntos, ¡algo inaudito!, cuando se sabe que eso es imposible. 


Por lo tanto, uno dice: falta rigor, falta fiscalización. 


Si ahora además nos damos el lujo de decir que la cuota mortuoria solamente se considerará para aquellos beneficiarios de pensión básica con 8.500 puntos o menos y excluimos a aquellos que se hallan entre los 8.500 y los 11.500 puntos, ¿con qué grado de certeza y de rigurosidad estamos trabajando? ¿Quién me explica que esa persona que tiene 9 mil puntos efectivamente cuenta con más recursos que aquella que tiene menos de 8.500, que se supone representa el 20 por ciento dentro del 40 por ciento más pobre de la población?


Entonces, pido que el Gobierno, a través del ministro del Trabajo o del secretario de Estado de Hacienda, nos señale la razón por la cual se corta en los 8.500 puntos, en circunstancias de que dicho puntaje no necesariamente refleja el 40 por ciento más pobre de la población. 


Con la reforma previsional, sentimos el orgullo de decir que de aquí hasta antes del 2012 y de forma inmediata sus beneficios serán recibidos por el 40 por ciento más pobre del país. Por eso exigimos rigor en la aplicación de la ficha y que realmente se trate de ese porcentaje.


Si hacemos el corte en los 8.500 puntos, no reparamos esa omisión para el 40 por ciento más pobre. Creo que ello merece una explicación, porque la ley entregó -automáticamente a los beneficiarios de la Pasis- una pensión básica solidaria de 60 mil pesos, que el próximo año será de 75 mil, en principio, al 40 por ciento más pobre. 


Por último, manifiesto una vez más mi preocupación por la forma en que se está aplicando la Ficha de Protección Social. Pido que haya mucha más fiscalización y rigurosidad al respecto. Y, por su intermedio, señor Presidente, señalo al Gobierno que el tramo que se ubica sobre los 8.500 puntos merece ser incluido en el beneficio de la cuota mortuoria. Porque, ¿qué sienten hoy quienes alcanzaron 9 mil o 9.500 puntos y no tienen derecho a esa asignación, que significa a lo menos un alivio económico para sus familiares en momentos difíciles?


En consecuencia, corresponde que esta mañana los diputados hagamos sentir nuestro malestar por una discriminación arbitraria en la que, a nuestro juicio, no debió haberse incurrido. Debió establecerse en forma mucho más clara que la cuota mortuoria beneficia al 40 por ciento más pobre de la población -ello debe ser demostrado con mucha más transparencia-, y no cortar en los 8.500 puntos. De esa manera, nos sentiremos mucho más a gusto de apoyar la corrección de una lamentable omisión, porque no podemos seguir perjudicando a quienes quedaron fuera del beneficio.


He dicho.


El señor CERONI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.


El señor JARPA.- Señor Presidente, cuando uno interviene en materias como ésta siempre hay sentimientos encontrados.


Pero, en primer lugar, me referiré a lo positivo. 


Tal como lo señaló el diputado informante de la Comisión de Hacienda, son tres los motivos que llevan a aprobar este proyecto. Primero, regularizar el monto de la cuota mortuoria de los estudiantes sujetos a la ley de Accidentes del Trabajo, terminando con los sueldos vitales escala a) del departamento de Santiago, siendo aumentados a la suma equivalente a tres ingresos mínimos para fines no remuneracionales.


Segundo, corregir un error, pues ese beneficio sólo lo están recibiendo los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez carentes de recursos, no así los de pensiones básicas solidarias de invalidez carentes de recursos.


Tercero -lo considero muy importante-, además de corregir ese error, otorga el beneficio con efecto retroactivo. Reparar esta distorsión en la entrega del beneficio para enfrentar momentos tan dolorosos como la pérdida de un familiar demuestra una preocupación del Congreso y del Ejecutivo. 


Por esa razón, en julio pasado, con motivo de la entrada en vigencia de la ley de Reforma Previsional, conversé con el ministro del Trabajo y le hice ver la preocupación que había en todos los pensionados, especialmente lo que ocurría en la provincia de Ñuble. Por tal motivo, el 22 de julio oficié a los ministros del Trabajo y de Hacienda para que se buscaran los mecanismos a fin de corregir el error. Lo que se tradujo en la iniciativa en discusión, aprobada en las Comisiones de Trabajo y Seguridad Social y de Hacienda.


Se ha actuado con hidalguía y eficiencia para, en pocos meses, corregir un error.


Sin embargo -ésta es la preocupación que le queremos transmitir al Ministerio de Hacienda-, con este proyecto sólo se están corrigiendo errores. Pero un beneficio como la cuota mortuoria, tan sentido y necesario en momentos difíciles por los que atraviesa una familia ante la pérdida de un ser querido, debe asignarse no sólo a los beneficiarios con 8.500 puntos o menos, sino que también a quienes tienen un puntaje entre 8.500 y 11.734, y, en el futuro, debería extenderse a todos los beneficiarios de pensiones básicas solidarias. Es importante destacar este punto.


Estamos contentos de que se corrija un error que afectaba especialmente a la gente más necesitada.


Finalmente, reitero mi preocupación al Ejecutivo a fin de analizar la posibilidad de que este beneficio lo reciban todos los beneficiarios de pensiones básicas solidarias.


He dicho.


El señor CERONI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Mario Bertolino.


El señor BERTOLINO.- Señor Presidente, me ha llamado la atención que algunos de los diputados que me han antecedido en el uso de la palabra hayan señalado que este proyecto “corrige” una omisión. Sin embargo, voy a demostrar que no corrige nada. Peor aun: es de una incongruencia e inconsistencia total con lo que el Gobierno ha venido planteando en los últimos meses.


¿Por qué señalo lo anterior? Porque hace aproximadamente un año y medio se nos dijo que se había cambiado la ficha CAS por la Ficha de Protección Social, por lo que se tendría una metodología y un sistema de aplicación que iba a reflejar la realidad de la condición social de quienes tienen menos. Pero hoy hemos escuchado que diputados de todos los sectores, particularmente del oficialismo, han señalado que tal ficha se está aplicando mal y que no refleja la realidad.


Incluso -lo que es peor-, este proyecto pretende asignar la cuota mortuoria en función de esa Ficha de Protección Social, que es reconocida por todos como un elemento deficitario. 


En segundo lugar, hace aproximadamente tres meses, después de la aprobación unánime del proyecto correspondiente, el Gobierno nos informó que había promulgado el proyecto estrella de la actual administración: la reforma previsional, que otorga al 40 por ciento más pobre de Chile el derecho a recibir una pensión básica. Pero resulta que con esa reforma se les entrega una pensión básica a los más pobres, pero se les quita el derecho a una muerte digna, porque el beneficio correspondiente no se considera en la ley que el propio Gobierno se ha encargado de difundir.


Entonces, con este proyecto no se corrige nada. Hay una incongruencia brutal.


En tercer término, todos sabemos lo difícil que es sobrellevar la tercera edad, y muchas personas lo hacen en la más absoluta soledad, a raíz de la disgregación de la familia. Y justamente quienes conforman ese 40 por ciento más pobre, que por ser tal reciben una pensión de 60 mil pesos -que serán 75 mil pesos a partir de julio del próximo año, cantidad que se reajustará periódicamente-, no tienen derecho a morir con dignidad, más aun cuando se nos dice que se les quiere dar a las personas carentes de recursos, esto es, a quienes tienen 8.500 puntos o menos en la encuesta de la Ficha de Protección Social, pero las pensiones básicas solidarias se otorgan a quienes tienen un puntaje equivalente o inferior a 11.734. ¡Otra incongruencia!


Comparto la preocupación del diputado Duarte y de varios colegas que ya intervinieron. También comparto la abstención del diputado Alinco en la Comisión de Trabajo y Seguridad Social. 


No creo que sea justo que hoy se apruebe este proyecto por encontrarnos entre la espada y la pared. A mi juicio, lo que corresponde hacer es abstenerse. Y así procederé, porque considero que no puedo legislar eligiendo lo menos malo, ya que siento que no es así como debo cumplir mi función en el Congreso Nacional. Por el contrario, mi misión es tratar de buscar lo mejor, obviamente, dentro de lo posible. 


Además, dado que no están involucradas grandes cifras -las que, por lo demás, tampoco hemos conocido en su totalidad-, se debería hacer un esfuerzo mayor, porque, tal como se señala en el informe, los recursos están disponibles. Lo que sucede es que, cuando se aprobó la reforma previsional, por una razón de técnica legislativa quedaron excluidas del beneficio de la cuota mortuoria quienes eran acreedores de la pensión básica solidaria de invalidez.


Por lo tanto, hago un llamado a abstenerse, porque somos partidarios de entregar la cuota mortuoria al 40 por ciento más pobre del país, lo que no hace el presente proyecto.


De esa manera dispondríamos del tiempo necesario para dar una segunda vuelta al tema y conversar con el Ministerio de Hacienda, a fin de que nos explique cuáles son exactamente los montos involucrados y nos responda si se puede hacer ese esfuerzo adicional.


He dicho.


El señor ULLOA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora Denise Pascal.


La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, muchos de los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra se han referido al mismo tema que discutimos en la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, siempre en el entendido de que es muy urgente corregir la omisión que dejó fuera a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de invalidez. Creo que este proyecto corrige esa situación.


Pero también nos produce mucha inquietud el criterio con el cual se hizo el corte correspondiente respecto de las pensiones básicas solidarias.


Cuando se llevó a cabo esa maravillosa reforma previsional, en la que se consideró al 40 por ciento más pobre de la población, nos alegramos mucho, sobre todo porque las mujeres que han entregado su vida a cuidar a sus hijos y a aportar al Estado de Chile, a través de su trabajo silencioso, accedían a esa pensión básica solidaria.


Como parte del Gobierno de la Concertación de la Presidenta Michelle Bachelet nos enorgullecemos por haber llevado a cabo esa reforma, que fue uno de los compromisos que adquirió durante su campaña presidencial. Como dije, muchos, transversalmente, nos alegramos de que se considerase a las mujeres que se habían dedicado a criar a sus hijos, pero cuando constatamos que se había producido una omisión y se había dejado fuera del beneficio de la cuota mortuoria a una parte de los chilenos que accedían a la pensión básica solidaria, obviamente, consideramos que era necesario corregir ese error.


También nos inquieta que el corte se haga en los 8.500 puntos, en circunstancias de que la pensión básica solidaria considera un puntaje de 11.734. Ese grupo de personas que queda fuera de la cuota mortuoria es tan pobre como el resto de los beneficiarios que han accedido a esa pensión. Por lo tanto, es necesario que el Ejecutivo analice esta materia y vea la forma de dar una solución efectiva a este sector de pensionados.


Las autoridades de Gobierno que asistieron a la Comisión de Trabajo y Seguridad Social señalaron que el problema radicaba en que no había un piso. Incluso, a través de una serie de cálculos económicos explicaron lo que ello podría significar cuando estuviera en pleno régimen. No obstante, debemos considerar que ese grupo de personas que se encuentra entre los 8.500 y los 11.734 puntos y que no son considerados como carentes de recursos, lo más probable es que al momento de fallecer quienes deben hacerse cargo de los gastos de su funeral no cuenten con los recursos suficientes para ello.


Hay que tener en cuenta que todos aquellos que antes recibían a la pensión asistencial de 40 y tantos mil pesos y que hoy han accedido a la pensión básica solidaria tenían acceso a la cuota mortuoria. Entonces, no veo por qué vamos a dejar sin su cuota mortuoria a esas personas sólo porque ganan 30 mil pesos más, pues su familia tampoco tiene la posibilidad de cubrir los gastos de su entierro.


Por eso, llamo al Ejecutivo a reaccionar frente a este problema. Es indiscutible que nos ha puesto en un callejón sin salida, porque si hoy votamos en contra el proyecto o nos abstenemos, vamos a dejar a los estudiantes con una cuota mortuoria muy baja y al otro sector de personas que tienen una pensión básica solidaria por invalidez sin la cuota mortuoria; pero el Gobierno ha dicho que no hay otra salida. Ambos tienen derecho a esta cuota mortuoria, pero es necesario que el Ejecutivo se comprometa a solucionar el problema de este otro grupo de personas.


Si no hay un compromiso claro del Ejecutivo en ese sentido, va a ser muy difícil que demos nuestra aprobación al proyecto.


He dicho.


El señor ULLOA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado don Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, la reforma previsional tuvo una larga discusión en el Congreso Nacional y, finalmente, se llegó al resultado que Chile entero esperaba, en cuanto a lograr pensiones básicas solidarias para un vasto sector de la población más pobre de Chile, con lo cual se llevó tranquilidad a muchos hogares, aun cuando hoy se discute su monto debido al momento económico que vive el mundo. Pero todos los chilenos, en especial las chilenas, lograron tener un pilar básico económico, lo que para algunos les significó un incremento de lo que ya recibían. Aun cuando no es una solución definitiva, podemos decir que existe previsión para todos, incluso, para aquellos que no tenían imposiciones, quienes también lograron acercarse a la ayuda solidaria que Chile les entrega. 


Con orgullo di a conocer este logro en los distintos lugares de mi distrito. No obstante, como toda normativa nueva, contiene algunas imperfecciones, y una de ellas fue dejar sin el beneficio de la cuota mortuoria a personas que carecen de recursos. Ahí comenzaron las discusiones y debo reconocer que me he alimentado de las ideas de muchos colegas que han intervenido. 


¿Quiénes son las personas carentes de recursos? Para el que habla, son los que reciben una pensión básica solidaria. Pienso que es ahí donde había que apuntar, ya que el error estuvo en que, la primera vez, no se incluyó a todas las personas que reciben la pensión básica solidaria. 


Sin embargo, a raíz de una omisión involuntaria, la reforma previsional circunscribió solamente a las pensiones básicas solidarias de vejez el derecho a acceder a la cuota mortuoria, dejando fuera de este beneficio a las pensiones básicas solidarias de invalidez cuyos titulares fueren carentes de recursos. Sabemos que ello no estaba en el espíritu que inspiró la reforma previsional, incluso, su financiamiento está contemplado en la ley de Presupuestos que nos rige este año, pero la exclusión se produjo y hay que entender que fue un error. Sin ir más lejos, muchas mociones que hemos presentado han sido objeto de distintas modificaciones. Eso nos lleva a comprender esta omisión.


Debemos agradecer la rápida reacción del Gobierno y la celeridad con que envió un proyecto para subsanar dicho error y así poner las cosas en el lugar que se tenía pensado al momento de analizar la reforma previsional. De esta manera, no sólo van a ser beneficiarios de cuota mortuoria los pensionados por vejez carentes de recursos, sino que también aquellos pensionados por invalidez carentes de recursos, quienes habían sido excluidos en forma involuntaria. Además, es positivo que el beneficio se aplique con efecto retroactivo, a partir del 1 de julio de 2008, para que reciban esta cuota quienes no pudieron hacerlo por esta omisión en la ley.


Pero el proyecto tiene una novedad, ya que no sólo repara la omisión cometida en la tramitación del proyecto de reforma previsional, sino que también incorpora un beneficio mayor en favor de los estudiantes, que les significa un reajuste sustancial de la cuota mortuoria en el caso de fallecimiento por un accidente que sufra a causa o con ocasión de sus estudios o durante la realización de su práctica profesional. Actualmente, ese monto no supera los 50 mil pesos. Con esta modificación sus familiares van a recibir un monto superior a los 300 mil pesos, con lo cual se establece una cuota mortuoria relativamente digna.


Considero que esta discusión ha sido tremendamente enriquecedora y creo que nos va a ayudar mucho al momento de tomar una decisión al respecto. 


Por tanto, votaré a favor el proyecto. A la vez, me adhiero a una indicación que se ha presentado, aun cuando pienso que se va a declarar inadmisible, pero quiero dejar el precedente para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, ya que, en algún momento, tanto la reforma previsional como esta iniciativa pueden ser objeto de otra modificación. Si ello ocurre, debemos tomar en cuenta lo que aquí se ha dicho y se está viendo como falencia, deficiencia o necesidad de los usuarios. 


Creo que es preciso apoyar la enmienda a dicho error, pero nos queda como tarea cumplir con lo que quedó pendiente.


He dicho.


El señor ULLOA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado don Nicolás Monckeberg.


El señor MONCKEBERG (don 
Nicolás).- Señor Presidente, creo que es importante recordar -aun cuando todos en la Sala lo saben, pero no está de más repetirlo- que la cuota mortuoria consiste en un monto de plata que se le asigna al pensionado para cubrir los gastos de su funeral, como la compra del féretro, el nicho y el servicio de la funeraria. Nadie puede pensar que va a sepultar a un deudo por una cantidad inferior a 300 mil pesos. Como aquí se ha dicho, es efectivo que, a veces, la cuota mortuoria total no alcanza en algunas comunas. Eso es lo que hoy estamos discutiendo. No se trata de un derecho que se pueda traspasar a algún familiar, sino que es la plata con que cuenta el familiar para enterrar al pensionado fallecido.


Cuando se discutió la reforma previsional se cometió un error involuntario que se intenta corregir a través de esta iniciativa. Pero una cosa es equivocarse involuntariamente y otra muy distinta, como se hace ahora, es equivocarse voluntaria y conscientemente, porque aquí se establece una discriminación que resulta muy preocupante desde varios puntos de vista. Se dice que la cuota mortuoria beneficiará a un grupo menor de los más pobres del país, es decir, sólo a quienes tengan un puntaje no superior a 8.500 puntos. Sin embargo, tanto en esferas de Gobierno como del Congreso Nacional, se ha dicho con mucha fuerza que hay un grupo de personas que tienen más de 8.500 puntos, llegan a 11.500, que son tan pobres y necesitadas que el Estado tuvo que garantizarles una pensión de 60 mil pesos este año, y de 75 mil pesos el próximo. ¿Acaso estamos diciendo que, de aprobarse este proyecto, una persona que recibe una pensión de 60 ó 75 mil pesos está en condiciones de ahorrar para financiar su funeral al final de sus días? 


Francamente, no quiero ser cómplice de esto. Si llegamos a la conclusión de que algunas personas necesitan la asistencia del Estado para vivir -es decir, una pensión básica solidaria de 75 mil pesos-, no podemos decir que no entran en la categoría de quienes requieren que se les pague su funeral. Es algo totalmente contradictorio.


Pero quiero ir al fondo del asunto, porque participé en la discusión del proyecto en la Comisión de Trabajo. Trato de comprender los argumentos que nos dieron el ministro del Trabajo y el director de Presupuestos. Nos dijeron que no era por un problema económico que no querían darle la cuota mortuoria a todos los pensionados, sino más bien por una cuestión de principios. Por ejemplo, si la obligación de pagar el 7 por ciento había sido eliminada únicamente para las personas carentes de recursos, lo mismo debía ocurrir con la cuota mortuoria. 


En realidad, no comparto ese argumento. ¿Por qué? Primero, porque los montos involucrados en el descuento del 7 por ciento son muy diferentes a los de una cuota mortuoria, que asciende a 300 mil pesos, por una sola vez, cuando la persona fallece. Segundo, porque esto no se contradice con el hecho de eximir del descuento del 7 por ciento o de otros beneficios sólo a las personas carentes de recursos. Cuando cambiamos -la Cámara lo aprobó en forma unánime- la Pasis por la pensión básica solidaria, no encuestamos a todos los beneficiarios, porque presumimos que todas las personas que recibían Pasis eran carentes de recursos, lo que técnicamente no es así; pero, de buena fe, presumimos que era así y les dimos cuota mortuoria a todas ellas.


Entonces, si siguiéramos la lógica del Gobierno, lo que éste debería hacer ahora sería encuestar a todas las personas que estaban recibiendo Pasis desde antes, porque muchas de ellas no tienen 8.500, sino 10 mil puntos. Pero concluimos, de buena fe y correctamente, que todas las Pasis eran pensiones básicas solidarias.


Por lo tanto, no tiene mucho sentido decir que somos incoherentes e inconsecuentes porque aspiramos a que todas las personas que reciben pensiones básicas solidarias de 75 mil pesos también reciban la cuota mortuoria. Tampoco estamos poniendo en riesgo las arcas fiscales ni introduciendo un elemento inflacionario en momentos complicados para nuestra economía. Podría ser otro argumento, porque los montos involucrados son extremadamente bajos, hecho reconocido por el propio director de Presupuestos. 


Quiero dejar constancia de algo. En este caso, para el Gobierno es tan irrelevante el monto adicional de los recursos involucrados que, cuando en la Comisión de Trabajo le preguntamos al director de Presupuestos cuánto significaba para el Gobierno otorgar el beneficio a todas las personas que reciben una pensión básica solidaria, nos respondió que no lo habían calculado. Así de simple: para el Gobierno no es un problema de recursos; ellos creen que están actuando con consecuencia. Por nuestra parte, en atención a los argumentos que he dado, no es una inconsecuencia plantear que se otorgue una cuota mortuoria universal.


Otra cuestión de fondo. Debemos recordar que la curva de la pobreza en Chile es clarísima: ésta aumenta con la vejez. En la mayoría de los casos, el puntaje de una persona al morir será inferior al que obtuvo al momento de efectuarse la encuesta. Es posible que una persona de 65 años que estaba postulando a una pensión básica solidaria aparezca con 10 mil puntos y que, por lo tanto, no tenga derecho a cuota mortuoria. Sin embargo, al fallecer será mucho más pobre, porque tuvo que gastar en remedios, hospitalizaciones, etcétera. ¿Qué significa esto? Que semanas antes de que la persona fallezca la familia tendría que pedir que la encuesten de nuevo, a fin de poder comprobar que al momento de morir es mucho más pobre que cuando obtuvo su pensión. Por lo tanto, sí debería recibir cuota mortuoria. 


Entonces, tendremos a las municipalidades encuestando nuevamente a las personas que están próximas a morir e, incluso, que podrían haber fallecido, porque como se trata de fichas de protección familiar, las municipalidades tendrían que encuestarlas mientras las están velando. 


No estoy planteando una situación radical para demostrar que todos estos problemas operativos no justifican esta decisión que, a mi juicio, no involucra gran cantidad de recursos.


Termino haciendo una reflexión de fondo. Siento que la posición del Gobierno tiene un fundamento que tendremos que discutir, tal vez, no sólo respecto de este proyecto, sino también de otros. Creo que, en el fondo, el Gobierno tiene pánico de que, al abrir esta puerta, se abran otras para aumentar, por ejemplo, las pensiones o para hacerlas extensivas a más personas. De alguna manera, ellos quieren mantenerse firmes por temor, no a esta asignación, sino a que se abran otras posibilidades. Y eso sí que es complicado, porque el supuesto temor del Gobierno a abrir la puerta a posturas populistas provenientes del Congreso Nacional, al final, perjudican a las personas más pobres. Es decir, si el Gobierno cree que en algún momento el Congreso Nacional ha pedido cosas imposibles de cumplir, razón por la cual es más cauteloso y trata de no abrir otras puertas, discutamos este problema aparte, pero no dejemos esperando a personas que viven con 60 mil pesos mensuales y cuyos familiares ahora tendrán que recurrir a bingos, colectas y a otro tipo de ayuda para poder enterrarlos. Creo que esto es desproporcionadamente injusto.


He dicho.


El señor ULLOA (Vicepresidente).- Cito a reunión de Comités, sin suspender la sesión. 


Tiene la palabra la diputada señora 
Carolina Goic.


La señora GOIC (doña Carolina).- Señor Presidente, hemos tenido ya una larga discusión sobre esta materia. 


En el informe podemos ver que la diferencia que existe entre los diputados que nos abstuvimos y aquellos que votaron a favor dice relación con la posibilidad de hacer o no hacer extensivo un beneficio a otras personas. 


Si leemos el proyecto, podemos comprobar que lo que busca es corregir una omisión, no aumentar beneficios. Sin embargo, creo que hay una cuestión de fondo, y sobre la cual tenemos que pronunciarnos y lo que explica por qué diversos diputados nos abstuvimos en la Comisión de Trabajo.


Cuando aprobamos la reforma previsional, dejamos establecido que queríamos garantizar un piso mínimo de recursos a un universo de chilenos, representado por el 40 por ciento más pobre de la población y que tenía asignado un puntaje en la Ficha de Protección Social: 11.734 puntos. Dijimos que no queríamos que ningún chileno mayor de 65 años dejara de contar con los recursos mínimos para subsistir. Entonces, establecimos un piso que amplía el universo de beneficiarios en relación con los que había antes de aprobar la reforma previsional. Antes le decíamos a la gente que para postular a una Pasis debía cumplir los requisitos o tener el cupo. Sabíamos que muchos de los beneficiarios de una Pasis no la estaban obteniendo. Por eso, discutimos la reforma previsional, la aprobamos y dijimos: aquí hay un universo más amplio, del cual debe hacerse cargo el Estado, en forma solidaria, porque queremos garantizar -insisto- un piso mínimo para vivir después de los 65 años de edad.


Uno podría quedarse en la discusión técnica de que quienes percibían la Pasis tenían tal beneficio y mantenerlo igual, pero cambiamos el umbral para señalar a quiénes le garantizamos ciertas cosas mínimas: antes eran los beneficiarios de la Pasis; hoy, los que tienen pensión básica solidaria.


Sobre la base de ese argumento, sería lógico que aquellos a quienes definimos como prioritarios y les entregamos pensiones básicas solidarias de vejez e invalidez, tengan también derecho a la cuota mortuoria. Lo que estamos haciendo es distinguir entre los más pobres, a quienes focalizamos como los más necesitados, a quienes tienen derecho al apoyo del Estado. Ahí tenemos a los beneficiarios 1 y 2 y establecemos el corte en 8.500 puntos arbitrarios y difíciles de explicar.


¿Cómo le dice uno a un adulto mayor: mire, usted tiene derecho a que el Estado lo ayude con una cuota mortuoria si tiene dos o tres puntos menos o más? Es bien difícil, sobre todo cuando, por otro lado, le hemos dicho que tiene derecho a la pensión básica solidaria, porque lo consideramos como aquellos sujetos de los que el Estado debe hacerse cargo en forma solidaria.


Ésa es la discusión. Podemos debatir sobre la oportunidad o la presentación de un proyecto específico, pero sabemos que eso no es probable; por lo tanto, la oportunidad es hoy, cuando estamos subsanando una omisión.


Quiero recordar parte de la intervención del diputado Nicolás Monckeberg, que me antecedió en el uso de la palabra. Cuando discutimos la reforma previsional presenté, junto con colegas de la Democracia Cristiana, una indicación relativa al 7 por ciento de salud, porque, a diferencia de lo planteado, creo que el mismo criterio debiera aplicarse para todos los adultos mayores a los que hemos priorizado como los más pobres.


Efectivamente, es difícil explicar por qué hay algunos beneficiarios de la pensión básica solidaria a quienes se les descuenta el 7 por ciento de salud y hay otros a los que no, cuando asumimos que todos son parte de un mismo universo, al cual apoya el Estado en forma solidaria.


En su momento, se planteó que se abordaría el tema en forma separada, en otro proyecto. Estaba presente el ministro del Trabajo, que hoy nos acompaña, pero ha pasado el tiempo y aún no lo discutimos.


Entonces, creo que la oportunidad es ésta, al menos para este beneficio que es menor en términos de recursos, porque queremos ser coherentes respecto de cómo se focaliza el apoyo del Estado en los adultos mayores que tienen más necesidad.


Señor Presidente, por su intermedio quiero decir al ministro del Trabajo, que se encuentra presente en la Sala y que estuvo en la discusión en el seno de la Comisión, que me habría gustado que hoy estuviera también la autoridad de Hacienda, porque, sin duda, este tema tiene que ver con materias presupuestarias.


Presentamos una indicación que seguramente será declarada inadmisible, pero que refleja nuestro espíritu, nuestra intención. Si el proyecto subsana una situación injusta, incluso mejora los beneficios para los estudiantes, debiéramos aprobarlo. Hemos planteado nuestras diferencias y nos gustaría ser coherentes respecto de cómo hemos focalizado el apoyo del Estado a los adultos mayores.


He dicho.


El señor MELERO (Presidente accidental).- Tiene la palabra la diputada señora Ximena Vidal.


La señora VIDAL (doña Ximena).- Señor Presidente, el proyecto mejora los beneficios que entrega el Estado por causa de muerte que afecta a los estudiantes y a las personas beneficiarias de las pensiones básicas solidarias y de invalidez.


Es importante lo señalado por el diputado Montes, en cuanto a la necesidad de actualizar y traducir en dinero el valor de las cuotas mortuorias. Ése es el quid del proyecto.


Presentamos una indicación para aumentar la cobertura de los beneficios sociales que otorga el Estado en este proyecto, cumpliendo con mi rol de parlamentaria, que apunta a mejorar las mediciones sociales.


No me gusta ser populista; no me hago cómplice de las expectativas, legítimas o no, de algunos diputados para elaborar un discurso que desconoce, en el fondo, el esfuerzo que el Gobierno de la Presidenta Bachelet ha hecho y hace, no sólo a través de la readecuación del monto de las cuotas mortuorias.


Debemos ser consecuentes y coherentes con las posibilidades económicas con que cuenta el Estado para cubrir todas las necesidades de su gente. Aunque no nos guste, debemos contar con un índice que mida la pobreza, para que los beneficios lleguen de mejor manera a las personas que lo necesitan. Las dudas en cuanto a la gestión y aplicación de la ficha de protección social, de las normas que aprobamos en el Congreso Nacional, son parte de nuestra función fiscalizadora, pero ahora estamos cumpliendo la tarea de legislar y nos compete fundamentar nuestro voto, a favor o en contra del proyecto, -en mi caso, favorable- que efectivamente cuenta con el patrocinio del Ejecutivo.


No creo que la iniciativa sea un parche, sino que corrige y actualiza un valor en su mérito, como lo indica su presentación. 


El cuestionamiento de la ficha de protección social y su evaluación corresponden a otra discusión, pero estamos en un terreno eleccionario y por eso entiendo lo expresado por algunos colegas.


El proyecto mejora las cuotas mortuorias de algunos beneficiarios de pensiones y personas vulnerables de nuestro país. 


Como he estado a favor de las acciones positivas, es decir, de las políticas focalizadas hacia los grupos más discriminados de la sociedad, lo votaré favorablemente, sin miedo a reconocer con fuerza que ha sido el Gobierno de la Presidenta Bachelet el que ha dado los pasos más importantes en este sistema binominal que nos enmarca, en cuanto a la protección social que el Estado debe entregar a sus ciudadanos.


Por eso, por el compromiso y acción política del Gobierno de la Concertación, estamos hoy discutiendo este proyecto. Queremos más, por eso seguimos trabajando. No entiendo los argumentos amenazantes contra el Gobierno por este proyecto. Entiendo que se trata de una moción parlamentaria y entiendo también la tensión de los diputados Bertolino o Nicolás Monckeberg, que tiene que ver con el proceso eleccionario, pero me llaman la atención los argumentos de algunos diputados de la Concertación, que me dejan “marcando ocupado”, como se dice coloquialmente.


Porque me gusta marcar libremente, sin culpa, pero en forma responsable, sin pánico y conscientemente, voto a favor del proyecto.


He dicho.


El señor MELERO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor 
René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, el proyecto corrige un error que, como se ha dicho, se cometió involuntariamente. Lo importante es corregirlo y no preocuparse por qué se produjo. 


Algunos señores diputados aprovechan hasta el sistema binominal para echarle la culpa de un error que afecta a miles y miles de personas.


Hemos visto que las municipalidades han tenido que absorber este gasto, por una razón humanitaria. Sin duda, la gente que gana sesenta o setenta mil pesos, no podrá contar con los recursos necesarios para costear los gastos de su funeral.


Discutir más sobre si la culpa la tiene el sistema binominal, el diputado éste o aquél, no conduce a nada. Esto constituye un anhelo largamente esperado por la gente de menores recursos.


He escuchado a los ministros y a los señores diputados decir que el 40 por ciento más pobre iba a recibir beneficios, pero la verdad es que la gente más pobre, en muchos casos, no los recibe, y lo digo con todas sus letras, por falta de honestidad de las encuestadoras de las diferentes municipalidades del país.


Por ejemplo, ahora que hemos sacado a relucir el sistema binominal, quiero decir que conozco candidatos que hoy están haciendo campaña, que están en el Programa Puente, que tienen siete, ocho o nueve contratados en diferentes comunas para realizar su campaña. Podría dar nombres, pero por respeto a la gente no lo haré. ¡Candidatos a concejales con subsidio de agua potable!


Creo que todos los diputados estamos de acuerdo en que las encuestas deben ser muy rigurosas, a fin de entregar esos beneficios a quien realmente los necesita, los cuales están siendo ocupados con fines políticos. Estoy hablando de todos los municipios del país, sin tapujos. A veces, da vergüenza ver cómo gente que posee una parcela o un campo recibe ese beneficio, que no le corresponde.


En consecuencia, nada sacamos con discutir horas y horas, porque, a la larga, vamos a aprobar el proyecto para que la gente obtenga un beneficio largamente esperado y que, por un error involuntario, quedó excluida.


Una vez más, con las argumentaciones entregadas en la Cámara de Diputados, estamos fomentando que todas las correcciones se hagan en el Senado, en circunstancias de que debieran realizarse aquí. Muchas veces votamos los proyectos en forma apresurada, porque está calificado con suma urgencia, en circunstancias de que con dos o tres días de espera no pasa nada.


Reitero: tenemos grandes problemas y se los quiero dar a conocer al ministro para que tome cartas en el asunto, pues muchas personas que no lo merecen están incluidas políticamente en la Ficha de Protección Social y recibiendo los beneficios que derivan de ella. Creo que no se puede jugar políticamente con quienes más lo necesitan. Sin duda, a nadie le puede dejar de interesar que los beneficios vayan a la gente con problemas y menos recursos. Pero, ¡basta de pitutos políticos! porque le hacen un flaco favor, no al señor que recibe los beneficios, sino a los que dejan de recibirlos, quienes deben ser los verdaderos beneficiarios con todas las leyes que se han aprobado.


Aquí estamos ante el típico caso de una omisión que debemos corregir. Por desgracia, han pasado varios meses sin que la gente pueda usufructuar de estos beneficios, pero tengo la certeza de que hoy podemos arreglar la situación con la aprobación de esta iniciativa, a fin de que las municipalidades no se vean enfrentadas a esos gastos, ya que muchas veces carecen de recursos para solventarlos.


No tiene sentido echarnos la culpa unos a otros, o al sistema binominal, porque eso nada tiene que ver con el proyecto en estudio.


Con fuerza, anuncio mi voto favorable, porque es un anhelo largamente esperado por la gente de menos recursos y que más necesita.


He dicho.


El señor MELERO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor 
Pablo Lorenzini.


El señor LORENZINI.- Señor Presidente, le encuentro toda la razón al diputado René Manuel García acerca de que el proyecto debiera ser corregido en la Cámara de Diputados.


¿De qué estamos hablando? En primer lugar, independiente de la discrepancia que nos asiste, el tema puntual, lo que pedimos varios parlamentarios, entre ellos el diputado Nicolás Monckeberg, es corregir un error que se produjo en la tramitación de la ley de reforma previsional en relación con la cuota mortuoria. Las autoridades de las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Seguridad Social reconocieron la existencia de esa equivocación.


A partir de eso, el error es corregido y se concede con efecto retroactivo la asignación de cuota mortuoria a los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez, carentes de recursos, que hubiesen fallecido a partir del 1º de julio de 2008. Además, algo que se ha destacado muy poco, se eleva el monto de la cuota mortuoria a que tiene derecho quien se haga cargo de los funerales de un estudiante que fallece durante sus estudios o práctica profesional, de 45.691 a 307.674 pesos. Todo eso está aprobado.


El problema radica en que se nos queda un espacio sin cobertura. Aquí comienza la discusión. Algunos dicen que no darán su aprobación. ¿Por qué, si es bueno? Claro que es bueno. Entonces, caminemos. En caso contrario, pasará lo que decía el diputado René Manuel García: que en el Senado, como normalmente ocurre, caminarán y nosotros quedaremos a medio camino.


¿Qué planteamos? En la reunión de Comités -se lo hicimos saber al ministro del Trabajo y Previsión Social- se propuso posponer hasta mañana la votación del proyecto. Con los diputados Duarte, Carolina Goic, Ximena Vidal, Marco Enríquez-Ominami y otros presentamos una indicación. Es cierto que es inadmisible, pero ése no es el tema, sino hacer presente que hay un espacio sin cubrir, aquí se ha explicado con claridad, que debiera tener algún tipo de acción.


Claramente, no es una decisión que corresponda al ministro del Trabajo, porque las platas son administradas por el de Hacienda. Pero el director de Presupuestos, Alberto Arenas, dijo en las comisiones que si bien los cheques son firmados por el titular de Hacienda, quien los hace es el director de Presupuestos. Agregó que se estaba reparando un error y que los recursos necesarios para financiar el beneficio en discusión están contemplados en los Presupuestos de 2008 y 2009. Es decir, no se pide plata adicional para corregir el error.


Si queremos saber cuántos son los que no están y debieran estar, según mis cálculos bordean las 90 mil personas. También lo dijo el director de Presupuestos. Si eso es así y multiplicamos 90 mil por 300 mil, obtendremos la cifra de 27 mil millones de pesos. Sin embargo, no debemos pensar que las 90 mil personas se van a morir en un año. En teoría, si fallecen 10 mil, multiplicado por 300 mil pesos, estaríamos hablando de 3 mil millones de pesos por año, es decir, más o menos de 250 millones de pesos por mes. ¡Más nos gastamos en una misión oficial o en una reunión en La Moneda, o no sé dónde, entre pitos y flautas! Estamos hablando de la nada misma. Y estaríamos dando garantías a esas 90 ó 100 mil personas con pocos recursos, porque la diferencia entre recibir 60, 70, 80 ó 90 mil pesos da lo mismo.


Por eso, me parece fácilmente conversable la solución. Hay acuerdo para aceptar el proyecto como está, no tenemos duda, pues fue bien elaborado por el Ministerio para corregir el error, pero no tiene sentido dejar ese tramo fuera cuando es un tema político aceptado por todas las bancadas en general; o sea, hay un problema y disponibilidad para solucionarlo.


¿Qué lógica tiene apurarnos y votarlo en cinco minutos más, en circunstancias de que presentamos una indicación que sabemos que es inadmisible, que el ministro del Trabajo y Previsión Social la comprende, pero no está en sus manos resolver, y que tampoco está presente el ministro de Hacienda?


Luego, mañana deberíamos reanudar la discusión de la iniciativa, con el secretario de Hacienda presente para conversar la posibilidad de aprobar esas pocas platas justo ahora cuando más se necesita, cuando la gente sufre la inflación y los problemas internacionales con los cuales son bombardeados todos los días.


La cifra de 250 millones de pesos no da ni siquiera para ser discutida tantos días en la Corporación. Aquí, hemos discutido cifras multimillonarias, hemos aprobado en forma unánime una reforma previsional estratosférica; sin embargo, ahora no hay disposición para apoyar esta propuesta. Parece un contrasentido. A lo mejor, Hacienda no quiere dar señales, pero ¡cuidado! Si ahorramos, el precio del cobre repuntó hoy, el ministro lo sabe, no es que se haya terminado la crisis, pero al parecer ya tocó fondo y Chile sale bien parado, gracias a las buenas políticas de los últimos veinte años de contención y mantención. Muchos hemos criticado esas políticas, porque ha habido demasiada contención, hemos sido muy conservadores y poco audaces. Está bien, hoy existen argumentos que validan esa actitud.


Entonces, 250 millones de pesos al mes, promedio, es una cifra que ni siquiera da para tanta reunión. Por lo tanto, me parece bien el acuerdo sugerido por los jefes de Comités en términos de no votar hoy el proyecto, que el ministro del Trabajo traspase la indicación al ministro de Hacienda, que el director de Presupuestos haga un informe financiero y el ministro de Hacienda se comprometa a firmar los cheques cuando corresponda.


No es para hacer una tempestad, el proyecto es bueno, corrige un error y no hay discusión al respecto. ¡Felicitaciones, ministro Andrade! Pero es la oportunidad de mejorar algo aquí. En caso contrario, será mejorado en el Senado.


Como el proyecto tiene urgencia, tampoco es bueno atrasarlo hasta el próximo año. Si lo tratamos mañana y se acuerda votarlo a la vuelta de las elecciones en el Senado, el 1º de diciembre será ley.


Si alguien pide votarlo hoy por la urgencia, en el Senado se dará esta misma discusión y se requerirá al ministro de Hacienda. Por lo tanto, allá igual se atrasará dos o tres días.


Comparto con el diputado René Manuel García que en muchas ocasiones, algunas de estas cosas, que normalmente son planteadas en la Cámara, terminan resolviéndose en el Senado. Me parece que sería bueno que se considere que el Congreso Nacional se compone de dos Cámaras. Sé que, a veces, a La Moneda no le gusta el Congreso Nacional; resuelven los temas presupuestarios con los partidos políticos, pero quienes votamos somos nosotros. El presupuesto, lo dice la Constitución, no pasa por los partidos políticos, sino por el Poder Legislativo. Sé que en un presidencialismo exacerbado como el que tenemos el Congreso vale poco. No me gusta. Espero que algún día eso lo podamos cambiar y que los propios congresales valoren su trabajo, pero no lo hacen así. Incluso, a algunos los dejan fuera de los cafecitos, pero este asunto corresponde al Congreso Nacional. Se cometió un error, y si tenemos la oportunidad de corregirlo aquí no tiene por qué hacerse en el Senado.


Espero que se acoja la solicitud, petición, recomendación, sugerencia de los jefes de Comités de todas las bancadas de no votar hoy el proyecto y esperar hasta mañana. Debemos confiar en los buenos oficios del ministro del Trabajo, en su conversación con su par de Hacienda y conseguir, a lo menos, hacerlo en forma gradual. Podemos buscar alguna gradualidad, pero, de alguna forma, el problema debe quedar resuelto, porque la ciudadanía así lo espera.


He dicho.


El señor ULLOA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el ministro del Trabajo y Previsión Social.


El señor ANDRADE (ministro del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero hacer una precisión. Hace poco salí de la Sala, porque fui convocado por los Comités para ser informado de que la discusión del proyecto continuará el día de mañana. Como no me corresponde ni es mi pretensión, no fui parte de esa decisión y solamente fui notificado de aquello. Me parece importante precisarlo para evitar cualquier duda.


En segundo lugar, el apuro de la tramitación del proyecto se hace a propósito de una solicitud de los propios parlamentarios. Son ellos quienes advirtieron que en la tramitación de la ley de reforma previsional cometimos -entre todos, porque todos legislamos sobre la materia- el error de dejar fuera una parte de los antiguos beneficiarios de la asignación por muerte. Como decía, se nos pidió mucha celeridad en la tramitación de la iniciativa y hemos cumplido con lo que los propios parlamentarios nos solicitaron. Entiendo que tienen la intención de extender un poco la discusión. Bueno, es razonable si así lo estiman; pero que quede claro que hemos respondido a su solicitud. Tanto es así que, incluso, aprovechando una moción presentada por los senadores Ominami y Naranjo, hicimos presente esta situación.


En tercer lugar, el proyecto pretende corregir un error, no tiene otra pretensión. Desde el comienzo lo hemos dicho y en las Comisiones de Trabajo y de Hacienda lo reiteramos: corregir un error respecto de una parte de los antiguos beneficiarios de cuota mortuoria que en la tramitación se nos había quedado fuera.


Además, aprovechamos de actualizar el monto de la cuota mortuoria de los estudiantes, dejándola en las mismas condiciones que el resto. Por último, agregamos otro factor que nos pareció importante: que esto operara a partir del 1 de julio de 2008, como nos plantearon los propios parlamentarios. Por eso, hay un artículo transitorio que establece el efecto retroactivo.


No es la voluntad del Ejecutivo -así lo hemos hecho presente- generar nuevos beneficios. A propósito de la indicación, me permito hacer un comentario. Se critica al Ejecutivo por hacer un corte, que pudiese estimarse arbitrario, en el 40 por ciento más pobre de la población. Sin embargo, el Poder Ejecutivo convino con el Poder Legislativo en que se iban a estimar como carentes de recursos a los pensionados que tienen 8.500 puntos o menos de la ficha de protección social. Eso, de suyo, siempre será discutible, pero es lo que se convino. Así lo establece el reglamento que se dictó a propósito de la ley de reforma al sistema de pensiones. Por esa razón, hemos mantenido el criterio de que los carentes de recursos tienen un tratamiento distinto de quienes no lo son. Los que no son carentes de recursos pagan el 7 por ciento de salud y están fuera del beneficio de la cuota mortuoria. Ése es un corte que convinimos; por cierto, no digo que haya sido con felicidad, pero lo convinimos y así quedó establecido.


La indicación pretende hacer un corte distinto, pero también es arbitrario. Lo digo con la misma franqueza con la que ustedes han planteado las cosas, porque también deja fuera a otras personas que tienen pensiones básicas solidarias, que accederán a este beneficio en los próximos años, que se ubican en el 45, 50, 55 ó 60 por ciento más pobre.

¿A propósito de qué se hace ese corte? ¿Por qué razón? ¿Cuál es su fundamento? Se critica al Ejecutivo porque dice que hay dos tipos de pobres, pero la indicación señala que siguen habiendo dos tipos de pobres, aunque con un puntaje distinto. Como en estas cosas siempre hay que hacer un corte, lo que se hizo es tener presente lo que se planteó a propósito de la reforma al sistema de pensiones. Entiendo que algunos parlamentarios proponen un corte distinto y una distinción de pobres diferente, pero convengamos, para ser coherentes, que finalmente también se está haciendo una distinción al respecto. Me pareció oportuno decirlo para que no aparezcan como que los unos son los buenos y los otros los malos.


Por último, entiendo que mañana continuará la discusión. Sí hemos dicho a los señores diputados de las Comisiones de Trabajo y de Hacienda algo muy concreto: el mismo comportamiento del Ejecutivo en la Sala de la Cámara es el que tendremos en el Senado. Nos hemos comprometido a eso y lo vamos a cumplir como lo hicimos con el compromiso anterior respecto de la reforma del sistema de pensiones.


Muchas gracias.


El señor CERONI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Adriana Muñoz.


La señora MUÑOZ (doña Adriana).- Señor Presidente, me queda la duda de quienes son los buenos y quienes son los malos.


En las intervenciones de los colegas, tanto en la Comisión de Trabajo como en la Sala, ha quedado de manifiesto que resulta difícil aprobar un proyecto que si bien corrige distorsiones importantes establecidas en la tramitación de la reforma previsional, lo cual nos alegra, mantiene una incoherencia, porque al aprobar la reforma, se otorga la pensión básica solidaria al 40 por ciento más pobre del país.


Al reponer el beneficio de la cuota mortuoria a los beneficiarios de pensiones asistenciales de invalidez, se insiste en un corte que para el resto de las pensiones no existe. Hay una resistencia, porque el corte para la pensión básica solidaria está en los 11.700 puntos; en cambio la cuota mortuoria para pensiones por invalidez se paga con 8.500 puntos. En el proyecto eso no se está resolviendo y sería el momento de hacerlo. Por eso, nuestra resistencia a aceptar una propuesta que mejora algunas situaciones, pero mantiene una incoherencia, y creemos que es el momento de resolverla.


Hemos conversado con el director de Presupuestos -lo han dicho los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra- y se nos ha señalado que no hay un problema de recursos, sino de sentar precedente. Siento que no es la manera de sentarse a debatir con el Congreso Nacional. Somos suficientemente serios para involucrarnos en un debate en el que sabemos sus centralidades. Con esto, no vamos a abrir una cascada de demandas y de aumentos, sino que estamos intentando poner coherencia en una propuesta que se nos hace. 


Celebro el aumento importantísimo que hay en la cuota mortuoria de los estudiantes en el caso de fallecimiento durante el transcurso de sus estudios o en la realización de su práctica profesional. Aumenta de 45.700 a 307.000 pesos. Esa es una gran noticia. Por eso, resulta lamentable demorar el debate en el otro tema, pero es fundamental y necesario hacerlo.


Hace falta la presencia del ministro de Hacienda, señor Velasco, porque los integrantes de la Comisión de Trabajo tenemos un dialogo bastante fluido y cercano con el ministro del Trabajo, señor Andrade, pero la explicación y quien toma la decisión respecto de los recursos es el ministro de Hacienda. Por lo tanto, es muy importante la presencia de representantes de ese ministerio en la Sala. Sería positivo que mañana, cuando se votará el proyecto, asista el ministro señor Velasco o el director de Presupuestos, a fin de debatir el asunto con la seriedad que corresponde.


Soy partidaria de sancionar mañana la iniciativa, pero ojalá evitemos consagrar decisiones incoherentes. A mi juicio, y es mi argumento central, no resulta lógico que para acceder a la pensión básica solidaria el beneficiario deba calificar con 11.700 puntos en la ficha de protección social y para recibir la cuota mortuoria con 8.500 puntos. Eso se puede corregir con voluntad, decisión y dejando a un lado los prejuicios. No es posible dar como argumento el hecho de que entregar este beneficio dará inicio, por parte de los parlamentarios, a una campaña irresponsable de demandas en materia previsional.


Considero que el puntaje para acceder al beneficio de la cuota mortuoria debe incrementarse de 8.500 a 11.700 puntos, los mismos requeridos para impetrar el beneficio de la pensión básica solidaria. De lo contrario, no estoy dispuesta a aprobar el proyecto.


He dicho.


El señor CERONI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor José 
Pérez.


El señor PÉREZ.- Señor Presidente, el proyecto corrige un error involuntario cometido con ocasión de la tramitación del proyecto de reforma previsional. En general, ésta ha sido muy bien recibida por la ciudadanía, en particular por la gente de más escasos recursos y por quienes jamás pensaron en obtener una pensión solidaria, la que el próximo año cubrirá al 60 por ciento de las personas más pobres del país.


De esta forma, la iniciativa incorpora la asignación por muerte a todas las pensiones básicas solidarias, sean por vejez o invalidez y cuyos titulares sean carentes de recursos. Este beneficio se otorga en forma retroactiva para compensar los gastos mortuorios de todos los pensionados fallecidos a contar del 1 de julio del presente año. 


Además, la iniciativa apunta a elevar el monto de la cuota mortuoria a que tiene derecho quien se haga cargo de los funerales de un estudiante que fallece durante sus estudios, o bien durante su práctica profesional.


Me preocupa que la ficha de protección social -antes, ficha CAS o de familia- sea tan deficiente como sus predecesoras. Este instrumento no ha corregido nada; por el contrario, continúa generando injusticias. En muchas ocasiones, personas que son calificadas con 8 mil o 9 mil puntos, muestran menos carencias que otras a las que se les asignan puntajes superiores. En otras palabras, la evaluación queda a criterio de la asistente social del municipio. Por desgracia, siempre habrá mayor interés en beneficiar a las señoras Juanita o Rosita, porque son de determinado color político o más cercanas al alcalde.


Señor Presidente, por su intermedio deseo expresar al ministro del Trabajo y Previsión Social que este tipo de situaciones debe terminar en forma definitiva, por cuanto genera muchas injusticias. El país está en condiciones de hacer las cosas de mejor forma, sobre todo respecto de gente de tan escasos recursos. 


En esta materia se puso un límite, por lo que acceden al beneficio las personas que califican con menos de 8.500 puntos. Sin embargo, debemos ser un poco más generosos. No debemos olvidar que estos recursos van dirigidos a la gente con mayores carencias y que no cuenta con recursos para enfrentar situaciones tan dramáticas como el fallecimiento de algún familiar beneficiario de una pensión básica solidaria de invalidez.


A mi juicio, la iniciativa debe volver a la Comisión técnica, de modo de incrementar, de 8.500 puntos a 11.700 puntos o más, el puntaje para acceder al beneficio de la cuota mortuoria. Estamos en condiciones de hacerlo. Nuestro deber es ser solidarios y entregar recursos a quienes menos tienen, máxime si pasan por momentos de dolor.


Respaldaremos al ministro en todo cuanto sea necesario a fin de llevar adelante esta iniciativa. Con todo, es necesario que su señoría destine recursos para ello. Es necesario ampliar la cobertura de este beneficio. De lo contrario, deberemos presentar otro proyecto para modificar la materia en discusión. 


Pido a mis colegas mayor generosidad y criterio a fin de entregar recursos a quienes más lo necesitan, sobre todo en momentos tan difíciles como el fallecimiento de algún familiar querido.


He dicho.


El señor CERONI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sabag.


El señor SABAG.- Señor Presidente, en primer lugar, es necesario contextualizar la discusión del proyecto.


Vivimos una crisis financiera mundial. El panorama es sumamente delicado, por cuanto se han derrumbado las economías más grandes del mundo y, con ello, los bancos más importantes. En Latinoamérica, Bolivia se juega su gobernabilidad; Brasil apuesta a tener una renta vital de 50 dólares per cápita en 2020. Sin embargo, en Chile se entregan más beneficios a las personas. Repito, es necesario señalar esto a fin de contextualizar la discusión.


La iniciativa persigue corregir un error cometido en la tramitación del proyecto de reforma previsional en relación con la cuota mortuoria, que sólo se estableció para los beneficiarios de pensión básica solidaria de vejez carentes de recursos, en circunstancias de que también se debió considerar a los beneficiarios de pensión básica solidaria por invalidez cuyos titulares sean carentes de recursos. En tal sentido, el proyecto pone la materia en orden, incluso, aplicando efecto retroactivo, lo que es muy valorable.


Por otra parte, es necesario señalar que no se trata de un error sólo atribuible al Gobierno, sino, también, a los ciento veinte diputados y treinta y ocho senadores. Durante más de cuatro meses tuvimos en nuestro poder el proyecto de ley de reforma previsional y nadie se percató del error. Es cierto que se trataba de un documento voluminoso y difícil de leer, pero nadie dijo nada en relación con esta materia hasta que empezaron a morir algunos abuelitos y nos percatamos de la omisión. En tal sentido, es bueno reconocer los errores y enmendarlos.


Asimismo, estimo justo entregar el beneficio de la cuota mortuoria a quienes se encuentran en el tramo de 8.500 a 11.734 puntos, según la ficha de protección social. Sin embargo, es importante entender que la reforma previsional es progresiva en términos de procurar justicia social a la población. Este año, la pensión básica solidaria se fijó en 60 mil pesos; el próximo año alcanzará los 75 mil pesos. Además, se entregará el bono por hijo nacido. Es decir, se trata 
-repito- de una reforma progresiva. 


En ese contexto, solicito al Ejecutivo que contemple la posibilidad de otorgar el beneficio al universo de personas ubicado en el tramo que va de 8.500 a 11.734 puntos. No hacerlo significaría cometer una discriminación arbitraria. El Estado debe enmendar ese error a la brevedad posible. No obstante 
-reitero-, es necesario entender que vivimos una época de crisis, en la que los países reducen su gasto social; en cambio, el Estado chileno lo mantiene. De aprobarse el proyecto en discusión, se hará justicia a quienes en este momento no pueden impetrar el beneficio señalado.


He dicho. 


El señor CERONI (Vicepresidente).- Señores diputados, en conformidad con el acuerdo adoptado, la discusión del proyecto continuará en la sesión de mañana, en la que figurará en el primer lugar de la tabla.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

CREACIÓN DE REGISTRO DE OBRAS DE ARTE EN POSESIÓN DE PRIVADOS. (Votación).


El señor CERONI (Vicepresidente).- Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo Nº 659.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 37 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.


El señor CERONI (Vicepresidente).- Rechazado por falta de quórum.

INCORPORACIÓN DE MEDIDAS DEL GRUPO “EDUCACIÓN 2020” EN LA REFORMA EDUCACIONAL.


El señor CERONI (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor VALLEJOS (Prosecretario accidental).- Proyecto de acuerdo Nº 660, de la diputada señora Vidal, doña Ximena; y de los diputados señores Venegas, don Mario; Leal Meza y Ortiz, que en la parte resolutiva dice:


“La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a S.E. la Presidenta de la República que instruya a la ministra de Educación estudiar las medidas propuestas por el grupo “Educación 2020”, al objeto de ser incorporadas en la actual tramitación de los proyectos de ley sobre la reforma educacional requerida por el país”.


El señor CERONI (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra la diputada señora Ximena Vidal.


La señora VIDAL (doña Ximena).- Señor Presidente, este proyecto de acuerdo dice relación con la visita que tuvimos en la Comisión de Educación de la Cámara del grupo “Educación 2020”, que ha trabajado con estudiantes y gente de universidades para entregar una alternativa de calidad al marco educativo chileno.


Se trata de un proyecto que envuelve muchas propuestas innovadoras, participativas, justas, de calidad y con ejecutantes capacitados para llevarlas a cabo.


La construcción del ciudadano que nuestro medio social precisa pasa por tener personas educadas con igualdad, participación y respeto por el otro. 


Este proyecto de acuerdo apunta en ese sentido, Por eso, se pide a la Presidenta 
Bachelet, cuyo gobierno está trabajando en torno de la reforma a la educación, que profundice sobre el particular y considere la opinión de todos los actores sociales que están proponiendo nuevas formas para la reforma de la educación que necesitamos como respuesta para el siglo XXI.


Por eso, queremos que la iniciativa del grupo “Educación 2020” sea considerada en las mesas de trabajo para las propuestas legislativas y de acción educativa en el país.


Ése es el sentido y la motivación que nos ha llevado a presentar este proyecto de acuerdo. Por eso, espero que los colegas lo apoyen con entusiasmo.


He dicho.


El señor CERONI (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto, ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Para impugnarlo, ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 26 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor CERONI (Vicepresidente).- No hay quórum.


Se va a repetir la votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 18 votos. No hubo votos negativos ni abstenciones.


El señor CERONI (Vicepresidente).- Nuevamente no hay quórum.


Se va a llamar a las señoras diputadas y a los señores diputados por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo reglamentario:


El señor CERONI (Vicepresidente).- En votación el proyecto de acuerdo.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa 43 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor CERONI (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Pérez San 
Martín Lily; Álvarez Zenteno Rodrigo; 
Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar 
Gonzalo; Bertolino Rendic Mario; Burgos Varela Jorge; Schilling Rodríguez Marcelo; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Duarte Leiva Gonzalo; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes 
Alejandro; Hernández Hernández Javier; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; 
Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar 
Carlos Abel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Meza Moncada 
Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma 
Flores Osvaldo; Sabag Villalobos Jorge; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tohá Morales Carolina; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Vargas Lyng Alfonso; Venegas Cárdenas Mario; Venegas Rubio Samuel; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Patricio.


-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es: www.camara.cl/pacuerdo/

VII. INCIDENTES


El señor ULLOA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra. 

AMPLIACIÓN DE POSNATAL A SEIS MESES. Oficio.


En el señor ULLOA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Radical Social Demócrata, tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.


El señor MEZA.- Señor Presidente, mañana un grupo de diputados pediremos oficialmente a la Presidenta de la República la extensión del posnatal a seis meses. 


Actualmente, las madres sólo disfrutan de 12 semanas, es decir de 84 días para lactar a sus hijos.


Los beneficios que acarrea la lactancia materna en las criaturas están ampliamente demostrados: aumenta las defensas, es decir, mejora el sistema inmunológico en contra de infecciones y enfermedades; humaniza la relación madre e hijo y mejora el desarrollo sicomotor. El niño que no ha sido alimentado con leche materna tiene un desarrollo neuronal inferior al de aquel que ha sido amamantado. 


En el mundo entero se abusa de la leche de vaca como sustituta de la leche materna, como consecuencia del temprano destete de las criaturas porque las madres deben retornar muy pronto a sus trabajos. Patrones, empresarios y el Estado no permiten la lactancia más allá de tres meses. 


Es sabido que la lactancia materna de seis meses asegura un mejor desarrollo físico, mental y espiritual del menor, amén de favorecer la psicología de la familia, la convivencia familiar.


Está demostrado que en los hogares en los que hay madres lactando, disminuyen la violencia intrafamiliar y la agresividad hacia las criaturas que son amamantadas. Hago este alcance, porque desgraciadamente somos los campeones mundiales en agresión intrafamiliar y maltrato infantil.


Reitero, la lactancia materna tiene indiscutibles beneficios para el niño, la madre y la sociedad.


Por eso, pido que se oficie a la Presidenta de la República, en sus calidades, además, de madre y pediatra, para hacerle presente la imperiosa necesidad de extender el permiso posnatal a seis meses, de manera que los recién nacidos aprovechen bien los múltiples beneficios de la leche materna. Si queremos una sociedad más amable, más tolerante y más fraterna, necesitamos infantes con más inteligencia. 


Deseo recordar que la leche de vaca es para los terneros y no para el ser humano. Por eso, a la Cámara de Diputados que adscriba a esta petición de un grupo de parlamentarios -la mayoría, médicos- que luchamos para que, en el más breve plazo, el permiso posnatal se extienda a seis meses.


He dicho. 


El señor ULLOA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los diputados que así lo manifiestan a la Mesa. 

SOLUCIÓN A PROBLEMA DE SALUD AMBIENTAL OCASIONADO POR AVÍCOLA AGRICOVIAL EN LOCALIDAD DE LO HERRERA, COMUNA DE SAN BERNARDO. Oficio.


El señor ULLOA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Ramón Farías.


El señor FARIAS.- Señor Presidente, el sábado recién pasado, 11 de octubre, mi jefa de gabinete, en razón de las constantes actividades en terreno que desarrolla junto a mi equipo parlamentario, se constituyó en la localidad de Lo Herrera, comuna de San Bernardo, para coordinar una actividad que se realizaría durante la tarde con los vecinos. 


La impresión fue tremenda: el ambiente estaba inundado de olores nauseabundos. Mientras conversaba con los vecinos y visitaba una a una sus casas, pudo constatar que a los malos olores se sumaba literalmente una invasión de moscas.


Alguien puede pensar que esos olores provenían de las casas de los vecinos de Lo Herrera; pero no, provenían de un predio agrícola vecino a la población, de la parcela administrada por Agricovial M.R. Huevos Pasteurizados, empresa que cuenta con pabellones habilitados como gallineros. 


Por la tarde del sábado, recibí personalmente las quejas de dirigentes y vecinos de Lo Herrera, que en razón de lo que me informara mi equipo, resultaban más que justificadas. La situación afecta a cerca de 300 familias que se ven impedidas de ventilar sus casas, tender ropa en el exterior y utilizar los jardines. Se trata de familias que deben convivir diariamente con ese foco de insalubridad, situación que se hace insufrible, sobre todo considerando que los hijos de esos vecinos ni siquiera pueden realizar actividades al aire libre e, incluso, algunos menores han presentado cuadros de conjuntivitis.


No olvidemos que las moscas son un foco de infecciones y que podrían generar en la población enfermedades como difteria, disentería, gastroenteritis, fiebre tifoidea y hepatitis, entre otras, por los que urge solucionar este grave problema para evitar una epidemia, antes de que sea tarde. 


Desde el 15 de enero de este año, esas familias, debidamente organizadas, vienen intentando infructuosamente que la autoridad sanitaria dé una solución al grave problema que las afecta. Sin embargo, a la fecha no se han tomado medidas, más allá de que se les informara de la realización de un sumario sanitario a la empresa responsable.


El secretario regional ministerial de Salud de la Región Metropolitana dio respuestas a las denuncias de los vecinos en febrero de 2008. Sin embargo, las condiciones de insalubridad del sector, con los consabidos daños y perjuicios, se mantienen. Esta realidad pronto se agravará puesto que estamos próximos al comienzo del verano y sus calores. 


Por eso, pido que se oficie a la ministra de Salud para que el seremi de Salud Metropolitano realice una fiscalización exhaustiva a la empresa Agricovial. Asimismo, pido que informe a la brevedad a esta Corporación sobre lo siguiente: si la citada empresa cuenta con la normativa sanitaria en regla; si existe la posibilidad de trasladarla a otro lugar, dado que se encuentra emplazada muy cerca de las viviendas afectadas; si Agricovial cumple con la limpieza integral del contorno de los pabellones y del sitio de emplazamiento de los pabellones y galpones. También, que informe si la empresa posee un sistema de control de vectores sanitarios (insectos, roedores y otras plagas) con la implementación de un cordón sanitario, que incluya desratización, sanitización y desinfección de las instalaciones aplicando un plan periódico de trabajo. Por último, que informe sobre el resultado del sumario sanitario que se instruyó contra Agricovial. Al respecto, resulta sospechoso que cada vez que se hace una denuncia, un día antes de la visita del fiscalizador, desaparecen las moscas. En efecto, se hace una limpieza absoluta del lugar y, cuando llegan los inspectores, todo está limpio y perfecto. Pero, curiosamente, una vez que los inspectores se retiran, nuevamente brotan las moscas. 


Finalmente, pido que se dé respuesta a la brevedad al oficio.


He dicho.


El señor ULLOA (Vicepresidente).- Se enviará en oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los diputados que así lo manifiestan a la Mesa.

RECTIFICACIÓN DE MEDIDAS ADOPTADAS EN CONTRA DE EMPRESA DE ALIMENTOS PARA CERDOS Y MAYOR CONTROL SOBRE IMPORTACIÓN DE PRODUCTOS. Oficios.


El señor ULLOA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Jorge Insunza.


El señor INSUNZA.- Señor Presidente, hace algunos meses, Corea del Sur retuvo envíos de carne de cerdo provenientes de Chile, al detectar niveles de dioxina superiores a la norma establecida por ese país.


Ese caso desnudó otra vez una debilidad normativa, institucional y empresarial de Chile, que, de mantenerse, amenaza a importantes sectores exportadores e, incluso, pone en riesgo el desafío de que Chile se convierta en una potencia alimentaria de nivel mundial. Si nuestro país no eleva sus estándares en todos los campos, corre el riesgo de cerrar mercados a nuestros productos o de dañar nuestra imagen-país para otras industrias.


En el caso de la dioxina, quiero llamar la atención sobre las debilidades institucionales que revela y los errores en el manejo de crisis, que pueden ser graves para el país.


Para estos efectos, insisto en las tres variables que mencioné al comienzo: 


Primero, no tenemos una norma que fije un estándar por el que Chile se rija para penetrar mercados más exigentes;


Segundo, cuáles son las instituciones y su capacidad real para velar por la promoción y el cumplimiento de esos estándares, que ofrezcan seguridad y certeza a los mercados en que estamos entrando, y


Tercero ¿cuáles son las responsabilidades de las empresas para cumplir esos estándares? Coordinarse entre ellas a fin de cuidar sus productos y mercados, y satisfacer a sus clientes.


El caso de la dioxina revela fallas en esos tres niveles, además de que podríamos repetir en la industria exportadora de las carnes de cerdo la delicada situación que actualmente vive la industria del salmón debido al virus ISA. Al respecto, las instituciones públicas no tuvieron capacidad de reacción y las empresas no se pusieron de acuerdo para dar una mirada de conjunto, lo que está afectando a toda la industria y la imagen del país.


En el caso de la dioxina presente en las carnes de cerdo, lo peor que puede ocurrir es que se intente tapar con acusaciones superficiales a una empresa, usarla como chivo expiatorio, no atacar los problemas de fondo y arriesgar la credibilidad internacional de Chile.


Esto está ocurriendo en los hechos, ya que el SAG ha preferido centrar las responsabilidades en una sola empresa y no examinar el riesgo para toda la industria.


Señor Presidente, conozco este caso. La empresa acusada, Quimagro, que tiene sus sedes en las comunas de San Miguel y Lo Espejo, y ha cumplido por más de veintiocho años como proveedor de distintas firmas, está siendo afectada por esta situación.


¿Qué ha ocurrido? Los exámenes 
-enviados fuera del país, porque aquí no hay instituciones capacitadas para realizarlos- arrojaron resultados negativos de dioxina para las muestras analizadas. Por consiguiente, los productos Energy Pro y Energy Mass, elaborados por Quimagro, no presentan grados de toxicidad que afecten de manera alguna la salud de la población.


Al no existir normativa que regularice y controle la producción de carne de cerdo, el SAG y el Ministerio de Salud han tomado medidas improvisadas, arbitrarias y perjudiciales en contra de una sola empresa. En consecuencia, en esta materia se está actuando con negligencia, el problema no se está tratando en profundidad e, insisto, se están centrando todas las responsabilidades en una sola empresa. La autoridad ha adoptado un conjunto de actos improvisados que están provocando daños a la industria, situación que, de no atacarse con prontitud, puede provocar efectos mayores sobre ese sector.


El mal manejo de crisis se está repitiendo en varias otras actividades, situación que debe ser revertida.


Por lo tanto, pido que la autoridad, con la misma celeridad con que cuestionó y sugirió a los productores de carne de cerdo la no utilización de los productos Energy Pro y Energy Mass, de la empresa Quimagro, emita un comunicado para informar que, luego de los análisis realizados en Canadá, se comprobó que esos productos no causaron la contaminación con dioxina de la carne de cerdo.


En segundo lugar, que, con la misma velocidad con que sometió a cuarentena a los productos sospechosos de estar contaminados y emitió un comunicado a los productores mediante el cual les informaba que Quimagro distribuía más de diez productos que figuraban en una lista que se acompañaba, emita un comunicado similar que libere de la prohibición de usar los productos mencionados en el primer comunicado.


En tercer lugar, que desarrolle un sistema de control eficiente, con el fin de evitar la repetición de esos lamentables hechos, ya que no existen normas y políticas claras de control para materias primas que ingresan al país.


Finalmente, pido que el SAG nos informe sobre todos los antecedentes de este caso, los resultados de las investigaciones realizadas y la situación actual.


En virtud de lo expresado, pido oficiar a la ministra de Agricultura, con copia a la subsecretaria de Salud.


He dicho.


El señor ULLOA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE ESTUDIO DE RIESGO DE DEUDORES DE CRÉDITOS HIPOTECARIOS CON BANCOESTADO. INCLUSIÓN DE FICHA DE PROTECCIÓN SOCIAL COMO FACTOR DE ANÁLISIS. Oficios.


El señor ULLOA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité PRI-Independientes, tiene la palabra la señora Alejandra Sepúlveda.


La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, en esta semana visité por tercera vez las villas Verona y San Agustín, de la comuna de Peumo, para interiorizarse sobre las deudas hipotecarias que mantienen sus propietarios, respecto de las cuales se enfrentará una situación gravísima en los próximos dos años debido al alza de la unidad de fomento.


Mi preocupación dice relación con la forma como esas personas obtuvieron un crédito hipotecario del BancoEstado. Con representantes de su directiva, visitamos a los gerentes de dicho banco, específicamente a los que tienen que ver con los créditos hipotecarios. Llevamos el listado completo de los deudores y la ficha CAS, que ahora se denomina Ficha de Protección Social. Con gran sorpresa, comprobamos que la mayoría de esas treinta personas estaban dentro de la categoría para ser usuarios del Fondo Solidario; o sea, calificaban para tener su casa sin deuda.


Luego de conversar con la gente de BancoEstado, quedó claro que el dividendo que deben pagar estos deudores no puede ser superior al 25 por ciento de sus rentas. Incluso más, en el momento de obtener sus créditos hipotecarios se les dijo que el dividendo alcanzaría entre 38 mil y 40 mil pesos.


Sin embargo, debido al aumento del precio de la unidad de fomento y con las complicaciones existentes en el sistema financiero, en la actualidad dichos dividendos alcanzan montos entre 50 mil y 70 mil pesos mensuales, lo que representa casi el 50 por ciento de las rentas de esas familias.


Cuando el banco hizo el análisis del riesgo de los futuros clientes, no tomó en cuenta la ficha CAS, que debe ser un factor de análisis que debe considerar la institución financiera al momento de evaluar el riesgo del cliente, no sólo por su propia seguridad, sino porque está endeudando a familias con un crédito hipotecario que no podrán pagar.


Al respecto, estimo que BancoEstado comete una falta gravísima en esta situación, ya que está endeudando a personas que no son sujetos de crédito.


Por ello, solicito que se oficie al presidente de BancoEstado para que informe sobre las características del estudio de riesgo de las personas que solicitan ese tipo de crédito y por qué no se está utilizando la Ficha de Protección Social como factor de análisis.


Además, solicito que se oficie a la ministra de Mideplán para que informe sobre el cruzamiento de datos de la Ficha de Protección Social con los de deudores habitacionales, a fin de crear una metodología distinta en esta materia.


He dicho.


El señor ULLOA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

CREACIÓN DE REGISTRO DE OBRAS DE ARTE CONSIDERADAS PATRIMONIO NACIONAL. Oficio.

El señor ULLOA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Socialista tiene la palabra la diputada señora Denise Pascal.


La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, deseo referirme a los hurtos de obras de arte consideradas patrimonio de la nación y a lo difícil que es su posterior rescate. Ese patrimonio, valor que tenemos como país, ha sido desmembrado por distintas situaciones.


La ley Nº 17.236, que contiene normas que favorecen el ejercicio y difusión de las artes, establece que existen mecanismos para proteger las obras de arte que se encuentran en el territorio nacional. Sin embargo, sean del Estado o de personas naturales o jurídicas, las normas no se cumplen.


No existe un registro de esas obras de arte, no obstante que la referida ley dice claramente que la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos debe tener uno.


Hemos conversado con diferentes instancias, especialmente con representantes de la Policía de Investigaciones, quienes nos informaron que en Chile no existe registro alguno de esas obras y que, por lo tanto, es muy difícil recuperarlas, dado que no dispone del detalle para identificarlas y determinar las que tienen un valor para el patrimonio nacional. Por lo tanto, muchas son sacadas ilegalmente del país y vendidas en el extranjero, dado que muchas veces son robadas por encargo.


De esta manera, vemos como nuestro patrimonio, que es de todos los chilenos, aunque esté en poder de particulares, resulta desmembrado.


Por lo anterior, solicito que se oficie a la ministra de Educación para que instruya a la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos con el fin de que estudie todas las medidas necesarias para la creación de un registro especial con la individualización de las obras de arte que están en posesión de personas naturales o jurídicas, las que deberán declararlo así, contribuyendo con ello a la difusión y protección de las obras de arte, en especial cuando éstas puedan constituir patrimonio artístico nacional.


He dicho.


El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando sus manos.

RECHAZO A ACTUACIÓN DE EMPRESA SUEZ ENERGY EN EVENTUAL INSTALACIÓN DE CENTRAL TERMOELÉCTRICA EN COMUNA DE LA HIGUERA. Oficios.


El señor MEZA (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Marcelo Díaz, a quien dicho Comité le ha cedido cuatro minutos de su tiempo.

El señor DÍAZ (don Marcelo).- Señor Presidente, agradezco a la bancada de la Unión Demócrata Independiente por el tiempo que me cedió.


En la semana del 26 de septiembre al 2 de octubre, en el semanario Tiempo, de la Región de Coquimbo, se publicó una inserción sobre la central térmica Barrancones en la que se da cuenta de las contribuciones que ha hecho a la comunidad de La Higuera como parte de su responsabilidad social empresarial.


Eso no tendría nada de particular si no se tratara de una central termoeléctrica que aún no existe, sino que está en proceso de evaluación de impacto ambiental.


Dicha inserción, publicada por la empresa que desea llevar adelante el proyecto, informa sobre aportes a la posta rural de la localidad de Chungungo y al municipio, para aumentar el fondo de desarrollo de microproyectos, para la compra de figuras de San Pedro a fin de regalarlas a los pescadores artesanales de la comuna y, en general, un conjunto de beneficios para la comunidad de La Higuera.


Si se trata de una empresa sometida al proceso de evaluación de impacto ambiental para determinar si puede construir dicha central termoeléctrica, que ha sido rechazada por importantes organizaciones de pescadores artesanales, por pequeños empresarios turísticos y agrícolas de la zona y por buena parte de la comunidad, ¿cuál es el sentido de hacer esas donaciones? ¿Qué busca con la entrega de esos aportes?


Lamento mucho que el municipio haya aceptado recursos de una empresa que debe ser calificada por el sector público, porque eso significa que cuando el municipio deba entregar su opinión, estará condicionado por tales aportes. Por lo tanto, en lugar de hablar en nombre de los vecinos, tendrá que hacerlo con la limitación de saber que ha sido beneficiario de dicha empresa.


Considero éticamente reprobable que una empresa de la categoría de Suez Energy venga a repartir dinero en esa comuna, en circunstancias de que está a la espera de la aprobación de la evaluación de impacto ambiental por parte de servicios públicos para la instalación de dicha central termoeléctrica.


Quiero decir a los empresarios de Suez Energy que la gente de La Higuera es honesta, digna y que sabe hacerse respetar. Si creen que van a comprar conciencias con sus aportes, se han equivocado completamente.


Espero que los servicios públicos rechacen ese proyecto, porque su instalación significaría la destrucción del patrimonio medioambiental y ecológico de la comuna, en especial de la reserva nacional Pingüino de Humboldt, protegida por leyes nacionales y convenciones internacionales suscritas por Chile.


Esas actitudes no condicen con el actuar ético y responsable de una empresa.


En virtud de lo expresado, solicito que se oficie al canciller y a la ministra presidenta de la Comisión Nacional de Medio Ambiente para que se pronuncien respecto de esa actitud que considero antiética, con copia de esta intervención a los embajadores de Francia y Bélgica. Creo importante que sepan cómo opera esa empresa franco-belga en comunas modestas de Chile, como La Higuera.


He dicho.


El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando sus manos.

INFORMACIÓN SOBRE VERTIMIENTO DE HIDROCARBUROS EN CALETA INFIERNILLO, DE TALCAHUANO. Oficios.


El señor MEZA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Ulloa.


El señor ULLOA.- Señor Presidente, la pequeña caleta Infiernillo se ubica en la bahía de San Vicente, de la comuna de 
Talcahuano, al lado de las instalaciones de Huachipato, de los establecimientos comerciales del puerto de San Vicente y de empresas pesqueras.


El domingo se me informó de la presencia de hidrocarburos en la playa, debido a lo cual me constituí en el lugar. Cabe recordar que el año pasado, esa caleta sufrió un grave derrame de petróleo. Todavía no hay acuerdo sobre la cantidad. La Enap, Refinería Biobío, dijo que fueron aproximadamente 350 metros cúbicos y la autoridad marítima expresó que fueron más de 600 metros cúbicos.


Hubo consecuencias nefastas para los pescadores, pues se prohibió la extracción de productos del mar. 


Como digo, el domingo pasado nuevamente se detectó la presencia de hidrocarburos en la playa. 


Poco después de que llegué al lugar, se hizo presente la Policía de Investigaciones a tomar muestras. También llegó la autoridad marítima. En la oportunidad, todos comprobamos la existencia de hidrocarburos a lo largo de la playa. Después de examinar el olor y la textura de ese material bituminoso, pudimos concluir que parecía alquitrán. Los dirigentes que me acompañaban expresaron su pesar debido a que nuevamente la caleta está con problemas. 


No podemos señalar quién es el responsable de esta situación, porque no lo sabemos.


Por lo tanto, solicito oficiar a la autoridad marítima para que informe sobre el material que se encontraba en la playa, la cantidad que se estima llegó a esas costas, el daño que ocasionará al ambiente, las medidas que se están tomando al respecto y quién se hará cargo del problema de los pescadores artesanales de caleta Infiernillo. 


Asimismo, solicito oficiar al secretario ejecutivo de la Comisión Regional del Medio Ambiente de Biobío, a fin de hacerle presente mis inquietudes al respecto. No es posible que la autoridad ambiental no entregue respuestas ante los problemas que se van generando.


Desde hace más de un año, Caleta Infiernillo se ha convertido en un verdadero infierno, porque debido a la contaminación, los pescadores que ahí laboran enfrentan serios problemas.


Finalmente, pido oficiar a la ministra de Salud para conocer qué medidas de mitigación se tomarán ante esta situación. Además, deseo que la autoridad nos informe sobre las medidas que se adoptarán para ayudar a esos pescadores.


El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.
ANTECEDENTES SOBRE CALIFICACIÓN DE DIEZ COMUNAS DE LA OCTAVA REGIÓN COMO ZONA DE LATENCIA POR MATERIAL PARTICULADO RESPIRABLE. Oficio.


El señor ULLOA.- Señor Presidente, en segundo lugar pido oficiar al secretario ejecutivo de la Corema del Biobío para que nos informe respecto de los planes relacionados con la calificación como zona de latencia por material particulado respirable a diez comunas del Gran Concepción, pues existiría contaminación en ellas, y la razón de dicha determinación. Sobre el particular, los municipios respectivos deberán tomar medidas.


Lo más raro de todo esto es que la propia autoridad ambiental ha señalado que esa calificación se debería básicamente a la contaminación originada por dos o tres empresas de la zona. Una de ellas es Bocamina, en Coronel. Sin embargo, las modificaciones que introdujo la empresa hacen que sea muy bajo el porcentaje de contaminación que va desde Coronel hacia Talcahuano. 


Quiero conocer qué otras fuentes de contaminación existen en la zona. Al respecto, cabe expresar que la Corema no respetó su propia legislación, dado que por más de tres años, el promedio de contaminación anual superó el máximo permitido, pese a lo cual dicha instancia no quiso declarar zona saturada al Gran Concepción. 


De igual forma, deseo saber qué está pasando con las poblaciones Gaete y Libertad y qué medidas se tomarán al respecto. 


Asimismo, quiero que me haga llegar el plan completo de descontaminación para esas diez comunas, que, en lo personal, me parece inoficioso. A mi juicio, el problema hay que enfrentarlo donde corresponde y no en otros lugares.


He dicho.


El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.

MALESTAR POR SUSPENSIÓN DE PROYECTO DE AGROSUPER EN PROVINCIA DE HUASCO Y POR GESTIÓN DE ALCALDES DE VALLENAR Y FREIRINA EN ESTA MATERIA.


El señor MEZA (Presidente accidental).- En el tiempo que resta al Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Jaime Mulet.


El señor MULET.- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco al Comité de la UDI por el tiempo que me cedió. En esta oportunidad, deseo expresar mi preocupación por las consecuencias de la crisis financiera que está sufriendo el mundo, que, por cierto, repercute en Chile. No obstante que ayer y hoy los mercados financieros se han recuperado, todo indica que nuestro país recibirá las graves consecuencias de la crisis.


Ello me preocupa en forma especial porque algunas empresas, como Cencosud, han anunciado la suspensión de importantes proyectos. En particular, me preocupa la suspensión de algunos proyectos muy relevantes para la provincia del Huasco. Así, por ejemplo, Agrosuper se encontraba desarrollando un gran proyecto agropecuario en la zona, de una inversión del orden de los 600 millones de dólares, de los cuales 200 millones ya se habían invertido en la provincia. Dicho proyecto se inició en 2005. No obstante, hace algunos días el gerente general de la empresa anunció su suspensión hasta que existan nuevas condiciones de mercado, o sea, indefinidamente o, al menos, por un tiempo largo.


Ése es un hecho grave. La empresa Agrosuper informó que contrataría a cerca de 4.500 personas en la provincia de Huasco, especialmente de las comunas de Vallenar 
-una de las que presenta un índice de de-
sempleo más elevado en el país- y Freirina. 


Debo reconocer que cuando se aprobó el referido proyecto quien habla estaba muy contento, porque la provincia de Huasco, que forma parte del distrito Nº 6, que represento en la Cámara, tiene un alto nivel de desocupación laboral. 


En su momento, tuvieron lugar algunos cuestionamientos hacia la empresa, pero, en definitiva, se trataba de la creación de 4.500 puestos de trabajo.


Por desgraciada, el proyecto se suspendió. Pero no es la primera vez que sucede lo mismo con algunos proyectos a favor de la provincia de Huasco -es lo que en verdad me indigna-, dado que en otras oportunidades ha ocurrido algo similar. Normalmente, las autoridades son demasiado “lentas” -utilizo este término ex profeso para otorgar permisos, promover y facilitar las cosas para la instalación de algunas importantes industrias, no obstante la existencia de un alto índice de desempleo.


En 2005, la Corema aprobó el estudio de impacto ambiental del proyecto de Agrosuper en la provincia de Huasco. Sus planteles de-
bían estar en etapa de producción en 2007 
-esto es, dos años después de la aprobación-, pero se presentaron diversos obstáculos de orden administrativo que pusieron en suspenso la implementación del proyecto. Me refiero a autoridades de Gobierno y municipales, no a organizaciones que se hayan opuesto -por lo demás, estarían en todo su derecho de hacerlo- por razones ambientales, que serían perfectamente comprensibles. No. Simplemente, se trata de gente mediocre de la administración pública y de los municipios, que no se la juega por la instalación de esas empresas, porque tienen algún sesgo ideológico o algún problema con el hecho de que se instalen tales industrias, o que quizá prefieren -puede parecer una exageración, pero me atrevo a señalarlo- manejar programas de empleo del Gobierno a que la gente tenga trabajos con mayores grados de libertad.


Me preocupa especialmente la mala gestión que, en esta materia, desarrollaron en los actuales alcaldes de Vallenar y de Freirina, quienes, desgraciadamente -lo digo con mucha responsabilidad-, van a la reelección. Un edil que no se pone a la cabeza de su comuna y no se preocupa de sus problemas, especialmente cuando existen inquietantes niveles de desempleo, es una autoridad que no debiera seguir representando los intereses de su comuna, independientemente de su ideología o del partido al que pertenezca. 


Lo básico en una comuna es que exista trabajo digno, y la suspensión de un proyecto de esta envergadura -no es común que en el país se desarrolle un proyecto que genere 4.500 empleos- incidirá en las tasas de 
desempleo. Los grandes proyectos mineros crean 1.500 ó 2 mil empleos, pero el de Agrosuper superaba esa cifra. Además, ya se estaba notando una reactivación en la provincia de Huasco. Por eso produce tanta molestia que se haya atrasado tanto ese proyecto. Después lo pilló la crisis y, al final, terminó por suspenderse, aunque no sé si de manera indefinida. Lo concreto es que se generó un problema innecesario.


Es conveniente que la ciudadanía que observa el canal de televisión de la Cámara de Diputados, especialmente la de la Región de Atacama, sepa que se pierden muchas posibilidades laborales debido a la mala gestión. Por lo tanto, es necesario que los electores piensen muy bien por quién votarán en las próximas elecciones municipales.


Los alcaldes son un factor muy importante, especialmente para el desarrollo de comunas de regiones. Quizás no ocurre lo mismo en la Región Metropolitana; pero en municipios de regiones como la de Atacama, el alcalde tiene una gran responsabilidad también en los proyectos productivos, por las facilidades que entrega o no, por los obstáculos que pone o no, por la exigencia a las autoridades del Ejecutivo para que otorguen los permisos con rapidez o no, etcétera.


Los parlamentarios tenemos que hacer lo propio, como fiscalizadores de las autoridades, pero no entregamos los permisos. Estamos aquí fundamentalmente para legislar y para fiscalizar los actos del Gobierno, no los de la administración privada. Muchas veces facilitamos algunas cosas, pero en esta materia la responsabilidad de los alcaldes es relevante.


Por lo anterior, considero que la gente debe pensar muy bien, al menos en la Región de Atacama, al momento de renovar o no renovar el mandato a los alcaldes de las dos comunas aludidas. Derechamente, creo que a los actuales alcaldes de Vallenar y de Freirina no debería renovárseles su mandato.


Hay candidatos de mayor calidad que pueden representar mejor a la ciudadanía, como Cristián Tapia, en Vallenar, y Pedro Hirtz, en Freirina, que pueden ser excelentes alcaldes de esas comunas.


He dicho. 


El señor MEZA (Presidente accidental).- Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 14.14 horas. 

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones Subrogante.
VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. la Presidenta de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana, suscrito en Caracas, el 11 de noviembre de 1989. (boletín Nº 6152-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana, suscrito en Caracas, Venezuela, el 11 de noviembre de 1989.

I. ANTECEDENTES.


El referido Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana fue suscrito por Argentina, Brasil, México, Nicaragua, Panamá, Bolivia, Perú, Venezuela, República Dominicana, Colombia, Cuba, Ecuador y España, constituyéndose en un importante foro para impulsar diversas iniciativas que benefician a la industria audiovisual de los países miembros.


La integración de Chile a dicho instrumento internacional será relevante y valiosa, toda vez que permitirá impulsar la actual política que promueve el Supremo Gobierno en orden al fomento y desarrollo del cine y la industria audiovisual chilena. 
II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO.


El Convenio de Integración que se somete a la aprobación de Vuestras Señorías se estructura sobre la base de un Preámbulo, que señala los propósitos del mismo, y treinta y dos 
artículos que contienen las disposiciones del Acuerdo.


1.
Preámbulo.


En el Preámbulo, los Estados Signatarios reconocen que la actividad cinematográfica debe contribuir al desarrollo cultural de la región y a su identidad, impulsando el crecimiento cinematográfico y audiovisual de la región, y de manera especial la de aquellos países con infraestructura insuficiente. Así, además se persigue estimular un efectivo desenvolvimiento de la comunidad cinematográfica de los Estados Miembros.


2.
Disposiciones generales.


El artículo I fija como objetivo del Convenio contribuir al desarrollo de la cinematografía, dentro del espacio audiovisual de los países iberoamericanos, y a la integración de éstos, mediante una participación equitativa en la actividad cinematográfica regional. 


El artículo II conceptualiza la obra cinematográfica, para los fines del Convenio, como aquella de carácter audiovisual registrada, producida y difundida por cualquier sistema proceso o tecnología.


En tanto, el artículo III, contempla el compromiso de los Estados Partes de realizar esfuerzos conjuntos a fin de cumplir sus objetivos, mediante diversas acciones de apoyo al desarrollo cultural de la región, la armonía en las políticas audiovisuales de las Partes, la resolución de problemas en el desarrollo de la cinematografía de la región y la ampliación del mercado para el producto cinematográfico, que lleve finalmente a la formación de un mercado común latinoamericano. 


El artículo IV, por su parte, establece que serán Miembros del presente Convenio los Estados que lo suscriban y ratifiquen o adhieran al mismo.


Los artículos V y VI comprometen a las Partes, conforme a la legislación interna de cada una de ellas, para facilitar la entrada, permanencia y circulación de los ciudadanos de los países miembros que se encarguen del ejercicio de actividades destinadas al cumplimiento de los objetivos del Convenio, como asimismo para facilitar la importación temporal de los bienes provenientes de los Estados Miembros destinados a igual fin.


En el artículo VII, se regula la posibilidad de que los Estados Partes puedan firmar Acuerdos de Cooperación y Complementación en el marco del presente Convenio.


En virtud del artículo VIII, se fija la obligación de procurar establecer o perfeccionar sistemas y mecanismos de financiamiento y fomento de la actividad cinematográfica nacional.


El artículo IX se refiere al compromiso de las Partes de impulsar la creación en sus cinematecas de secciones dedicadas a cada uno de los Estados Miembros.


Por su parte, el artículo X, consigna que las Partes procurarán incluir en su ordenamiento legal normas que favorezcan la actividad cinematográfica.


El artículo XI prevé la posibilidad de establecer un fondo financiero multilateral de fomento de la actividad cinematográfica.


Seguidamente, el artículo XII estipula la obligación de los Estados Partes de estimular la participación conjunta de las instituciones y asociaciones representativas del sector audiovisual en los principales eventos del mercado audiovisual internacional.


A su turno, el artículo XIII alude al compromiso de promover la presencia de la cinematografía de los Estados Partes en los canales de difusión de los mismos, de conformidad con la legislación vigente en cada uno de ellos.


Los artículos XIV y XV disponen el intercambio de información y documentación entre los Estados Miembros que contribuyan al desarrollo de la cinematografía y la protección de los derechos de autor conforme a las legislaciones internas de cada país, respectivamente.


3.
Órganos de la Convención.


En su artículo XVI, estatuye como órganos principales del Convenio la Conferencia de Autoridades Cinematográficas de Iberoamérica (CACI) y la Secretaría Ejecutiva de la Cinematografía Iberoamericana (SECI). A su vez, como órganos auxiliares considera a las Comisiones de Trabajo, que funcionarán en cada uno de los Estados Partes, las que estarán presididas por la autoridad cinematográfica designada por el respectivo Gobierno.


En tanto, los artículos XVII, XVIII y XIX aluden respectivamente, al órgano máximo del Convenio: la Conferencia de Autoridades Cinematográficas de Iberoamérica; su integración, que lo será por las autoridades competentes en la materia debidamente acreditadas por vía diplomática; a sus reuniones ordinarias una vez al año y extraordinarias, a solicitud de más de la mitad de sus miembros o del Secretario Ejecutivo, de conformidad con su reglamento interno; y a sus funciones, entre las que destacan la formulación de la política general de ejecución del Convenio, la aceptación de la adhesión de nuevos miembros al Convenio, la aprobación de resoluciones que permitan dar cumplimiento al Convenio, como la del presupuesto anual, y el establecimiento de los mecanismos para su financiamiento.


Además, el artículo XVII indica que la CACI tendrá un reglamento interno. Éste fue adoptado por la Reunión de Plenipotenciarios de la Conferencia de Autoridades Cinematográficas de Iberoamérica, celebrada en la ciudad de Guadalajara, México, del 10 al 12 de marzo de 1998.


Los artículos XX, XXI, XXIII y XXXII se refieren a la Secretaría Ejecutiva de la Cinematografía Iberoamericana (SECI) y sus funciones. Se establece que será el órgano técnico y ejecutivo del Convenio de Integración y que tendrá su sede en la ciudad de Caracas, República de Venezuela. Se pacta, además, que el Secretario Ejecutivo gozará en el territorio de cada Estado Miembro de la capacidad jurídica y de los privilegios indispensables para el ejercicio de sus funciones, de conformidad con la legislación interna de cada uno de ellos.


El artículo XXII, como se dijo, indica que en cada Estado Parte funcionará una Comisión de Trabajo para la aplicación del Convenio, las que serán presididas por la autoridad cinematográfica designadas, en cada caso, por los respectivos gobiernos.


Por su parte, los artículos XXIV y XXV contemplan que en caso de existir acuerdos o compromisos bilaterales entre las Partes o disposiciones más favorables en ellos sobre las materias que regula el Convenio, los países miembros podrán invocar esas cláusulas más ventajosas en sus relaciones y tales Acuerdos bilaterales no se verán afectados.


El artículo XXVI establece que el Convenio queda abierto a la adhesión de cualquier Estado Iberoamericano, del Caribe o Estados de habla hispana o portuguesa, adhesión que deberá ser previamente aprobada por la Conferencia de Autoridades Cinematográficas de Iberoamérica (Caci).


El artículo XXVII dispone que cada Parte comunicará por vía Diplomática al Estado Sede de la Seci el cumplimiento de los procedimientos legales internos para la aprobación del presente Convenio y el Ministerio de Relaciones Exteriores del País Sede lo hará a los demás países miembros de la Seci.


Seguidamente, el artículo XXVIII prevé que las dudas o controversias que pudieran surgir en la interpretación o aplicación del presente Convenio serán resueltas por la Conferencia de Autoridades Cinematográficas de Iberoamérica (Caci).


Finalmente, los artículos XXIX, XXX, XXXI Y XXXII, consignan cláusulas de uso tradicional en esta clase de Acuerdos y que están referidas a la entrada en vigor del Convenio, a su posibilidad de denuncia y sus efectos, al Depositario del mismo y a la Sede de la Organización.


En mérito de lo expuesto, y considerando que este Convenio permitirá expandir la política actual de fomento y desarrollo del cine y de la industria audiovisual chilena, someto a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana, suscrito en Caracas, Venezuela, el 11 de noviembre de 1989.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; ALEJANDRO FOXLEY RIOSECO, Ministro de Relaciones Exteriores; PAULINA URRUTIA 
FERNÁNDEZ, Ministra Presidenta Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”.
2.
Oficio de S.E. la Presidenta de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas. (boletín Nº 5301-05).

Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; JOSÉ ANTONIO 
VIERA-GALLO QUESNEY, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
3.
Oficio de S.E. la Presidenta de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que modifica la regulación de la cuota mortuoria del seguro escolar y de la asignación por muerte de beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos. (boletín Nº 6123-13).


Al mismo tiempo, y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; JOSÉ ANTONIO 
VIERA-GALLO QUESNEY, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
4.
Oficio de S.E. la Presidenta de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que establece un nuevo asiento para el Juzgado de Letras de Chaitén. (boletín Nº 6072-07).


Al mismo tiempo, y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; JOSÉ ANTONIO VIERA-GALLO QUESNEY, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
5.
Oficio de S.E. la Presidenta de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que modifica sanción por no pago de tarifas o peajes de obras concesionadas. (boletines Nºs. 4838-09, 4840-09 y 4826-07, refundidos).


Al mismo tiempo, y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; JOSÉ ANTONIO VIERA-GALLO QUESNEY, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
6.
Oficio de S.E. la Presidenta de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que establece el Estatuto Especial de Gobierno y Administración para el territorio de Isla de Pascua. (boletín Nº 5940-06).


Al mismo tiempo, y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el 


proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; JOSÉ ANTONIO VIERA-GALLO QUESNEY, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
7.
Oficio de S.E. la Presidenta de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que modifica la ley Nº 17.997, orgánica constitucional del Tribunal Constitucional. (boletín Nº 4059-07).


Al mismo tiempo, y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; JOSÉ ANTONIO VIERA-GALLO QUESNEY, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
8.
Informe de la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y modo de superar las discrepancias producidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley orgánica constitucional del Tribunal Constitucional. (boletín Nº 4059-07)
“Honorable Cámara de Diputados:

Honorable Senado:

La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en la suma, iniciado por Mensaje del ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar.


La Cámara de Diputados, en sesión de fecha 11 de marzo de 2008, designó como integrantes de la misma a los Honorables Diputados señores Jorge Burgos Varela, Guillermo Ceroni 
Fuentes, Marcelo Díaz Díaz, Edmundo Eluchans Urenda y Cristián Monckeberg Bruner.


El Senado, por su parte, en sesión de fecha 12 del mismo mes y año, designó como miembros de la referida Comisión Mixta a los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, José Antonio Gómez Urrutia y Pedro Muñoz Aburto.

Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 2 de abril del presente año, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores 
Alberto Espina Otero, José Antonio Gómez Urrutia y Pedro Muñoz Aburto, y de los Honorables Diputados señores Jorge Burgos Varela, Marcelo Díaz Díaz, Edmundo Eluchans Urenda y Cristián Monckeberg Bruner. En la oportunidad indicada, se eligió por unanimidad como Presidente al H. Senador señor José Antonio Gómez Urrutia.

A las sesiones en que se consideró este asunto asistieron también el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney y la abogada del Departamento Jurídico Legislativo de dicho Ministerio, señora Verónica García de Cortazar. El Presidente del Tribunal Constitucional, Ministro señor Juan ColomboCampbell y el Ministro de dicha magistratura, señor Jorge Correa Sutil. Y la señora Carolina Steidle, asesora legislativa del Diputado señor Edmundo Eluchans. 
NORMAS DE QUÓRUM


Esta iniciativa es propia de ley orgánica constitucional, de acuerdo con el inciso final del artículo 92 de la Constitución Política de la República, por lo que para aprobar el acuerdo que se propone al final, en conformidad con el artículo 66 de la Carta Fundamental, se requiere el voto de cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio. 
-o-

DISCUSIÓN Y VOTACIONES EN LA COMISIÓN MIXTA


A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones legislativas durante la tramitación de la iniciativa, así como de los acuerdos adoptados a su respecto. Al final se incluye el acuerdo que la Comisión Mixta propone a las Cámaras.

1) Artículo único, Nº 6).

Este numeral reemplaza el artículo 4º de la ley N° 17.997, orgánica constitucional del Tribunal Constitucional, que indica, como regla general, que los actos del Tribunal son públicos, pero que, por mayoría de votos, se podrá establecer el carácter reservado de ciertas actuaciones o diligencias.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó el artículo 4º por una nueva disposición, que especifica que son públicos los actos, resoluciones, fundamentos y procedimientos del Tribunal, adoptando con esta redacción similar fraseamiento que el del artículo 8° de la Constitución Política de la República. Agrega que, por mayoría de miembros en ejercicio
 y mediante una resolución fundada, se podrá asignar carácter secreto o reservado a documentos o actuaciones, con sujeción a lo prescrito en el artículo 8º de la Constitución Política de la República.

En el segundo trámite constitucional, el Senado hizo dos agregaciones al texto aprobado en el primero. En primer lugar, elevó el quórum para establecer el secreto o reserva, a dos tercios de los miembros en ejercicio del Tribunal. En segundo lugar, agregó una frase conforme a la cual también se podrá dar tal carácter a los documentos agregados en un proceso.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación.

El Honorable Diputado señor Eluchans previno que no se trata en este punto de resolver cuál de las cámaras tiene la razón, no es un asunto de quórum, sino que hay que contrastar la norma legal propuesta con el precepto constitucional arriba citado. En esta perspectiva, da la impresión de que en lugar de que sea la ley la que establece la reserva o secreto ello se entrega a un acuerdo del Tribunal Constitucional.

El Honorable Senador señor Larraín argumentó que la ley que establezca el secreto o reserva puede definir el mecanismo que resulte más adecuado al caso, siempre que cumpla con la exigencia constitucional de ser aprobada con quórum calificado. En la especie, esta ley, que es de carácter orgánico constitucional, o sea, que exige un quórum aún más elevado, estatuye que el secreto o reserva será declarado mediante un acuerdo del Tribunal Constitucional, adoptado con los resguardos que la misma disposición indica y dentro del marco que fija el artículo 8° de la Carta Fundamental
.

El Honorable Diputado señor Burgos propuso hacer efectivo el carácter público de los actos del Tribunal Constitucional obligando a publicar todas las resoluciones en su página web en la red Internet. La ponencia concitó el apoyo de varios miembros de la Comisión Mixta y quedó para ser resuelta al estudiar las disposiciones relativas a notificaciones y publicidad.

La Comisión Mixta zanjó la presente discrepancia adoptando el texto del artículo 4° en la versión del Senado, tal como se consignará en la proposición al final de este informe.

-Concurrieron a aprobar esta decisión los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

2) Artículo único Nº 7), nuevo, agregado por el Senado.

Este numeral reemplaza el artículo 5° de la ley N° 17.997, el cual señala que habrá un Presidente del Tribunal, elegido entre sus miembros por simple mayoría, que durará dos años en el cargo y podrá ser reelecto sólo para el período siguiente.

En el segundo trámite constitucional el Senado lo reemplazó por un precepto que introduce dos cambios al texto vigente. En primer lugar, eleva el quórum de elección del Presidente al de mayoría absoluta, estableciendo una regla de segunda vuelta entre las dos mayorías más altas, si en la primera votación no se alcanza el quórum. En segundo lugar, permite que el Presidente sea reelegido indefinidamente.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación.

El ministro del Tribunal Constitucional señor Jorge Correa manifestó que las elecciones en los cuerpos colegiados son complejas, lo que hace recomendable no impedir la permanencia de un Presidente que sus pares estiman como el más adecuado para dirigir los trabajos del Tribunal.

Los Honorables Diputados señores Burgos y Eluchans manifestaron su anuencia con el texto del Senado, si se limita la reelección del Presidente de manera que ello no pueda tener lugar dos veces consecutivas. De esa manera, nadie podrá desempeñar el cargo por tres períodos seguidos, lo que no impide que un Presidente que lo haya detentado dos veces, pueda ser nuevamente elegido, una vez transcurrido el período o los períodos presidenciales de otro ministro.

La Comisión Mixta aprobó el texto del Senado, con la modificación indicada.

-Concurrieron al acuerdo los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

3) Artículo único, Nº 10 de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 12 en la numeración del Senado.

En el primer trámite constitucional la Cámara de Diputados agregó un artículo 12 bis, nuevo, a la ley N° 17.997. Esta disposición enuncia un conjunto de prohibiciones e inhabilidades que afectan a los ministros del Tribunal Constitucional. 

Entre las primeras se cuenta la prohibición de ejercer la profesión de abogado y la función de juez, la de celebrar y caucionar contratos con el Estado, la de actuar o ser parte de una sociedad de personas que obre como mandatario en juicios seguidos contra el Fisco, la de obrar como procurador o agente de gestiones privadas de carácter administrativo o que tengan que ver con la provisión de empleos públicos, consejerías o funciones similares, la de ser director de bancos o sociedades anónimas o ejercer en dichas entidades cargos de similar importancia. 

Entre las segundas se cuentan la incompatibilidad del cargo de ministro del Tribunal Constitucional con los de Diputado y Senador, con cualquier otro empleo o comisión retribuidos con fondos fiscales, municipales, semifiscales o de empresas del Estado o en las que el Fisco sea dueño o posea parte del capital y con las funciones de director o consejero en las mismas entidades, aunque las ejerzan ad honores. Excepcionalmente se establece que esta incompatibilidad no abarca los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter, en instituciones de enseñanza superior, media y especial.

En el segundo trámite constitucional, el Senado introdujo tres precisiones a la excepción relativa a actividades docentes. En primer lugar, se aclaró que esta norma rige tanto para actividades en establecimientos públicos como en los privados. En segundo lugar, se limitó la excepción a la incompatibilidad hasta un máximo de doce horas semanales. En tercer lugar, se precisó que, para efectos de esta disposición, no se considerarán actividades docentes las que consistan en la dirección superior de una entidad educacional, labores que quedan afectas a la incompatibilidad.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación.

-La Comisión Mixta optó por el texto del Senado, acuerdo que se adoptó con los votos de los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

4) Artículo único, Nº 15), nuevo, agregado por el Senado.

El artículo 14 bis de la ley N° 17.997 establece que los ministros y los abogados integrantes del Tribunal Constitucional tendrán la obligación de efectuar una declaración jurada de patrimonio.

En el segundo trámite constitucional, el Senado incluyó un nuevo número en el artículo único del proyecto, que reemplaza en el artículo 14 bis la expresión “abogados integrantes” por “abogados suplentes”.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la inserción de este numeral, en concordancia con el rechazo al artículo 15, que consulta la institución de los abogados suplentes.

5) Artículo único, Nº 13 de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 16) en la numeración del Senado.

El artículo 15 de la ley N° 17.997 instituye la figura de los abogados integrantes. La disposición establece que habrá cinco de estos abogados, quienes deberán cumplir los mismos requisitos exigidos para ser miembro del Tribunal y serán nombrados por mayoría absoluta de sus miembros, en votaciones secretas y sucesivas. Ellos duran tres años en sus funciones y quedan incorporados a una nómina que determina su orden de precedencia.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados derogaba el artículo.

En el segundo trámite constitucional, el Senado aprobó un artículo 15 que reemplaza al vigente. La nueva disposición indica que el Tribunal Constitucional elegirá, cada tres años y por los dos tercios de sus miembros, dos abogados suplentes que tendrán como función reemplazar a los ministros titulares, en caso de falta o impedimento. Estos abogados deberán cumplir con los mismos requisitos exigidos para ser miembro titular, se les aplicarán las mismas prohibiciones, incompatibilidades, inhabilidades y obligaciones que a los titulares, con excepción de la limitación de doce horas para desarrollar labores docentes y del límite de edad de 75 años, y tendrán una remuneración igual a la mitad de la de un titular.

En el tercer trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó la modificación, en el ánimo de insistir en la derogación del instituto de los abogados integrantes.

Ambas normas, los artículos 14 bis y 15 de la ley, están estrechamente vinculadas, por lo que estas dos discrepancias fueron consideradas y resueltas en conjunto.

El señor Ministro Secretario General de la Presidencia expresó que la creación de estos cargos involucra mayor gasto fiscal, lo que requiere la iniciativa legislativa del Presidente de la República. Agregó que el Ministerio de Hacienda ha otorgado su acuerdo para la creación de dos plazas de abogados suplentes, con la mitad de la renta de los ministros titulares.

Los Honorables Diputados que integraron la Comisión Mixta manifestaron una posición opuesta a la existencia de abogados integrantes en el Tribunal Constitucional, pero declararon estar abiertos a considerar soluciones intermedias entre la eliminación del instituto y la fórmula propuesta por el Senado. Por ejemplo, indicó el Honorable Diputado señor Eluchans, se podría integrar el Tribunal Constitucional con ministros de la sala constitucional de la Corte Suprema.

El Honorable Senador señor Larraín manifestó que esta puede ser la oportunidad de poner en marcha la tendencia a poner coto a la práctica de completar los tribunales colegiados con abogados que ejercen la profesión en el mismo medio en que opera el órgano jurisdiccional del que pasan a formar parte transitoriamente, pues ello da pábulo a un eventual tráfico de influencias, especialmente en regiones. 

En otro orden de cosas, advirtió que la remuneración y las limitaciones que se impongan a los suplentes deben de ser de una entidad tal que no desaliente a los posibles candidatos a desempeñar la función.

Los ministros del Tribunal Constitucional que concurrieron a las sesiones de la Comisión Mixta subrayaron la necesidad de contar con algún sistema de integración o reemplazo de sus integrantes, como todos los demás tribunales colegiados del país, que asegure su funcionamiento en todo tiempo y circunstancia. Acotaron que sería conveniente materializar en la norma una práctica arraigada, cual es, que sólo se recurre a los integrantes para completar el quórum mínimo necesario para funcionar, no para completar la dotación total del Tribunal. En la práctica, ello ha significado que no se convoque a más de un integrante para conformar una sala o el pleno. En 2007 se debió llamar a un abogado integrante en un solo caso, y en lo que va corrido de 2008 se ha acudido a uno de estos profesionales en no más de tres ocasiones.

Argumentaron que los elevados quórum constitucionales para sesionar y adoptar acuerdos envuelven el riesgo de que en ocasiones excepcionales el Tribunal se vea imposibilitado de funcionar, con el consiguiente perjuicio para el Estado de Derecho y el orden institucional. Exhortaron también a no asimilar la situación del Tribunal Constitucional, en este aspecto de la integración, con la de los tribunales ordinarios, porque son muy diferentes. Finalmente apuntaron que es de toda conveniencia mantener el logro alcanzado en cuanto a cortar las ligazones entre el Tribunal Constitucional y la Corte Suprema.

El señor Ministro Secretario General de la Presidencia sugirió consagrar un modo de designación de los suplentes semejante al modelo adoptado por la Constitución Política de la República para el nombramiento de otras altas autoridades, en que intervienen el Presidente de la República, el Senado y un órgano jurisdiccional, que en la especie puede ser el mismo Tribunal Constitucional

Recogiendo las ideas planteadas, la Comisión Mixta, sobre la base de una indicación de la señora Presidenta de la República, que de esa manera otorgó el patrocinio necesario, elaboró un artículo 15 que recoge los consensos alcanzados, en cuanto a la condición de miembros “suplentes” y no de “abogados integrantes”; a su número; a la forma y finalidad de su designación; a los requisitos, prohibiciones, inhabilidades y obligaciones a que estarán sujetos, y a su remuneración,

Se optó por la denominación “suplentes” porque el texto constitucional emplea indistintamente los términos “ministros” e “integrantes” para referirse a los diez jueces que componen el Tribunal Constitucional y porque se buscó expresamente evitar el uso de la expresión “abogados integrantes”. El estatuto jurídico que tendrán los suplentes de ministros del Tribunal Constitucional es mucho más riguroso que el de los abogados integrantes de otros tribunales. 

Hubo acuerdo unánime en orden a dejar constancia de que los suplentes llamados a integrar el Tribunal forman parte de éste en plenitud de derechos y prerrogativas y quedan sujetos a las mismas restricciones que los ministros, con las salvedades que se hacen más adelante.

Expresaron los miembros de la Comisión Mixta la esperanza de que la creación de estos dos cargos de suplentes de los ministros del Tribunal Constitucional sea el inicio de un proceso que conduzca al fin de la institución de los abogados integrantes en el Poder Judicial.

En lo que respecta a la designación de los suplentes, se barajaron diversas opciones, que van desde aplicar igual procedimiento que el señalado en la Carta Fundamental para los ministros, hasta la autogeneración, esto es, nombramientos hechos por el mismo Tribunal Constitucional, sobre la base de una proposición de la Corte Suprema. Se planteó también, como se dijo, proveer derechamente a esta necesidad con ministros de la Corte Suprema, o que los nombramientos sean hechos por el Presidente de la República, a propuesta de dicha Corte o con acuerdo del Senado.

Finalmente, el artículo 15 que propone la Comisión Mixta consagra un mecanismo de nombramiento mixto, con intervención del Tribunal Constitucional, que forma una nómina de siete personas seleccionadas mediante concurso público de antecedentes, que asegure condiciones de objetividad, publicidad, transparencia y no discriminación; del Jefe del Estado, que propone al Senado dos nombres, y de la Cámara Alta, que debe prestar su acuerdo a la proposición presidencial cumpliendo determinados requisitos formales, como resolver en un sola votación, en sesión especialmente convocada al efecto y con el quórum de dos tercios de sus miembros en ejercicio. Si el Senado rechaza la proposición presidencial o no alcanza el quórum, el Tribunal Constitucional debe presentar un nuevo listado, formado con el mismo procedimiento, dentro de los sesenta días que sigan a la votación en el Senado

Se descartó la vinculación de la Corte Suprema con el proceso de integración del Tribunal Constitucional, pues éste está llamado a conocer cuestiones de constitucionalidad relativas a autos acordados de aquélla.

Los suplentes quedan afectos a las mismas causales de implicancia, prohibiciones, inhabilidades y obligaciones que los ministros
, salvo en lo relativo al tope horario impuesto al ejercicio de la docencia y al límite de 75 años de edad. Serán llamados a integrar mediante un sorteo que se efectuará con la debida publicidad.

Los suplentes tendrán el deber de destinar al menos la mitad de la jornada a tareas de integración y a otras que el Tribunal Constitucional les encomiende. Su remuneración mensual será equivalente al cincuenta por ciento de la de un ministro, incluidas todas las asignaciones. 

Las regulaciones expuestas pretenden asegurar que estos cargos resulten interesantes para quienes pueden optar a ocuparlos. Por el mismo motivo, se desechó remunerarlos con una dieta por asistencia.

Los acuerdos consignados se trasuntaron en los numerales 15) y 16) del artículo único de la iniciativa de ley en informe, según el proyecto de acuerdo que se propone más adelante, los que contienen enmiendas a los artículos 14 bis y 15 de la ley N° 17.997.

Luego de superar la discrepancia sobre el texto del artículo 15, la Comisión Mixta efectuó en el artículo 14 bis la adecuación correspondiente, reemplazando las palabras “abogados integrantes”, por el vocablo “suplentes”.

Se planteó primeramente la cuestión de la denominación, materia en la cual el Honorable Senador señor Larraín mantuvo su posición, en el sentido de que debe emplearse la expresión “ministros suplentes”, para afirmar la idea de que no son “abogados integrantes”.

-Puesto en votación el punto, la mayoría, formada por los Honorables Senadores señores Gómez y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans, estuvo por el uso únicamente del vocablo “suplentes”. Votó por el empleo de los términos “ministros suplentes” el Honorable Senador señor Larraín. Ulteriormente, este acuerdo se revisó y se adoptó unánimemente la expresión “suplentes de ministro”.

Enseguida, en cuanto dice relación con la cantidad de personas que serán incluidas en la lista que confeccionará el Tribunal Constitucional sobre la base del concurso público, también se dividió la votación, pues algunos miembros de la Comisión Mixta fueron partidarios de la formación de una quina, en lugar de una septena, por considerar que la necesaria repetición del proceso completo de selección en caso de no ser aprobada la propuesta del Jefe del Estado en el Senado representa una exigencia excesiva si cada vez es necesario seleccionar siete postulantes. En definitiva, la opción de formar la nómina con siete postulantes concitó el apoyo mayoritario.

-Votaron por una lista de siete nombres los Honorables Senadores señores Gómez y 
Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos y Díaz. Lo hicieron por la nómina de cinco personas el Honorable Senador señor Larraín y el Honorable Diputado señor Eluchans.

-Todos los demás acuerdos consignados en torno a los artículos 14 bis y 15 fueron adoptados en forma unánime, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.
6) Artículo único, Nº 22) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 26) en la numeración del Senado.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó agregar a la ley 
N° 17.997 un artículo 25 D, nuevo, que establece, en ocho ordinales, la competencia de las salas del Tribunal Constitucional. 

En el segundo trámite constitucional, el Senado reformuló el enunciado de varias de esas competencias y reasignó algunas materias entre el pleno y las salas.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó las modificaciones al artículo 25 D, para revisar el criterio que motivó que el Senado otorgara competencia a las salas para conocer las cuestiones de constitucionalidad que afectan a autos acordados dictados por las Cortes del Poder Judicial y por el Tribunal Calificador de Elecciones. En opinión de los Honorables Diputados de la Comisión Mixta, la jerarquía de los órganos jurisdiccionales involucrados exige que el asunto sea conocido por el pleno. 

Por su parte, los ministros del Tribunal Constitucional que asistieron a las sesiones de la Comisión Mixta hicieron ver que sería de toda conveniencia que la facultad de calificar la inhabilidad de parlamentarios a que alude el número 15° del artículo 93 de la Constitución, así como la renuncia de los mismos a su cargo, se trasladara al pleno y no quedara radicada en las salas, tal como está consignado en el número 4° del artículo 25 D, ya que se trata de motivos que hacen cesar en el puesto a un representante elegido por la ciudadanía.

En otro orden de cosas, se dejó constancia de que este artículo 25 D, en completo acatamiento de lo preceptuado por el inciso final del artículo 93 de la Constitución Política de la República, coloca dentro la esfera de competencia de las salas la decisión sobre la admisibilidad de las cuestiones relativas a autos acordados, por cuanto su número 1° estipula que a ellas corresponde pronunciarse sobre las admisibilidades que no sean de competencia del pleno, y porque su número 5° dispone que las salas ejercerán las demás atribuciones que les confieren la Constitución y la ley orgánica constitucional del Tribunal Constitucional.

En conclusión, la Comisión Mixta decidió excluir de la competencia de las salas del Tribunal Constitucional las cuestiones de fondo sobre constitucionalidad de autos acordados, la calificación de la inhabilidad de un parlamentario por enfermedad grave, a que se refiere el inciso final del artículo 60 de la Carta Fundamental, y la calificación de la renuncia al cargo de senador o diputado, las cuales pasaron a formar parte de los asuntos de competencia del pleno.

Lo anterior motivó la necesidad de enmendar el artículo 25 C que el numeral 25) del 
artículo único del proyecto inserta en la ley N° 17.997, que si bien no fue objeto de controversia entre las Cámaras, debe ser parte integrante de la proposición de la Comisión Mixta, porque es indispensable incluir las materias sustraídas a la competencia de las salas, entre aquellas que debe conocer el pleno, a fin de evitar un grave vacío legal en la materia.

Además, la Comisión Mixta resolvió introducir otra corrección en el artículo 25 C, pues su número 10° resulta redundante, dado el contenido de los números 7°, 8° y 14° del mismo artículo
.

En efecto, el citado número 10° señala como de competencia del pleno del Tribunal Constitucional los casos en que se haya ejercido la acción pública. 

El artículo 93 de la Constitución Política de la República concede acción pública para recabar la declaración de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable. Los números 7° y 8° del artículo 25 C en comento dan competencia al pleno para conocer de la admisibilidad y del fondo de la cuestión de inconstitucionalidad, de modo que a su respecto el número 10° es efectivamente redundante.

El mismo artículo 93 otorga acción pública para plantear el requerimiento de inconstitucionalidad de organizaciones, movimientos y partidos políticos y para demandar las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser Ministro de Estado, cuestiones incluidas en los números 12 y 14 del artículo 25 C y respecto de las cuales el número 10 resulta igualmente redundante.

-Todos estos acuerdos fueron adoptados en forma unánime, con los votos de los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.
7) Artículo único Nº 29), nuevo, agregado por el Senado.

En el segundo trámite constitucional, el Senado incorporó, mediante este numeral, un artículo 30 bis, nuevo, a la ley N° 17.997. La norma señala que las salas y el pleno del Tribunal tendrán la facultad de dictar medidas cautelares, dejarlas sin efecto o modificarlas, en cualquier estado de la causa, desde que sea acogido a tramitación el requerimiento y aun antes de la declaración de su admisibilidad. Todo ello de acuerdo al mérito del proceso y por resolución fundada, que puede dictarse a petición de parte o de oficio.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación.

El Presidente del Tribunal Constitucional, ministro señor Juan Colombo, justificó la necesidad y conveniencia de este artículo, que proporciona una herramienta para evitar la colisión de sentencias de diferentes jurisdicciones, situación que contribuye al descrédito de los sistemas judiciales en conflicto. En efecto, argumentó, la forma más adecuada y expedita para impedir el choque de sentencias es que el Tribunal Constitucional pueda decretar lo antes posible la orden de suspender el procedimiento que se ventila en un tribunal común en el que se alega una posible inconstitucionalidad.

-La Comisión Mixta aprobó el artículo 30 bis propuesto por el Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.
8) Artículo único, Nº 25) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 30) en la numeración del Senado.

Este numeral incide en el artículo 31 de la ley N° 17.997, que establece las menciones que deben tener las sentencias del Tribunal Constitucional, remitiendo al efecto a los numerales 1° a 6°
 del artículo 170 del Código de Procedimiento Civil. 

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados agregó dos nuevos incisos a la norma. El primero de ellos establece que se publicarán íntegramente en la página web del Tribunal, sin perjuicio de su publicación en extracto en el Diario Oficial cuando lo ordena esta ley, todas las sentencias dictadas, y que el envío de ambas publicaciones debe ser simultáneo.

El segundo inciso establece que, cada vez que el Tribunal Constitucional modifique o altere sustantivamente el criterio sostenido en determinada materia en sentencias anteriores, deberá precisar en su resolución las razones fundadas que ha tenido para sustentar tal cambio.

En el segundo trámite constitucional, el Senado conservó el segundo de los incisos agregados por la Cámara y trasladó el contenido del primero al nuevo artículo 31 bis que propuso a continuación.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la enmienda del Senado.

9) Artículo único, Nº 31, nuevo, agregado por el Senado.

El nuevo artículo 31 bis que el Senado introdujo en la ley N° 17.997 ordena publicar íntegramente en el Diario Oficial las sentencias recaídas en las cuestiones de constitucionalidad sobre autos acordados, decretos con fuerza de ley y decretos supremos, y las de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable. Las demás sentencias serán publicadas en ese medio en extracto. Finalmente, el nuevo artículo indica que todas las sentencias del Tribunal serán publicadas íntegramente en el sitio web del Tribunal en Internet u otro medio electrónico análogo.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó también esta modificación.

Estas dos diferencias entre las Cámaras fueron tratadas y resueltas conjuntamente, porque las disposiciones involucradas guardan estrecha relación entre sí.

El Honorable Diputado señor Burgos planteó la inclusión en la ley orgánica constitucional del Tribunal Constitucional de una norma que haga efectivo el principio de transparencia de los actos del mismo, finalidad que puede asegurarse especificando en uno de estos artículos cuáles actos y decisiones deben publicarse y en qué forma y por cuáles medios ello debe hacerse. Especificó que parece necesario y conveniente que exista un arbitrio expedito para que los interesados puedan conocer actuaciones del proceso y otras propias de la gestión del Tribunal que son relevantes para el ejercicio de derechos de las partes, como, por ejemplo, las sentencias definitivas, la designación del ministro redactor de un fallo en acuerdo, las sentencias interlocutorias que fijan derechos permanentes para las partes, las tablas, etcétera.

El Presidente del Tribunal Constitucional, ministro señor Colombo, y el ministro señor Correa hicieron presente que la Constitución Política de la República sólo menciona la publicación en el Diario Oficial de las sentencias dictadas en las cuestiones de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable.

Agregaron que la intención del Tribunal es que todo el proceso sea accesible en la página web, pues así puede ser conocido y controlado por todos los intervinientes, del mismo modo que se está haciendo en los tribunales ordinarios, pero se han presentado inconvenientes técnicos y presupuestarios para llevar esto a la práctica de inmediato, porque implementar los sistemas es complejo y caro. Además, manifestaron que al momento de decidir este punto hay que distinguir con claridad entre sentencias y resoluciones, pues lo que se justifica es asegurar la mayor publicidad y accesibilidad de las sentencias definitivas y de las interlocutorias que ponen término al juicio, no así de las resoluciones de mero trámite.

En lo que respecta al numeral 30) del artículo único del proyecto, se hizo presente que el inciso que el Senado propone agregar al artículo 31 de la ley N° 17.997, relativo a la necesidad de explicitar y fundamentar los cambios sustantivos en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, es innecesario, porque es obvio que toda sentencia debe expresar sus fundamentos. En cuanto al otro inciso que proponía la Cámara de Diputados, sobre publicación de las sentencias, se optó por la solución del Senado, que regula la materia en un precepto específico, el artículo 31 bis.

En consecuencia, la Comisión Mixta acordó suprimir del artículo único del proyecto el numeral 30).

En lo tocante el numeral 31), ella reelaboró el artículo 31 bis que se agregará a la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, sobre publicación de sus sentencias, refundiendo en el texto la idea contenida en el primero de los incisos que incorporaba el número 30) del proyecto de la Cámara de Diputados y las del número 31), nuevo, del proyecto del Senado. 

Además, incluyó en este precepto la propuesta del Honorable Diputado señor Burgos, sobre publicación de otras sentencias, resoluciones y actuaciones, a saber, las resoluciones que pongan término al proceso o hagan imposible su prosecución, las tablas de las salas y el pleno, el listado de causas ingresadas y fecha del ingreso, la designación de relator, de la sala que deba resolver sobre la admisibilidad del requerimiento y de ministro redactor y las actas de sesiones y los acuerdos del pleno. 

La publicación en el Diario Oficial y en la página web del Tribunal Constitucional deberán enviarse simultáneamente al medio respectivo y las que se hagan en dicho Diario deben publicarse dentro de los tres días siguientes a su dictación.

La norma que ordena publicar in extenso en el Diario Oficial las sentencias dictadas en los asuntos sobre constitucionalidad de autos acordados, decretos con fuerza de ley y decretos supremos, y las de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable se mantiene.

-La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores 
Burgos, Díaz y Eluchans, eliminó el numeral 30) y aprobó con las enmiendas descritas el numeral 31) que se propone al final.

10) Artículo único, Nº 27 de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 33) en la numeración del Senado.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo mediante este numeral, un artículo 32 B, nuevo, en la ley N° 17.997. La disposición indica en cuales asuntos el Tribunal Constitucional debe escuchar alegatos de las partes:

Asuntos que conforme al artículo 25 C del texto de la cámara de origen son de competencia del pleno del Tribunal Constitucional:

N° 2°: cuestiones sobre constitucionalidad de proyectos de ley, reforma constitucional o tratados sometidos a la aprobación del Congreso, que se encuentren en trámite. 

N° 3°: cuestiones sobre constitucionalidad de decretos con fuerza de ley. 

N° 4°: cuestiones de constitucionalidad relacionadas con la convocatoria a plebiscito. 

N° 5°: requerimientos de inaplicabilidad contra un precepto legal cuya aplicación en una gestión judicial resulte inconstitucional. 

N° 6°: requerimientos de inconstitucionalidad de un precepto legal previamente declarado inaplicable. 

N° 7°: requerimientos porque el Presidente de la República no promulgue una ley o promulgue un texto diverso del que corresponde. 

N° 8°: requerimientos por un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por estimarlo inconstitucional. 

N° 9°: declaración de inconstitucionalidad de organizaciones, movimientos o partidos políticos y sobre la responsabilidad de quienes han participado en los hechos que motivan aquella declaración.

N° 11: declaración de admisibilidad y resolución sobre el fondo de requerimientos relativos a inhabilidades para ser Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones.

N° 12: declaración de admisibilidad y resolución sobre el fondo de requerimientos sobre inhabilidades e incompatibilidades parlamentarias y causales de cesación en el cargo de dichos representantes. 

Asuntos que conforme al artículo 25 D son de competencia de las salas del Tribunal Constitucional:

N° 1°: declaración de admisibilidad y resolución sobre el fondo de requerimientos contra autos acordados.

N° 2°: contiendas de competencia entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia que no correspondan al Senado.

N° 3°: calificar la gravedad de la enfermedad que invoca un parlamentario para renunciar a su cargo.

N° 4°: requerimientos que afecten la constitucionalidad de decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado. 

En el segundo trámite constitucional, el Senado agregó un inciso final al artículo 32 B, que establece que en todos los casos en que se escuchen alegatos la relación será pública.

También modificó la lista de asuntos en que el Tribunal Constitucional está obligado a escuchar alegatos, agregando los siguientes, que según el proyecto del Senado son de competencia del pleno del Tribunal Constitucional, según se establece en el artículo 25 C de su proyecto:

N° 6°: admisibilidad de las cuestiones de inconstitucionalidad de preceptos legales declarados inaplicables. 

N° 10: resolución sobre todos los casos en que se ha ejercido la acción pública.

N° 11: cuestiones de constitucionalidad sobre decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado. 

Además, eliminó las siguientes materias en que, siempre en virtud de lo preceptuado por el artículo 25 C, el pleno estaba obligado a escuchar alegatos, según el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados:

N° 11: declaración de admisibilidad y resolución sobre el fondo de requerimientos sobre inhabilidades para ser Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones.

N° 12: declaración de admisibilidad y resolución sobre el fondo de requerimientos sobre inhabilidades e incompatibilidades parlamentarias y causales de cesación en el cargo de dichos representantes. 

Finalmente, el Senado eliminó de la lista de alegatos obligatorios todas las materias que son de competencia de las salas del Tribunal Constitucional, contenidas en el artículo 25 D.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó todas las modificaciones introducidas por el Senado.

Los señores Ministros del Tribunal Constitucional que participaron en el análisis que hizo la Comisión Mixta explicaron que oír alegatos implica fijar día para la vista de la causa, lo que debe notificarse a las partes y, si éstas no comparecen y la gravedad del asunto lo exige, el Tribunal suele fijar nueva fecha para la vista, con lo que la tramitación se dilata. En casi todos los casos de admisibilidad, que suelen ser muy parecidos, no se justifica oír alegatos. La mayor parte de las contiendas de competencia se da entre los jueces de garantía y los fiscales, que no concurren a alegar.

Los asuntos en que se justifica la vista y los alegatos son aquellos de fondo que competen al pleno, a saber, cuestiones de constitucionalidad sobre autos acordados, de inaplicabilidad de un precepto legal, de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable, relativas a la promulgación de una ley, de inconstitucionalidad de decretos supremos o resoluciones objetados por la Contraloría o que incursionan en materias propias de la ley, inhabilidades que afectan a Ministros de Estado e inhabilidades, incompatibilidades y cesación en el cargo de parlamentarios.

Sobre la base de los criterios descritos, la Comisión Mixta aprobó por unanimidad el nuevo texto del artículo 32 B que se propone al final de este informe.

-Concurrieron a su aprobación unánime los Honorables Senadores señores Gómez, 
Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

11) Artículo único, Nº 28 de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 35) en la numeración del Senado.

Incide en el artículo 33 de la ley N° 17.997, que establece que los plazos en ella fijados serán de días corridos y que la fecha de las notificaciones por carta certificada y de las comunicaciones que envíe el Tribunal será la del día siguiente al de su expedición.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó este artículo 33 por otro, que repite la regla sobre plazos y agrega que serán aplicables supletoriamente a los procedimientos establecidos en la ley lo dispuesto en los Títulos II, De la comparecencia en juicio, V, De la formación del proceso, de su custodia y de su comunicación a las partes y VII, De las actuaciones judiciales, del Libro I del Código de Procedimiento Civil.

En el segundo trámite constitucional, el Senado hizo una corrección formal a la remisión a las disposiciones del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, y agregó dos nuevas reglas. La primera de ellas dispone que el vencimiento de un plazo para que el Tribunal dicte una resolución o ejecute una actuación no será óbice para dictarla o ejecutarla posteriormente. La otra establece que cada vez que la ley señale un plazo para admitir a tramitación o resolver sobre la admisibilidad de un asunto y para dictar sentencia, dicho término se contará desde que se dé cuenta en alguna de las salas o en el pleno del Tribunal, o desde que la causa quede en estado de dictarse sentencia, según corresponda.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó las modificaciones introducidas por el Senado.

Los Honorables Diputados presentes y el señor Presidente del Tribunal Constitucional manifestaron su apoyo a la proposición del Senado, porque sin ella los términos procesales son preclusivos no sólo para las partes, que es lo usual, sino también para el tribunal. Esto significa que si el órgano jurisdiccional no emite pronunciamiento dentro del lapso previsto en la ley queda privado de su jurisdicción y no puede hacerlo con posterioridad. Semejante resultado violentaría el principio de inexcusabilidad consagrado en el inciso segundo del artículo 76 de la Constitución Política de la República y, además, dejaría en la indefensión a las partes, que no obtendrían la satisfacción de sus pretensiones procesales. Por lo demás, hay un solo caso en que el plazo está señalado por la Constitución y eso no se puede dejar de consignar en la ley, cual es el de diez días para resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso
.

-La Comisión Mixta aprobó el texto del artículo 33 con las enmiendas introducidas por el Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

12) Artículo único, Nº 33) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 41) en la numeración del Senado, en relación con el inciso final del artículo 37 C.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo en la ley un artículo 37 C, nuevo, que establece que no se suspenderá la aplicación del auto acordado que ha sido objeto de un requerimiento para declararlo inconstitucional.

En el segundo trámite constitucional, el Senado facultó al Tribunal para decretar, en estos procesos, la suspensión del auto acordado impugnado, como medida cautelar.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación establecida por el Senado.

El Honorable Diputado señor Burgos expresó que la Cámara rechazó la disposición porque la suspensión, que produce efectos erga omnes, no obstante estar pedida y decretada en un caso particular, no tiene plazo y podría, en consecuencia, prolongarse sine die.

Por otra parte, hay que considerar que esta norma está en abierta contraposición con el inciso final del artículo 37 A
, que ha quedado a firme en la tramitación del proyecto.

Enseguida, el artículo 30 bis permite al Tribunal Constitucional decretar la suspensión del procedimiento, como medida cautelar, lo que hace innecesario suspender la aplicación del auto acordado mismo, por los inconvenientes anotados.

-La Comisión Mixta acordó eliminar el inciso final del artículo 37 C, por la unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

A raíz del estudio de este y otros preceptos se advirtió la ausencia de una causal de inadmisibilidad que se justifica de manera obvia, cual es, que el requirente carezca de titularidad activa para ejercer la acción, que no sea una persona u órgano legitimado de los que señala la ley.

La Comisión Mixta resolvió poner remedio a tal omisión, insertando en el segundo inciso del artículo 37 C y en el primer inciso del artículo 47 G, un ordinal 1°, nuevo, y en el inciso segundo del artículo 48 bis y en el inciso primero del artículo 54, sendas frases, disposiciones todas que incorporan la disposición pertinente.

-Este último acuerdo fue adoptado con idéntica votación que el precedente,

13) Artículo único, Nº 33) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 41 en la numeración del Senado, en relación con el inciso final del artículo 37 E.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo en la ley un artículo 37 E, nuevo. Esta disposición establece que declarado admisible un requerimiento contra un auto acordado, se traerán los autos en relación y deberá dictarse la sentencia dentro de los quince días siguientes. 

De acuerdo con el inciso segundo de la nueva norma, el Tribunal Constitucional podrá, excepcionalmente y por razones fundadas, declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas del auto acordado, por la infracción de un precepto constitucional distinto al invocado en el requerimiento.

En el segundo trámite constitucional, el Senado amplió el plazo para dictar sentencia en estos procedimientos, de quince a treinta días, prorrogables por otros quince, mediante resolución fundada, y eliminó el inciso segundo propuesto en el primer trámite constitucional, trasladando su contenido al nuevo artículo 37 F que insertó en el proyecto.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara rechazó las modificaciones introducidas por el Senado.

14) Artículo único, Nº 33) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 41 en la numeración del Senado, en relación con el inciso final del artículo 37 F, nuevo.

Como se acabe de indicar, en el segundo trámite constitucional el Senado introdujo en la ley un artículo 37 F, nuevo, que permite que faculta al Tribunal Constitucional a declarar, excepcionalmente y por razones fundadas, la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas del auto acordado basado en la infracción de un precepto constitucional distinto al invocado en el requerimiento. 

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó el artículo 37 F, nuevo, propuesto por el Senado.

En vista de la evidente vinculación entre las dos últimas discrepancias descritas, la Comisión Mixta las trató y resolvió en forma conjunta.

Primeramente, adoptó la modalidad del Senado, en orden a separar el contenido en dos preceptos, los artículos 37 E y 37 F.

Enseguida, redactó el artículo 37 E de manera que el plazo para dictar sentencia no sea fatal, en consonancia con su carácter no preclusivo, tal como ha quedado consagrado en el nuevo texto del artículo 33
 de la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.

A continuación, la Comisión Mixta se abocó a resolver la discrepancia suscitada en torno a la posibilidad de que el Tribunal Constitucional pueda fallar sobre la base de infracción constitucional distinta de la invocada por el requirente.

Las cuestiones envueltas en el debate fueron la actuación de oficio del Tribunal; la posibilidad de ejercer la facultad en casos de inconstitucionalidad de forma y de fondo; la competencia específica; la fundamentación complementaria o sustitutiva, y el principio de bilateralidad de la audiencia.

El Honorable Senador señor Larraín sostuvo que cuando la declaración de inaplicabilidad por inconstitucionalidad estaba en la esfera de atribuciones de la Corte Suprema, dicho tribunal pudo siempre actuar de oficio o a petición de parte. Tratándose de salvaguardar la supremacía constitucional, adujo, es de conveniencia que el Tribunal Constitucional esté investido de la misma capacidad.

Los señores Ministros del Tribunal Constitucional presentes en la sesión hicieron ver que el Tribunal siempre ha declarado las inconstitucionalidades por vicios formales, sea que las partes los hayan alegado o no. Añadieron que el Tribunal no puede exceder el marco de su competencia específica, fijada por las partes en sus escritos de requerimiento y contestación, so pena de incurrir en el vicio de ultra petita. Pero sí estima que puede recurrir a fundamentos que se sumen a aquellos hechos valer por las partes. 

El señor Ministro Secretario General de la Presidencia recordó un precedente en que el Tribunal Constitucional acogió un requerimiento de inconstitucionalidad basado únicamente en un vicio de forma invocado en el alegato en la vista de la causa, que no había sido demandado por el requirente en su escrito y del cual el requerido no tuvo oportunidad procesal para hacerse cargo.

El Honorable Diputado señor Burgos manifestó que su opción es dar supremacía al principio de bilateralidad de la audiencia. De modo que si la posibilidad de fundamentar el fallo en la infracción de un precepto constitucional no alegado antes surge en una etapa avanzada del proceso, sea porque una de las partes lo esgrime en la vista de la causa, sea porque el Tribunal lo incorpora en la etapa de acuerdo y fallo, las partes deben ser escuchadas al respecto, aunque con ello se dilate el proceso.

Los intervinientes en el debate coincidieron en que es posible y aceptable que el Tribunal Constitucional agregue a los vicios reclamados algún otro que los complementa y que resulta del examen de la causa que ha practicado, pero estuvieron igualmente contestes en que debe haber un tratamiento diferente para el evento de que el fallo del Tribunal vaya a basarse en forma exclusiva en la infracción de un precepto constitucional no alegado por el requirente.

La situación que ofrece un cariz más dudoso es aquella en que el Tribunal prescinde de la fundamentación esgrimida por las partes y declara la inconstitucionalidad por una causal diferente. Si lo hace sin exceder el marco de competencia específica, al menos debe dar a las partes la oportunidad procesal de abocarse al punto. 

En resumen, la Comisión Mixta aprobó por unanimidad un artículo 37 F que recoge las ideas surgidas en la discusión y que ordena al Tribunal Constitucional advertir a las partes acerca del posible uso, como fundamento exclusivo del fallo, de un precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. La advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver. Se conserva la exigencia de que esto sea de ocurrencia excepcional y de que la resolución que abre la posibilidad sea fundamentada.

-Concurrieron a aprobar este acuerdo los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.


15) Artículo único, Nº 36 de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 44) en la numeración del Senado.

El inciso cuarto del artículo 93 de la Constitución Política de la República fija el momento final del plazo para recurrir al Tribunal Constitucional contra un proyecto de ley, de reforma constitucional o de acuerdo de aprobación de un tratado internacional, cuando la controversia se suscita durante la tramitación. Ese instante es antes de la promulgación de la ley o de la remisión de la comunicación que informa al Jefe del Estado la aprobación del tratado por el Congreso Nacional. En caso alguno podrá entablarse el requerimiento después de quinto día de despachado el proyecto o del envío de la señalada comunicación.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo un artículo 38 bis, nuevo, en la ley N° 17.997. Esta disposición establece, para los efectos de la oportunidad en que debe presentarse el requerimiento contra un proyecto de ley, de reforma constitucional o de acuerdo de aprobación de un tratado internacional en tramitación, que se entenderá que la promulgación tiene lugar cuando el decreto respectivo ingresa a la Oficina de Partes de la Contraloría General de la República. 

Especifica también el artículo 38 bis que el plazo máximo para impugnarlos como inconstitucionales será el instante en que se verifique dicho ingreso y además, en el caso de los acuerdos aprobatorios de tratados, la ocurrencia de la ratificación del instrumento internacional por el Presidente de la República. 

En el segundo trámite constitucional, el Senado modificó el artículo propuesto por la Cámara, estableciendo que la promulgación se entenderá hecha cuando se tome razón del proyecto en cuestión, agregando que estas normas son sin perjuicio de lo dispuesto en la parte final del inciso cuarto del artículo 93 de la Constitución Política de la República resumido más arriba. Finalmente adecuó el fraseamiento del segundo inciso del artículo 38 al utilizado por la norma constitucional que le sirve de marco, y eliminó la frase “y el Presidente de la República lo hubiera ratificado en el intertanto”, referida al plazo máximo para recurrir 
contra un tratado, porque ella podría dar lugar a que los órganos constitucionales legitimados perdieran la posibilidad de ejercer su acción, si el Jefe del Estado ratifica el instrumento internacional antes que venza el plazo para requerir al Tribunal Constitucional.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó las modificaciones hechas por el Senado.

La discrepancia estriba en la fijación del momento en que precluye el plazo para recurrir: la Cámara de Diputados propone que sea al ingresar a la Contraloría y el Senado cuando se tome razón del decreto promulgatorio. 

La Comisión Mixta prefirió en este punto la alternativa de la Cámara, porque el ingreso a la Contraloría es un hecho objetivo y comprobable por cualquiera, en tanto que la toma de razón se produce al final de un procedimiento administrativo previo, que no tiene plazo.

El Honorable Senador señor Larraín y el Honorable Diputado señor Eluchans se manifestaron partidarios de la solución dada por el Senado, porque la toma de razón es un acto jurídico formal, que da certeza, en tanto que el ingreso es un simple hecho, sin efectos jurídicos significativos para la finalidad que se persigue.

En conclusión, la Comisión Mixta adoptó el criterio de la Cámara de Diputados en cuanto al primer inciso del artículo 38, e hizo suyo el del Senado, en lo que se refiere a modificar el inciso segundo. 

-El inciso primero del artículo 38 fue aprobado por mayoría. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Gómez y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos y Díaz. Lo hicieron en contra el Honorable Senador señor Larraín y el Honorable Diputado señor Eluchans.

-El inciso segundo fue aprobado por unanimidad, por los señores Senadores y Diputados recién nombrados.

16) Artículo único, Nº 39) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 47) en la numeración del Senado.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo un artículo 41 bis, nuevo, en la ley N° 17.997. Esta disposición establece que el Tribunal tendrá diez días, prorrogables por otros diez si existen motivos graves y calificados, para resolver el requerimiento presentado contra un proyecto de ley, de reforma constitucional o de acuerdo aprobatorio de un tratado en tramitación en el Congreso Nacional, plazo que se contará desde que se dé cuenta del mismo o desde que se subsanen los reparos de forma y las deficiencias objetados por el Tribunal.

En el segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó la disposición por otra, que regula el trámite de admisibilidad de estos requerimientos y señala las causales de inadmisibilidad.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la norma propuesta por el Senado, porque advirtió que no se consigna en ella la causal de falta de legitimidad activa para requerir, objeción que resulta igualmente válida en otros casos en que la titularidad de la acción está limitada a las personas u órganos legitimados definidos en el artículo 32 C que este proyecto incorpora a la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional. 

La Comisión Mixta acogió el planteamiento e insertó en el artículo 41 bis, como primera causal de inadmisibilidad, que el requerimiento no sea planteado por quien detente la calidad de órgano legitimado en el procedimiento en cuestión.

-Acordado por una unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

17) Artículo único, Nº 40) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 49) en la numeración del Senado.

El artículo 44 de la ley N° 17.997 establece que el Tribunal Constitucional, conociendo de un requerimiento de control constitucional de un proyecto de ley, de reforma constitucional o de aprobación de un tratado, en actual tramitación, podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado en la infracción de un precepto constitucional distinto al invocado en el requerimiento.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados derogó esta norma.

En el segundo trámite constitucional, el Senado repuso el artículo 44, agregando que en el caso allí previsto el Tribunal sólo podrá proceder excepcionalmente y por razones fundadas.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara rechazó la modificación introducida por el Senado.

La Comisión Mixta adoptó el mismo predicamento con el cual resolvió idéntica cuestión al ocuparse de la discrepancia sobre el artículo 37 F
.

-El nuevo artículo 44 fue aprobado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

18) Artículo único, Nº 54), nuevo, introducido por el Senado, en relación con el artículo 46 B.

En el segundo trámite constitucional, el Senado aprobó un artículo 46 B, nuevo, en la ley N° 17.997. Esta disposición establece el procedimiento de admisibilidad y las causales de inadmisibilidad en los requerimientos contra un decreto con fuerza de ley. 

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la norma propuesta por el Senado, por la misma razón hecha valer respecto del artículo 41 bis, esto es, por no incluir entre las causales de inadmisibilidad la falta de legitimación activa, de la calidad de órgano legitimado para iniciar este procedimiento.

La Comisión Mixta aplicó la misma solución e incorporó en el artículo 46 B la causal pertinente.

-Acordado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

19) Artículo único, Nº 54), nuevo, introducido por el Senado, en relación con el artículo 46 C.

En el segundo trámite constitucional, el Senado insertó en el texto un artículo 46 C, nuevo. Esta disposición establece que una vez que el Tribunal Constitucional declare admisible un requerimiento contra un decreto con fuerza de ley dará traslado por diez días a los órganos constitucionales interesados, en la especie, el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras que componen el Parlamento o una cuarta parte de sus miembros, luego de lo cual el Tribunal contará con veinte días para fallar, prorrogables mediante resolución fundada por otros quince.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la norma propuesta por el Senado, por estimar excesivo un plazo para resolver que puede extenderse hasta cuarenta y cinco días.

Se tuvo a la vista lo resuelto en cuanto al carácter no preclusivo de los plazos señalados al Tribunal, por lo cual se dio al inciso segundo del artículo 46 C una redacción que está en armonía con tal criterio.

-El acuerdo fue unánime y concurrieron a él los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

20) Artículo único, Nº 42) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 57 en la numeración del Senado.

De conformidad con el inciso primero del artículo 47 de la ley N° 17.997, las cuestiones de constitucionalidad sobre una convocatoria a plebiscito se regirán por el procedimiento establecido para el requerimiento de control de constitucionalidad de los proyectos de ley, de reforma constitucional y de acuerdos sobre aprobación de un tratado, en tramitación en el Congreso, más las reglas que contienen los incisos siguientes del mismo artículo.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados hizo dos rectificaciones a las referencias a normas constitucionales que se hacen en el inciso primero, para ponerlo al día con la nueva numeración del articulado de la Constitución Política de la República, tras la modificación hecha en el año 2005.

En el segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó el inciso primero del artículo 47, designándolo como artículo 47 bis, como consecuencia de un acuerdo anterior, que intercaló un artículo 47, nuevo. 

La norma modificada por la cámara revisora establece que el requerimiento contra una convocatoria a plebiscito deberá contener una exposición clara de los hechos y fundamentos de derecho que le sirven de apoyo, la indicación precisa de la cuestión de constitucionalidad y, en su caso, del vicio de inconstitucionalidad que se aduce, la indicación de las normas transgredidas y la publicación en el Diario Oficial que fija el día del plebiscito.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación hecha por el Senado, para instar por incluir entre las causales de inadmisibilidad la falta de titularidad activa.

La Comisión Mixta acogió esta última idea y la incluyó en la nueva redacción que dio al inciso tercero del artículo que figurará en la ley como 47 bis. En lo demás, mantuvo los acuerdos del Senado.

-Lo anterior fue aprobado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

21) Artículo único, Nº 43) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 58) en la numeración del Senado, en relación con el artículo 47 K.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo un artículo 47 K, nuevo, en la ley N° 17.997. Esta disposición establece que la sentencia que rechace un requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad solicitado por el tribunal en que se ventila el procedimiento en el cual debe ser aplicado el precepto impugnado, deberá declarar expresamente, si así ha ocurrido, que el requerimiento fue desechado por carecer de fundamento plausible.

En el segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó la norma por otra, que señala que el Tribunal Constitucional podrá declarar la inaplicabilidad de un precepto legal impugnado, en forma excepcional y por razones fundadas, basado en la infracción de un precepto constitucional distinto al invocado en el requerimiento.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación aprobada por el Senado.

Se trata en este caso de la misma situación ya resuelta al tratar los artículos 37 F y 44, en que se decidió oír a las partes si el Tribunal detecta la posibilidad de basar su fallo únicamente en una infracción constitucional no invocada en el requerimiento. Por lo tanto, se dio la misma solución que en los preceptos similares anteriores.

-El nuevo texto del artículo 47 K fue aprobado unánimemente, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

22) Artículo único, Nº 43) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 58) en la numeración del Senado, en relación con el número 4° del artículo 47 S.

El Senado, en el segundo trámite constitucional, introdujo un artículo 47 S, que señala las causales de inadmisibilidad del requerimiento formulado para declarar la inconstitucionalidad de un precepto legal previamente declarado inaplicable. Una de ellas, la del número 4°, es que no aparezca demostrada la conveniencia de la declaración de inconstitucionalidad, el interés general que ella envuelve o su trascendencia para el ordenamiento jurídico.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó el número 4° del 
artículo 47 S, por considerarlo demasiado ambiguo.

Se hizo presente a la Comisión Mixta que una causal como la que es objeto de controversia puede ser fuente de problemas, en lugar de soluciones y, en el fondo, puede entenderse en el sentido de que otorga al Tribunal Constitucional atribuciones legislativas. El contenido de conceptos como interés general, conveniencia de la declaración y trascendencia para el orden jurídico son muy discutibles 

Una barrera de entrada como la que pone la causal de inadmisibilidad en comento hace posible eludir la decisión sobre el fondo, para no generar un precedente, transgrediendo, sin embargo, el principio de inexcusabilidad que gravita sobre todos los tribunales. En esta hipótesis, el Tribunal aparecería declinando ejercer su función esencial. 

Por otra parte, la acción de inconstitucionalidad es una acción pública, de modo que cualquier salida dilatoria no impide que otras personas la demanden una y otra vez. 

Se argumentó que no corresponde dotar al Tribunal Constitucional de la facultad de emitir juicios de conveniencia, que por naturaleza son eminentemente políticos y no competen a un tribunal de derecho. Entregarle una valoración de este orden distorsionaría el sistema y contribuiría a su descrédito. El deber del Tribunal es fallar conforme a razones estrictamente jurídicas. Las apreciaciones y dictámenes de orden político corresponden a las autoridades políticas.

También se consideraron fórmulas alternativas, como definir la causal en términos positivos, circunscribiendo su objetivo con mayor precisión y exigiendo un quórum elevado, como los cuatro quintos del pleno y hasta la unanimidad. 

O dar un tratamiento diferenciado, según sea quien interpone la acción: si es un órgano legitimado, se entra al fondo, si es un particular, permitir al Tribunal Constitucional hacer uso de la causal de conveniencia. Esta alternativa se desechó de plano, porque implica establecer una desigualdad ante la ley, sin justificación razonable.

También se consideró la posibilidad de facultar al Tribunal Constitucional para dilatar en el tiempo la resolución de la cuestión de inconstitucionalidad, permitiéndole, por ejemplo, postergar por seis meses la declaración o sus efectos, cuando la aprobación pueda producir consecuencias contrarias al orden institucional o social. Además, en tal eventualidad el Tribunal podría dar oportuna cuenta al Congreso Nacional y al Presidente de la República de los efectos de una eventual declaración de inconstitucionalidad, suspendiendo entretanto, su decisión.

Hay dos tipos de control de constitucionalidad: el concreto, que resuelve la inaplicabilidad de una norma en un caso determinado, y el abstracto, en que la ley es expulsada del ordenamiento jurídico, es derogada, lo que genera un vacío que puede dar lugar a perniciosos efectos sociales y jurídicos. En efecto, cuando el Tribunal Constitucional acoge la acción de inconstitucionalidad deroga la norma, pero no establece una de reemplazo. Hasta la fecha se ha declarado una sola inconstitucionalidad. En esta perspectiva, la comunicación dirigida a los colegisladores haría posible que fueran ellos quienes abolieran la ley inconstitucional y la reemplazaran.

Otros tribunales constitucionales poseen la facultad de certiorari, que les permite decidir cuáles casos avocarse y cuáles eludir, para no causar un problema mayor con la derogación de una norma que ellos no pueden sustituir. Prácticamente todos ellos pueden fijar la fecha en que la norma queda derogada, de manera que el legislador cuente con un tiempo para salvar la situación, pero este no es el caso del chileno.

Sin embargo, varias de las fórmulas traídas a colación en el debate suponen una reforma constitucional, lo que las hace inviables en esta instancia de la Comisión Mixta.

-En definitiva, no se alcanzó un acuerdo sobre el particular, por lo que el número 4° del artículo 47 S quedará excluido del proyecto. 

Como consecuencia de lo anterior, fue necesario efectuar adecuaciones formales en el artículo, en vista de la eliminación recién comentada.

-El acuerdo respectivo fue adoptado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

23) Artículo único, Nº 43) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 58) en la numeración del Senado, en relación con el artículo 47 V.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados incorporó a la ley un artículo 47 V, nuevo. Esta disposición establece que el Tribunal Constitucional sólo podrá fundar la declaración de inconstitucionalidad en la infracción de los preceptos constitucionales que fueron considerados transgredidos por la sentencia previa que le sirve de sustento.

En el segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó el artículo por otro, que establece que el Tribunal deberá dictar la sentencia en el requerimiento de inconstitucionalidad contra un precepto legal, dentro de los treinta días de terminada la tramitación, plazo que podrá ser prorrogado por quince días más, si media una resolución fundada que así lo disponga. Simultáneamente, el Senado insertó un artículo 47 W, nuevo, idéntico al que la cámara de origen consultaba como artículo 47 V.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación aprobada por el Senado, por incluir la norma un plazo preclusivo para el Tribunal, que le impediría ejercer su jurisdicción si no falla dentro del término legal.

La Comisión Mixta aplicó en este caso el mismo criterio adoptado en las normas similares precedentes y redactó el precepto en términos concordantes con lo dispuesto en artículo 33 de la ley N° 17.997
.

-El nuevo texto del artículo 47 V se aprobó por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores 
Burgos, Díaz y Eluchans.

24) Artículo único, Nº 43) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 58) en la numeración del Senado, en relación con el artículo 47 W.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo un artículo 47 W, nuevo, en la ley. Esta disposición establece que la sentencia que declare la inconstitucionalidad de todo o parte de un precepto legal deberá ser publicada en extracto en el Diario Oficial, dentro de los tres días siguientes a su dictación. La norma agrega que el precepto quedará derogado desde la fecha de publicación y que la abolición no tendrá efecto retroactivo.

Como se dijo, el Senado, en el segundo trámite, reemplazó la norma descrita por otra igual a la contenida en el artículo 47 V del texto de la Cámara, y trasladó las disposiciones del artículo 47 W de la cámara de origen al artículo 47 X de su propuesta.

En el tercer trámite, la Cámara de Diputados rechazó la modificación aprobada por el Senado, porque entendió que la frase “El Tribunal podrá fundar la declaración de inconstitucionalidad” puede dar pie a que se interprete como que la decisión podría no indicar fundamentos.

En vista de lo dicho, la Comisión Mixta aprobó un artículo 47 W concebido en términos imperativos, lo que debe despejar la duda señalada.

-Fue aprobado en forma unánime, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

25) Artículo único, Nº 43) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 58) en la numeración del Senado, en relación con el artículo 47 X.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados insertó en la ley un artículo 47 X, nuevo. Esta disposición señala que si la sentencia dictada en un requerimiento de 
inaplicabilidad de un precepto legal, o de inconstitucionalidad de un precepto legal previamente declarado inaplicable, rechaza la demanda, se impondrá la condena en costas al requirente de inaplicabilidad que es parte en el juicio, o al particular que ha ejercido la acción pública, en el segundo caso, salvo que se declare que tuvieron fundamento plausible para accionar.

En el segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó la norma por otra, que establece una regla similar, con algunas salvedades, a la del artículo 47 W introducido por la Cámara de Diputados, relativo a la publicación de la sentencia recaída en el requerimiento de inconstitucionalidad de una norma legal previamente declarada inaplicable. Como consecuencia de ello, trasladó al artículo 47 Y parte del contenido de la norma sobre costas que la cámara de origen incluía en el artículo 47 X. 

En el tercer trámite la Cámara rechazó la modificación introducida por el Senado.

En lo que concierne a la diferencia entre los textos aprobados por las cámaras, el del Senado remite al artículo 31 bis que por el presente proyecto se agrega a la ley N° 17.997, en lugar de repetir las disposiciones del artículo 94 de la Constitución Política de la República, porque ellas están recogidas en el citado artículo 31 bis.

En efecto, el artículo 47 X del Senado, rechazado por la Cámara de Diputados, señala que la sentencia que acoge la acción de inconstitucionalidad del número 7° del artículo 93 de la Constitución será publicada “en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis”. Este último precepto dispone que tales sentencias se publiquen en el Diario Oficial in extenso, dentro de los tres días siguientes a su dictación, de manera que ambas disposiciones guardan la debida correspondencia con la Carta Fundamental.

-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans, aprobó el artículo 47 incluido en el texto del Senado.

26) Artículo único, Nº 46) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 65) en la numeración del Senado, en relación con el artículo 50 bis, Nº 4º.

En el segundo trámite constitucional el Senado insertó un artículo 50 bis, nuevo, en la ley N° 17.997. Esta disposición establece las causales de inadmisibilidad de los requerimientos sobre inconstitucionalidad de decretos supremos. Entre esas causales, la del número 4°, se cuenta la de que el vicio invocado afecte al precepto legal vigente en virtud del cual se dicta el decreto impugnado y no a este último.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la causal de inadmisibilidad en comento. El fundamento de tal decisión estuvo en que debe primar siempre el principio de supremacía constitucional, aunque se argumente que el decreto sólo está ejecutando la ley. 

En contra se sostuvo que las vías para impugnar por inconstitucional un decreto o una ley son diferentes, corren por carriles separados. De modo que si el decreto está en pugna con la Constitución, pero se ajusta a la ley, lo que corresponde es dirigir el requerimiento contra la ley. 

Esta es lo que en doctrina se denomina “ley pantalla”, tesis que el Tribunal Constitucional ha acogido por mayoría, como regla general, porque, de no ser así, en el fondo la sentencia estaría cuestionando la constitucionalidad de la ley, que no es lo que se le ha pedido. En resumen, si no se cuestiona le ley, el decreto es válido.

Es discutible que este asunto pueda ser resuelto en la etapa de la admisibilidad, porque es más propio de un dictamen de fondo. Empero, como el criterio orientador de la asignación de competencias entre el pleno y las salas ha sido el de aliviar la carga de causas del primero, la mayor parte de las admisibilidades es resuelta por las salas. Con todo, en el caso que se analiza, la causal cuarta del artículo 50 bis, la decisión de fondo compete al pleno.

-La Comisión Mixta, por unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores 
Burgos, Díaz y Eluchans, aprobó el artículo 50 bis propuesto por el Senado.

Igual que en casos anteriores, La Comisión Mixta agregó en este artículo la causal de 
inadmisibilidad de carecer el requirente de titularidad activa para ejercer la acción.

La Comisión Mixta resolvió poner remedio a tal omisión, insertando en el segundo inciso del artículo 37 C un ordinal 1°, nuevo, que incorpora la disposición pertinente.

-Este último acuerdo fue adoptado con idéntica votación que el precedente,

27) Artículo único, Nº 49) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 68) en la numeración del Senado, en relación con el artículo 50 C.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados insertó un artículo 50 C, nuevo, en la ley N° 17.997. Esta disposición establece que, en los procesos por contiendas de competencia entre autoridades políticas o administrativas y tribunales de justicia, el Tribunal Constitucional podrá ordenar la suspensión del procedimiento en que dicha contienda incida, si su continuación puede causar un daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de la sentencia que acoja la contienda.

En el segundo trámite constitucional, el Senado agregó que esta atribución debe ser ejercida de conformidad con lo que dispone el artículo 30 bis, que fue introducido en el proyecto en el segundo trámite constitucional, e hizo correcciones de redacción. La referencia al 
artículo 30 bis hacer explícito el carácter cautelar de esta suspensión y la sujeta a los requisitos y procedimientos allí fijados.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación aprobada por el Senado.

-La Comisión Mixta, por unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores 
Burgos, Díaz y Eluchans, aceptó las modificaciones del Senado al artículo 50 C.

28) Artículo único, Nº 55 de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 75) en la numeración del Senado, en relación con el artículo 72 E.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados insertó en la ley seis artículos nuevos, signados 72 A a 72 F, que regulan el procedimiento a que debe ceñirse la renuncia de los parlamentarios a su cargo. 

El artículo 93, número 15°, de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso final del artículo 60 de la misma, permiten que un diputado o un senador resigne su cargo, si le afecta una enfermedad grave que le impida desempeñarlo. El Tribunal Constitucional está llamado a calificar los elementos justificatorios de la renuncia y a aceptarla o rechazarla, según corresponda.

El artículo 72 E introducido por la cámara de origen establece que, una vez que se haya formado el acuerdo, el Tribunal tendrá veinte días para dictar la sentencia.

En el segundo trámite constitucional, el Senado dispuso que el plazo para dictar sentencia se cuente desde que concluya la tramitación de la causa, e hizo posible prorrogarlo hasta por otros veinte días, por motivos calificados y mediante resolución fundada.

La Cámara de Diputados, en el tercer trámite, rechazó los cambios.

El punto en discusión tiene que ver con el carácter preclusivo de los plazos fijados al Tribunal Constitucional, asunto que ya se resolvió, adoptando el criterio del Senado, tal como ha quedado estampado en el inciso segundo del artículo 33, que este proyecto ha modificado.

Por consiguiente, la Comisión Mixta aplicó a este artículo la misma solución y dio al 
artículo 72 E la redacción que figura en la proposición que consta al final de este informe.

-Acordado por unanimidad de los miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

29) Artículo único, Nº 58) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 78) en la numeración del Senado.

El artículo 74 de la ley establece la planta de funcionarios del Tribunal Constitucional y crea siete cargos de Ministro, uno de Secretario Abogado, uno de Relator Abogado, uno de Oficial Jefe de Presupuestos, uno de Oficial Primero Administrativo, dos de Oficial Segundo, uno de Oficial de Sala y uno de Mayordomo. El inciso segundo de la disposición establece que el Tribunal Constitucional podrá contratar más personal, bajo la modalidad de honorarios y siempre que lo permita su presupuesto.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó el artículo en cuestión. La nueva norma establece, en su primer inciso, una nueva planta de funcionarios del Tribunal Constitucional, agregando tres nuevos cargos de Ministro, para llegar a un total de diez; un cargo de Relator Abogado, con lo que se entera un total de dos, y dos nuevos cargos de Abogado Asistente de Ministros. Además, crea los cargos de Bibliotecario, de Secretario de la Presidencia y dos nuevos cargos de Auxiliar de Servicios. También adiciona un nuevo cargo de Oficial Primero Administrativo, enterando así un total de dos, y crea un nuevo cargo de Oficial de Sala, con lo que éstos se elevan a dos. Se mantienen los cargos de un Secretario Abogado, un Jefe de Presupuestos, dos Oficiales Segundos y un Mayordomo.

El inciso segundo faculta al Tribunal Constitucional para contratar a honorarios a profesionales, técnicos y expertos en determinadas materias, para ejecutar actividades específicas propias de sus actividades, siempre que se encuadre en sus disponibilidades presupuestarias.

En el segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó el artículo sobre planta, adicionando a la propuesta de la Cámara un cargo de Relacionador Público, uno de Documentalista, uno de Jefe de Gabinete de la Presidencia, siete de Secretaria y uno de Chofer. Se estipuló, además, que la provisión de los nuevos cargos se hará efectiva cuando las necesidades lo justifiquen y previo acuerdo del Pleno. La modificación concluye señalando que la facultad para contratar personal adicional también podrá hacerse según la modalidad de contrato del Código del Trabajo, además de a honorarios.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación acordada por el Senado, para abrir un debate sobre la relación y la existencia de cargos de relatores.

30) Artículo único, Nº 59) del Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 79) en la numeración del Senado.

El artículo 75 de la ley N° 17.997 faculta al Tribunal Constitucional para ampliar la planta de su personal, por acuerdo de la mayoría de sus miembros, en la medida en que ello sea estrictamente necesario para su normal funcionamiento. Al efecto, la norma permite implementar hasta tres cargos adicionales de Relator Abogado, hasta cinco de Oficial Segundo, hasta dos de Oficial de Sala y hasta siete de Auxiliar de Servicios Menores. 

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó el artículo 75 por otro, que reduce los máximos antes señalados en la siguiente forma: se podrá ampliar la Planta sólo hasta en dos cargos de Relator Abogado, uno de Oficial de Sala y cinco de Auxiliar de Servicios Menores. El resto se mantiene inalterado.

En el segundo trámite constitucional, El Senado modificó el precepto, incrementando la cantidad de cargos en que se puede ampliar la planta de la siguiente forma: hasta dos nuevos cargos de Abogado Asistente y cuatro adicionales de Secretaria.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara rechazó la modificación aprobada por el Senado, por la misma razón que en el caso de la discrepancia anterior.

En vista de ello, ambas fueron tratadas conjuntamente. En primer lugar, se agregó a la planta los dos cargos de Suplente de ministro, consecuencia de lo acordado respecto del 
artículo 15.

Se ha afirmado que un rasgo modernizador en la justicia constitucional sería eliminar la relación en la vista de la causa, porque dilata el fallo del asunto. Se indicó, a modo de ejemplo, que en la Reforma Procesal Penal se eliminó la relación y no hay relatores y es de todos conocido cómo se ha reducido la duración de los juicios.

Los señores Ministros del Tribunal Constitucional que asistieron a las sesiones explicaron que la experiencia les ha mostrado que la relación es útil y los relatores son eficientes. La alternativa de que sea un ministro quien efectúe la relación, habida consideración de que la relación en el Tribunal Constitucional es siempre pública, resultaría inconveniente porque inevitablemente el ministro relator estaría dejando traslucir un juicio sobre la cuestión pendiente, con conocimiento de los antecedentes necesarios para sentenciar, lo que podría hacerlo perder su competencia por estimársele incurso en causal de implicancia o recusación.

En último término, la decisión sobre oír o no una relación es propia de la potestad del Tribunal Constitucional, que decide en cada caso.

-La Comisión Mixta, por unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores 
Burgos, Díaz y Eluchans, aprobó la versión del Senado de los artículos 74 y 75, con lo que quedó despachado el asunto.
-o-

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto, para zanjar las discrepancias producidas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, a fin de adecuarla a las disposiciones introducidas en la Constitución Política de la República por la ley N° 20.050, la Comisión Mixta propone a la Cámara de Diputados y al Senado aprobar, en una sola votación, lo siguiente: 
“Artículo único

Número 6), texto de ambas Cámaras

Aprobar el texto siguiente:

“6) Reemplázase el artículo 4º por el siguiente: 

“Artículo 4º.- Son públicos los actos y resoluciones del Tribunal, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilice. Sin embargo, el Tribunal, por resolución fundada acordada por los dos tercios de sus miembros, podrá decretar reservados o secretos determinados documentos o actuaciones, incluidos los documentos agregados a un proceso, con sujeción a lo prescrito en el artículo 8º, inciso segundo, de la Constitución.”.”.
Número 7) nuevo, texto del Senado

Aprobar el texto siguiente:

“7) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:

“Artículo 5°.- Los ministros del Tribunal deberán elegir de entre ellos un Presidente por mayoría absoluta de votos. Si ninguno de los candidatos obtiene el quórum necesario para ser elegido, se realizará una nueva votación, circunscrita a quienes hayan obtenido las dos primeras mayorías en la anterior. El Presidente durará dos años en sus funciones y no podrá ser reelegido dos veces consecutivas.”.”.
Número 10) de la Cámara, que pasa a ser 12) del Senado


Aprobar el texto siguiente:

“12) Agrégase el siguiente artículo 12 bis, nuevo:

“Artículo 12 bis.- Los ministros no podrán ejercer la profesión de abogado, incluyendo la judicatura, ni podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado. Tampoco podrán actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte, como mandatario en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades. 

El cargo de ministro es incompatible con los de diputado y senador, y con todo empleo o comisión retribuido con fondos del Fisco, de las municipalidades, de las entidades fiscales autónomas, semifiscales o de las empresas del Estado o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, hasta un máximo de doce horas semanales, fuera de las horas de audiencia. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere este inciso.

Asimismo, el cargo de ministro es incompatible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honores, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital.”.”.
Número 15) nuevo, texto del Senado


Aprobar el texto siguiente:

“15) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 14 bis, la expresión “abogados integrantes” por “suplentes de ministro”.”.
Número 13) de la Cámara, que pasa a ser 16) del Senado


Aprobar el texto siguiente:

“16) Reemplázase el artículo 15, por el siguiente:

“Artículo 15.- Cada tres años, en el mes de enero que corresponda, se procederá a la designación de dos suplentes de ministro que reúnan los requisitos para ser nombrado miembro del Tribunal, quienes podrán reemplazar a los ministros e integrar el pleno o cualquiera de las salas sólo en caso que no se alcance el respectivo quórum para sesionar. 

Los suplentes de ministro a que se refiere el inciso anterior serán nombrados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, eligiéndolos de una nómina de siete personas que propondrá el Tribunal Constitucional, previo concurso público de antecedentes, el que deberá fundarse en condiciones objetivas, públicas, transparentes y no discriminatorias. El Tribunal formará la nómina en una misma y única votación pública, en la que cada uno de los ministros tendrá derecho a votar por cinco personas, resultando elegidos quienes obtengan las siete primeras mayorías. El Senado adoptará el acuerdo por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto, debiendo pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, el Tribunal Constitucional deberá presentar una nueva lista, en conformidad a las disposiciones del presente inciso, dentro de los sesenta días siguientes al rechazo, proponiendo dos nuevos nombres en sustitución de los rechazados, repitiéndose este procedimiento hasta que se aprueben los nombramientos.

Los suplentes de ministro concurrirán a integrar el pleno o las salas de acuerdo al orden de precedencia que se establezca por sorteo público. La resolución del Presidente del Tribunal que designe a un suplente de ministro para integrar el pleno o las salas deberá ser fundada y publicarse en la página web del Tribunal. 

Los suplentes de ministro tendrán las mismas prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que los ministros y regirán para ellos las mismas causales de implicancia que afectan a estos. Sin embargo, no cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad ni se les aplicará la incompatibilidad con funciones docentes a que se refiere el artículo 12 bis.

Los suplentes de ministro deberán destinar a lo menos media jornada a las tareas de integración y a las demás que les encomiende el Tribunal y recibirán una remuneración mensual equivalente al cincuenta por ciento de la de un ministro.”.”.
Número 21) de la Cámara, que pasa a ser 25) del Senado


Aprobar el texto siguiente:

“25) Incorpórase el siguiente artículo 25 C, nuevo:

“Artículo 25 C.- Corresponderá al pleno del Tribunal:

1° Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su promulgación;

2° Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad de los autos acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones.

3° Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso;

4° Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley;

5° Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucionalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones;

6° Resolver la inaplicabilidad de un precepto legal cuya aplicación en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, resulte contraria a la Constitución;

7° Pronunciarse sobre la admisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable;

8° Resolver sobre la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el numeral 6° de este artículo;

9° Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la República no promulgue una ley cuando deba hacerlo o promulgue un texto diverso del que constitucionalmente corresponda;

10 Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por estimarlo inconstitucional, cuando sea requerido por el Presidente en conformidad al artículo 99 de la Constitución Política;

11 Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado, incluyendo aquellos dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República, cuando se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 63 de la Constitución Política de la República;”.

12 Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de los movimientos o partidos políticos, como asimismo, la responsabilidad de las personas que hubieran tenido participación en los hechos que motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en conformidad a lo dispuesto en los párrafos sexto, séptimo y octavo del número 15°, del artículo 19, de la Constitución Política. Sin embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio;

13 Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo 53, número 7°, de la Constitución Política; 

14 Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones;

15 Determinar la admisibilidad y pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios;

16 Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en los términos del inciso final del artículo 60 de la Constitución Política de la República y pronunciarse sobre su renuncia al cargo, y

17 Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución Política y la presente ley.”.”.
Número 22) de la Cámara, que pasa a ser 26) del Senado


Aprobar el texto siguiente:

“26) Agrégase el siguiente artículo 25 D, nuevo:

“Artículo 25 D.- Corresponderá a las salas del Tribunal:

1° Pronunciarse sobre las admisibilidades que no sean de competencia del pleno;

2° Resolver las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia, que no correspondan al Senado;

3° Resolver la suspensión del procedimiento en que se ha originado la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, y

4º Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución y la presente ley.”.”.
Número 29) nuevo, texto del Senado

Aprobar el texto siguiente:

“29) Agrégase el siguiente artículo 30 bis, nuevo:

“Artículo 30 bis.- Sin perjuicio de las normas especiales contenidas en esta ley que autorizan al Tribunal, en pleno o representado por una de sus salas, para decretar medidas cautelares, como la suspensión del procedimiento, el Tribunal podrá, por resolución fundada, a petición de parte o de oficio, decretarlas desde que sea acogido a tramitación el respectivo requerimiento, aun antes de su declaración de admisibilidad, en los casos en que dicha declaración proceda. De la misma forma, podrá dejarlas sin efecto y concederlas nuevamente, de oficio o a petición de parte, cuantas veces sea necesario, de acuerdo al mérito del proceso.”.”.
Número 25) de la Cámara, que pasaba a ser 30) del Senado


Suprimirlo, enmendado correlativamente los numerales siguientes.
Número 31) nuevo, texto del Senado, que pasa a ser 30)


Aprobar el texto siguiente:

“30) Agrégase el siguiente artículo 31 bis, nuevo:

“Artículo 31 bis.- Las sentencias del Tribunal se publicarán íntegramente en su página web, o en otro medio electrónico análogo, sin perjuicio de las publicaciones que ordenan la Constitución y esta ley en el Diario Oficial. El envío de ambas publicaciones deberá ser simultáneo.

Las sentencias recaídas en las cuestiones de constitucionalidad promovidas en virtud de los números 2°, 4°, 7° y 16° del artículo 93 de la Constitución se publicarán en el Diario Oficial in extenso. Las restantes que deban publicarse lo serán en extracto, que contendrá a lo menos la parte resolutiva del fallo. 

También se publicarán en la página web del Tribunal, al menos, las resoluciones que pongan término al proceso o hagan imposible su prosecución, el listado de causas ingresadas y fecha del ingreso, las tablas de las salas y el pleno, la designación de relator, de la sala que deba resolver sobre la admisibilidad del requerimiento y de ministro redactor y las actas de sesiones y los acuerdos del pleno.

La publicación de resoluciones en el Diario Oficial deberá practicarse dentro de los tres días siguientes a su dictación.”.”.
Número 27) de la Cámara, que pasa a ser 32)


Aprobar el texto siguiente:

“32) Introdúcese el siguiente artículo 32 B, nuevo:

“Artículo 32 B.- El Tribunal oirá alegatos en la vista de la causa en los casos a que se refieren los números 2º, 6°, 8º, 9º, 10°, 11°, 14° y 15° del artículo 25 C.

En los demás casos, el Tribunal podrá disponer que se oigan alegatos.

La duración, forma y condiciones de los alegatos serán establecidas por el Tribunal, mediante auto acordado.

En los casos en que se oigan alegatos la relación será pública.”.”.
Número 28) de la Cámara, que pasa a ser 34)

Aprobar el texto siguiente:

“34) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:

“Artículo 33.- Serán aplicables, además, en cuanto corresponda, las normas contenidas en los Títulos II, V y VII del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, en lo que no sean contrarias a esta ley.

Con todo, los plazos de días establecidos en esta ley serán de días corridos y no se suspenderán durante los feriados. En ningún caso el vencimiento de un plazo fijado para una actuación o resolución del Tribunal, le impedirá decretarla o dictarla con posterioridad.

En los casos en que la presente ley fija plazos al Tribunal para admitir a tramitación un asunto, pronunciarse sobre la admisibilidad del mismo y dictar sentencia, los mismos se contarán desde que se dé cuenta de éste en la sala o el pleno, según corresponda, o desde que la causa quede en estado de dictarse sentencia, en su caso.”.”.
Número 33) de la Cámara, que pasa a ser 40)

Artículo 37 C

Insertar el siguiente numeral 1°, nuevo, en su inciso segundo, corrigiendo correlativamente la numeración de los que siguen:

“1° Cuando el requerimiento no es formulado por una persona u órgano legitimado;”.

Eliminar el inciso final agregado por el Senado.
Artículo 37 E


Aprobar el texto siguiente:

“Artículo 37 E.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos para ello, el Tribunal procederá conforme a lo dispuesto en el artículo 43. El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.”.
Artículo 37 F nuevo


Aprobar el texto siguiente:

“Artículo 37 F.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.”.
Número 36) de la Cámara, que pasa a ser 43)


Aprobar el texto siguiente:

“43) Agrégase el siguiente artículo 38 bis, nuevo:

“Artículo 38 bis.- Para los efectos de la oportunidad en que debe formularse el requerimiento, la promulgación se entenderá efectuada por el Presidente de la República cuando ingrese a la oficina de partes de la Contraloría General de la República el respectivo decreto promulgatorio.

En ningún caso se podrán admitir a tramitación requerimientos formulados con posterioridad a ese instante. Tampoco podrán admitirse requerimientos contra tratados si estos se presentan después del quinto día siguiente a la remisión de la comunicación que informa la aprobación del tratado por el Congreso Nacional.”.”.
Número 39) de la Cámara, que pasa a ser 46)


Aprobar el texto siguiente:

“46) Agrégase el siguiente artículo 41 bis, nuevo:

“Artículo 41 bis.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad del mismo. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión, por dos días, a los órganos legitimados.

Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:

1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado.

2° Cuando la cuestión se promueva con posterioridad a las oportunidades indicadas en el artículo 38 bis;

3° Cuando en los antecedentes de la tramitación del proyecto de ley, de reforma constitucional o tratado impugnado no conste haberse suscitado expresamente una cuestión de constitucionalidad a su respecto, y

4° Cuando la cuestión carezca de fundamento plausible.

Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.

La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.”.”.
Número 40) de la Cámara, que pasa a ser 48)


Aprobar el texto siguiente:

“48) Sustitúyese el artículo 44, por el siguiente: 

“Artículo 44.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.”.
Número 54) nuevo, texto del Senado, que pasa a ser Número 53)

Artículo 46 B

Aprobar el texto siguiente:

“Artículo 46 B.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad del mismo, conforme a las reglas del Párrafo 3. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 C el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión, por cinco días, a los órganos legitimados.

Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:

1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado.

2° Cuando la cuestión sea promovida extemporáneamente;

3° Cuando del oficio de representación del Contralor conste que el decreto con fuerza de ley no ha sido objetado de inconstitucionalidad;

4° Cuando la cuestión promovida por una de las Cámaras o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio se funde en alegaciones de legalidad, y

5° Cuando la cuestión carezca de fundamento plausible.”.
Artículo 46 C


Aprobar el texto siguiente:

“Artículo 46 C.- Declarada admisible la cuestión, se comunicará a los órganos constitucionales interesados para que, dentro del plazo de diez días, formulen las observaciones y presenten los antecedentes que estimen pertinentes.

El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde la declaración de admisibilidad, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.”.
Número 42) de la Cámara, que pasa a ser 56)


Aprobar el texto siguiente:

“56) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 47, que ha pasado a ser 47 bis:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 47 bis.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y en el inciso segundo de este 
artículo, y deberá acompañarse a él la publicación en el Diario Oficial del decreto que fija el día de la consulta plebiscitaria.”.

b) Sustitúyense los incisos tercero y quinto, por los siguientes: 

“Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión si no es formulada por un órgano legitimado, si es promovida extemporáneamente, carece de fundamento plausible o se refiere a materias de la competencia del Tribunal Calificador de Elecciones.”.

“La sentencia deberá publicarse en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis.”.”.
Número 43) de la Cámara, que pasa a ser 57) y 58)

Artículo 47 G

Insertar el siguiente numeral 1°, nuevo, en su inciso primero, corrigiendo correlativamente la numeración de los que siguen:

“1° Cuando el requerimiento no es formulado por una persona u órgano legitimado;”.
Artículo 47 K


Aprobar el texto siguiente:

“Artículo 47 K.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.”.
Artículo 47 S


Sustituir el punto y coma escrito al final del número 2°, por una coma, seguida de la conjunción “y”.

Reemplazar la coma y la conjunción “y” que figuran al final del número 3°, por un punto aparte.

Suprimir su número 4°.
Artículo 47 V


Aprobar el texto siguiente:

“Artículo 47 V.- El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.”.
Artículo 47 W


Aprobar el texto siguiente:

“Artículo 47 W.- La declaración de inconstitucionalidad de las normas legales cuestionadas deberá fundarse únicamente en la infracción de el o los preceptos constitucionales que fueron considerados transgredidos por la sentencia previa de inaplicabilidad que le sirve de sustento.”.
Artículo 47 X


Aprobar el texto siguiente:

“Artículo 47 X.- La sentencia que se pronuncie sobre la inconstitucionalidad de todo o parte de un precepto legal, será publicada en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis. El precepto declarado inconstitucional se entenderá derogado desde la fecha de la publicación en el Diario Oficial, sin efecto retroactivo.”.
Número 44) de la Cámara, que pasa a ser 60)

Artículo 48 bis

Insertar, en el inciso segundo, a continuación de la coma que sigue al vocablo “extemporáneamente”, la siguiente frase “cuando no sea formulada por un órgano legitimado,”.
Número 46) de la Cámara, que pasa a ser 64)

Artículo 50 bis

Agregar el siguiente ordinal 1°, nuevo, en su inciso segundo, corrigiendo en consecuencia la numeración de los que siguen:

“1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado;”.

Aprobar el siguiente texto para el número 4° del mismo inciso segundo, que ha pasado a ser número 5°:

“5° Cuando el vicio invocado afecte a un precepto legal vigente y no al decreto supremo impugnado, y”.
Número 47) de la Cámara, que pasa a ser 65)

Artículo 50 C

Aprobar el texto siguiente:

“Artículo 50 C.- El Tribunal podrá, de acuerdo a lo establecido en el artículo 30 bis, disponer la suspensión del procedimiento en que incida su decisión si la continuación del mismo puede causar daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de lo que se resuelva, en caso de acogerse la contienda.”.
Número 70), nuevo, del texto del Senado, que pasa a ser 69)

Artículo 54

Insertar en el inciso primero, a continuación de la expresión “si el requerimiento”, la frase “no es formulado por una persona u órgano legitimado o”.
Número 55) de la Cámara, que pasa a ser 74)

Artículo 72 E

Aprobar el texto siguiente:

“Artículo 72 E.- El plazo para dictar sentencia será de veinte días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros veinte días, por resolución fundada del Tribunal.”.
Número 58) de la Cámara, que pasa a ser 77)

Artículo 74

Aprobar el texto siguiente:

“Artículo 74.- La planta de personal del Tribunal estará constituida por los siguientes cargos:

-Diez Ministros.


-Dos Suplentes de ministro.


-Un Secretario Abogado.


-Dos Relatores Abogados.


-Ocho Abogados Asistentes.


-Un Jefe de Presupuestos.


-Un Relacionador Público. 


-Un Bibliotecario.


-Un Documentalista.


-Un Jefe de Gabinete de la Presidencia.


-Un Secretario de la Presidencia.


-Dos Oficiales Primeros.


-Dos Oficiales Segundos.


-Un Mayordomo.


-Dos Oficiales de Sala.


-Dos Auxiliares de Servicios.


-Siete Secretarias.


-Un Chofer.

La provisión de los nuevos cargos creados en la planta señalada en el inciso anterior se hará, previo acuerdo del Pleno, cuando las necesidades del Tribunal así lo justifiquen.

El Tribunal podrá acordar la contratación, sobre la base de honorarios, o con sujeción a las normas del Código del Trabajo, de profesionales, técnicos o expertos en determinadas materias, para ejecutar tareas específicas en sus actividades, dentro de sus disponibilidades presupuestarias.”. 
Número 59) de la Cámara, que pasa a ser 78)

Artículo 75

Aprobar el texto siguiente:

“Artículo 75.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, el Tribunal podrá ampliar la planta de su personal, por acuerdo de la mayoría de sus miembros y sólo en la medida que sea estrictamente necesario para su normal funcionamiento, en la siguiente forma:

-Hasta dos Relatores Abogados;


-Hasta en dos Abogados Asistentes; 

-Hasta cinco Oficiales Segundo; 

-Hasta un Oficial de Sala; 

-Hasta cinco Auxiliares de Servicios Menores; 

-Hasta en cuatro Secretarias.”.”.
-o-


Finalmente, a título meramente informativo, de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional:

1) Reemplázase la denominación del Capítulo I por la siguiente:
“Capítulo I

De la Organización, Competencia y Funcionamiento del Tribunal Constitucional”

2) Agrégase, a continuación del epígrafe del Capítulo I, un Título I del siguiente tenor:
“Título I

De la Organización del Tribunal Constitucional”

3) Sustitúyese, en el artículo 1º, el número “VII” por “VIII”.

4) Reemplázase, en el artículo 2º, el inciso segundo por el siguiente:

“Los miembros del Tribunal, al término de su período, no podrán ser reelegidos, salvo aquél que habiendo sido elegido como reemplazante, haya ejercido el cargo por un período menor a cinco años y tenga menos de 75 años de edad.”.

5) Sustitúyese el inciso primero del artículo 3º, por el siguiente:

“Artículo 3º.- El Tribunal sólo podrá ejercer su jurisdicción a requerimiento de las personas y los órganos constitucionales legitimados de conformidad con el artículo 93 de la Constitución Política de la República o de oficio, en los casos señalados en la Constitución Política de la República y en esta ley.”.

6) Reemplázase el artículo 4º por el siguiente: 

“Artículo 4º.- Son públicos los actos y resoluciones del Tribunal, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilice. Sin embargo, el Tribunal, por resolución fundada acordada por los dos tercios de sus miembros, podrá decretar reservados o secretos determinados documentos o actuaciones, incluidos los documentos agregados a un proceso, con sujeción a lo prescrito en el artículo 8º, inciso segundo, de la Constitución.”.

7) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:

“Artículo 5°.- Los ministros del Tribunal deberán elegir de entre ellos un Presidente por mayoría absoluta de votos. Si ninguno de los candidatos obtiene el quórum necesario para ser elegido, se realizará una nueva votación, circunscrita a quienes hayan obtenido las dos primeras mayorías en la anterior. El Presidente durará dos años en sus funciones y no podrá ser reelegido dos veces consecutivas.”.

8) Sustitúyese el artículo 6º por el siguiente:

“Artículo 6º.- Los Ministros del Tribunal tendrán la precedencia correspondiente a la antigüedad de su nombramiento o de su primer nombramiento, cuando proceda.

En caso que la antigüedad sea la misma se atenderá para ello al orden que determine el Tribunal, en votación especialmente convocada al efecto. Con todo, el Ministro que haya desempeñado el cargo de Presidente en el período anterior tendrá la primera precedencia en el siguiente.

El Presidente será subrogado por el Ministro que lo siga en el orden de precedencia que se halle presente y así sucesivamente.

Del mismo modo será subrogado el Presidente de cada sala.”.

9) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 8º:

a) Incorpórase la siguiente letra b), pasando las actuales letras b), c), d), e) y f) a ser letras c), d), e), f) y g), respectivamente:

“b) Distribuir de modo equitativo entre las dos salas del Tribunal, las causas que a ellas les corresponda conocer, tomando en consideración la naturaleza, complejidad y cantidad de los asuntos que estén actualmente sometidos al conocimiento de las salas;”.

b) Sustitúyese la letra b), que ha pasado a ser c), por la siguiente:

“c) Formar las tablas que correspondan al pleno y a las salas de conformidad con lo previsto en el artículo 29 y designar, en los asuntos de que conozca el pleno, al Ministro que corresponda para la redacción del fallo;”.

c) Reemplázase en la letra f), que ha pasado a ser g), el punto final (.) por una coma (,), agregándose a continuación la oración “salvo en los asuntos a que se refieren los números 6° y 7° del artículo 93 de la Constitución Política, y”.

d) Agrégase una letra h), del siguiente tenor:

“h) Rendir anualmente una cuenta pública del funcionamiento del Tribunal.”.

10) Incorpórase el siguiente artículo 8º bis, nuevo:

“Artículo 8º bis.- El Ministro que, conforme a lo dispuesto en el artículo 25 B de esta ley, presida la sala que no integre el Presidente del Tribunal, tendrá respecto a las sesiones que ella celebre las atribuciones que señala el artículo 8°, en lo que corresponda.”.

11) Agrégase al artículo 9° el siguiente inciso segundo:

“Producida la subrogación del Secretario por un Relator, de acuerdo a lo previsto en el artículo 87, el Oficial Primero más antiguo, previo juramento o promesa, podrá autorizar las providencias y demás actuaciones del Tribunal.”.

12) Agrégase el siguiente artículo 12 bis, nuevo:

“Artículo 12 bis.- Los ministros no podrán ejercer la profesión de abogado, incluyendo la judicatura, ni podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado. Tampoco podrán actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte, como mandatario en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades. 

El cargo de ministro es incompatible con los de diputado y senador, y con todo empleo o comisión retribuido con fondos del Fisco, de las municipalidades, de las entidades fiscales autónomas, semifiscales o de las empresas del Estado o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, hasta un máximo de doce horas semanales, fuera de las horas de audiencia. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere este inciso.

Asimismo, el cargo de ministro es incompatible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honores, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital.”.

13) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 13:

a) Suprímese, en el encabezamiento del inciso primero, la frase “inciso quinto del”.

b) Reemplázase, en el encabezamiento del inciso primero, el número “81” por “92”.

c) Reemplázase el Nº 5 del inciso primero por el siguiente:

“5) Incompatibilidad sobreviniente en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 92 de la Constitución Política.”.

d) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “miembros procesados” por “miembros acusados”.

14) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 14:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 14.- Si cesare en el cargo algún Ministro, el Presidente del Tribunal comunicará de inmediato este hecho al Presidente de la República, al Senado, a la Cámara de Diputados o a la Corte Suprema, según corresponda, para los efectos de su reemplazo.”.

b) Deróganse los incisos segundo y tercero.

15) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 14 bis, la expresión “abogados integrantes” por “suplentes de ministro”.

16) Reemplázase el artículo 15, por el siguiente:

“Artículo 15.- Cada tres años, en el mes de enero que corresponda, se procederá a la designación de dos suplentes de ministro que reúnan los requisitos para ser nombrado miembro del Tribunal, quienes podrán reemplazar a los ministros e integrar el pleno o cualquiera de las salas sólo en caso que no se alcance el respectivo quórum para sesionar. 

Los suplentes de ministro a que se refiere el inciso anterior serán nombrados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, eligiéndolos de una nómina de siete personas que propondrá el Tribunal Constitucional, previo concurso público de antecedentes, el que deberá fundarse en condiciones objetivas, públicas, transparentes y no discriminatorias. El Tribunal formará la nómina en una misma y única votación pública, en la que cada uno de los ministros tendrá derecho a votar por cinco personas, resultando elegidos quienes obtengan las siete primeras mayorías. El Senado adoptará el acuerdo por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto, debiendo pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, el Tribunal Constitucional deberá presentar una nueva lista, en conformidad a las disposiciones del presente inciso, dentro de los sesenta días siguientes al rechazo, proponiendo dos nuevos nombres en sustitución de los rechazados, repitiéndose este procedimiento hasta que se aprueben los nombramientos.

Los suplentes de ministro concurrirán a integrar el pleno o las salas de acuerdo al orden de precedencia que se establezca por sorteo público. La resolución del Presidente del Tribunal que designe a un suplente de ministro para integrar el pleno o las salas deberá ser fundada y publicarse en la página web del Tribunal. 

Los suplentes de ministro tendrán las mismas prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que los ministros y regirán para ellos las mismas causales de implicancia que afectan a estos. Sin embargo, no cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad ni se les aplicará la incompatibilidad con funciones docentes a que se refiere el artículo 12 bis.

Los suplentes de ministro deberán destinar a lo menos media jornada a las tareas de integración y a las demás que les encomiende el Tribunal y recibirán una remuneración mensual equivalente al cincuenta por ciento de la de un ministro.”.

17) Reemplázanse los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 16, por el siguiente:

“El Tribunal, mediante auto acordado, establecerá sus sesiones ordinarias y horarios de audiencia.”.

18) Reemplázase, al final del inciso segundo del artículo 17, el punto final (.) por una coma (,), agregándose a continuación las palabras “mediante resolución fundada.”.

19) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 19:

a) Sustitúyense, en el inciso primero, los números “12°” y “82”, por “16°” y “93”, respectivamente.

b) Sustitúyense, en el inciso segundo, los números “8º”, “10”, “11” y “82” por “10”, “13”, “14” y “93”, respectivamente.

c) Reemplázase el inciso cuarto, por el siguiente:

“Las implicancias podrán ser promovidas por el Ministro afectado, por cualquiera de los demás Ministros, y por los órganos constitucionales interesados que se hayan hecho parte.”.

d) Agrégase el siguiente nuevo inciso sexto, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo: 

“Será, además, causal de implicancia la existencia actual de relaciones laborales, comerciales o societarias de un Ministro con el abogado o procurador que actúe en alguno de los procesos que se sustancian ante el Tribunal.”.

20) Reemplázase, en el artículo 21, la expresión “procesado” por “acusado”.

21) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 22, la referencia al artículo “14” por otra al artículo “15”.

22) Incorpórase, a continuación del artículo 25, el siguiente artículo 25 A, nuevo:

“Artículo 25 A.- El Tribunal, en sesiones especialmente convocadas al efecto, podrá dictar autos acordados sobre materias que no sean propias del dominio legal y que tengan como objetivo la buena administración y funcionamiento del Tribunal.”.

23) Incorpórase, a continuación del artículo 25 A nuevo, un Título II del siguiente tenor:
“Título II

De la Competencia y Funcionamiento del Tribunal Constitucional”

24) Agrégase un artículo 25 B, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 25 B.- El Tribunal funcionará en pleno o dividido en dos salas. En el primer caso, el quórum para sesionar será de, a lo menos, ocho miembros, y en el segundo de, a lo menos, cuatro. Cada sala, en caso de necesidad, podrá integrarse con Ministros de la otra sala.

En el mes de diciembre de cada año, en una sesión pública especialmente convocada al efecto, una comisión formada por el Presidente del Tribunal y los dos Ministros más antiguos del mismo, designará a los Ministros que integrarán las dos salas del Tribunal a partir del mes de marzo siguiente. La sala que integre el Presidente del Tribunal será presidida por éste, y la otra, por el Ministro más antiguo presente que forme parte de ella. 

Las sesiones ordinarias se suspenderán en el mes de febrero de cada año.

Las sesiones extraordinarias se celebrarán cuando las convoque el Presidente del Tribunal o de la sala respectiva, de propia iniciativa o a solicitud de tres o más de los miembros del Tribunal, tratándose de sesiones extraordinarias del pleno, o a solicitud de dos o más de los miembros de la sala respectiva, tratándose de sesiones extraordinarias de sala.

Cada sala representará al Tribunal en los asuntos de que conozca.”.

25) Incorpórase el siguiente artículo 25 C, nuevo:

“Artículo 25 C.- Corresponderá al pleno del Tribunal:

1° Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su promulgación;

2° Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad de los autos acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones.

3° Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso;

4° Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley;

5° Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucionalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones;

6° Resolver la inaplicabilidad de un precepto legal cuya aplicación en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, resulte contraria a la Constitución;

7° Pronunciarse sobre la admisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable;

8° Resolver sobre la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el numeral 6° de este artículo;

9° Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la República no promulgue una ley cuando deba hacerlo o promulgue un texto diverso del que constitucionalmente corresponda;

10 Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por estimarlo inconstitucional, cuando sea requerido por el Presidente en conformidad al artículo 99 de la Constitución Política;

11 Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado, incluyendo aquellos dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República, cuando se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 63 de la Constitución Política de la República;

12 Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de los movimientos o partidos políticos, como asimismo, la responsabilidad de las personas que hubieran tenido participación en los hechos que motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en conformidad a lo dispuesto en los párrafos sexto, séptimo y octavo del número 15°, del artículo 19, de la Constitución Política. Sin embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio;

13 Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo 53, número 7°, de la Constitución Política; 

14 Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones;

15 Determinar la admisibilidad y pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios;

16 Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en los términos del inciso final del artículo 60 de la Constitución Política de la República y pronunciarse sobre su renuncia al cargo, y

17 Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución Política y la presente ley.”.

26) Agrégase el siguiente artículo 25 D, nuevo:

“Artículo 25 D.- Corresponderá a las salas del Tribunal:

1° Pronunciarse sobre las admisibilidades que no sean de competencia del pleno;

2° Resolver las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia, que no correspondan al Senado;

3° Resolver la suspensión del procedimiento en que se ha originado la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, y

4º Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución y la presente ley.”.

27) Derógase el inciso segundo del artículo 27.

28) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 29:

a) En el inciso primero, sustitúyese la frase que sigue a la coma (,) y que comienza con la palabra “salvo”, por la siguiente: “sin perjuicio de la preferencia que, por motivos justificados y mediante resolución fundada, se haya otorgado a alguno de ellos.”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, el número “82” por “93”.

29) Agrégase el siguiente artículo 30 bis, nuevo:

“Artículo 30 bis.- Sin perjuicio de las normas especiales contenidas en esta ley que autorizan al Tribunal, en pleno o representado por una de sus salas, para decretar medidas cautelares, como la suspensión del procedimiento, el Tribunal podrá, por resolución fundada, a petición de parte o de oficio, decretarlas desde que sea acogido a tramitación el respectivo requerimiento, aun antes de su declaración de admisibilidad, en los casos en que dicha declaración proceda. De la misma forma, podrá dejarlas sin efecto y concederlas nuevamente, de oficio o a petición de parte, cuantas veces sea necesario, de acuerdo al mérito del proceso.”.


30) Agrégase el siguiente artículo 31 bis, nuevo:

“Artículo 31 bis.- Las sentencias del Tribunal se publicarán íntegramente en su página web, o en otro medio electrónico análogo, sin perjuicio de las publicaciones que ordenan la Constitución y esta ley en el Diario Oficial. El envío de ambas publicaciones deberá ser simultáneo.

Las sentencias recaídas en las cuestiones de constitucionalidad promovidas en virtud de los números 2°, 4°, 7° y 16° del artículo 93 de la Constitución se publicarán en el Diario Oficial in extenso. Las restantes que deban publicarse lo serán en extracto, que contendrá a lo menos la parte resolutiva del fallo. 

También se publicarán en la página web del Tribunal, al menos, las resoluciones que pongan término al proceso o hagan imposible su prosecución, el listado de causas ingresadas y fecha del ingreso, las tablas de las salas y el pleno, la designación de relator, de la sala que deba resolver sobre la admisibilidad del requerimiento y de ministro redactor y las actas de sesiones y los acuerdos del pleno.

La publicación de resoluciones en el Diario Oficial deberá practicarse dentro de los tres días siguientes a su dictación.”.

31) Agrégase el siguiente artículo 32 A, nuevo:

“Artículo 32 A.- En los casos en que la cuestión que se somete al Tribunal sea promovida mediante acción pública, o por la parte en el juicio o gestión judicial en que se solicita la inaplicabilidad de un precepto legal o la inconstitucionalidad de un auto acordado, las personas naturales o jurídicas que lo promuevan deberán señalar en su primera presentación al Tribunal un domicilio conocido dentro de la provincia de Santiago. La presentación será patrocinada y suscrita por un abogado habilitado para ejercer la profesión.

Las resoluciones que se dicten en los procesos indicados en el inciso anterior se notificarán por carta certificada a la parte o a quien la represente.

Las sentencias definitivas se notificarán personalmente o, si ello no es posible, por cédula, en el domicilio que haya señalado la parte en el expediente. En ambos casos la notificación se practicará por un Ministro de Fe designado por el Tribunal.

Las comunicaciones a que se refiere esta ley, que deban hacerse a los órganos constitucionales interesados o que sean parte en el proceso, se efectuarán mediante oficio.

De dichas actuaciones o diligencias se dejará constancia en el expediente respectivo.

La fecha de las notificaciones efectuadas por carta certificada y mediante las comunicaciones a que se refiere esta ley será, para todos los efectos legales, la del tercer día siguiente a su expedición.

En el caso de la Cámara de Diputados y del Senado los oficios se dirigirán a los respectivos Presidentes, quienes estarán obligados a dar cuenta a la sala en la primera sesión que se celebre. Se entenderán oficialmente recibidos y producirán sus efectos una vez que se haya dado cuenta de los mismos. En el caso del Presidente de la República, los oficios se dirigirán por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia y se entenderán oficialmente recibidos y producirán sus efectos una vez ingresados a la Oficina de Partes de dicho Ministerio.

Con todo, el Tribunal podrá autorizar otras formas de notificación que, en la primera comparecencia, le sean solicitadas por alguno de los órganos o personas que intervengan ante él. La forma particular de notificación que se autorice sólo será aplicable al peticionario y, en cualquier caso, deberá dejarse constancia de la actuación en el respectivo expediente el mismo día en que se realice.”.

32) Introdúcese el siguiente artículo 32 B, nuevo:

“Artículo 32 B.- El Tribunal oirá alegatos en la vista de la causa en los casos a que se refieren los números 2º, 6°, 8º, 9º, 10°, 11°, 14° y 15° del artículo 25 C.

En los demás casos, el Tribunal podrá disponer que se oigan alegatos.

La duración, forma y condiciones de los alegatos serán establecidas por el Tribunal, mediante auto acordado.

En los casos en que se oigan alegatos la relación será pública.”.

33) Incorpórase el siguiente artículo 32 C, nuevo: 

“Artículo 32 C.- Son órganos y personas legitimadas aquéllos que, de conformidad con el artículo 93 de la Constitución Política de la República, están habilitados para promover ante el Tribunal cada una de las cuestiones y materias de su competencia.

Son órganos constitucionales interesados aquéllos que, de conformidad a esta ley, pueden intervenir en cada una de las cuestiones que se promuevan ante el Tribunal, sea en defensa del ejercicio de sus potestades, sea en defensa del orden jurídico vigente. 

Son parte en los procesos seguidos ante el Tribunal el o los órganos y la o las personas que, estando constitucionalmente legitimadas, han promovido una cuestión ante él, y las demás partes de una gestión o juicio pendiente en que se ha promovido una cuestión de inaplicabilidad de un precepto legal o de inconstitucionalidad de un auto acordado. También podrán serlo los órganos constitucionales interesados que, teniendo derecho a intervenir en una cuestión, expresen su voluntad de ser tenidos como parte dentro del mismo plazo que se les confiera para formular observaciones y presentar antecedentes.”.

34) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:

“Artículo 33.- Serán aplicables, además, en cuanto corresponda, las normas contenidas en los Títulos II, V y VII del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, en lo que no sean contrarias a esta ley.

Con todo, los plazos de días establecidos en esta ley serán de días corridos y no se suspenderán durante los feriados. En ningún caso el vencimiento de un plazo fijado para una actuación o resolución del Tribunal, le impedirá decretarla o dictarla con posterioridad.

En los casos en que la presente ley fija plazos al Tribunal para admitir a tramitación un asunto, pronunciarse sobre la admisibilidad del mismo y dictar sentencia, los mismos se contarán desde que se dé cuenta de éste en la sala o el pleno, según corresponda, o desde que la causa quede en estado de dictarse sentencia, en su caso.”.

35) Incorpóranse, a continuación del artículo 33, los siguientes artículos, nuevos:

“Artículo 33 A.- Mientras no sea declarada su admisibilidad, las cuestiones promovidas ante el Tribunal por los órganos o personas legitimados podrán ser retiradas por quien las haya promovido y se tendrán como no presentadas.

El retiro de las firmas por parte de parlamentarios que hayan promovido una cuestión ante el Tribunal producirá el efecto previsto en el inciso anterior, siempre que se efectúe antes de que se dé cuenta de ella al pleno o a la sala, según corresponda, y que, por el número de firmas retiradas, el requerimiento deje de cumplir con el quórum requerido por la Constitución Política de la República.

Declarada su admisibilidad, dichos órganos y personas podrán expresar al Tribunal su voluntad de desistirse. En tal caso, se dará traslado del desistimiento a las partes y se comunicará a los órganos constitucionales interesados, confiriéndoles un plazo de cinco días para que formulen las observaciones que estimen pertinentes.

El desistimiento será resuelto y producirá los efectos previstos en las normas pertinentes del Título XV del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, en lo que sea aplicable.

Artículo 33 B.- El abandono del procedimiento sólo procederá en las cuestiones de inaplicabilidad a que se refiere el número 6º del artículo 93 de la Constitución Política de la República que hayan sido promovidas por una de las partes en el juicio o gestión pendiente en que el precepto impugnado habrá de aplicarse.

El procedimiento se entenderá abandonado cuando todas las partes del proceso hayan cesado en su prosecución durante tres meses, contados desde la fecha de la última resolución recaída en alguna gestión útil para darle curso progresivo.

El abandono no podrá hacerse valer por la parte que haya promovido la cuestión de inconstitucionalidad. Si renovado el procedimiento, las demás partes realizan cualquier gestión que no tenga por objeto alegar su abandono, se considerará que renuncian a este derecho.

Una vez alegado el abandono, el Tribunal dará traslado a las demás partes y lo comunicará a los órganos constitucionales interesados, confiriéndoles un plazo de cinco días para formular las observaciones que estimen pertinentes.

El abandono del procedimiento declarado por el Tribunal producirá los efectos previstos en el Título XVI del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil.”.

36) Modifícase el artículo 34 de la manera que se indica:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“En el caso del número 1° del artículo 93 de la Constitución, corresponderá al Presidente de la Cámara de origen enviar al Tribunal los proyectos de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de los tratados que contengan normas sobre materias propias de estas últimas.”.

b) Sustitúyense, en el inciso segundo, las palabras “inciso tercero” por “inciso segundo” y el número “82” por “93”.

c) Agrégase, en su inciso segundo, después de la expresión “el proyecto”, la oración “o el tratado” y, en su inciso tercero, después de la palabra “proyecto”, la expresión “o del tratado”.

37) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 35:

a) Agrégase en su inciso segundo, después de la expresión “del proyecto”, la oración “o de las normas respectivas del tratado, dentro del plazo de treinta días, prorrogable hasta por otros quince, en casos calificados y por resolución fundada”.

b) Incorpórase un nuevo inciso final, del siguiente tenor:

“Si el Tribunal resuelve que uno o más preceptos de un tratado son inconstitucionales, deberá declararlo así por resolución fundada cuyo texto íntegro se remitirá a la Cámara de origen. La inconstitucionalidad total impedirá que el Presidente de la República ratifique y promulgue el tratado. La inconstitucionalidad parcial facultará al Presidente de la República para decidir si el tratado se ratifica y promulga sin las normas objetadas, en caso de ser ello procedente conforme a las normas del propio tratado y a las normas generales del derecho internacional.”.

38) Agrégase, como inciso segundo del artículo 36, el siguiente:

“En el caso de un tratado internacional respecto del cual se ha declarado su inconstitucionalidad parcial, se comunicará el acuerdo aprobado por el Congreso Nacional, con el quórum correspondiente, y las normas cuya inconstitucionalidad se haya dispuesto, para que el Presidente de la República decida si hará uso de la facultad señalada en el inciso final del artículo anterior.”.

39) Agrégase, en el artículo 37, después de la expresión “sobre la constitucionalidad”, la oración “de las normas de un tratado o”, y adiciónase el siguiente inciso segundo: 

“Resuelto por el Tribunal que un precepto legal es constitucional, no podrá declararse inaplicable por el mismo vicio materia del proceso y de la sentencia respectiva.”.

40) Incorpóranse, a continuación del artículo 37, los siguientes artículos nuevos, precedidos de un Párrafo 2, nuevo, alterándose la numeración de los párrafos siguientes, con el epígrafe: “Cuestiones de constitucionalidad sobre autos acordados”.

“Artículo 37 A.- En el caso del número 2° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras o diez de sus miembros en ejercicio; y personas legitimadas las que sean parte en una gestión o juicio pendiente ante un tribunal ordinario o especial, o desde la primera actuación en un procedimiento penal, que sean afectadas en el ejercicio de sus derechos fundamentales por lo dispuesto en un auto acordado.

El requerimiento deberá formularse en la forma señalada en el inciso primero del artículo 39 y a él se acompañará el respectivo auto acordado, con indicación concreta de la parte impugnada y de la impugnación. Si lo interpone una persona legitimada deberá, además, mencionar con precisión la manera en que lo dispuesto en el auto acordado afecta el ejercicio de sus derechos fundamentales.

La interposición del requerimiento no suspenderá la aplicación del auto acordado impugnado.

Artículo 37 B.- Presentado el requerimiento, la sala que corresponda examinará si cumple con los requisitos señalados en el artículo anterior y, en caso de no cumplirlos, no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. La resolución que no acoja a tramitación el requerimiento será fundada y deberá dictarse dentro del plazo de tres días, contados desde la presentación del mismo.

No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.

Artículo 37 C.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad o inadmisibilidad del mismo. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal acoge la solicitud, dará traslado de esta cuestión, por tres días, al tribunal que haya dictado el auto acordado impugnado y a los órganos y las personas legitimados. 

Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad, en los siguientes casos:

1° Cuando el requerimiento no es formulado por una persona u órgano legitimado;

2° Cuando se promueva respecto de un auto acordado o de una de sus disposiciones, que hayan sido declarados constitucionales en una sentencia previa dictada de conformidad a este Párrafo y se invoque el mismo vicio materia de dicha sentencia;

3° Cuando carezca de fundamento plausible;

4° Cuando no exista gestión, juicio o proceso penal pendiente, en los casos en que sea promovida por una parte o persona constitucionalmente legitimada, y

5° Cuando no se indique la manera en que el auto acordado afecta el ejercicio de los derechos constitucionales del requirente, en los casos en que sea promovida por una parte o persona constitucionalmente legitimada.

Declarada la inadmisibilidad por resolución fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.

Artículo 37 D.- Declarada la admisibilidad del requerimiento, se comunicará a la Corte Suprema, a la Corte de Apelaciones o al Tribunal Calificador de Elecciones que haya dictado el auto acordado impugnado y, cuando corresponda, se comunicará al tribunal de la gestión o juicio pendiente y se notificará a las partes de éste, enviándoles copia del requerimiento, para que, en el plazo de diez días, hagan llegar al Tribunal las observaciones y los antecedentes que estimen pertinentes.

Declarada la admisibilidad, la resolución se notificará a quien haya requerido.

La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.

Artículo 37 E.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos para ello, el Tribunal procederá conforme a lo dispuesto en el artículo 43. El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.

Artículo 37 F.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.

Artículo 37 G.- La sentencia que declare la inconstitucionalidad de todo o parte de un auto acordado, deberá publicarse en extracto en el Diario Oficial dentro de los tres días siguientes a su dictación. Desde dicha publicación, el auto acordado, o la parte de él que hubiere sido declarada inconstitucional, se entenderá derogado, lo que no producirá efecto retroactivo.

Artículo 37 H.- Habiéndose pronunciado el Tribunal sobre la constitucionalidad de un auto acordado, no se admitirá a tramitación ningún requerimiento para resolver sobre cuestiones de constitucionalidad del mismo, a menos que se invoque un vicio distinto del hecho valer con anterioridad.

Artículo 37 I.- En el caso del requerimiento deducido por una parte en un juicio o gestión pendiente ante un tribunal ordinario o especial, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya solicitado su intervención, si el requerimiento es rechazado en la sentencia final. Con todo, el Tribunal podrá eximirla de ellas cuando el requirente haya tenido motivo plausible para deducir su acción, sobre lo cual hará declaración expresa en su resolución.

Para los efectos de las costas, se aplicará lo dispuesto en el artículo 47 Z de esta ley.”.

41) Reemplázase, en el Párrafo 2 del Título II, el guarismo “2” por “3”, y sustitúyese su denominación por la siguiente: 

“Cuestiones de Constitucionalidad sobre proyectos de ley, de reforma constitucional y tratados en tramitación legislativa”.

42) Reemplázase el inciso primero del artículo 38, por el siguiente: 

“Artículo 38.- En el caso del número 3° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras, o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio.”.

43) Agrégase el siguiente artículo 38 bis, nuevo:

“Artículo 38 bis.- Para los efectos de la oportunidad en que debe formularse el requerimiento, la promulgación se entenderá efectuada por el Presidente de la República cuando ingrese a la oficina de partes de la Contraloría General de la República el respectivo decreto promulgatorio.

En ningún caso se podrán admitir a tramitación requerimientos formulados con posterioridad a ese instante. Tampoco podrán admitirse requerimientos contra tratados si estos se presentan después del quinto día siguiente a la remisión de la comunicación que informa la aprobación del tratado por el Congreso Nacional.”.

44) Reemplázase, en el artículo 40, el número “82” por “93”.

45) Reemplázanse los incisos primero y segundo del artículo 41, por los siguientes: 

“Artículo 41.- Si el requerimiento no cumple con las exigencias establecidas en el artículo 39, no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. La resolución que no lo acoja a tramitación deberá ser fundada, se dictará en el plazo de dos días, contado desde que se dé cuenta, y se notificará a quien lo haya formulado.

No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado para todos los efectos legales.”.

46) Agrégase el siguiente artículo 41 bis, nuevo:

“Artículo 41 bis.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad del mismo. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión, por dos días, a los órganos legitimados.


Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:

1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado.

2° Cuando la cuestión se promueva con posterioridad a las oportunidades indicadas en el artículo 38 bis;

3° Cuando en los antecedentes de la tramitación del proyecto de ley, de reforma constitucional o tratado impugnado no conste haberse suscitado expresamente una cuestión de constitucionalidad a su respecto, y

4° Cuando la cuestión carezca de fundamento plausible.

Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.

La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.”.


47) Modifícase el artículo 42 del siguiente modo:

a) Incorpórase el siguiente inciso primero nuevo, pasando el actual a ser segundo: 

“Artículo 42.- El requerimiento se entenderá recibido desde que sea declarado admisible y desde esa fecha comenzará a regir el plazo de diez días para resolverlo, sin perjuicio de la prórroga establecida en el inciso quinto del artículo 93 de la Constitución Política de la República.”.

b) Sustitúyese en el actual inciso único, que pasa a ser segundo, la expresión “Admitido a tramitación un requerimiento” por “Declarado admisible”.

c) Agrégase, al final del inciso que pasa a ser segundo, en punto seguido, la siguiente oración: “Para este solo efecto, la comunicación se entenderá recibida al momento de su ingreso en las oficinas de partes de la Cámara de Diputados, el Senado y el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.

48) Sustitúyese el artículo 44, por el siguiente: 

“Artículo 44.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.”.

49) Derógase el inciso segundo del artículo 45.

50) Incorpórase, a continuación del artículo 45, el siguiente artículo 45 bis, nuevo: 

“Artículo 45 bis.- Declarado por el Tribunal que un precepto legal impugnado de conformidad a este Párrafo es constitucional, no podrá ser declarado posteriormente inaplicable por el mismo vicio materia del proceso y de la sentencia respectiva.”.

51) Agrégase, antes del artículo 46, el siguiente epígrafe, nuevo: 
“Párrafo 4

Cuestiones de Constitucionalidad sobre decretos con fuerza de ley”

52) Sustitúyese el artículo 46, por el siguiente: 

“Artículo 46.- En el caso del número 4º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras, o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio.

La substanciación de las cuestiones de constitucionalidad sobre decretos con fuerza de ley se regirá por las normas de los artículos siguientes y, en lo que sea pertinente, por las disposiciones del Párrafo 3.”.

53) Incorpóranse, a continuación del artículo 46, los siguientes artículos, nuevos: 

“Artículo 46 A.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el artículo 39 y a él deberá acompañarse el decreto con fuerza de ley impugnado o su respectiva publicación en el Diario Oficial. En caso de ser promovido por el Presidente de la República, deberá adjuntarse el oficio en que conste la representación del Contralor General de la República.

Cuando el requerimiento provenga del Presidente de la República, el plazo a que se refiere el inciso séptimo del artículo 93 de la Constitución se contará desde que se reciba en el Ministerio de origen el oficio de representación del Contralor General de la República.

Si el requerimiento no cumple con las exigencias establecidas en el artículo 39, no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. La resolución se dictará en el plazo de tres días, contado desde que se dé cuenta, y se notificará a quien lo haya formulado. En caso que no lo acoja a tramitación deberá ser fundada.

No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.

Artículo 46 B.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad del mismo, conforme a las reglas del Párrafo 3. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 C el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión, por cinco días, a los órganos legitimados.

Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:

1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado.

2° Cuando la cuestión sea promovida extemporáneamente;

3° Cuando del oficio de representación del Contralor conste que el decreto con fuerza de ley no ha sido objetado de inconstitucionalidad;

4° Cuando la cuestión promovida por una de las Cámaras o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio se funde en alegaciones de legalidad, y

5° Cuando la cuestión carezca de fundamento plausible.


Artículo 46 C.- Declarada admisible la cuestión, se comunicará a los órganos constitucionales interesados para que, dentro del plazo de diez días, formulen las observaciones y presenten los antecedentes que estimen pertinentes.

El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde la declaración de admisibilidad, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.

Artículo 46 D.- La sentencia que acoja la cuestión promovida por el Presidente de la República será comunicada al Contralor General para que proceda, de inmediato, a tomar razón del decreto con fuerza de ley respectivo.

La sentencia que acoja una cuestión respecto de todo o parte de un decreto con fuerza de ley del cual la Contraloría General haya tomado razón, será publicada en la forma y plazo que señala el artículo 31 bis. A partir de la fecha de publicación, la norma respectiva se entenderá derogada, sin efecto retroactivo.”.”.

54) Intercálase, antes del artículo 47, el siguiente epígrafe, nuevo: 
“Párrafo 5

Cuestiones de Constitucionalidad sobre convocatorias a plebiscito”.

55) Intercálase, antes del artículo 47, que ha pasado a ser artículo 47 bis, el siguiente 
artículo, nuevo:

“Artículo 47.- En el caso del número 5º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados la Cámara de Diputados y el Senado.

La cuestión deberá promoverse dentro del plazo de diez días, contados desde la publicación del decreto que fije el día de la consulta plebiscitaria.

La substanciación de las cuestiones de constitucionalidad sobre convocatorias a plebiscito se regirá por las normas del artículo siguiente y, en lo que sea pertinente, por las del Párrafo 4.”.

56) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 47, que ha pasado a ser 47 bis:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 47 bis.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y en el inciso segundo de este 
artículo, y deberá acompañarse a él la publicación en el Diario Oficial del decreto que fija el día de la consulta plebiscitaria.”.

b) Sustitúyense los incisos tercero y quinto, por los siguientes: 

“Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión si no es formulada por un órgano legitimado, si es promovida extemporáneamente, carece de fundamento plausible o se refiere a materias de la competencia del Tribunal Calificador de Elecciones.”.

“La sentencia deberá publicarse en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis.”.

57) Incorpóranse, a continuación del artículo 47, que ha pasado a ser 47 bis, el siguiente epígrafe y los artículos nuevos que le siguen:
“Párrafo 6

Cuestiones de Inaplicabilidad

Artículo 47 A.- En el caso del número 6° del artículo 93 de la Constitución Política, es órgano legitimado el juez que conoce de una gestión pendiente en que deba aplicarse el precepto legal impugnado, y son personas legitimadas las partes en dicha gestión.

Si la cuestión es promovida por una parte ejerciendo la acción de inaplicabilidad, se deberá acompañar un certificado expedido por el tribunal que conoce de la gestión judicial, en que conste la existencia de ésta, el estado en que se encuentra, la calidad de parte del requirente y el nombre y domicilio de las partes y de sus apoderados.

Si la cuestión es promovida por el tribunal que conoce de la gestión pendiente, el requerimiento deberá formularse por oficio y acompañarse de una copia de las piezas principales del respectivo expediente, indicando el nombre y domicilio de las partes y de sus apoderados.


El tribunal deberá dejar constancia en el expediente de haber recurrido ante el Tribunal Constitucional y notificará de ello a las partes del proceso.

Artículo 47 B.- De conformidad con el número 1) del artículo 54 de la Constitución Política de la República, no procederá la inaplicabilidad respecto de tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

Artículo 47 C.- El requerimiento de inaplicabilidad, sea promovido por el juez que conoce de la gestión pendiente o por una de las partes, deberá contener una exposición clara de los hechos y fundamentos en que se apoya y de cómo ellos producen como resultado la infracción constitucional. Deberá indicar, asimismo, el o los vicios de inconstitucionalidad que se aducen, con indicación precisa de las normas constitucionales que se estiman transgredidas.

Artículo 47 D.- El requerimiento podrá interponerse respecto de cualquier gestión judicial en tramitación, y en cualquier oportunidad procesal en que se advierta que la aplicación de un precepto legal que pueda ser decisivo en la resolución del asunto resulta contraria a la Constitución. 


Artículo 47 E.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en los artículos 47 A y 47 C. En caso contrario, por resolución fundada que se dictará en el plazo de tres días, contado desde que se dé cuenta del mismo, no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. 

No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.

Acogido a tramitación, el Tribunal Constitucional lo comunicará al tribunal de la gestión o juicio pendiente, para que conste en el expediente. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal acoge la solicitud, dará traslado de esta cuestión a las partes, por cinco días.

Tratándose de requerimientos formulados directamente por las partes, en la misma oportunidad señalada en el inciso anterior el Tribunal requerirá al juez que esté conociendo de la gestión judicial en que se promueve la cuestión, el envío de copia de las piezas principales del respectivo expediente.

Artículo 47 F.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que se acoja el requerimiento a tramitación o desde que concluya la vista del incidente, en su caso, la sala que corresponda examinará la admisibilidad de la cuestión de inaplicabilidad.

Artículo 47 G.- Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:

1° Cuando el requerimiento no es formulado por una persona u órgano legitimado;

2° Cuando la cuestión se promueva respecto de un precepto legal que haya sido declarado conforme a la Constitución por el Tribunal, sea ejerciendo el control preventivo o conociendo de un requerimiento, y se invoque el mismo vicio que fue materia de la sentencia respectiva;

3° Cuando no exista gestión judicial pendiente en tramitación, o se haya puesto término a ella por sentencia ejecutoriada;

4° Cuando se promueva respecto de un precepto que no tenga rango legal o respecto de disposiciones de un tratado internacional vigente;

5° Cuando de los antecedentes de la gestión pendiente en que se promueve la cuestión, aparezca que el precepto legal impugnado no ha de tener aplicación o ella no resultará decisiva en la resolución del asunto, y

6° Cuando carezca de fundamento plausible.

Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido, al juez que conozca de la gestión judicial pendiente y a las demás partes que intervengan en ella, y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.

La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.

Artículo 47 H.- La suspensión del procedimiento en que se ha promovido la cuestión de inaplicabilidad deberá pedirse en el requerimiento o con posterioridad, ante la misma sala que resolvió su admisibilidad. Una vez decretada, se mantendrá hasta que el Tribunal dicte la sentencia y la comunique al juez ordinario o especial que conoce de la gestión pendiente. Pero la sala respectiva, por resolución fundada, podrá dejarla sin efecto en cualquier estado del proceso.

El rechazo de la solicitud a que alude el inciso precedente no obstará a que en el curso de la tramitación del requerimiento la petición pueda ser reiterada, debiendo cada solicitud ser resuelta por la misma sala que conoció de la admisibilidad, la que también será competente para decretar de oficio la suspensión del procedimiento, siempre que haya motivo fundado.

Artículo 47 I.- Declarado admisible el requerimiento, el Tribunal lo comunicará o notificará al tribunal de la gestión pendiente o a las partes de ésta, según corresponda, confiriéndoles un plazo de veinte días para formular sus observaciones y presentar antecedentes.

En la misma oportunidad, el Tribunal pondrá el requerimiento en conocimiento de la Cámara de Diputados, del Senado y del Presidente de la República, en la forma señalada en el artículo 32 A, enviándoles copia de aquél. Los órganos mencionados, si lo estiman pertinente, podrán formular observaciones y presentar antecedentes, dentro del plazo de veinte días.

Artículo 47 J.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos legales para ello, el Tribunal procederá conforme al artículo 43, debiendo el Presidente incluir el asunto en la tabla del pleno, para su decisión.

Terminada la tramitación, el Tribunal dictará sentencia dentro del plazo de treinta días, término que podrá prorrogar hasta por otros quince, en casos calificados y por resolución fundada.

Artículo 47 K.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.

Artículo 47 L.- La sentencia que declare la inaplicabilidad del precepto legal impugnado deberá especificar de qué modo su aplicación en la gestión pendiente de que se trata resulta contraria a la Constitución.

Artículo 47 M.- Resuelta la cuestión de inaplicabilidad por el Tribunal Constitucional, no podrá ser intentada nuevamente, por el mismo vicio, en las sucesivas instancias o grados de la gestión en que se hubiere promovido.

Artículo 47 N.- La sentencia que se pronuncie sobre la cuestión de inaplicabilidad deberá notificarse a la o las partes que formularon el requerimiento y comunicarse al juez o a la sala del tribunal que conoce del asunto, haya o no requerido, y a los órganos señalados en el 
artículo 47 I. Deberá, además, publicarse en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis.

Artículo 47 Ñ.- La sentencia que declare la inaplicabilidad sólo producirá efectos en el juicio en que se solicite. 

En caso de que la inaplicabilidad haya sido deducida por una parte del juicio o gestión, si el requerimiento es rechazado en la sentencia final, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya requerido su intervención. Con todo, podrá eximirla de ellas cuando el requirente haya tenido motivos plausibles para deducir su acción, sobre lo cual hará declaración expresa en su resolución.

Respecto de las costas, se aplicará la dispuesto en el artículo 47 Z de esta ley.”.

58) Incorpórase, a continuación del nuevo Párrafo 6, el siguiente Párrafo 7 y su epígrafe, y los artículos nuevos que le siguen:
“Párrafo 7

Cuestiones de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable

Artículo 47 O.- En el caso del número 7º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, la cuestión de inconstitucionalidad podrá ser promovida por el Tribunal Constitucional actuando de oficio y por las personas legitimadas a que se refiere el inciso duodécimo del mismo artículo. 

La cuestión sólo podrá promoverse dentro de los seis meses siguientes a la fecha de publicación de la sentencia que haya declarado la inaplicabilidad.

Esta cuestión no podrá promoverse respecto de un tratado ni de una o más de sus disposiciones.

Artículo 47 P.- En los casos en que el Tribunal proceda de oficio, así lo declarará en una resolución preliminar fundada, que individualizará la sentencia de inaplicabilidad que le sirve de sustento y las disposiciones constitucionales transgredidas.

Artículo 47 Q.- Si la cuestión de inconstitucionalidad es promovida mediante acción pública, la o las personas naturales o jurídicas que la ejerzan deberán fundar razonablemente la petición, indicando precisamente la sentencia de inaplicabilidad previa en que se sustenta y los argumentos constitucionales que le sirven de apoyo. 

El requerimiento al que falte alguno de los requisitos señalados en el inciso anterior no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. Esta resolución, que será fundada, deberá dictarse dentro del plazo de tres días, desde que se dé cuenta del requerimiento en el Pleno. 

No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.

Artículo 47 R.- Dentro del plazo de diez días, contado desde que se acoja el requerimiento a tramitación o desde que concluya la vista del incidente, en su caso, el Tribunal se pronunciará sobre su admisibilidad. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado a quienes aparezcan como partes en la cuestión de inconstitucionalidad, por diez días.

Articulo 47 S.- Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad promovida mediante acción pública, en los siguientes casos:

1° Cuando no exista sentencia previa que haya declarado la inaplicabilidad del precepto legal impugnado;

2° Cuando la cuestión se funde en un vicio de inconstitucionalidad distinto del que motivó la declaración de inaplicabilidad del precepto impugnado, y

3° Cuando se promueva fuera del plazo establecido en el artículo 47 O.

Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, se notificará a quien haya recurrido, se comunicará a la Cámara de Diputados, al Senado y al Presidente de la República, y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.

La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad de la cuestión no será susceptible de recurso alguno.

Artículo 47 T.- Declarada la admisibilidad, el Tribunal deberá poner la resolución respectiva y el requerimiento en conocimiento de los órganos individualizados en el artículo anterior, los cuales podrán formular las observaciones y acompañar los antecedentes que estimen pertinentes, dentro del plazo de veinte días.

Artículo 47 U.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos legales para ello, el Tribunal procederá conforme al artículo 43 y el Presidente deberá incluir el asunto en la tabla del Pleno, para su decisión.

Artículo 47 V.- El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.

Artículo 47 W.- La declaración de inconstitucionalidad de las normas legales cuestionadas deberá fundarse únicamente en la infracción de el o los preceptos constitucionales que fueron considerados transgredidos por la sentencia previa de inaplicabilidad que le sirve de sustento.

Artículo 47 X.- La sentencia que se pronuncie sobre la inconstitucionalidad de todo o parte de un precepto legal, será publicada en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis. El precepto declarado inconstitucional se entenderá derogado desde la fecha de la publicación en el Diario Oficial, sin efecto retroactivo.

Artículo 47 Y.- En caso de que la cuestión de inconstitucionalidad haya sido promovida mediante acción pública, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya requerido su intervención, si el requerimiento es rechazado en la sentencia final. Con todo, el Tribunal podrá eximirla de ellas cuando el requirente haya tenido motivos plausibles para deducir su acción, sobre lo cual hará declaración expresa en su resolución.

Artículo 47 Z.- La ejecución de la sentencia, en lo relativo a las costas, se efectuará conforme al procedimiento ejecutivo establecido en el Código de Procedimiento Civil y conocerá de ella el Juez de Letras en lo Civil que corresponda, con asiento en la provincia de Santiago.”.

59) Incorpórase, antes del artículo 48, el siguiente epígrafe, nuevo:
“Párrafo 8

Cuestiones sobre la promulgación de una ley”.

60) Reemplázase el artículo 48, por los siguientes artículos nuevos:

“Artículo 48.- En el caso del número 8º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Senado, la Cámara de Diputados o una cuarta parte de los miembros en ejercicio de cualquiera de las Cámaras.

La cuestión deberá promoverse dentro de los treinta días siguientes a la publicación del texto impugnado o dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se debió efectuar la promulgación de la ley cuya omisión se reclama.

Para ser acogido a tramitación el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y a él deberá acompañarse copia del oficio de la Cámara de origen que comunica al Presidente de la República el texto aprobado por el Congreso Nacional y, en su caso, copia de la publicación en el Diario Oficial. De no ser así, mediante resolución fundada que deberá dictarse dentro del plazo de tres días, contados desde que se dé cuenta del requerimiento, se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.

No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.

Artículo 48 bis.- Dentro del plazo de diez días, contado desde que el requerimiento se acoja a tramitación o desde que concluya la vista del incidente, en su caso, el Tribunal se pronunciará sobre su admisibilidad. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión al Presidente de la República y al Contralor General de la República, como órganos constitucionales interesados, por el plazo de cinco días.

La declaración de inadmisibilidad procederá cuando la cuestión sea promovida extemporáneamente, cuando no sea formulada por un órgano legitimado, cuando se constate que la promulgación de la ley cuya omisión se alega ha sido efectuada y cuando carezca de fundamento plausible. Esta resolución será fundada.

La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.

Artículo 48 ter.- Declarado admisible, la resolución respectiva y el requerimiento se pondrán en conocimiento de las partes y los órganos constitucionales interesados para que, 
dentro del plazo de diez días, presenten los antecedentes y formulen las observaciones que estimen pertinentes.

Artículo 48 quáter.- El Tribunal deberá dictar sentencia en el plazo de quince días, contado desde que concluya la tramitación, prorrogable hasta por otros quince, en casos calificados y por resolución fundada.

La sentencia del Tribunal que, al acoger el reclamo, promulgue la ley o rectifique la promulgación incorrecta, se remitirá a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro y se publicará en la forma y plazo indicados en el artículo 31 bis.

Esta nueva publicación, en su caso, no afectará la vigencia de la parte no rectificada por la sentencia del Tribunal.”.

61) Incorpórase, a continuación del artículo 48 quáter, el siguiente epígrafe nuevo:
“Párrafo 9

Conflictos de Constitucionalidad sobre decretos o resoluciones representados por la Contraloría General de la República”.

62) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 49:

“a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes: 

“Artículo 49.- En el caso del número 9º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, el órgano legitimado es el Presidente de la República y el órgano constitucional interesado, el Contralor General de la República.

La substanciación de las cuestiones de constitucionalidad sobre decretos o resoluciones representados de inconstitucionalidad se regirá, en lo pertinente, por las disposiciones del Párrafo 4 y por las normas de los incisos siguientes.

Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y a él deberá acompañarse el decreto o resolución representado de inconstitucionalidad y el oficio en que conste la representación del Contralor General de la República.”.”.

b) Sustitúyese, en el inciso segundo, que pasa a ser inciso cuarto, el número “88” por “99”.

63) Incorpórase, a continuación del artículo 49, el siguiente epígrafe nuevo:
“Párrafo 10

Cuestiones de Constitucionalidad sobre decretos supremos”.

64) Sustitúyese el artículo 50, por los siguientes artículos nuevos:

“Artículo 50.- En el caso del número 16° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, la cuestión podrá fundarse en cualquier vicio que ponga en contradicción el decreto con la Constitución.

Son órganos legitimados el Senado y la Cámara de Diputados y, en caso de que la cuestión se funde en un vicio distinto que exceder el ámbito de la potestad reglamentaria autónoma, también lo son una cuarta parte de los miembros en ejercicio de cualquiera de las Cámaras. Son órganos constitucionales interesados el Presidente de la República y el Contralor General de la República.

En todo caso, la cuestión deberá promoverse dentro de los treinta días siguientes a la publicación o notificación del decreto impugnado.

La substanciación de estas cuestiones se regirá, en lo pertinente, por las disposiciones del Párrafo 4 y por las normas del artículo siguiente.

Artículo 50 bis.- Para ser admitido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y a él deberá acompañarse la publicación del decreto impugnado.

Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión, en los siguientes casos:

1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado;

2° Cuando se promueva extemporáneamente;

3° Cuando se funde en vicios de ilegalidad;

4° Cuando se alegue exceso de la potestad reglamentaria autónoma y no fuere promovida por una de las Cámaras;

5° Cuando el vicio invocado afecte a un precepto legal vigente y no al decreto supremo impugnado, y

6° Cuando carezca de fundamento plausible.

El Tribunal deberá resolver dentro de treinta días, contados desde que quede terminada la tramitación. Podrá prorrogar este plazo hasta por quince días, mediante resolución fundada, si existen motivos graves y calificados.

La sentencia que acoja el requerimiento deberá publicarse en la forma y plazo señalados en el artículo 31 bis. Sin embargo, con el solo mérito de la sentencia que acoja el requerimiento, el decreto quedará sin efecto de pleno derecho.”.”.

65) Incorpórase, a continuación del artículo 50 bis, el siguiente epígrafe nuevo y los 
artículos que le siguen:
“Párrafo 11

Contiendas de competencia entre autoridades políticas o administrativas
y tribunales de justicia”.”.

“Artículo 50 A.- En el caso del número 12º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia involucrados en la contienda de competencia. 

El órgano o autoridad que se atribuya competencia o falta de ella, sobre un asunto determinado, deberá presentar su petición por escrito al Tribunal. En ella deberá indicar con precisión la contienda producida, los hechos y los fundamentos de derecho que le sirven de sustento.”.

Artículo 50 B.- Una vez declarada admisible, se dará traslado al o a los otros órganos en conflicto para que, en el plazo de diez días, hagan llegar al Tribunal las observaciones y antecedentes que estimen pertinentes.

Artículo 50 C.- El Tribunal podrá, de acuerdo a lo establecido en el artículo 30 bis, disponer la suspensión del procedimiento en que incida su decisión si la continuación del mismo puede causar daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de lo que se resuelva, en caso de acogerse la contienda.

Artículo 50 D.- El Tribunal, evacuados los trámites o diligencias, o transcurrido el plazo para hacerlo, procederá conforme a lo que establece el artículo 43.

Artículo 50 E.- La sentencia deberá dictarse en el plazo de veinte días, contados desde que concluya la tramitación.

66) Reemplázase, en el Párrafo 3 del Título II, el guarismo “3” por “12”.

67) Sustitúyense, en el inciso primero del artículo 51, los números “10°”, “11°” y “82” por “13°”, “14°” y “93”, respectivamente.

68) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 52:

a) En el inciso primero, suprímense las palabras “el Senado, la Cámara de Diputados”, así como la coma escrita antes de ellas.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “decimotercero” por “decimoquinto” y el número “82” por “93”.

69) Sustitúyese el artículo 54 por el siguiente:

“Artículo 54.- Si el requerimiento no es formulado por una persona u órgano legitimado o no cumple con las exigencias establecidas en los números 1º a 4º, inclusive, del artículo anterior, no será admitido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. Esta resolución será fundada y deberá dictarse dentro del plazo de tres días, contados desde que se dé cuenta del requerimiento.

No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.”.

70) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 62:

a) Sustitúyense, en el inciso primero, los números “10°”, “11°” y “82” por “13°”, “14°” y “93”, respectivamente.

b) Reemplázase, en el inciso final, la frase “establecido en el Título I del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil” por la oración “ejecutivo establecido en el Código de Procedimiento Civil” y sustitúyese la oración “el Tribunal ordinario de justicia que corresponda” por la frase “el Juez de Letras Civil que corresponda, con asiento en la Provincia de Santiago”.

71) Reemplázase la denominación del Párrafo 4 del Título II, por la siguiente:
“Párrafo 13

Declaración de inconstitucionalidad de organizaciones, movimientos
o partidos políticos”.

72) Reemplázanse, en el artículo 63, los números “7°” y “82”, por “10°” y “93”, respectivamente.

73) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 65, la expresión “El Tribunal examinará” por “La sala que corresponda examinará”.

74) Incorpóranse, a continuación del artículo 72, los siguientes artículos nuevos, precedidos de un Párrafo 6, nuevo, con el epígrafe “Renuncia de Parlamentarios”.

“Artículo 72 A.- En el caso del número 15° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, la renuncia del parlamentario deberá presentarse ante el Presidente de la Cámara a la que pertenece, quien la remitirá al Tribunal en el plazo de cinco días desde que le fue presentada.

Artículo 72 B.- El Presidente de la República, el Senado, la Cámara de Diputados o diez o más parlamentarios en ejercicio de la Cámara a la que pertenece el renunciante, podrán oponerse fundadamente a la renuncia. En tal caso, se dará traslado a la Cámara a la que pertenezca el parlamentario renunciado y a él mismo, para que en el plazo de diez días hagan llegar las observaciones y antecedentes que estimen necesarios.

Artículo 72 C.- El Tribunal resolverá si es preciso recibir prueba. En caso de que lo estime necesario, se aplicará lo dispuesto en el artículo 57. El Tribunal apreciará la prueba en conciencia.

Artículo 72 D.- Una vez evacuados los trámites o diligencias anteriores, se estará a lo dispuesto en el artículo 43.

Artículo 72 E.- El plazo para dictar sentencia será de veinte días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros veinte días, por resolución fundada del Tribunal.

Artículo 72 F.- Pendiente la sentencia, la renuncia no producirá efecto alguno.”.

75) Reemplázase, en el Párrafo 5 del Título II, el guarismo “5” por “15”.

76) Sustitúyense, en el inciso primero del artículo 73, los números “9°” y “82” por “11” y “93”, respectivamente.


77) Reemplázase el artículo 74, por el siguiente:

“Artículo 74.- La planta de personal del Tribunal estará constituida por los siguientes cargos:

-Diez Ministros.


-Dos Suplentes de ministro. 

-Un Secretario Abogado. 

-Dos Relatores Abogados. 

-Ocho Abogados Asistentes. 

-Un Jefe de Presupuestos. 

-Un Relacionador Público. 


-Un Bibliotecario. 

-Un Documentalista. 

-Un Jefe de Gabinete de la Presidencia. 

-Un Secretario de la Presidencia. 

-Dos Oficiales Primeros. 

-Dos Oficiales Segundos. 

-Un Mayordomo. 

-Dos Oficiales de Sala. 

-Dos Auxiliares de Servicios. 

-Siete Secretarias. 

-Un Chofer.

La provisión de los nuevos cargos creados en la planta señalada en el inciso anterior se hará, previo acuerdo del Pleno, cuando las necesidades del Tribunal así lo justifiquen.

El Tribunal podrá acordar la contratación, sobre la base de honorarios, o con sujeción a las normas del Código del Trabajo, de profesionales, técnicos o expertos en determinadas materias, para ejecutar tareas específicas en sus actividades, dentro de sus disponibilidades presupuestarias.”.

78) Reemplázase el artículo 75, por el siguiente:

“Artículo 75.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, el Tribunal podrá ampliar la planta de su personal, por acuerdo de la mayoría de sus miembros y sólo en la medida que sea estrictamente necesario para su normal funcionamiento, en la siguiente forma:

-Hasta dos Relatores Abogados;


-Hasta en dos Abogados Asistentes;


-Hasta cinco Oficiales Segundo;


-Hasta un Oficial de Sala;


-Hasta cinco Auxiliares de Servicios Menores;


-Hasta en cuatro Secretarias.”.

79) Reemplázase el artículo 77, por el siguiente:

“Artículo 77.- La renta mensual de los Ministros del Tribunal corresponderá a la remuneración de un Ministro de Estado, incluidas todas las asignaciones que a éstos correspondan.

La remuneración de los Ministros del Tribunal tendrá el carácter de renta para todo efecto legal, en los mismos términos y modalidades que lo sean las remuneraciones de los Ministros de Estado, y estará afecta a las incompatibilidades, prohibiciones e inhabilidades señaladas en el artículo 1° de la ley N° 19.863.”.

80) Reemplázase el artículo 83, por el siguiente:

“Artículo 83.- En el mes de marzo de cada año el Presidente del Tribunal rendirá una cuenta pública que incluirá una reseña de sus actividades institucionales de orden jurisdiccional y administrativo desarrolladas en el año anterior, la cuenta de su gestión financiera, los informes de auditoría y todo otro antecedente e información que se considere necesario.”.

81) Agrégase el siguiente artículo 83 A:

“Artículo 83 A.- En la segunda quincena del mes de enero de cada año, el Presidente y el Secretario Abogado presentarán la rendición de cuenta de los gastos del ejercicio anterior ante el Tribunal, la que será comunicada a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su incorporación en el Balance General de la Nación y se incluirá resumidamente en la cuenta pública del Tribunal.

Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal, a proposición del Presidente, podrá contratar la ejecución de auditorías de su gestión financiera y patrimonial, por entidades externas, mediante licitación pública o privada.”.

82) Reemplázase el artículo 84, por el siguiente:

“Artículo 84.- Los funcionarios que incurran en faltas a sus deberes o prohibiciones podrán ser sancionados disciplinariamente por el Tribunal con alguna de las siguientes medidas, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pueda derivar del mismo hecho: amonestación, censura por escrito, multa de hasta un mes de remuneración, suspensión de hasta dos meses sin goce de remuneración y remoción.

Las sanciones disciplinarias indicadas se aplicarán previa investigación sumaria simple en la que deberán recibirse los descargos que el afectado pueda hacer valer en su defensa y una vez resueltas, no serán susceptibles de reclamación o recurso alguno.”.


83) Agrégase, al final del artículo 86, luego del término “Secretario”, la frase “o del Relator que lo subrogue, en su caso”. 

84) Intercálase, en el artículo 87, a continuación del vocablo “nombramiento”, la oración “sin perjuicio de lo señalado en el artículo 9º”, precedida de una coma.

85) Reemplázase el artículo 90 por el siguiente:

“Artículo 90.- El Tribunal, por acuerdo de la mayoría de sus miembros, y cuando sus necesidades de funcionamiento así lo aconsejen podrá proceder a la declaración de vacancia de los cargos que estime conveniente. Igual declaración procederá respecto de los funcionarios que hubieren obtenido una deficiente calificación de su desempeño. Dicha facultad podrá ejercerse respecto a todo el personal, excluidos los Ministros.

Los funcionarios a quienes se les declare la vacancia de sus cargos tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes, por cada año de servicio en la institución, con un máximo de nueve. Dicha indemnización no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.

La remuneración que servirá de base para el cálculo de la indemnización será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos 12 meses anteriores al cese, actualizada según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de noventa unidades de fomento. 

La indemnización será incompatible con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal similar de otorgamiento. 

Los funcionarios que cesen en sus cargos y que perciban la indemnización no podrán ser nombrados ni contratados, aun sobre la base de honorarios, en el Tribunal Constitucional, durante los 5 años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.”.

86) Deróganse los artículos 1º, 2º, 3º y 4º transitorios

87) Introdúcense los siguientes artículos transitorios:

“Artículo 1º transitorio.- Los procesos iniciados, de oficio o a petición de parte, o que se inicien en la Corte Suprema, para declarar la inaplicabilidad de un precepto legal por ser contrario a la Constitución, con anterioridad a la aplicación de las reformas al Capítulo VIII de la Constitución Política, seguirán siendo de conocimiento o de resolución de esa Corte hasta su completo término.

Los recursos de inaplicabilidad resueltos por la Corte Suprema o que se hubieren tenido por desistidos o abandonados, con anterioridad al 26 de febrero del año 2006, no podrán presentarse ante el Tribunal Constitucional en ejercicio de la facultad que concede el artículo 93, Nº 6°, de la Constitución Política.

Artículo 2° transitorio.- La entrada en vigencia de esta ley no obstará a la validez de los procesos iniciados ante el Tribunal a partir del 26 de febrero de 2006, ni alterará los efectos de las sentencias que les hayan puesto término. 

Respecto de los procesos que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren pendientes ante el Tribunal, se aplicará lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes.”.”.
-o-


Acordado en sesiones realizadas los días 2 de abril, 14 de mayo, 7 de julio y 19 de agosto, todas del presente año, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, y Pedro 
Muñoz Aburto, y de los Honorables Diputados señores Jorge Burgos Varela, Marcelo Díaz Díaz, Edmundo Eluchans Urenda y Cristián Monckeberg Bruner (Alberto Cardemil Herrera).

Valparaíso, a 13 de septiembre de 2008.

(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS, Secretario”.
9.
Segundo Informe de la Comisión de Salud recaído en el proyecto de ley que modifica el Código Sanitario, con objeto de permitir en Chile la profesión de optómetra. 
(boletín N° 5684-11)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Salud viene en informar, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto de la referencia, iniciado en moción de los Diputados María Angélica 
Cristi, Juan Lobos Krause, Jaime Mulet Martínez, Marco Antonio Núñez Lozano, Carlos 
Olivares Zepeda, Fulvio Rossi Ciocca, Karla Rubilar Barahona, Roberto Sepúlveda Hermosilla y Ximena Valcarce Becerra.

-o-


La Cámara de Diputados, en sesión ordinaria de 9 de septiembre de 2008, aprobó en general el proyecto de ley de la referencia. 

De acuerdo a lo preceptuado en el artículo 130 del Reglamento, el proyecto de ley con todas las indicaciones cursadas durante su tramitación, fue remitido a esta Comisión para segundo informe reglamentario.

-o-


Asistió, en representación del Ejecutivo, el abogado del Ministerio de Salud, Luis 
Eduardo Díaz Silva.

-o-


En conformidad con lo dispuesto en el artículo 288 del Reglamento de la Corporación, en este informe se debe dejar constancia de lo siguiente:

I. ARTÍCULOS QUE NO HAN SIDO OBJETO DE INDICACIONES DURANTE LA DISCUSIÓN DEL PRIMER INFORME EN LA SALA NI DE MODIFICACIONES DURANTE LA DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL SEGUNDO EN LA COMISIÓN.


Se encuentra en esta situación el artículo transitorio, el cual debe entenderse reglamentariamente aprobado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 131 del Reglamento de la Corporación.

II. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


No hay.

III. ARTÍCULOS SUPRIMIDOS.


No hubo disposiciones suprimidas.

IV. ARTÍCULOS MODIFICADOS.


No hay.

V. ARTÍCULOS NUEVOS INTRODUCIDOS.


No hay.

VI. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


Ninguna disposición se encuentra en esta situación.

VII. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.

Artículos rechazados:


No hay.


La Comisión rechazó, por mayoría de votos, las siguientes indicaciones:

Al artículo 113 del Código Sanitario.


-Del Diputado Godoy, para intercalar, en el artículo 113 del Código Sanitario, el siguiente inciso tercero, pasando los actuales tercero y cuarto, a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“Son funciones de colaboración médica los servicios profesionales del psicólogo, de la enfermera, de la matrona, del tecnólogo médico, del optómetra y las demás que señale el reglamento.”.


Durante el debate, se hizo presente que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 113, actualmente se reconoce la función de colaboración médica que cumplen los psicólogos, las enfermeras y las matronas, de modo que sólo se agregaría a dicha función, en virtud de la indicación, a los tecnólogos médicos y a los optómetras. Sin embargo, se reiteró lo señalado en el primer informe respecto de la inconveniencia de mencionar a estos últimos, toda vez que la carrera de optometría no es impartida en el país, y que los tecnólogos médicos serían reconocidos como profesionales de colaboración médica en el reglamento que se dictará al efecto, los que tendrán facultades para prescribir las ayudas técnicas, fármacos de uso tópico y tratamientos que ése señale, siempre que ello sea efectuado como parte de un equipo médico. Por su parte, se hizo hincapié en que si algún día se imparte en Chile la carrera de optometría, sería posible incorporar a estos profesionales de la salud visual en el reglamento.


Se rechazó por mayoría de votos (uno a favor, cuatro en contra y tres abstenciones). 


-Del Diputado Robles, para agregar los siguientes incisos finales al artículo 113 del Código Sanitario:


“Los servicios profesionales del Tecnólogo Médico comprenden la aplicación de procedimientos, metodologías y tecnologías en la realización de exámenes que tienen por finalidad respaldar la prevención, evaluación, detección, tratamiento, rehabilitación, control y promoción de la salud dentro del marco de Gestión de Calidad. Podrán utilizar aquellos fármacos que para el diagnóstico sean necesarios.


Cuando estos profesionales presten sus servicios a personas que al ser examinadas evidencien la presencia de patología, deberán derivarla o poner de inmediato en conocimiento de un médico esta situación. Sin perjuicio de lo anterior, podrán colaborar con éste en la atención del enfermo.”.


Se estimó innecesario delimitar las actividades que comprende el ejercicio profesional del tecnólogo médico, ya que éstas se realizan en el marco de una gestión de calidad. Además, de acuerdo con lo prescrito en el artículo 112 del Código Sanitario, esta profesión está relacionada con la conservación y restablecimiento de la salud, de modo que la amplitud de tareas permitiría a los tecnólogos médicos desarrollar funciones adicionales a las expresadas en la indicación.


Se rechazó por mayoría de votos (uno a favor, seis en contra y una abstención). 

Al artículo único del proyecto, que introduce modificaciones al Código Sanitario.
Al artículo 113 bis.


-Del Diputado Godoy, para reemplazar el artículo 113 bis, por el siguiente:


“Artículo 113 bis.- Sin perjuicio de lo establecido, los profesionales de colaboración médica indicados en el artículo anterior y demás que señale el reglamento, podrán prescribir las ayudas técnicas, fármacos de uso tópico, los tratamientos básicos y otros que el mismo reglamento establezca, siempre que ello sea efectuado en el marco de acción de un equipo de salud. 


Cuando estos profesionales presten sus servicios a personas que presenten síntomas o antecedentes de patologías locales o sistémicas, deberán derivar de inmediato al paciente a un médico cirujano que haya certificado su especialidad correspondiente en conformidad a las normas vigentes, pudiendo colaborar con éste en la atención del enfermo para su rehabilitación si así se requiriese.”. 


Durante el debate, se planteó que el propósito de esta indicación es reforzar la idea de que los tecnólogos médicos tendrán las facultades previstas en el inciso primero del artículo 113 bis, en la medida en que formen parte de un equipo de salud. Sin embargo, se estimó que carece de sentido aprobar la indicación al haber sido rechazadas las presentadas al artículo 113.


Fue rechazada por mayoría de votos (uno a favor, cinco en contra y dos abstenciones). 

Al artículo 118 bis.


-Del Diputado Godoy, para incorporar, en el Código Sanitario, el siguiente artículo 118 bis:


“Artículo 118 bis.- Los servicios profesionales del tecnólogo médico con mención en oftalmología y del optómetra comprenden la detección y compensación de los vicios de refracción ocular a través de su medida instrumental; la indicación, adaptación, verificación y control de las ayudas ópticas, la utilización de técnicas de reeducación, prevención e higiene visual, la evaluación, detección, tratamiento y prevención de las disfunciones visuales. Los tecnólogos médicos con mención en oftalmología y los optómetras al realizar el examen ocular podrán utilizar aquellos fármacos de uso tópico para el diagnóstico.”.


Durante el debate, se aclaró que esta indicación tiene por objeto precisar el campo de acción de los tecnólogos médicos con mención en oftalmología y de los optómetras, como profesionales de la salud visual, lo cual, a juicio de la Comisión, es innecesario regular en el Código Sanitario.


Algunos Diputados se refirieron a la existencia, a su juicio, de una crisis en el área de la oftalmología, ya que las interconsultas de especialidad, las cirugías de cataratas y las listas de espera en vicios de refracción dan cuenta de una situación preocupante, que motivó la presentación de la moción en los términos originalmente planteados, aún cuando los oftalmólogos hayan dado a conocer una realidad distinta en esta materia. 


Otros Diputados, en cambio, destacaron el esfuerzo que se ha realizado con la creación de equipos de salud en los que se contempla la presencia de tecnólogos médicos para solucionar los problemas de salud visual de la población. Igualmente, señalaron que los tecnólogos médicos con mención en oftalmología deberán en algún momento adaptarse a los estándares internacionales de los optómetras, quienes podrán ejercer en nuestro país cuando alguna universidad imparta la carrera. 


El Diputado señor Sepúlveda solicitó que se deje constancia de su satisfacción por haber patrocinado esta iniciativa legal en los términos originales en que estaba planteada, circunstancia que, al menos, permitió analizar la realidad de la oftalmología en nuestro país en el ámbito de la salud pública. 


Se rechazó por mayoría de votos (dos a favor, cuatro en contra y dos abstenciones). 

Al artículo 120.


-Del Diputado Godoy, para derogarlo.


Sin debate, se rechazó por mayoría de votos (uno a favor, cuatro en contra y tres abstenciones). 
Al artículo 128.


-Del Diputado Godoy, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 128.- Sin perjuicio de lo señalado para la corrección de problemas de presbicia en personas mayores de cuarenta años, sólo en los establecimientos de óptica podrán fabricarse lentes con fuerza dióptrica de acuerdo con las prescripciones emitidas por los profesionales que corresponda. 


Los establecimientos de óptica podrán abrir locales destinados a la recepción y al despacho de recetas en que se prescriban estos lentes, bajo la responsabilidad técnica de la óptica pertinente.”.


Sin debate, se rechazó, por mayoría de votos (uno a favor, tres en contra y tres abstenciones). 

VIII. DISPOSICIONES LEGALES QUE EL PROYECTO MODIFIQUE O DEROGUE.


Esta iniciativa legal incorpora, en el Código Sanitario, un artículo 113 bis, y modifica sus artículos 120 y 128. 

IX. TEXTO ÍNTEGRO DEL PROYECTO TAL COMO HA SIDO APROBADO POR LA COMISIÓN.


“Artículo único.- Introdúcense, en el Código Sanitario, las modificaciones siguientes:


a) Incorpórase el siguiente artículo 113 bis: 


“Artículo 113 bis.- Sin perjuicio de lo establecido en los artículos anteriores y de acuerdo al inciso segundo del artículo anterior, los profesionales de colaboración médica que señale el reglamento, podrán prescribir las ayudas técnicas, fármacos de uso tópico y tratamientos que el reglamento señale, siempre que ello sea efectuado como parte de un equipo médico, en los casos y requisitos que el mismo reglamento establezca. 


Cuando esos profesionales presten sus servicios a personas que presenten síntomas o antecedentes de patologías locales o sistémicas, deberán derivar de inmediato al paciente a un médico cirujano que haya certificado su especialidad en conformidad a las normas vigentes, pudiendo colaborar con éste en la atención del enfermo para su rehabilitación si así se requiriese.”

b) Elimínase, en el artículo 120, la siguiente frase: “, a menos que el Colegio respectivo emita en cada caso un informe estableciendo que no se vulnera la ética profesional”.


c) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 128, la frase “receta médica correspondiente” por “receta emitida por el profesional facultado para prescribir que corresponda”.


Artículo transitorio.- Esta ley comenzará a regir seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.”.

-o-

Se designó diputado informante al señor Juan Masferrer Pellizzari.


Tratado y acordado según consta en el acta de la sesión de 7 de octubre de 2008, con la asistencia de los Diputados señores Juan Lobos Krause (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Brieri, Carlos Abel Jarpa Wevar (en reemplazo de Alberto Robles Pantoja), Juan Masferrer Pellizzari, Patricio Melero Abaroa, Marco Antonio Núñez Lozano, Carlos Olivares Zepeda, Fulvio Rossi Ciocca, Roberto Sepúlveda Hermosilla y Gabriel 
Silber Romo.


Asistió, también, el Diputado Enrique Accorsi Opazo.


Sala de la Comisión, a 7 de octubre de 2008.


(Fdo.): ANA MARÍA SKOKNIC DEFILIPPIS, Abogada Secretaria de la Comisión”.
10. Informe de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural acerca del proyecto de ley que modifica la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, para adecuar sus disposiciones a compromisos internacionales adquiridos por Chile y perfeccionar sus mecanismos de fiscalización. (boletín N° 5013-11)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural informa acerca del proyecto de ley, en primer trámite reglamentario, con urgencia calificada de “simple”, y en primer trámite constitucional, originado en un mensaje de S.E. la Presidenta de la República, que modifica la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, para adecuar sus disposiciones a compromisos internacionales adquiridos por Chile y perfeccionar sus mecanismos de fiscalización.


El proyecto fue tramitado originalmente a la Comisión de Salud. Con fecha 5 de junio de 2007, la Sala de la Corporación accedió a la petición de vuestra Comisión para conocer, como Comisión Técnica, este proyecto de ley.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


1ª) Que el articulado de esta iniciativa no contiene disposiciones de carácter orgánico constitucional ni de quórum calificado.


2ª) Que, de acuerdo con el artículo 220 del Reglamento de la Corporación, el texto del artículo único del proyecto de ley aprobado por la Comisión debe ser conocido por la Comisión de Hacienda.


3ª) Se hace constar que, en virtud del artículo 15 del Reglamento, se introdujeron algunas correcciones formales, que no es del caso detallar.


4ª) Que el proyecto de ley ha sido aprobado, en general, por unanimidad, con el voto favorable de los Diputados señora Sepúlveda y señores Farías (Presidente), Barros, Hernández, Núñez, Sule y Urrutia.


5ª) Que, como Diputado informante, se designó al señor Ignacio Urrutia Bonilla.


Durante el estudio de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la asistencia y la participación de los señores Reinaldo Ruiz, Subsecretario de Agricultura; Mauricio Caussade, Fiscal del Ministerio de Agricultura; Leonardo Jaña, Asesor legislativo del Ministerio de Agricultura; Roberto Rojas, Abogado del SAG,, y Antonio Aluanlli, Jefe del Subdepartamento de Vinos y Viñas del Servicio Agrícola y Ganadero; las señoras Lexi Orozco, Abogada Jefa del Departamento Europa de la Direcon; María Helena Lee, Asesora de Direcon, y don Patricio Balmaceda, del Gabinete de Direcon.

II. IDEAS FUNDAMENTALES O MATRICES DEL PROYECTO.


La idea matriz que inspira la proposición de esta iniciativa legal radica en efectuar adecuaciones a la legislación nacional, para implementar los Acuerdos suscritos en el marco del Acuerdo de Asociación vigente entre Chile y la Unión Europea, sobre el Comercio de Vino y sobre el Comercio de Bebidas Espirituosas y Bebidas Aromatizadas.

A) Fundamentos.


Según se expresa en el mensaje remitido por S.E. la Presidenta de la República, en el marco del Acuerdo de Asociación vigente entre Chile y la Unión Europea, se suscribieron el Acuerdo sobre el Comercio de Vino y el Acuerdo sobre el Comercio de Bebidas Espirituosas y Bebidas Aromatizadas, para cuya completa implementación se requiere efectuar adecuaciones a la legislación nacional que rige para dichas materias.


La cabal implementación de los citados Acuerdos por parte de Chile, permitirá no sólo dar cumplimiento a los compromisos adquiridos mediante dichos instrumentos, sino, también, mantener un comercio estable y continuo con la Unión Europea en materia vitivinícola.


Especial relevancia reviste para los productores nacionales del sector vitivinícola la pronta implementación de estos Acuerdos, ya que gran parte de su producción se exporta precisamente al mercado europeo.


Concretamente, las adecuaciones que se requiere incorporar a nuestra legislación interna se refieren, por una parte, a la denominación de los vinos, de conformidad a las normas del Anexo V del Acuerdo sobre el Comercio de Vinos; y por la otra, a las reglas sobre protección de las indicaciones geográficas y las expresiones tradicionales, de acuerdo con el Anexo VI del Acuerdo sobre el Comercio de Bebidas Espirituosas y Bebidas Aromáticas.


Los referidos acuerdos contemplan una regulación de las denominaciones de origen y expresiones tradicionales que identifican a los vinos y licores, definiendo aquellas que son de uso exclusivo de la comunidad europea y aquellas que son reconocidas y de uso exclusivo para Chile.


De acuerdo a estas normas, Chile tiene el derecho exclusivo a utilizar las denominaciones y expresiones que le son reconocidas en los apéndices respectivos de los Acuerdos citados y, en paralelo, está comprometido a que en su producción nacional de vinos y licores dejen de utilizarse aquellas indicaciones geográficas y expresiones tradicionales reservadas a la Unión Europea. 


Las adecuaciones normativas necesarias para dar cumplimiento a dichas regulaciones se iniciaron con la modificación del decreto supremo N° 78, de 1986, del Ministerio de Agricultura, reglamento de la ley N° 18.455, contenida en el decreto supremo N° 53, de 2005, del mismo Ministerio.


Mediante esta adecuación reglamentaria se sustituyeron las expresiones “champaña” y “champenoise”, correspondientes a denominaciones reservadas a la Comunidad Europea, por “vino espumante o vino espumoso” la primera, y la segunda por “de fermentación de botella”, “fermentado en botella por el método tradicional”, “método clásico” o “método clásico tradicional”.


Sin embargo, subsisten en nuestro ordenamiento, aquellas denominaciones y expresiones tradicionales para designar vinos y licores que contempla la ley N° 18.455, tales como “cognac”, “armagnac” y “grapa”, que en virtud de los Acuerdos de Comercio ya citados están reservadas a la comunidad europea y que por lo tanto, deben suprimirse de los envases y etiquetas de nuestros productos.


Lo anterior determina la necesidad de modificar la ley de Alcoholes con la finalidad de suprimir de sus disposiciones, las referencias a las denominaciones recién mencionadas, lo que constituye la primera finalidad de la presente iniciativa.


Adicionalmente, se ha considerado oportuno perfeccionar los mecanismos de fiscalización y control que contempla la ley N° 18.455, con el objeto de ampliar la capacidad fiscalizadora del Servicio Agrícola y Ganadero y de hacer más expedita y eficiente la aplicación de la ley.


Para aumentar la capacidad fiscalizadora del Servicio Agrícola y Ganadero y otorgar mayor eficacia a esta función, se propone permitir que los análisis de las muestras de productos que deben tomar los fiscalizadores o inspectores, puedan ser analizadas tanto en laboratorios del Servicio como en laboratorios autorizados por éste para dicho efecto.


Con esta modificación se permitirá que el SAG complemente la capacidad de análisis de sus laboratorios, con aquella que puedan proporcionar entidades externas autorizadas para realizar análisis de las muestras que dicho servicio recoja en sus tareas fiscalizadoras.


Con la misma finalidad, se suprime la exigencia perentoria de efectuar análisis a los productos importados para verificar el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios exigidos para su comercialización, en atención a que la comprobación del cumplimiento de dichos requisitos no siempre demanda la realización de análisis, sino que puede ser acreditado mediante otros mecanismos.


A fin de hacer coherente la legislación nacional sobre alcoholes con las normas internacionales suscritas por Chile en el marco de los Acuerdos mencionados, se suprimen las expresiones “cognac”, “armagnac” y “grapa”, reservadas a la comunidad europea, de modo que la utilización de estas denominaciones quedará prohibida.


Enseguida, se reemplazan las normas relativas al etiquetado de los productos regulados por la ley, tanto en cuanto a las menciones obligatorias de las etiquetas, como en lo relativo a la prohibición de incluir en ellas indicaciones geográficas, denominaciones de origen, expresiones tradicionales o menciones complementarias extranjeras y protegidas, que Chile haya reconocido como tales en instrumentos internacionales.


Asimismo, se contempla una disposición transitoria que, por un lado, difiere la aplicación de la prohibición de uso para determinadas denominaciones o menciones, en productos destinados al mercado interno chileno, hasta el 1 de febrero de 2015 y, por otro, sujeta la vigencia de dichas prohibiciones, en productos para exportación, a lo previsto en dichos Acuerdos.


En otro orden de materias, se propone disminuir el monto mínimo de las multas previstas, de modo que el rango posible comience desde 1 unidad tributaria mensual, permitiendo mayor flexibilidad de acuerdo al tipo y gravedad de la infracción.


Por otra parte, la infracción de las normas sobre rotulación y etiquetado, actualmente contemplada como infracción leve, pasa a calificarse como infracción grave. Esta última adecuación se justifica por la necesidad de garantizar del mejor modo posible el cumplimiento de las normas internacionales a las que Chile se encuentra obligado, en particular, otorgando protección adecuada a las denominaciones, indicaciones y menciones protegidas por los Acuerdos de Comercio de Vinos y de Bebidas Espirituosas y Aromáticas.


B) Comentario sobre el articulado del proyecto.


El proyecto consta de un artículo único, mediante el cual se modifica la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres.


Por el N° 1) se modifica el artículo 10, para permitir que las muestras de los productos puedan ser analizadas en laboratorios del Servicio Agrícola y Ganadero o en laboratorios autorizados por éste.


Por el N° 2) se modifica en el artículo 12, la referencia al el artículo 10.


Por el N° 3) se modifica el artículo 15, para suprimir las expresiones “cognac”, “armagnac” y “grapa”, reservadas a la comunidad europea, de modo que su utilización quede prohibida.


Por el N° 4), se reemplaza el artículo 35, para hacer consistente esta norma con la regulación contenida en los Acuerdos mencionados, respecto de las menciones obligatorias de las etiquetas y la prohibición de incluir en ellas indicaciones geográficas, denominaciones de origen, expresiones tradicionales o menciones complementarias extranjeras y protegidas, que Chile haya reconocido como tales en instrumentos internacionales.


Por el N° 5), se suprime en el artículo 40, la expresión “, mediante análisis,” de manera de eliminar la exigencia perentoria de efectuar análisis a los productos importados para verificar el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios exigidos para su comercialización.


Por el N° 6), se modifica el artículo 45, para disminuir el monto mínimo de la multa prevista, de modo que el rango posible comience desde 1 unidad tributaria mensual. Asimismo, la infracción de las normas sobre rotulación y etiquetado se incluye entre las conductas sancionadas por este artículo, calificándose como infracción grave.


Por el N° 7), se modifica el artículo 46, para disminuir el monto mínimo de la multa prevista, de modo que comience desde 1 unidad tributaria mensual.


Por el N° 8), se suprime el numero 8) del artículo 47, para eliminar la infracción de las normas sobre rotulación y etiquetado como infracción leve, pasando a calificarse como infracción grave.


Por el N° 9), se incorpora una disposición 7° transitoria, nueva, para hacer entrar en vigencia la aplicación de la prohibición de uso para determinadas denominaciones o menciones, en productos destinados al mercado interno chileno, hasta el 1 de febrero de 2015. Asimismo, se sujeta la vigencia de dichas prohibiciones, en productos para exportación, a lo previsto en los Acuerdos respectivos.


C) Informe financiero.


El Ejecutivo acompañó a esta iniciativa un informe financiero, que se transcribe a continuación.


“El presente proyecto de ley tiene la finalidad de adecuar la ley N° 18.455 a los acuerdos comerciales internacionales suscritos por Chile sobre la materia:


“Los principales contenidos del proyecto son los siguientes:


“Para aumentar la capacidad fiscalizadora del Servicio Agrícola y Ganadero, se permite que los análisis de las muestras de productos que deben tomar los fiscalizadores o inspectores, puedan ser realizados tanto en laboratorios del Servicio como en laboratorios autorizados por éste para dicho efecto.


“Adicionalmente, se suprime la exigencia perentoria de efectuar un análisis a los productos importados, para verificar el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios exigidos para su comercialización, dado que esto puede ser acreditado mediante otros mecanismos.


“Queda prohibida la utilización de las expresiones reservadas a la comunidad europea, tales como “cognac”, “armagnac” y “grapa” y en relación al etiquetado de los productos regulados por dicha ley se determinan las menciones y requisitos que deben cumplirse.


“En materia de infracciones y sanciones y con el objeto de proteger las denominaciones, indicaciones y menciones protegidas por los Acuerdos de Comercio de Vinos y de Bebidas Espirituosas y Aromáticas, se amplía la escala de multas disminuyendo el monto mínimo, para posibilitar una mayor flexibilidad según la gravedad de la infracción.


“Por otra parte, se aumentan las sanciones por las infracciones contra las normas sobre rotulado y etiquetado.


“Esta iniciativa no representa un mayor gasto fiscal.”
III. ANTECEDENTES DEL PROYECTO.


A) Incidencia en la legislación vigente.


1. Ley N° 18.455.


Esta ley fija normas sobre Producción, Elaboración y Comercialización de Alcoholes Etílicos, Bebidas Alcohólicas y Vinagres, y deroga Libro I de la ley N° 17.105.


Su artículo 1° dispone que la producción, elaboración, comercialización, exportación e importación de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas, subproductos alcohólicos y vinagres, se regularán por las normas de la presente ley, sin perjuicio de las demás disposiciones legales que les sean aplicables.


La iniciativa en comento modifica las siguientes disposiciones de la ley:


1) El artículo 10.


“Artículo 10.- Las muestras a que se refiere el artículo anterior, serán analizadas en laboratorios del Servicio, el cual conservará los ejemplares que sean necesarios para el evento de que fuere menester efectuar nuevos análisis. El resultado del primer análisis de un producto deberá comunicarse al interesado dentro del plazo de 30 días, contados desde la fecha en que se hubieren tomado las muestras.


El interesado podrá efectuar un segundo análisis de las muestras que queden en su poder en un laboratorio autorizado, dentro del plazo de 60 días contado desde la captación de las mismas. Si hubiere discrepancia entre los resultados de ambos análisis, de común acuerdo se podrá designar a un laboratorio autorizado para que, dentro del plazo de 30 días, contado desde el acuerdo, analice las muestras restantes y emita el correspondiente informe. El resultado de este tercer análisis tendrá el carácter de definitorio. 


A falta de acuerdo en la designación del laboratorio, el Servicio propondrá una terna de ellos, debiendo el interesado elegir uno dentro de un plazo de 10 días, transcurrido el cual, si no hubiere pronunciamiento por parte del interesado, será el Servicio quien determine el laboratorio que efectuará el tercer análisis. El laboratorio designado deberá efectuar el tercer análisis y emitir el correspondiente informe en el plazo de 15 días, contado desde su designación para tal efecto.


A requerimiento del interesado, deberá permitírsele presenciar los análisis que se practiquen.”

2) El artículo 12.


“Artículo 12.- El Director Ejecutivo estará facultado para celebrar convenios con personas jurídicas del sector público o privado, para los efectos de que éstas puedan, a través de sus laboratorios, practicar los análisis a que se refieren los incisos segundo y tercero del artículo 10 y el inciso primero del artículo 11, y emitir los certificados a que hace mención el inciso primero del artículo 33. Tales convenios se celebrarán de acuerdo a las normas que se establezcan por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura.”

3) El artículo 15.


“Artículo 15.- Las normas sobre potabilidad, graduación alcohólica, contenido de impurezas y sustancias permitidas para la elaboración de las bebidas alcohólicas no fermentadas se establecerán en el reglamento.


No obstante lo anterior, en la fabricación de los productos que se indican a continuación sólo se podrán emplear los alcoholes potables que se señalan en cada caso:


a) Cognac, Armagnac, Brandy y Aguardiente: alcohol de vino.


b) Grapa: alcohol de subproductos de la uva.


c) Whisky, Gin y Vodka: alcohol de materias amiláceas.


En la fabricación de otras bebidas alcohólicas no fermentadas a las que no se les señala específicamente el alcohol de que deben provenir, podrá emplearse cualquier tipo de alcohol etílico potable.”

4) El artículo 35.


“Artículo 35.- En los envases o etiquetas de los productos deberán indicarse, a lo menos, las siguientes menciones: nombre y domicilio del envasador; nombre o naturaleza del producto, y su graduación alcohólica y volumen.


En el caso de bebidas alcohólicas elaboradas a partir de vino con adición de otros componentes deberá indicarse en forma destacada en los envases o etiquetas, con precisión y claridad, los elementos utilizados en su fabricación; tratándose de vinagres elaborados sobre la base de productos distintos al vino, deberá señalarse en los envases o etiquetas, en la misma forma, la materia prima de la cual provienen.


Las etiquetas deberán llevar además pie de imprenta, con excepción de los productos importados.


Tratándose de productos importados deberá indicarse el país de origen, y el nombre y domicilio del importador y del distribuidor.


En los envases o etiquetas no podrán incluirse menciones que no correspondan a la naturaleza y características del producto.”

5) El artículo 40.


“Artículo 40.- Los productos que se importen no podrán ser comercializados ni se podrá disponer de ellos sin que previamente el Servicio haya verificado, mediante análisis, el cumplimiento de los requisitos exigidos.


Ingresado el producto en la Aduana, el Servicio tendrá un plazo de 60 días, contado desde la fecha de recepción de la respectiva solicitud, para inspeccionarlo. Si éste no se pronunciare dentro del término indicado, el interesado podrá disponer de él, sin incurrir por este solo hecho en infracción.”

6) El artículo 45.


“Artículo 45.- Se sancionará con multa de 15 a 150 unidades tributarias mensuales:


1) A los que elaboraren o vendieren productos falsificados que no sean tóxicos o dañinos para la salud;


2) A los que expendieren alcohol etílico sin desnaturalizar a usuarios no inscritos en el registro a que se refiere el inciso segundo del artículo 13.


3) A los que utilizaren denominaciones de origen en contravención a lo dispuesto en los artículos 27, inciso final, 28 y 30.


4) A los que infringieren las prohibiciones establecidas en los artículos 24 y 25.


5) A los que mantuvieren en establecimientos de vinificación o de elaboración de vinos no licorosos los elementos que se indican en el artículo 19, inciso primero y que no justifiquen un empleo distinto al de la vinificación.


6) A los que mantuvieren en los establecimientos de elaboración de pisco las materias primas a que se refiere el artículo 29 y no justifiquen un empleo distinto a la producción de pisco.”

7) El artículo 46.


“Artículo 46.- Se impondrá un multa de 7 a 100 unidades tributarias mensuales:


1) A los que infringieren las obligaciones o prohibiciones que les imponen los artículos 17, 23 y 34.


2) A los que transgredieren las normas contenidas en los artículos 14, inciso tercero, y 16, inciso segundo.


3) A los que utilizaren sustancias distintas o en proporción menor a las autorizadas para la desnaturalización de alcoholes.


4) A los que elaboraren productos adulterados que no sean tóxicos o dañinos para la salud y a los que, a sabiendas, vendieren dichos productos.


5) A los que otorgaren certificados de potabilidad respecto de productos que, sin ser tóxicos ni dañinos para la salud, no cumplan con los requisitos establecidos en el inciso segundo del artículo 7°.”

8) El artículo 47.


“Artículo 47.- Se castigará con multa de 1 a 75 unidades tributarias mensuales:


1) A los que enajenaren o movilizaren productos con infracción a lo dispuesto en los 
artículos 11 ó 40. Si tales productos resultaren en definitiva tóxicos o dañinos para la salud, falsificados o adulterados, esta pena se aplicará conjuntamente con la indicada en los artículos 42, 45, N° 1), o 46, N° 4), según proceda.


2) A los que vendieren productos no potables que no sean tóxicos ni dañinos para la salud.


3) A los que, a sabiendas, vendieren productos alterados.


4) A los que incurrieren en falsedad en la certificación de cualquiera propiedad o característica de productos que no sea su potabilidad.


5) A los que obstaculizaren o impidieren la labor de fiscalización del Servicio.


6) A los que se atribuyeren la calidad de laboratorios oficiales y actúen como tales sin tener la autorización del Servicio. Esta pena se aplicará conjuntamente con la indicada en el artículo 46, N° 5), o en el N° 4) del presente artículo si en la certificación se incurriere en las infracciones sancionadas por tales preceptos.


7) A los que infringieren la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 38 y a quienes comercializaren productos importados contraviniendo lo dispuesto en el artículo 39 de la presente ley.


8) A los que transgredieren las normas de rotulación contenidas en los artículos 35 y 36, inciso final, y a quienes expendieren productos con una graduación alcohólica inferior o superior a la autorizada por la ley o el reglamento.


9) A los que infringieren las obligaciones o prohibiciones que les imponen los artículos 13, 19, inciso segundo, 32 y 37.


10) A los que no proporcionaren los antecedentes que les solicite el Servicio en virtud de lo dispuesto en el artículo 4°, letras b) y c), o suministraren antecedentes falsos.


11) A los que expendieren productos con una acidez volátil superior a la autorizada por la ley.


12) A los que transgredieren las normas relativas a las características de los vinagres, conforme al artículo 26.


13) A los que infringieren lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 16.”

2. Decreto N° 78, de 1986, del Ministerio de Agricultura.


Este decreto reglamenta la ley N° 18.455, que fija normas sobre Producción, Elaboración y Comercialización de Alcoholes Etílicos, Bebidas Alcohólicas y Vinagres.


Su artículo 1° dispone que, para los efectos de este reglamento y de la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, se definen los siguientes términos:


6.- Cognac, Armagnac y Brandy: Son aguardientes envejecidos, en vasijas de madera noble, coloreados o no con caramelo natural y edulcorados o no con azúcares.


15.- Grapa: Es la bebida alcohólica proveniente de la destilación de borras y orujos, de productos de vides híbridas o de vinos alterados.


Su artículo 4° establece que las muestras se captarán en seis ejemplares cuando se trate de bebidas fermentadas o vinagres y en tres en los demás casos, quedando en poder del interesado dos y uno respectivamente.


Los inspectores del Servicio dejarán constancia de su actuación en acta que se levantará en el lugar de la captación y que será firmada por el dueño o encargado.


El artículo 5° dispone que los ejemplares de muestra destinados al primer análisis de fiscalización serán analizados por el Servicio Agrícola y Ganadero y sus resultados y calificación técnica efectuada por el analista deberán constar en el certificado expedido por el laboratorio respectivo.


Agrega que, en caso de pérdida de los ejemplares de muestra destinados a efectuar el segundo análisis a que se refiere el artículo 10° de la ley, el Servicio se atendrá a los resultados del primero. Lo mismo ocurrirá si los resultados del segundo análisis no fueren presentados oportunamente al Servicio dentro de los plazos previstos en la mencionada disposición legal o cuando la determinación analítica efectuada no corresponda a la observada. El tercer análisis no podrá efectuarlo el Servicio ni los laboratorios que hubieren analizado el producto con anterioridad.

3. Decreto N° 464, de 1995, del Ministerio de Agricultura.


Este decreto establece zonificación vitícola y fija normas para su utilización. Su artículo 1° establece la siguiente Zonificación Vitícola o denominación de origen, para los vinos que se produzcan en el país.


1. Región Vitícola De Atacama.


2. Región Vitícola De Coquimbo.


3. Región Vitícola De Aconcagua.


4. Región Vitícola Del Valle Central.


5. Región Vitícola Del Sur.


A) Valle del Itata.


B) Valle del Biobío.


C) Valle del Malleco.


Su artículo 2° dispone que los vinos se clasificarán en tres categorías:


a) Vinos con denominación de origen. Son los vinos provenientes de alguna de las regiones vitícolas señaladas en el artículo 1°, elaborados con las cepas que se indican en la letra b) del artículo 3° y que cumplen con los demás requisitos establecidos para esta categoría en el presente decreto.


b) Vinos sin denominación de origen. Son los vinos elaborados con uvas obtenidas en cualquier región del país, pertenecientes a las cepas que se indican en la letra b) del artículo 3º o con otras cepas viníferas tradicionales no incluidas en dicha nómina.


c) Vinos de mesa. Son los vinos obtenidos de uvas de mesa.


Los vinos, según su categoría, podrán indicar en sus etiquetas menciones de zonificación o denominación de origen, cepaje, año de cosecha, y la expresión “Embotellado en Origen”, de acuerdo a las normas que más adelante se establecen.


B) Acuerdo de Asociación Chile - Unión Europea.


Por medio de este Acuerdo se establece una Asociación entre la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por una parte, y la República de Chile, por la otra.


1. El presente Acuerdo establece una Asociación política y económica entre las Partes basada en la reciprocidad, el interés común y la profundización de sus relaciones en todos los ámbitos de su aplicación.


2. La Asociación es un proceso que conducirá hacia una relación y una cooperación cada vez más estrechas entre las Partes, estructuradas alrededor de los órganos creados en el presente Acuerdo.


3. El presente Acuerdo abarca, en particular, los ámbitos político, comercial, económico y financiero, científico, tecnológico, social, cultural y de cooperación. Podrá ampliarse a otros ámbitos que las Partes acuerden.

SECCIÓN 6. Vinos y bebidas espirituosas


Artículo 90. Vinos y bebidas espirituosas. El “Acuerdo sobre el comercio de vinos” y el “Acuerdo sobre el comercio de bebidas espirituosas y bebidas aromatizadas” figuran, respectivamente, en los Anexos V y VI.

1. Anexo V del Acuerdo sobre el Comercio de Vinos.


Artículo 1. Objetivos. Las Partes, sobre la base de la no discriminación y de la reciprocidad, acuerdan facilitar y fomentar los intercambios comerciales de vinos producidos en Chile y la Comunidad en las condiciones establecidas en el presente Acuerdo.


Artículo 2. Ámbito de aplicación y cobertura. El presente Acuerdo se aplica a los vinos correspondientes a la partida 22.04 del Convenio Internacional del Sistema Armonizado de Descripción y Codificación de Mercancías (“Sistema Armonizado”), producidos de forma que cumplan la normativa aplicable que regula la producción de un tipo particular de vino en el territorio de una Parte.


Artículo 3. Definiciones. A los efectos de la aplicación del presente Acuerdo y salvo que éste disponga lo contrario, se entenderá por:


a) “originario”: Cuando siendo utilizado en relación con el nombre de una de las Partes, un vino es producido en esa Parte empleando únicamente uvas íntegramente vendimiadas en dicha Parte;


b) “indicación geográfica”: una indicación, tal como se establece en el párrafo 1 del 
artículo 22 del Acuerdo ADPIC, protegida por la legislación y la normativa de una Parte a efectos de la identificación de un vino originario de una región o localidad de dicha Parte;


c) “expresión tradicional”: un nombre utilizado tradicionalmente, que haga referencia concreta a la producción o método de envejecimiento o de calidad, color, tipo de lugar o un acontecimiento concreto vinculado a la historia del vino en cuestión y que esté reconocida por la legislación y normativa de una Parte a efectos de la descripción y presentación de dicho producto originario de esa Parte;


d) “menciones complementarias de calidad”: los términos que en la legislación chilena se denominan menciones complementarias de calidad;


e) “homónima”: la misma indicación geográfica o la misma expresión tradicional y mención complementaria de calidad, o un término tan similar que pueda causar confusión, utilizado para denotar lugares, procedimientos o cosas diferentes;


f) “descripción”: los términos utilizados para describir un vino en la etiqueta, o en los documentos que acompañan al vino durante su transporte, en los documentos comerciales, sobre todo en las facturas y las notas de entrega, y en el material publicitario; y, “describir” tendrá un significado similar;


g) “etiquetado”: toda descripción y demás referencias, signos, ilustraciones, indicaciones geográficas o marcas comerciales que distinguen a los vinos y aparecen en el recipiente, incluido su dispositivo de cierre o la etiqueta pegada al mismo y el revestimiento que cubre el cuello de las botellas;


h) “Estado miembro”: un Estado miembro de la Comunidad;


i) “presentación”: los términos o signos empleados en los recipientes, incluido el cierre, en las etiquetas y en el embalaje;


j) “embalaje”: los envoltorios de protección tales como papeles, revestimientos de paja de todo tipo, cartones y cajas, utilizados para el transporte de uno o varios recipientes o para su venta al consumidor final;


k) “producido”: el proceso completo de elaboración de vino;


l) “proceso de elaboración del vino”: el proceso de transformación del mosto, utilizando levadura, hasta el momento en que no queda ningún azúcar o hasta el momento en que se logra la cantidad de azúcar requerida, según la naturaleza del producto final;


m) “variedades de vid”: variedades de plantas de Vitis Vinifera sin perjuicio de la legislación que pueda estar vigente en una de las Partes en relación con la utilización de diversas variedades de vid en el vino producido en esa Parte;


n) “identificación”: empleado en relación con las indicaciones geográficas, la utilización de indicaciones geográficas a efectos de la descripción o presentación de un vino;


o) “vino”: únicamente la bebida que resulta de fermentación alcohólica completa o parcial de las uvas frescas de las variedades de vid mencionadas en el presente Acuerdo, prensadas o sin prensar, o de su mosto;


p) “Acuerdo”: el presente Acuerdo y sus Apéndices;


q) “Acuerdo de Asociación”: el Acuerdo por el que se establece una Asociación entre las Partes, al cual se adjunta el presente Acuerdo; y


r) “Comité de Asociación”: el Comité mencionado en el artículo 193 del Acuerdo de Asociación.


2. Anexo VI del Acuerdo sobre el Comercio de Bebidas Espirituosas y Bebidas Aromáticas.


Artículo 1. Objetivos. Las Partes contratantes, sobre la base de la no discriminación y de la reciprocidad, acuerdan facilitar y fomentar los intercambios comerciales de bebidas espirituosas y bebidas aromatizadas producidas en Chile y en la Comunidad en las condiciones establecidas en el presente Acuerdo.


Artículo 2. Ámbito de aplicación y cobertura. El presente Acuerdo se aplicará a las bebidas espirituosas correspondientes a la partida 22.08 y a las bebidas aromatizadas correspondientes a la partida 22.05 del Sistema Armonizado de Descripción y Codificación de Mercancías (“SA”), producidas de forma que cumplan la normativa aplicable que regula la producción de un tipo particular de bebidas espirituosas o de bebidas aromatizadas en el territorio de una Parte.


Artículo 5. Protección de las denominaciones protegidas.


1. Las Partes adoptarán todas las medidas necesarias, con arreglo al presente Acuerdo, para asegurar la protección recíproca exclusivamente de las denominaciones enunciadas en el artículo 6 que se utilicen para describir y presentar las bebidas espirituosas y las bebidas aromatizadas que, en el sentido del artículo 3, sean originarias de las Partes.


Para ello, cada una de las Partes hará uso de los medios jurídicos pertinentes previstos en el artículo 23 del Acuerdo ADPIC de la OMC para asegurar una protección efectiva e impedir que las denominaciones protegidas se utilicen para describir una bebida espirituosa o una bebida aromatizada no incluida en dichas indicaciones o descripciones.


2. Las denominaciones a que se refiere el artículo 6 se reservarán exclusivamente a los productos originarios de la Parte a los que se apliquen y no podrán utilizarse sino en las condiciones establecidas en la legislación y la normativa de dicha Parte.


3. La protección a la que se refieren los párrafos 1 y 2 preverá, en particular, la exclusión de cualquier utilización de las denominaciones a las que se refiere el artículo 6 para bebidas espirituosas y bebidas aromatizadas que no sean originarias de la zona geográfica indicada, aunque:


i) se indique el verdadero origen del producto;


ii) la denominación en cuestión se como traducción; y


iii) la denominación vaya acompañada por términos como “clase”, “tipo”, “estilo”, “imitación”, “método”, u otras expresiones análogas.

IV. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO.


a) En general.


El señor Mauricio Caussade, Fiscal del Ministerio de Agricultura, explicó que el proyecto abarca dos áreas. La primera, dice relación con la regulación de denominaciones protegidas por los acuerdos internacionales suscritos por Chile en materia de Vinos y Bebidas Espirituosas y Aromáticas, con la Unión Europea. En este sentido, se está cumpliendo una deuda pendiente.


Las denominaciones de origen y expresiones tradicionales que existían en los reglamentos se modificaron en cuanto entraron en vigencias los acuerdos, pero faltaban las modificaciones legales respectivas.


La segunda área, dice relación con la modificación de infracciones y sanciones en la ley de Alcoholes.


Respecto del cumplimiento de los acuerdos suscritos con la Unión Europea, se suprimen las expresiones “cognac”, “armagnac” y “grapa” del texto de la ley de alcoholes, de manera que su utilización sea prohibida en Chile, quedando reservadas para los países de la Unión Europea.


Además, se hacen algunas adecuaciones al etiquetado de los productos regulados por la ley, para hacerlo consistente con la regulación contenida en estos acuerdos, tanto en cuanto a las menciones obligatorias de la etiqueta, como en lo relativo a prohibir aquellas indicaciones que han sido reservadas sólo a la Unión Europea, por el acuerdo.


Asimismo, se incorpora una disposición transitoria, para hacer razonable la implementación de este acuerdo, que difiere la aplicación de la prohibición de uso para determinadas denominaciones o menciones en productos destinado al mercado interno, hasta el 1 de febrero del año 2015, de manera que la industria tenga tiempo de adecuarse.


Por otra parte, esta disposición sujeta la vigencia de dichas prohibiciones en productos de exportación, a lo previsto en los acuerdos respectivos, que establecen sus propios cronogramas de cumplimiento.


Respecto de las infracciones y sanciones, el Servicio Agrícola y Ganadero propone disminuir el monto mínimo de la multa previstas en los artículos 45 y 46. La idea es que el rango de aplicación de la multa parte de 1 UTM, con el objeto de otorgar mayor flexibilidad; en efecto, las multas demasiado altas no son aplicadas por los jueces.


Por último, se aumenta la calificación de la infracción que establece el artículo 47 N° 8, sobre normas de rotulación y etiquetado, de infracción leve a grave.


La señora Lexi Orozco, Abogada Jefa del Departamento Europa de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería, señaló que, en el rol de coordinación en la administración e implementación de los acuerdos que le compete a la Dirección Económica, apoyan plenamente el proyecto.


Explicó que éste tiene dos objetivos: por una parte, asegurar un comercio estable y seguro con la Unión Europea y, por otra parte, cumplir obligaciones que surgieron con ocasión de la aprobación del Acuerdo entre Chile y la Unión Europea.


Los Acuerdos sobre el Comercio de Vinos y sobre el Comercio de Licores son dos anexos al Acuerdo principal. En particular, las obligaciones que este proyecto tiene por objetivo cumplir están consagradas en el Acuerdo sobre el Comercio de Vinos, que fue suscrito el año 2002 y entró en vigencia el 1 de febrero de 2003.


En otro orden de materias, hizo presente que la Unión Europea es el principal mercado para las exportaciones chilenas de vino, el 49% tiene como destino estos países europeos. Asimismo, estas mismas exportaciones a la Unión Europea experimentaron un 106% de crecimiento en el año 2007, lo que resalta la importancia de este producto en la canasta exportadora chilena a la Unión Europea.


Por otra parte, desde el punto de vista de la administración del acuerdo, este proyecto es de vital importancia, puesto que permite cumplir con las obligaciones emanadas del Derecho Internacional.


La Comisión, si bien estuvo de acuerdo en la necesidad de legislar sobre esta materia, atendido especialmente la exigencia de cumplir con los compromisos adquiridos por Chile en los Acuerdos sobre el Comercio de Vinos y sobre el Comercio de Bebidas Espirituosas y Bebidas Aromatizadas, en el marco del Acuerdo de Asociación con la Unión Europea, para cuya correcta implementación se requiere adecuar la legislación nacional que rige para dichas materias, manifestó algunas dudas respecto de los otros mecanismos a que alude el proyecto, en reemplazo de las muestras de los productos importados para verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos para su comercialización.


El señor Mauricio Caussade, Fiscal del Ministerio de Agricultura, aclaró sobre esta materia, que se suprime la exigencia perentoria de efectuar análisis a los productos importados para verificar el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios exigidos para su comercialización, en atención a que la comprobación del cumplimiento de dichos requisitos no siempre demanda la realización de análisis, sino que puede ser acreditado mediante otros mecanismos.


Aclaró que los otros mecanismos se refieren a validar los boletines que emite la Unión Europea (Certificados VI-1), de manera que exista una mayor reciprocidad al respecto, no dejando tan rígida la norma. A mayor abundamiento, en la actualidad todos los productos que se desee importar al país obligatoriamente deben ser analizados por el laboratorio del Servicio para verificar el cumplimiento de la exigencia de la normativa chilena.


Destacó que, al suprimir la frase “mediante análisis” en el artículo 40, no necesariamente significa no analizar los productos, salvo en determinadas excepciones, señaladas en los protocolos de los acuerdos de vinos y bebidas espirituosas suscritos con la Unión Europea, con los cuales se debe cumplir, tales como representaciones diplomáticas, consulados, embajadas; experimentación científica o técnica hasta una cantidad de 1 hectolitro; productos que formen parte de los efectos personales con motivo de la mudanza de particulares; cantidad de producto que no excedan de 30 litros por viajero y que vayan en el equipaje con el mismo, entre otros.


Por otro lado, para la comprobación del cumplimiento de los requisitos de internación, uno de los mecanismos que se podría establecer, en el futuro, sería un Informe del análisis elaborado por un laboratorio oficialmente reconocido por el país de origen, similar al sistema de la Unión Europea con terceros países, en que exige un documento para la importación de vinos, de zumos y de mostos de uva en la Comunidad Europea, denominado VI-1, el cual incluye un mínimo de determinaciones analíticas, tales como grado alcohólico total, grado alcohólico adquirido, extracto seco total, acidez total, acidez volátil, acidez cítrica y otras.


En algunos casos, la práctica de inspección en terreno y en laboratorio, ha permitido determinar que no es necesario analizar todas las partidas de un mismo producto envasado en unidades de consumo, de tal manera que también se podría establecer que para un producto ya analizado por el Servicio e ingresado al país y que haya sido calificado como “apto para importar”, se le otorgue una validez al boletín de análisis de importación por un período determinado, siempre y cuando se trate del mismo producto, marca, tipo, nombre de fantasía, el mismo envasador, el mismo importador y el mismo país de origen.


En todo caso, cuando un producto se interne al país por primera vez, siempre se deberá captar muestras y analizar, para verificar sus condiciones de inocuidad y genuinidad, así como los requisitos exigidos par los productos nacionales similares.


El Diputado señor Núñez presentó varias indicaciones, a los artículos 27, 37 y 41 de la ley y al artículo 35 del proyecto de ley. Se produjo un debate sobre la admisibilidad de las indicaciones, en consideración a que se encontrarían fuera de las ideas matrices del proyecto, con excepción de la que modifica el artículo 35, que se estimó admisible. El Diputado optó por retirar las demás indicaciones, para presentar con ellas un nuevo proyecto de ley.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de ley, la Comisión procedió a aprobarlo, en general, por unanimidad, con el voto favorable de los Diputados señora Sepúlveda y señores Farías (Presidente), Barros, Hernández, Núñez, Sule y Urrutia.


b) En particular.

Artículo único


Modifica la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres.

N° 1)


Modifica el artículo 10, para permitir que las muestras de los productos puedan ser analizadas en laboratorios del Servicio Agrícola y Ganadero o en laboratorios autorizados por éste.


-Puesto en votación, fue aprobado por asentimiento unánime.

N° 2)


Modifica la referencia al artículo 10, para adecuarlo a su nueva redacción.


-Puesto en votación, se aprobó por unanimidad.

N° 3)


Modifica el artículo 15, para suprimir las expresiones “cognac”, “armagnac” y “grapa”, reservadas a la comunidad europea, de modo que su utilización quede prohibida.


-Puesto en votación, fue aprobado por asentimiento unánime.

N° 4)


Reemplaza el artículo 35, para hacer consistente esta norma con la regulación contenida en los Acuerdos mencionados, respecto de las menciones obligatorias de las etiquetas y la prohibición de incluir en ellas indicaciones geográficas, denominaciones de origen, expresiones tradicionales o menciones complementarias extranjeras y protegidas, que Chile haya reconocido como tales en instrumentos internacionales.


Se presentó una indicación del Diputado señor Núñez, para eliminar, en el inciso primero, la expresión “y del distribuidor”.


Explicó su autor que, en el país existe un número considerable de distribuidores para un mismo producto, por lo que, para cumplir con este requisito, sería necesario incluir toda la lista de distribuidores del producto, lo que no se justifica, toda vez que el sujeto responsable es el importador. Además, sirve para eliminar un motivo de fiscalización irracional.


Por su parte, el representante del Ejecutivo aclaró que se entiende que el primer distribuidor es el importador del producto, y nunca se ha solicitado la lista de distribuidores posteriores de un mismo producto. Si se quiere eliminar la palabra “distribuidor”, no se ve mayores inconvenientes ya que el responsable de la internación del producto es el importador.


-Puesto en votación el N° 4, con la indicación, fue aprobado por unanimidad.

N° 5)


Suprime en el artículo 40, la expresión “, mediante análisis,” de manera de eliminar la exigencia perentoria de efectuar análisis a los productos importados, para verificar el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios exigidos para su comercialización.


-Puesto en votación, fue aprobado por asentimiento unánime.

N° 6)


Modifica el artículo 45, para disminuir el monto mínimo de la multa prevista, de 15 a 1 unidad tributaria mensual. Asimismo, se incluye la infracción de las normas sobre rotulación y etiquetado, entre las conductas sancionadas, calificándola como infracción grave.


Explicaron los representantes del Ejecutivo que esta disminución tiene como objetivo otorgar mayor flexibilidad al sancionar estas conductas, de manera de dar viabilidad a la aplicación de las multas que conlleva su infracción.


-Puesto en votación, fue aprobado por mayoría de votos.

N° 7)


Modifica el artículo 46, para disminuir el monto mínimo de la multa prevista, de 7 a 1 unidad tributaria mensual.


-Puesto en votación, se aprobó por mayoría de votos.

N° 8)


Suprime el numero 8) del artículo 47, para eliminar la infracción de las normas sobre rotulación y etiquetado como infracción leve, pasando a calificarse como infracción grave.


-Puesto en votación, fue aprobado por asentimiento unánime.
N° 9)


Incorpora una disposición 7° transitoria, nueva, para hacer entrar en vigencia la aplicación de la prohibición de uso para determinadas denominaciones o menciones, en productos destinados al mercado interno chileno, hasta el 1 de febrero de 2015.


-Puesto en votación, se aprobó por unanimidad.

V. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA COMISIÓN.


En mérito de las consideraciones anteriores y por las que, en su oportunidad, pudiere añadir el Diputado informante, la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural recomienda la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY.


“Artículo Único.- Modifícase la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, en el siguiente sentido:


1) Sustitúyese la primera oración del inciso primero del artículo 10, por la siguiente:


“Las muestras a que se refiere el artículo anterior, serán analizadas en laboratorios del Servicio o en laboratorios autorizados por éste, los cuales conservarán los ejemplares que sean necesarios para el evento de que fuere menester efectuar nuevos análisis.”.


2) Reemplázase en el artículo 12, la oración “los incisos segundo y tercero del artículo 10”, por “el artículo 10”.


3) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 15, por los siguientes:


“Artículo 15.- Las normas sobre naturaleza, potabilidad, graduación alcohólica, composición, contenido de impurezas y sustancias permitidas para la elaboración de las bebidas alcohólicas no fermentadas, se establecerán en el reglamento.


No obstante lo anterior, en la fabricación de los productos que se indican a continuación sólo se podrá emplear los alcoholes potables que se señalan en cada caso:


a) Brandy y Aguardiente: alcohol de vino. 


b) Whisky, Gin y Vodka: alcohol de materias amiláceas.”.


4) Reemplázase el artículo 35, por el siguiente:


“Artículo 35.- En los envases o etiquetas de los productos deberán indicarse, a lo menos, las siguientes menciones: denominación o naturaleza del producto; graduación alcohólica; volumen; nombre y domicilio del envasador. Tratándose de productos importados, deberá indicarse, además, el país de origen y el nombre y domicilio del importador.


Los productos que se exporten en unidades de consumo deberán señalar en su etiqueta, la expresión “Envasado en Chile” o “Embotellado en Chile”.


El reglamento determinará las demás menciones y requisitos del etiquetado de los productos regulados por esta ley. En todo caso, las etiquetas de los productos que se exporten podrán adecuarse a los requisitos de etiquetado de los países de destino.


En los envases o etiquetas no podrán incluirse menciones que no correspondan, o que induzcan a equívoco o error respecto al origen, materia prima, naturaleza, composición o demás características del producto.


Prohíbese el uso en etiquetas, envases y embalajes, de indicaciones geográficas, denominaciones de origen, expresiones tradicionales, menciones complementarias de calidad o denominaciones extranjeras protegidas, que hayan sido reconocidas como tales en virtud de tratados internacionales ratificados por Chile, las cuales sólo podrán ser utilizadas en las condiciones establecidas en dichos tratados.”.


5) Suprímese en el artículo 40, la expresión “, mediante análisis,” que sigue a la palabra “verificado”.


6) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 45:


a) Reemplázase en su encabezado, el guarismo “15” por “1”.


b) Agrégase el siguiente numeral 7), nuevo:


“7) A los que transgredieren las normas de rotulación contenidas en los artículos 35 y 36, inciso final, y a quienes expendieren productos con una graduación alcohólica inferior o superior a la autorizada por la ley o el reglamento.”.


7) Sustitúyese en el encabezado del artículo 46, el guarismo “7” por “1”.


8) Suprímese el numero 8) del artículo 47.


9) Incorpórase, a continuación del artículo 6° transitorio, la siguiente disposición transitoria nueva:


“Artículo 7°.- La prohibición que establece el inciso final del artículo 35 de la presente ley entrará en vigencia, para los productos que utilicen las menciones señaladas en los listados del Apéndice 6 del Anexo V del Acuerdo sobre el Comercio de Vinos, y en el Apéndice 2 del Anexo VI del Acuerdo sobre el Comercio de Bebidas Espirituosas y Bebidas Aromatizadas, ambos del Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea, y que se destinen al mercado interno, el día 1 de febrero de 2015. Respecto de los productos que se destinen a la exportación y que utilicen las menciones señaladas en los Apéndices indicados, dicha prohibición entrará en vigencia en la forma establecida en dichos acuerdos y sus modificaciones posteriores.”.”.


Se designó diputado informante al señor Ignacio Urrutia Bonilla.


Sala de la Comisión, a 15 de abril de 2008.


Acordado en sesiones de fecha 1, 8 y 15 de abril de 2008, con la asistencia de los diputados señores Ramón Farías Ponce y Rosauro Martínez Labbé (Presidentes), José Ramón 
Barros Montero, Marco Enríquez-Ominami Gumucio, Pablo Galilea Carrillo, Javier Hernández Hernández, Marco Antonio Núñez Lozano, José Pérez Arriagada, Alejandra Sepúlveda 
Orbenes, Alejandro Sule Fernández, e Ignacio Urrutia Bonilla.


(Fdo.): MIGUEL CASTILLO JEREZ, Secretario de la Comisión”.

11. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que modifica la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, para adecuar sus disposiciones a compromisos internacionales adquiridos por chile y perfeccionar sus mecanismos de fiscalización. (boletín Nº 5013-11)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1.- Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.


2.- Disposiciones o indicaciones rechazadas


Ninguna.


3.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


Los numerales 1) y 5) del artículo único.


4.- Se designó diputado informante al señor Robles, don Alberto.

-o-

Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Oscar Concha, Subdirector del Servicio Agrícola y Ganadero (SAG); Mauricio Caussade, Fiscal del Ministerio de Agricultura; Pablo Wilson, Jefe del Departamento Jurídico del SAG; Roberto Rojas, Abogado de la División Jurídica del SAG, y la señora Paulina Rojas, Jefa Subrogante de la División Agrícola del SAG.


El propósito de la iniciativa consiste en modificar la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, para adecuar sus disposiciones a compromisos internacionales adquiridos por Chile y fortalecer la capacidad fiscalizadora del Servicio Agrícola y Ganadero.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 3 de abril de 2007, señala que en materia de infracciones y sanciones y con el objeto de proteger las denominaciones, indicaciones y menciones protegidas por los Acuerdos de Comercio de Vinos y de Bebidas Espirituosas y Aromáticas, se amplía la escala de multas disminuyendo el monto mínimo, para posibilitar una mayor flexibilidad según la gravedad de la infracción. Por otra parte, se aumentan las sanciones por las infracciones contra las normas sobre rotulado y etiquetado.


Concluye, expresando que la iniciativa no representa un mayor gasto fiscal.


En el debate de la Comisión intervino el señor Roberto Rojas quien hizo presente que el proyecto tiene dos objetivos fundamentales:


1.- Dar cumplimiento e implementar las obligaciones que el país ha contraído en virtud de los acuerdos comerciales suscritos por Chile, principalmente con la Unión Europea, en el sentido de respetar tanto las denominaciones y menciones de origen de los países de la Unión Europea como de Chile. En este sentido se prohíbe el uso de las denominaciones cognac, armagnac y grapa. 


2.- Fortalecer la capacidad fiscalizadora del Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), permitiendo que los análisis de muestras de licores importados se puedan llevar a cabo tanto en los laboratorios del Servicio como en laboratorios autorizados por éste para dicho efecto, incorporando la experticia de laboratorios externos; se aumenta la sanción por las infracciones de las normas sobre rotulado y etiquetado actualmente establecida como infracción leve que pasa a calificarse como grave; se reemplazan las normas relativas al etiquetado de los productos regulados por la ley en cuanto al uso de denominaciones complementarias extranjeras y protegidas que el país haya reconocido en acuerdos internacionales y se amplía la escala de multas, disminuyendo su monto mínimo, de manera de homogeneizar y flexibilizar su aplicación, estableciéndose un piso único de una unidad tributaria mensual. 


El Diputado señor Robles manifestó su desacuerdo con que el SAG delegue a laboratorios privados una función que le corresponde al Estado, que es pública, como analizar las muestras de los productos regulados por la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres. Consideró que para ello el SAG cuenta con laboratorios del más alto nivel, que le permiten llevar a cabo esta función bajo la responsabilidad que la ley le asigna.


Por su parte, el Diputado señor Montes preguntó, ¿cuál es la responsabilidad que tienen los laboratorios privados?, puesto que se trata de un tema en que está involucrada la fe pública.


El señor Rojas explicó que el contenido del proyecto, tal como lo establece el mensaje, es armonizar la legislación nacional con el Acuerdo suscrito con la Unión Europea y aumentar la capacidad fiscalizadora del SAG, permitiendo que los análisis de las muestras puedan ser hechos tanto en laboratorios del Servicio como en laboratorios autorizados por éste para dicho efecto. Esto no implica que el Servicio renuncie a su atribución legal de realizar análisis, afirmó.


Agregó que los laboratorios para que puedan realizar los análisis deben estar acreditados, para lo cual deben cumplir una serie de requisitos que el Servicio les exige. El costo para el SAG es cero puesto que, una vez acreditado el laboratorio la relación comercial es entre éste y el usuario que solicita el análisis. Lo que el proyecto pretende es que éste cuente con apoyo externo en el análisis de muestras, pero la decisión respecto de la validación de ese análisis realizado por un laboratorio privado sigue siendo del Servicio. En caso de errores o negligencias de los laboratorios, el Servicio puede revocar su acreditación y además hacer efectiva las garantías que se exigen a los laboratorios al momento de la acreditación.


Con el objeto de despejar algunas inquietudes planteadas en la Comisión, el señor Oscar Concha explicó que las modificaciones que el proyecto propone a la ley N° 18.455, en ningún caso significan renunciar a la facultad fiscalizadora del Servicio respecto de los productos que se importen para ser comercializados en el país, ni tampoco traspasar la facultad de fiscalización al sector privado. Lo que la iniciativa plantea es facilitar y agilizar por la vía de la acreditación de laboratorios de origen privado, la tramitación y el análisis de los productos regulados por la ley N° 18.455. Pero ello no implica que el Servicio no pueda, en sus laboratorios, llevar a cabo dichos análisis.


Agregó que el Servicio desarrolla un sistema de acreditación muy riguroso que en el caso de los laboratorios implica la postulación de éstos, donde se realiza un control de la infraestructura, de los materiales para llevar a cabo los análisis, de la capacidad e idoneidad del personal que realiza los exámenes. En caso de aprobación los laboratorios deben dejar una garantía en dinero por 200 UTM, quedando sometido al instructivo que el Servicio establece sobre la toma de muestras y análisis posterior de los resultados, los que son entregados al Servicio.


Adicionalmente durante el año el Servicio realiza una supervisión a los laboratorios consistente en una auditoría en la que el laboratorio debe acreditar el cumplimiento de las obligaciones impuestas al momento de la acreditación. En caso de incumplimiento se hacen efectivas las sanciones que pueden consistir en la suspensión de la acreditación por un plazo que puede ser de 10 a 150 días; multas en dinero de hasta 150 UTM y revocación de la acreditación.


Respecto de la modificación que el proyecto plantea al artículo 40 de la ley N° 18.455, de eliminar la frase “mediante análisis”, busca también armonizar la legislación nacional con la de la Unión Europea, ya que a partir de la firma del acuerdo de complementación económica los productos que Chile exporta a los países de la Unión Europea muchas veces sólo están sujetos a una revisión documental del análisis que se lleva a cabo en el país y que se acredita con el respectivo certificado emitido por el Servicio, por lo que es un tema de reciprocidad. Además, recalcó, ello no significa que el Servicio no pueda realizar análisis porque esa facultad se mantiene y se podrá ejercer cuando el Servicio así lo determine, por ejemplo en caso de dudas acerca de la idoneidad de los productos importados.


La Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento del artículo único aprobado por ella. La Comisión de Hacienda acordó pronunciarse respecto de los numerales 1), 5), 6), 7) y 8) por tratarse de materias propias de su competencia, conforme lo dispuesto en el número 2° del artículo 220 del Reglamento de la Corporación.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


En el artículo único del proyecto, se modifica la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, en el siguiente sentido:


Por el numeral1), se sustituye la primera oración del inciso primero del artículo 10, por la siguiente:


“Las muestras a que se refiere el artículo anterior, serán analizadas en laboratorios del Servicio o en laboratorios autorizados por éste, los cuales conservarán los ejemplares que sean necesarios para el evento de que fuere menester efectuar nuevos análisis.”.


Puesto en votación el numeral 1), se aprobó por 4 votos a favor y 1 voto en contra.


Por el numeral 5), se suprime en el artículo 40, la expresión “, mediante análisis,” que sigue a la palabra “verificado”.


Puesto en votación este numeral fue aprobado por 4 votos a favor y 1 voto en contra.


Por el numeral 6), se introducen las siguientes modificaciones al artículo 45:


En la letra a), se reemplaza en su encabezado, el guarismo “15” por “1”.


En la letra b), se agrega el siguiente numeral 7):


“7) A los que transgredieren las normas de rotulación contenidas en los artículos 35 y 36, inciso final, y a quienes expendieren productos con una graduación alcohólica inferior o superior a la autorizada por la ley o el reglamento.”.


Por el numeral 7), se sustituye en el encabezado del artículo 46, el guarismo “7” por “1”.


Por el numeral 8), se suprime el numero 8) del artículo 47.


Puestos en votación los numerales 6), 7) y 8), se aprobaron por la unanimidad de los diputados presentes.


Tratado y acordado en sesiones de fechas 1 y 7 de octubre de 2008, con la asistencia de los Diputados señores Tuma, don Eugenio (Presidente); Delmastro, don Roberto; Dittborn, don Julio; Errázuriz, don Maximiano; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Robles, don Alberto; Sunico, don Raúl, según consta en las actas respectivas.


Sala de la Comisión, a 9 de octubre de 2008.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.
12. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del protocolo bilateral al “Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica” y sus anexos, suscrito entre Chile y Guatemala”, en santiago, el 7 de diciembre de 2007. (boletín Nº 6019-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar, en primer trámite constitucional y sin urgencia, acerca del proyecto de acuerdo aprobatorio del Protocolo enunciado en el epígrafe, cuya finalidad principal es aprobar el Protocolo bilateral suscrito por nuestro país con Guatemala, mediante el cual los Gobiernos de ambos países adicionan el tratado de libre comercio (TLC) entre Chile y Centroamérica, con el objeto de hacer efectiva la ejecución del referido TLC de manera acorde con la relación de intercambio bilateral chileno-guatemalteco, del mismo modo como Chile la ha establecido con Costa Rica, El Salvador y Honduras, sin afectar por ello la aplicación del acuerdo marco común: convenido en el referido TLC. 


De este modo se da cumplimiento al artículo 21.03 del TLC, que se prevé su vigencia separada entre Chile y cada país de Centroamérica mientras no se apruebe el protocolo que recoja los requerimientos de la relación bilateral respectiva, principalmente, como lo señala el mensaje, en materias relacionadas con el acceso a mercados de bienes y de servicios. Sólo a partir del trigésimo día siguiente a la ratificación del Protocolo bilateral correspondiente, entrará en vigor el TLC entre Chile y el país centroamericano respectivo.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


Previamente a entrar al fondo del Protocolo, se hace constar, para los efectos reglamentarios, lo siguiente:


1º) Que sus normas no inciden en materias que requieran un quórum especial para su aprobación; sin embargo, ellas deben ser conocidas por la H. Comisión de Hacienda, al tenor de lo dispuesto por la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, por la incidencia que la aplicación de sus normas tendrá en la economía del pais.


2°) Que la Comisión aprobó el proyecto de acuerdo con el voto unánime de los Diputados presentes: señores Accorsi Opazo, don Enrique; Alvarez-Salamanca, don Pedro Pablo; Díaz Díaz, don Marcelo; Fuentealba Vildósola, don Renán (Presidente de la Comisión), León 
Ramírez, don Roberto, y Moreira Barros, don Iván.


3°) Que Diputado informante se designó al señor Diputado

Moreira Barros, don Iván.

II. ANTECEDENTES GENERALES.


1.- El Tratado de Libre Comercio (TLC) celebrado con Centroamérica, del mismo modo que todos los tratados de su tipo, persigue crear una zona de libre comercio entre Chile y los países centroamericanos. En su oportunidad, el Gobierno de la época sostuvo que este TLC constituye, también, una importante herramienta para aumentar y reforzar la expansión del intercambio comercial, incorporando disciplinas comerciales acordes a nuestra relación comercial, y contribuye a la promoción y protección de las inversiones extranjeras y de los servicios transfronterizos, incluidos los servicios de transporte aéreo. Por otra parte, permite adoptar medidas que prohíban prácticas monopólicas, con lo cual propicia un ambiente de sana competencia en el mercado interno, e instaura un sistema general de solución de 
disputas eficiente y expedito.


En cuanto a las razones técnicas que justifican la celebración de un TLC único entre Chile y los países de Centroamérica, se indicó que los países signatarios han estimado conveniente, entre otros efectos, establecer reglas de origen comunes; permitir la acumulación de controversias surgidas entre distintos países y simplificar la administración del Acuerdo, sin perjuicio de respetar las diferencias propias de cada relación bilateral. Por ello, acordaron establecer mediante el TLC un marco normativo común aplicable a los seis países y, posteriormente, complementado con protocolos bilaterales que sólo se aplicarían entre Chile y el país centroamericano respectivo.


2.- El TLC con Centroamérica (Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua) fue suscrito en 1999; publicado en el Diario Oficial del 14 de febrero de 2002, y hasta la fecha se han celebrado los Protocolos bilaterales correspondientes con Costa Rica, El Salvador y Honduras: Este último, aprobado por el Congreso Nacional chileno; pero aún no así por el Parlamento hondureño.


Ahora, mediante el proyecto en trámite se agrega el Protocolo bilateral suscrito con Guatemala.


3.- Entre las razones que justifican la celebración de este Protocolo, la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores (Direcon), en documento que se encuentra a disposición de los señores Diputados en la Secretaría de la Comisión, señala que se espera que este instrumento se transforme en una herramienta que aumente y diversifique el intercambio comercial de bienes y servicios, a un mercado que en el año 2007 se exportaron 250 millones de dólares, con un intercambio comercial de casi 300 millones de dólares. Destaca, además, que Guatemala es en la actualidad el mayor mercado para Chile en Centroamérica, al cual se exporta una gama diversificada de manufacturas. En consecuencia, es un mercado de gran atractivo para las pequeñas y medianas empresas nacionales, sobre todo a la pequeña industria manufacturera.


4.- Como antecedente arancelario, según el mensaje, es fundamental tener en consideración que mediante este Protocolo se realiza un acuerdo de cobertura amplia, en el cual prácticamente todos los productos tendrán acceso libre de aranceles a los mercados de las Partes, dentro de un plazo máximo de 20 años en Guatemala y 15 años en Chile. Los productos excluidos en ambos países son recíprocos. Hay productos tales como los en banda de precio en Chile: carnes rojas y de ave, arroz, productos de confitería y chocolatería, entre otros. Además, se estableció la consolidación arancelaria para ambas partes así como la posibilidad de acelerar la eliminación en el futuro.


Considerando las exportaciones efectivas a Guatemala, según cifras del año 2007, el 80% de las exportaciones chilenas tendrá acceso libre de aranceles a ese mercado, desde la entrada en vigencia del Acuerdo. Es un acuerdo ampliamente favorable para Chile en el comercio bilateral con Guatemala. Entre los productos que obtuvieron un acceso inmediato libre de aranceles están las frutas frescas (uvas, manzanas, cerezas), conservas de crustáceos y molusco, vinos, medicamentos para uso humano, guantes para cirugía, entre otros.


5.- El informe financiero del Ministerio de Hacienda señala que la desgravación arancelaria progresiva de las mercancías importadas desde Guatemala, con de un 67% de los productos (equivalentes a un 18% de las importaciones efectivas de 2007) ingresarán libres de aranceles a Chile, desde la vigencia del Protocolo. En una segunda etapa, un 13% de los productos quedarán en desgravación a 5 años; en una tercera etapa, el 10% a 10 años, y, finalmente, el 3% a 15 años, manteniéndose un 7% sin excepciones.


Agrega que el impacto en las finanzas públicas derivado del proceso de desgravación de las importaciones desde Guatemala se expresa en menor recaudación de aranceles y del IVA correspondiente, a contar de su aplicación. Este menor ingreso, calculado sobre la base del comercio efectivo de 2007, alcanza a US$ 938 miles para el primer año de vigencia. En régimen, este costo se eleva a US$ 2.083 miles.

III. ESTRUCTURA DEL PROTOCOLO EN TRÁMITE.


Este instrumento consta de 7 artículos, que conforme lo previsto en el TLC marco, regulan las materias siguientes:


1º) Programa de desgravación arancelaria (anexo 3.04 (2).


El mensaje señala que la aplicación del programa de desgravación es gradual. 


En cuanto a la desgravación arancelaria que Chile otorgó a Guatemala, un 67% de los productos tendrá acceso inmediato libre de aranceles desde la entrada en vigencia del Protocolo; quedando en desgravación a 5 años un 13%, en desgravación a 10 años el 10% de los productos, en desgravación a 15 años el 3% y en excepciones un 7%. En término de las importaciones del 2007, a Chile desde Guatemala, un 18% de ellas podrá ingresar libre de aranceles desde la entrada en vigencia del acuerdo.


A su vez, como resultado de las negociaciones, Guatemala concedió a Chile la desgravación del 52% de sus productos en categoría inmediata, lo que significa que éstos podrán ingresar libres de aranceles desde el primer día de vigencia del Acuerdo. En desgravación a 5 años quedaron un 15% de los productos. En categorías más largas (10 a 20 años), Guatemala otorgó a Chile el 26% de los ítems arancelarios, y en excepciones un 7%.


2º) El tratamiento de los subsidios a la exportación sobre mercancías agropecuarias (anexo 3.09).


El mensaje señala que las Partes comparten en este ámbito el objetivo de lograr la eliminación multilateral de los subsidios a la exportación sobre mercancías agropecuarias. Así, cooperarán en el esfuerzo para lograr un acuerdo en el marco de la OMC.


También se fija una fecha a partir de la cual las Partes no podrán mantener, establecer o restablecer subsidios a la exportación sobre mercancías agropecuarias en este comercio recíproco, lo que consiste en la entrada en vigencia del Protocolo.


3°) Restricciones a la importación y a la exportación (artículo 3°).


Estas operaciones de comercio exterior no estarán sujetas a controles impuestos sobre la exportación de madera en troza y de café y la importación de armas.


4º) Las reglas de origen específicas especiales aplicables entre Chile y Guatemala (anexo 4.03).


Se regulan en este ámbito aspectos tales como el tratamiento a dar a los animales vivos y productos del reino animal; productos del reino vegetal; grasas y aceites animales o vegetales; productos de las industrias alimentarias; productos de las industrias químicas o de las industrias conexas, entre otras, y


5º) Comercio transfronterizo de servicios (artículo 5°).


Al respecto se regulan disciplinas que otorgan un marco regulatorio común para los países signatarios del TLC con Centroamérica, conforme a los principios de trato nacional, nación más favorecida y no exigencia de presencia local a los proveedores de la otra Parte para prestar un servicio, ampliando los compromisos establecidos en las negociaciones multilaterales de la Ronda Uruguay, al incluir casi la totalidad de los sectores de servicios en el Acuerdo.

IV. DECISIONES DE LA COMISIÓN.


A) Aprobación del proyecto de acuerdo.


La Comisión recibió al señor Andrés Rebolledo, Director de Asuntos Económicos Bilaterales de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, quien señaló que la negociación con Guatemala estuvo marcada por el principal producto de exportación de dicho país: el azúcar, respecto del cual nuestro país tiene restricciones a través del sistema de banda de precios; negociación que, finalmente, permitió abrir espacios de flexibilidad que permitieron a Chile finiquitar este Protocolo.


Aseveró, además, que Guatemala es el principal mercado para Chile en Centroamérica y que el año 2007 se exportaron 250 millones de dólares en diversos bienes a ese país y se importaron de él una suma, aproximada, a los 50 millones de dólares. Precisó que Chile vende, fundamentalmente, derivados de hidrocarburos, que en un porcentaje de 60% se trata de gasolina. No obstante, destaca que existe una notable variedad de otros productos, participando, aproximadamente, 250 PYMES en este comercio hacia Guatemala, y algunas inversiones chilenas incipientes en dicho país.


Advirtió que el 85% de los productos que Chile exporta a Guatemala quedan desgravados desde la entrada en vigencia de este Protocolo o bien en un plazo de 5 años. Señala que la mayoría de dichos productos recibe un arancel que oscila entre un 10 a 20%.


Precisó que Chile desgravó el componente ad valorem del azúcar, con un proceso de desgravación que culminará el año 2012, con una cuota de exportación de azúcar concedida por Chile. En materia de servicios, sostuvo que ya existen algunos profesionales chilenos que prestan servicios en ese país, especialmente en el ámbito de la ingeniería y de la construcción.


Sostuvo que este protocolo se suma a la ya extensa red de acuerdos comerciales que Chile tiene con América Latina.


Cerrado el debate, la Comisión decidió por la unanimidad de los Diputados presentes indicada en el punto 2 de las constancias reglamentarias, recomendar a la H. Cámara la aprobación del protocolo bilateral en informe, para lo cual sugiere adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo, con modificaciones formales de menor entidad, que no se estima necesario detallar, las cuales son recogidas en el texto que la Comisión propone a continuación.


B) Texto del artículo único del proyecto de acuerdo que la Comisión propone. 


El artículo único del proyecto de acuerdo que la Comisión somete a la consideración de la H. Cámara es del tenor siguiente:


“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile”, y sus anexos, suscrito entre los Gobiernos de las Repúblicas de 
Chile y Guatemala, en Santiago, el 7 de diciembre de 2007.”.

-o-

Discutido y despachado en sesión del 19 de agosto de 2008, con asistencia de los HH. Diputados Fuentealba Vildósola, don Renán (Presidente de la Comisión); Accorsi Opazo, don Enrique; Alvarez- Salamanca Büchi, don Pedro Pablo; Díaz Díaz, don Marcelo; 
Errázuriz Eguiguren, don Maximiano; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; León Ramírez, don Roberto; y Masferrer Pellizzari, don Juan, y Moreira Barros, don Iván.


Sala de la Comisión, a 19 de agosto de 2008.


(Fdo.): Federico Vallejos de la Barra, Abogado Secretario de la Comisión”.

13. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de acuerdo aprobatorio del protocolo bilateral al “Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica” y sus anexos, suscrito entre Chile y Guatemala, en Santiago, el 7 de diciembre de 2007. (boletín Nº 6019-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda pasa a informar el proyecto de acuerdo aprobatorio del Protocolo mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por mensaje de S.E. la Presidenta de la República.


Asistieron a la Comisión durante el análisis del proyecto los señores Juan Araya, Asesor del Ministerio de Hacienda; Sebastián Herreros, Jefe del Departamento de América Latina de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores; y las señoras Liselott Kana, Jefa del Departamento Internacional del Servicio de Impuestos Internos, y Carolina Belmar, Asesora de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores.


El propósito de la iniciativa consiste en la aprobación del Protocolo bilateral al tratado de libre comercio (TLC) entre Chile y Centroamérica, suscrito entre el Gobierno de Chile y el de Guatemala.


El referido Protocolo tiene por objeto hacer efectiva la ejecución del TLC de modo acorde con la relación de intercambio bilateral chileno-guatemalteco, cumpliendo así con su artículo 21.03, que prevé una vigencia separada entre Chile y cada país de Centroamérica mientras no se apruebe el protocolo que recoja los requerimientos de la relación bilateral respectiva, principalmente en cuanto al acceso a mercados de bienes y de servicios.


En el mensaje se precisa que se trata de un acuerdo de cobertura amplia, en el cual prácticamente todos los productos tendrán acceso libre de aranceles a los mercados de las Partes, dentro de un plazo máximo de 20 años en Guatemala y 15 años en Chile. Los productos excluidos en ambos países son recíprocos. Hay productos tales como los en banda de precio en Chile, carnes rojas y de ave, arroz, productos de confitería y chocolatería, entre otros productos. Además, se estableció la consolidación arancelaria para ambas partes, así como la posibilidad de acelerar la eliminación en el futuro. 


Considerando las exportaciones efectivas a Guatemala, según cifras del año 2007, el 80% de las exportaciones chilenas tendrá acceso libre de aranceles a ese mercado, desde la entrada en vigencia del Acuerdo. Es un acuerdo ampliamente favorable para Chile en el comercio bilateral con Guatemala. Entre los productos que obtuvieron un acceso inmediato libre de aranceles tenemos los siguientes: frutas frescas (uvas, manzanas, cerezas), conservas de crustáceos y moluscos, vinos, medicamentos para uso humano, guantes para cirugía.


El Protocolo consta de 7 artículos que regulan materias tales como: desgravación arancelaria, subsidios a la exportación sobre mercancías agropecuarias, restricciones a la importación y a la exportación, reglas de origen específicas aplicables, y comercio transfronterizo de servicios.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 11 de julio de 2008, señala que con la desgravación arancelaria progresiva de las mercancías importadas desde Guatemala, el 67% de los productos (equivalentes al 18% de las importaciones efectivas de 2007) ingresarán libre de aranceles a Chile, desde la entrada en vigencia del Protocolo. En una segunda etapa, el 13% de los productos quedarán en desgravación a 5 años; en una tercera etapa, el 10% a 10 años, y, finalmente, el 3% a 15 años, manteniéndose el 7% en excepciones. 


Se agrega que el impacto en las finanzas públicas derivado del proceso de desgravación de las importaciones desde Guatemala se expresa en menor recaudación de aranceles y del IVA correspondiente, a contar de su aplicación. 


En consideración a lo antes dicho y sobre la base del comercio efectivo de 2007, el impacto financiero para el Fisco de este proyecto es de US$ 938 miles para el primer año de vigencia. En régimen, el costo aumenta a US$ 2.083 miles.


En el debate de la Comisión el señor Juan Araya recordó que en 1999 se firmó un Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, con carácter de tratado marco, que incluyó a los Gobiernos de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua. Señaló que se pactó entonces que la desgravación arancelaria debía negociarse bilateralmente, lo cual dio origen al Protocolo en cuestión. 


Puntualizó que el 7% en excepciones corresponde a productos más sensibles para Chile, como el caso del azúcar.


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento del acuerdo aprobatorio del Protocolo por la incidencia que su aplicación pueda tener en la economía del país, al tenor de los dispuesto en la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Teniendo presente los antecedentes de la iniciativa y las consideraciones expuestas en la Comisión, fueron revisados los artículos pertinentes y sometido a votación el artículo único del proyecto de acuerdo propuesto por la Comisión Técnica, siendo aprobado por 6 votos a favor y una abstención.


Tratado y acordado en sesión de fecha 7 de octubre de 2008, con la asistencia de los diputados señores Tuma, don Eugenio (Presidente); Delmastro, don Roberto; Dittborn, don Julio; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel, y Robles, don Alberto.


Se designó diputado informante al señor Dittborn, don Julio.


Sala de la Comisión, a 8 de octubre de 2008.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.
14. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto aprobatorio del acuerdo entre la Republica de Chile y la Confederación Suiza para eliminar la doble imposición con respecto a las empresas que operan aviones en tráfico internacional, suscrito en Berna, Suiza, el 1 de junio de 2007. (boletín N° 5986-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar, en primer trámite constitucional y sin urgencia, acerca del proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo enunciado en el epígrafe, cuya finalidad objeto es suprimir la doble tributación respecto a las empresas, de ambos Estados, que operan vuelos internacionales entre Chile y Suiza.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


Previamente a entrar al fondo del Acuerdo en trámite, se hace constar, para los efectos reglamentarios, lo siguiente:


1º) Que el referido instrumento no contiene normas que requieran quórum especial para su aprobación; pero sí de aquellas que deben ser conocidas por la H. Comisión de Hacienda, como ocurre con sus artículos 3, y 4, referidos a “ rentas del transporte aéreo” e “imposición del patrimonio”, respectivamente, que evitan la doble tributación de tales rentas e inciden, por ello, en las materias contempladas en el artículo 17, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional


2°) Que la Comisión aprobó el proyecto de acuerdo con el voto unánime de los Diputados presentes: señores Fuentealba Vildósola, don Renán (Presidente de la Comisión); Díaz Díaz, don Marcelo; Errázuriz Eguiguren, don Maximiano; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; León Ramírez, don Roberto; Masferrer Pellizzari, don Juan; Moreira Barros, don Iván, y Palma Flores, don Osvaldo.


3°) Que Diputado informante se designó al señor Diputado Tarud Daccarett, don Jorge.

II. ANTECEDENTES GENERALES.


1°) El instrumento en trámite es similar a otros suscritos con Alemania, Colombia, Estados Unidos de América, Francia y Panamá, entre otros, que eliminan la doble imposición en el transporte internacional por medio del método de la exención recíproca, por la cual cada Estado Contratante exime de impuesto a las empresas del otro Estado Contratante que operan en su territorio, tributando sólo en el Estado Contratante donde tienen sus domicilio o residencia.


En todos los acuerdos de esta naturaleza se establece que los beneficios procedentes de la explotación de aeronaves en tráfico internacional solo pueden ser gravados en el Estado Contratante o donde reside la persona que explota dichas aeronaves.


2°) El informe financiero del Ministerio de Hacienda, señala que, de acuerdo con la información proporcionada por el Servicio de Impuestos Internos, en la actualidad existe un reducido número de contribuyentes que participan en el mercado de transporte aéreo en la ruta Chile-Suiza y Suiza-Chile, y no existen razones para pensar que esta situación vaya a variar en los próximos años, motivo por el cual, al operar este acuerdo que evita la doble imposición, en forma recíproca, no tendría costo fiscal para Chile.

III. RESEÑA DEL ACUERDO INTERNACIONAL EN TRÁMITE.


Este instrumento, consta de un preámbulo, en el cual las Partes manifiestan sus intenciones de facilitar la recíproca navegación aérea y, en su parte dispositiva, de siete artículos, que regulan las condiciones y procedimientos aplicables para lograr ese objetivo.


Se establecen las definiciones usuales en esta clase de instrumentos, tales como qué debe entenderse por Chile, Suiza, persona o empresa de un Estado Contratante. (Art. 1)


Se contempla una definición general de lo que se entiende por residente y se establecen diferentes formas de solución en caso que una persona natural sea residente de ambos Estados Contratantes. (Art. 2)


Se regulan las rentas del transporte aéreo indicando para estos efectos los elementos que se entienden incluidos en la explotación de aeronaves y se expresa que los beneficios de una empresa de un Estado Contratante provenientes de la explotación de aeronaves en tráfico internacional, sólo pueden someterse a tributación en ese Estado, evitando así la doble tributación (Art. 3)


Prescribe que el patrimonio constituido por aeronaves explotadas en tráfico internacional, y por bienes muebles afectos a la explotación de esas aeronaves, sólo puede someterse a imposición en el Estado Contratante en el cual la empresa es residente. (Art. 4)


Se establece, para efecto de la solución de controversias, un procedimiento de acuerdo mutuo para resolver las dificultades o dudas que plantee la interpretación o aplicación del Acuerdo. (Art. 5)


Los artículos 6 y 7 contienen las usuales normas sobre entrada en vigor y sobre denuncia del Acuerdo.

IV. DECISIONES DE LA COMISIÓN.


1°) Personas recibidas por la Comisión.


En el estudio de este proyecto de acuerdo la Comisión recibió a las siguientes personas:


a) El señor Troncoso, don Claudio (Director de Asuntos Jurídicos de la Cancillería) explicó que este tipo de acuerdos han sido suscritos por nuestro país en numerosas oportunidades y que tienen como propósito incentivar las actividades, en este caso aéreas, entre los países, estableciendo que la respectiva empresa aérea sólo tributará en el país de su residencia o domicilio. 


b) El señor Sáez, don Raúl (Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda) manifestó que si bien este instrumento sólo beneficia en la práctica a Swissair Airlines, hay que considerar que Zurich es un importante punto de contacto para llegar a Europa y de distribución de vuelos hacia distintos puntos. Aseveró que facilitará la tributación de las empresas aéreas, dado que sólo se efectuará en el país sede de la casa matriz de la línea aérea y que, en la práctica, es muy difícil fiscalizar el pago de los impuestos cuando hay doble tributación, como también es complejo para la empresa proceder a calcular lo que corresponde pagar en cada país.


c) La señora Kana, doña Liselotte (Encargada de Asuntos Internacionales del Servicio de Impuestos Internos) concordó con el señor Sáez y precisó que esta negociación formaba parte de una más general, sobre la materia, con Suiza, pero dada la posibilidad de avanzar más rápido sobre este punto concreto es que se suscribió este Protocolo. Agrega que ya existen otros países beneficiados por este tipo de instrumentos, como Francia, por ejemplo.


2°) Aprobación del proyecto de acuerdo.


Vistos los antecedentes expuestos, más los que podrá agregar el señor Diputado Informante, la Comisión decidió, por la unanimidad ya informada en el punto 2) de las constancias reglamentarias, recomendar la aprobación del artículo único del proyecto de acuerdo, con modificaciones formales de menor entidad que son salvadas en el texto sustitutivo que propone la Comisión a continuación:


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el de la Confederación Suiza para Eliminar la Doble Imposición con Respecto a las Empresas que Operan Aviones en Tráfico Internacional”, suscrito en Berna, Suiza, el 1 de junio de 2007.”.

-o-

Discutido y despachado en las sesiones del 5 de agosto y del 16 de septiembre de 2008, con asistencia de los señores Diputados Fuentealba Vildósola, don Renán (Presidente de la Comisión); Accorsi Opazo, don Enrique; Álvarez-Salamanca Büchi, don Pedro Pablo; Allende Bussi, doña Isabel; Díaz Díaz, don Marcelo; Errázuriz Eguiguren, don Maximiano; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; León Ramírez, don Roberto; Masferrer Pellizzari, don Juan; Moreira Barros, don Iván, y Palma Flores, don Osvaldo.


Sala de la Comisión, a 23 de septiembre de 2008.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.
15. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto aprobatorio del acuerdo entre la República de Chile y la Confederación Suiza para eliminar la doble imposición con respecto a las empresas que operan aviones en tráfico internacional, suscrito en Berna, Suiza, el 1 de junio de 2007. (boletín Nº 5986-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda pasa a informar el proyecto de Acuerdo mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por mensaje de S.E. la Presidenta de la República.


Asistieron a la Comisión durante el análisis del proyecto los señores Juan Araya, Asesor del Ministerio de Hacienda; Sebastián Herreros, Jefe del Departamento de América Latina de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores; y las señoras Liselott Kana, Jefa del Departamento Internacional del Servicio de Impuestos Internos, y Carolina Belmar, Asesora de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores.


El propósito de la iniciativa consiste en la aprobación del Acuerdo suscrito entre el Gobierno de la República de Chile y el de la Confederación Suiza para eliminar la doble imposición en el transporte internacional por medio del método de la exención recíproca, por el cual cada Estado Contratante exime de impuesto a las empresas del otro Estado Contratante que operan en su territorio, tributando sólo en aquél donde tienen su domicilio o residencia.


El Convenio consta de un Preámbulo y siete artículos.


El articulado se refiere a las definiciones propias de este tipo de instrumentos, las rentas de transporte aéreo, el patrimonio afecto a impuesto, la resolución de controversias y las cláusulas relativas a la entrada en vigor y denuncia del Acuerdo.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 11 de agosto de 2008, señala que, de acuerdo con lo informado por el Servicio de Impuestos Internos, en la actualidad existe un reducido número de contribuyentes que participan en el mercado de transporte aéreo en la ruta entre ambos países, y no existen motivos para que esta situación varíe en los próximos años.


En consideración a lo anterior y que por una parte se pierde la eventual tributación de las empresas helvéticas pero por la otra, se garantiza la tributación única en nuestro país de las empresas nacionales con tráfico hacia Suiza, no tendría el Convenio impacto financiero para el Fisco.


En el debate de la Comisión el señor Juan Araya señaló que se pretende con el Convenio eliminar recíprocamente el pago de tributos derivados del tráfico aéreo en el país de destino. Resalta que lo normal es que se recauden utilidades mayores en el país de origen, por lo que el proyecto puede ser muy beneficioso económicamente para Chile.


Dando respuesta a consultas de los señores diputados, la señora Liselott Kana explicó que con la legislación vigente se grava con el Impuesto de Primera Categoría o Adicional las utilidades de las empresas aéreas que operan en el país, lo que se pretende evitar con el Convenio, para que las empresas aéreas sólo tributen donde tengan su domicilio o residencia.


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento del referido Acuerdo por la incidencia que la aplicación de sus artículos 3º y 4º puedan tener en la economía del país, al tenor de los dispuesto por el artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Teniendo presente los antecedentes de la iniciativa y las consideraciones expuestas en la Comisión, fueron revisados los artículos pertinentes y sometido a votación el artículo único del Proyecto de Acuerdo propuesto por la Comisión Técnica, siendo aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.


Tratado y acordado en sesión de fecha 7 de octubre de 2008, con la asistencia de los 
Diputados señores Tuma, don Eugenio (Presidente); Delmastro, don Roberto; Dittborn, don Julio; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel, y Robles, don Alberto.


Se designó diputado informante al señor Delmastro, don Roberto.


Sala de la Comisión, a 8 de octubre de 2008.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.
16. Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, recaído en el proyecto de ley que modifica la regulación de la cuota mortuoria del seguro escolar y de la asignación por muerte de beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos. (boletín N° 6123-13-1)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social pasa a informaros, en primer trámite reglamentario, sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. la Presidenta de la República, que modifica la regulación de la cuota mortuoria del seguro escolar y de la asignación por muerte de beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos.


Cabe hacer presente que esta iniciativa fue calificada con urgencia “suma”.


A la sesión que vuestra Comisión destinó al estudio de la referida iniciativa legal asistieron el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara, y el señor Director de Presupuestos, don Alberto Arenas de Mesa.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


El primer aspecto que aborda la presente iniciativa legal apunta a elevar el monto de la cuota mortuoria a que tiene derecho quien se haga cargo de los funerales de un estudiante que fallece durante sus estudios o bien durante su práctica profesional, conforme a lo dispuesto en el DS. 313 de 1972. 

Dicho beneficio considera un monto actualmente insuficiente para cubrir los gastos de sepultura de una persona, ya que asciende solamente a dos sueldos vitales, y éstos por aplicación de lo dispuesto en la ley N° 18.018.- y en el decreto supremo N° 51, de 1982, del Ministerio de Justicia, equivalen hoy a $ 45.691.-.


La norma propuesta, eleva este monto a la suma de tres Ingresos mínimos para fines no remuneracionales, lo que equivale aproximadamente a $ 307.674.-


Por otra parte, la presente iniciativa legal tiene también su origen en la necesidad de efectuar la corrección de una distorsión producida a raíz de la aprobación de la ley N° 20.255, sobre nuevo régimen de pensiones.


En efecto, dicha norma legal, entre otras materias, consideraba la incorporación automática al pilar solidario de aquellas personas titulares de Pensiones Asistenciales (Pasis), fueran éstas de vejez o de invalidez, a través de su transformación en pensiones Básicas de Vejez o bien de invalidez.


Ahora bien, dichos beneficiarios que fueren carentes de recursos -que actualmente se definen por contar con un puntaje inferior a 8.500 puntos en la ficha de protección social-, en forma adicional han tenido históricamente derecho a percibir una asignación por muerte o cuota mortuoria destinada a cubrir los gastos de sepultación del titular, derecho que no fue objeto de controversia con respecto a su continuidad en la tramitación parlamentaria de la reforma previsional, es decir, la reforma consideraba la mantención de dicho beneficio para todo el universo señalado. De esta forma, dichos beneficiarios continuarían gozando de este derecho contemplado en el decreto con fuerza de ley N° 90, de 1979.


Sin embargo, a raíz de una omisión inadvertida, la reforma previsional circunscribió solamente a las Pensiones Básicas Solidarias de Vejez el derecho a acceder a la cuota mortuoria, dejando involuntariamente fuera de este beneficio a las Pensiones Básicas Solidarias de Invalidez cuyos titulares fueren carentes de recursos.


De esta forma, el proyecto se orienta a corregir esta distorsión legal, incorporando la cuota mortuoria para todas aquellas Pensiones Básicas Solidarias, sean éstas por vejez o invalidez y cuyos titulares sean carentes de recursos. Este beneficio, se otorga en forma retroactiva para compensar los gastos mortuorios de todos aquellos pensionados fallecidos a contar del 1 de julio del presente año.

II. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


En conformidad con el N° 1 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 69 y 73 de la Constitución Política de la República, como, asimismo, de los artículos 24 y 32 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que la idea matriz o fundamental del proyecto es actualizar el monto de la cuota mortuoria del seguro escolar; otorgar la asignación por muerte a los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos, y hacer extensivo dicho beneficio a los fallecidos a partir del 1° de julio de 2008.


Tal idea matriz se encuentra desarrollada en el proyecto rechazado por vuestra Comisión en tres artículos permanentes y uno transitorio.

III. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS ORGANICAS CONSTITUCIONALES O DE QUORUM CALIFICADO.


En relación con esta materia, a juicio de vuestra Comisión, los artículos 1° y 2° permanentes, y el artículo transitorio, del proyecto de ley en informe requieren para su aprobación de quórum calificado por tratarse de normas que regulan el ejercicio del derecho a la seguridad social, conforme lo dispuesto el artículo 19 N° 17 de la Carta Fundamental. 

IV. DOCUMENTOS SOLICITADOS Y PERSONAS RECIBIDAS POR LA COMISIÓN.


Vuestra Comisión recibió al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara, y al señor Director de Presupuestos, don Alberto Arenas de Mesa.

V. ARTÍCULOS DEL PROYECTO DESPACHADO POR LA COMISIÓN QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


A juicio de vuestra Comisión la totalidad del articulado del proyecto en informe debe ser objeto de estudio por la Comisión de Hacienda de esta Corporación, por cuanto incide en materias presupuestarias o financieras del Estado.

VI. DISCUSIÓN GENERAL.


El proyecto en informe fue rechazado, en general, en la sesión de 7 de octubre del año en curso, con el voto a favor de los Diputados señores Dittborn; Melero, y Recondo y la abstención de las diputadas señoras Goic, doña Carolina, y Pascal, doña Denise, y de los Diputados señores Alinco; Jiménez, y Monckeberg, don Nicolás. 


Durante su discusión general, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don 
Osvaldo Andrade, y el Director de Presupuestos, don Alberto Arenas, manifestaron que en cuanto a la cobertura del beneficio de ‘asignación por muerte’, el principio que inspiraba la ley N° 20.255 era que las personas beneficiarias de Pensión Básica Solidaria (PBS) carentes de recursos fuesen objeto del beneficio de ‘asignación por muerte’, replicando el esquema que existía hasta el mes de junio de 2008 en el sistema de pensiones asistenciales (Pasis) en el cual estaba presente dicho beneficio.


Manifestaron que este principio, de mantener los beneficios que contemplaba el ‘Sistema Pasis’, se recoge en términos generales en el artículo 2° transitorio de la Ley N° 20.255, donde se señala que las personas que a la fecha de entrada en vigencia del Sistema de pensiones Solidarias (SPS) hayan sido beneficiarias de Pasis otorgadas de conformidad al decreto ley N° 869, de 1975, tendrán derecho, a contar de dicha fecha y por el solo ministerio de la ley, a las pensiones básicas solidarias de vejez e invalidez, según corresponda, dejando de percibir a partir de esa data las referidas pensiones asistenciales. Esto es, la intención del legislador era que las PBS dieran continuidad a las Pasis y, por lo tanto, que no hubiese interrupción de la cobertura que estas últimas tenían en cuanto a la referida ‘asignación por muerte’. 


Sin embargo, expresaron, por una omisión de la Ley N° 20.255, específicamente de su artículo 34, cuando se establece el beneficio de ‘asignación por muerte’ para los beneficiarios de PBS, sólo se alude a los beneficiarios de ‘PBS de vejez’ carentes de recursos, y no a los de ‘PBS de invalidez’ carentes de recursos, con lo que se ha entendido que estos últimos no pueden generar ‘asignación por muerte, lo que escapa completamente de la intención del legislador. 


Tanto es así, que los recursos necesarios para financiar este beneficio ya se encontraban contemplados en el Presupuesto 2008 así como en el del año 2009. 


En otros términos, señalaron que lo que pretende el proyecto de ley, en lo que respecta a la asignación por muerte para beneficiarios de PBS de invalidez, es reparar un error, haciendo posible la percepción de un beneficio que siempre estuvo previsto otorgar, razón por la cual -además- se establece el efecto retroactivo de las disposiciones de esta ley sobre dicha materia. 


Finalmente, hicieron presente que en ningún caso este proyecto de ley tienen por objeto otorgar nuevos beneficios, ni aumentar la cobertura de los existentes, lo que se explica por el hecho de que sólo acceden a él, aquellos titulares de pensiones básicas solidarias de vejez e invalidez y que sean carentes de recursos, es decir que califique con menos de 8500 puntos en la encuesta de la Ficha de Protección Social. 


Por su parte, las señoras y señores Parlamentarios integrantes de esta instancia manifestaron su preocupación por la iniciativa en estudio, por cuanto, a su juicio, importa que parte de los beneficiarios de pensiones asistenciales de invalidez y de vejez, que pasaron a recibir la “pensión básica solidaria de invalidez”, no gozarán de la asignación por muerte, en consideración a que no califican entre aquellos que “carecen de recursos”. Dicha preocupación, señalaron, radica en el hecho de que si un pensionado califica para recibir beneficios del pilar solidario a través de una PBS, es decir una pensión cercana a $70.000.- con mayor razón debieran calificar para el beneficio de sepultación, el cual se entrega por una vez y no irroga un gasto fiscal relevante al sistema.


En la práctica, consideran que limita el acceso al citado beneficio a aquellos pensionados carentes de recursos en base al mérito de un instrumento, la ficha de protección social, que no se actualiza anualmente, si no que en períodos de dos años, y que a pesar de contar con información “en línea” un pensionado que ve variar sus condiciones socioeconómicas a la baja, puede, circunstancialmente, quedar fuera de él a pesar de que materialmente califica y tiene derecho a su pago.


Finalmente, manifestaron que no existen consideraciones financieras o presupuestarias que sostengan la decisión del Gobierno de dejar fuera a parte de los beneficiarios de la Pensión Básica Solidaria de Invalidez del derecho a la asignación de muerte.

VII. SÍNTESIS DE LAS OPINIONES DISIDENTES AL ACUERDO ADOPTADO EN LA VOTACIÓN EN GENERAL.


Los señores Diputados que manifestaron su interés en aprobar esta iniciativa de ley señalaron que ella no viene a hacer otra cosa que subsanar un error de la denominada reforma laboral, ley N° 20.255, en cuanto dejo fuera del beneficio de la asignación por muerte a los beneficiarios de la pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos, además de actualizar el monto de la cuota mortuoria del seguro escolar, y de la norma de aplicación retroactiva, al 1° de julio de 2008, de la asignación por muerte.


Basaron su posición en el hecho de que antes de la entrada en vigencia de la ley 
N° 20.255, los asignatarios de pensiones asistenciales de vejez e invalidez gozaban del beneficio de la asignación por muerte –prestación en dinero que tiene por objeto reembolsar gastos funerarios con motivo del fallecimiento de los causantes asignatarios de pensiones asistenciales-, pero que, debido a una omisión de dicho cuerpo de ley, sólo quedo vigente para quienes reciben la pensión básica solidaria de vejez, y que a pesar de compartir la opinión de los miembros de la Comisión que optaron por abstenerse, estiman que la iniciativa de ley debe aprobarse para entregar a la brevedad los beneficios que el proyecto contempla a sus destinatarios 

VIII. DISCUSIÓN PARTICULAR.


Como ya se señaló, vuestra Comisión, en su sesión ordinaria celebrada el 7 de octubre del año en curso, rechazó la idea de legislar, por lo que no se pronunció respecto de su articulado en particular.

IX. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS INADMISIBLES POR LA COMISIÓN.


No existen disposiciones en tal situación.

-o-

Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social os recomienda rechazar el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°. En el caso de fallecimiento de un estudiante por un accidente que sufra a causa o con ocasión de sus estudios o en la realización de su práctica profesional, que se encuentre protegido por el seguro a que se refiere el artículo 3° de la ley N° 16.744, la persona o Institución que compruebe haberse hecho cargo de los funerales de la víctima, recibirá como cuota mortuoria, con el fin de cubrir el valor de ellos, una suma equivalente a tres ingresos mínimos para fines no remuneracionales vigentes a la fecha del fallecimiento de la víctima.


Artículo 2°. Los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos, causarán asignación por muerte en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, resultándoles aplicables para su calificación como tales, y para el acceso y pago de dicha asignación, las mismas normas legales y reglamentarias aplicables a los beneficiarios de pensión básica solidaria de vejez carentes de recursos.

Artículo 3°. El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 

Disposiciones transitorias


Artículo transitorio.- Los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos, que hubiesen fallecido a partir del 1° de julio de 2008 y hasta el día precedente al de entrada en vigencia de la presente ley, causarán asignación por muerte, de conformidad a lo dispuesto en su artículo 2°. Para tal efecto, los correspondientes beneficiarios deberán presentar la respectiva solicitud ante el Instituto de Previsión Social.”.

-o-

Se designó diputado informante, a don Tucapel Jiménez Fuentes.


Sala de la Comisión, a 7 de octubre de 2008.


Acordado en sesión de 7 de octubre del presente año, con asistencia de las Diputadas señoras Goic, doña Carolina, y Pascal, doña Denise –en reemplazo del señor Aguiló-, y de los diputados señores Alinco; Bertolino; Dittborn; Jiménez; Melero; Monckeberg, don Nicolás; Recondo, y Salaberry.


(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado Secretario de la Comisión”.
17. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que modifica la regulación de la cuota mortuoria del seguro escolar y de la asignación por muerte de beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos. (boletín Nº 6123-13)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1.- Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por un mensaje de S.E. la Presidenta de la República, calificada de “suma urgencia” para su tramitación legislativa.


2.- Tramitación legislativa


El proyecto fue rechazado en general por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social.


3.- Disposiciones o indicaciones rechazadas


Ninguna.


4.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


Ninguna.


5.- Se designó diputado informante al señor Montes, don Carlos.

-o-

Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Osvaldo Andrade, Ministro del Trabajo y Previsión Social; Alberto Arenas, Director de Presupuestos; Fernando Dazzarola, Abogado de la Dirección de Presupuestos; Cristián Pumarino y Francisco del Río, Asesores del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y la señorita Paula Benavides, Economista de la Dirección de Presupuestos.


El propósito de la iniciativa consiste en actualizar el monto de la cuota mortuoria del seguro escolar, otorgar la asignación por muerte a los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos y hacer extensivo dicho beneficio a los fallecidos a partir del 1° de julio de 2008.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 30 de septiembre de 2008, señala que el mayor gasto total anual por la modificación del monto de la cuota mortuoria corresponde a $ 4.850 miles. Por su parte, la asignación por muerte para los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos irrogará un gasto total para el año 2008 de $ 762.882 miles, siendo el gasto adicional de $ 12.000 miles por el incremento de la cobertura de Pensiones Básicas Solidarias de Invalidez, proyectada para el segundo semestre del año 2008.


El mayor gasto que represente el proyecto, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


En el debate de la Comisión el señor Osvaldo Andrade hizo presente que el proyecto en estudio aborda tres aspectos:


1.- Regularizar el monto de la cuota mortuoria de los estudiantes sujetos a la Ley de Accidentes del Trabajo, que está determinada en base a sueldos vitales mensuales escala a) del departamento de Santiago, ya que es insuficiente para solventar los gastos para los cuales está destinada. La propuesta aumenta el monto y lo hace equivalente al de los beneficiarios del D.F.L. N° 90, de 1978, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, que establece un régimen previsional único de asignación por causa de muerte. El antecedente de esta modificación radica en una moción de los H. Senadores Jaime Naranjo y Carlos Ominami.


2.- Corregir un error cometido en la tramitación de la Ley de Reforma Previsional en relación a la cuota mortuoria, ya que no se consideró a las pensiones básicas solidarias de invalidez carentes de recursos, quedando este beneficio circunscrito sólo a las pensiones básicas solidarias de vejez carentes de recursos. Antes de la reforma los beneficiarios de pensiones asistenciales tanto de vejez como de invalidez tenían acceso a la cuota mortuoria. Con la reforma las pensiones asistenciales se transformaron automáticamente en pensiones básicas solidarias de vejez o invalidez, pero el beneficio de la cuota mortuoria sólo se estableció para los beneficiarios de pensión básica solidaria de vejez carente de recursos, lo que busca ser rectificado con este proyecto. 

3.- Conceder con efecto retroactivo la asignación de cuota mortuoria a los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez, carentes de recursos, que hubiesen fallecido a partir del 1° de julio de 2008.


Explicó el señor Ministro que los pensionados carentes de recursos de conformidad a la Ley de Reforma Previsional y al Reglamento respectivo son aquellos que tienen 8.500 puntos o menos, en la encuesta de la Ficha de Protección Social. Por su parte las personas que acceden a la pensión básica solidaria, que corresponde al 40% más pobre de la población en una primera etapa deben tener un puntaje equivalente o inferior a 11.734. Se trata, por lo tanto de beneficios distintos.


El señor Alberto Arenas precisó que la Ley de Reforma Previsional considera como carentes de recursos a los pensionados que tienen 8.500 puntos o menos, lo que corresponde al 20% más pobre, esto es, a aproximadamente 483.000 personas. Este proyecto, en definitiva, repone el beneficio de la cuota mortuoria a todos los beneficiarios de pensiones asistenciales de invalidez que se convirtieron en pensiones básicas solidarias de invalidez; como también, para los futuros pensionados básicos solidarios carentes de recursos, es decir, que estén bajo los 8.500 puntos. 


La Comisión de Trabajo y Seguridad Social dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento de todo el articulado del proyecto.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


En el artículo 1° del proyecto, se establece que en el caso de fallecimiento de un estudiante por un accidente que sufra a causa o con ocasión de sus estudios o en la realización de su práctica profesional, que se encuentre protegido por el seguro a que se refiere el artículo 3° de la ley N° 16.744, la persona o Institución que compruebe haberse hecho cargo de los funerales de la víctima, recibirá como cuota mortuoria, con el fin de cubrir el valor de ellos, una suma equivalente a tres ingresos mínimos para fines no remuneracionales vigentes a la fecha del fallecimiento de la víctima.


En el artículo 2°, se dispone que los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos, causarán asignación por muerte en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, resultándoles aplicables para su calificación como tales, y para el acceso y pago de dicha asignación, las mismas normas legales y reglamentarias aplicables a los beneficiarios de pensión básica solidaria de vejez carentes de recursos.


En el artículo 3°, se señala que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 


En el artículo transitorio, se contempla que los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos, que hubiesen fallecido a partir del 1° de julio de 2008 y hasta el día precedente al de entrada en vigencia de la presente ley, causarán asignación por muerte, de conformidad a lo dispuesto en su artículo 2°. Para tal efecto, los correspondientes beneficiarios deberán presentar la respectiva solicitud ante el Instituto de Previsión Social.”.


Sometidos a votación los artículos 1°, 2° y 3° permanentes y el artículo único transitorio, se aprobaron por la unanimidad de los Diputados presentes. 


Se han introducido al proyecto modificaciones formales que se recogen en el texto propuesto a continuación.

II. TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN


En virtud de lo antes expuesto y de los antecedentes que dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, la Comisión de Hacienda recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- En el caso de fallecimiento de un estudiante por un accidente que sufra a causa o con ocasión de sus estudios o en la realización de su práctica profesional, que se encuentre protegido por el seguro a que se refiere el artículo 3° de la ley N° 16.744, la persona o Institución que compruebe haberse hecho cargo de los funerales de la víctima, recibirá como cuota mortuoria, con el fin de cubrir el valor de ellos, una suma equivalente a tres ingresos mínimos para fines no remuneracionales vigentes a la fecha del fallecimiento de la víctima.


Artículo 2°.- Los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos, causarán asignación por muerte en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, resultándoles aplicables para su calificación como tales, y para el acceso y pago de dicha asignación, las mismas normas legales y reglamentarias aplicables a los beneficiarios de pensión básica solidaria de vejez carentes de recursos.


Artículo 3°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 


Artículo único transitorio.- Los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos, que hubiesen fallecido a partir del 1° de julio de 2008 y hasta el día precedente al de entrada en vigencia de esta ley, causarán asignación por muerte, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2°. Para tal efecto, los correspondientes beneficiarios deberán presentar la respectiva solicitud ante el Instituto de Previsión Social.”.


Tratado y acordado en sesión de fecha 8 de octubre de 2008, con la asistencia de los diputados señores Tuma, don Eugenio (Presidente); Alvarado, don Claudio; Delmastro, don 
Roberto; Dittborn, don Julio; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos y Ortiz, don José Miguel, según consta en el acta respectiva.


Sala de la Comisión, a 10 de octubre de 2008.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.
18. Informe de la Comisión Investigadora encargada de determinar la responsabilidad administrativa y política que les corresponden a las máximas autoridades del Sename y al ministro de justicia, en el fallecimiento de diez jóvenes con ocasión de un incendio provocado al interior de un centro de detención provisoria ubicado en la ciudad de Puerto Montt.
“Honorable Cámara:


La Comisión Especial Investigadora encargada de determinar las responsabilidades administrativa y política que les corresponden a las máximas autoridades del Servio Nacional de Menores, Sename, y al Ministro de Justicia, en el fallecimiento de diez jóvenes con ocasión de un incendio provocado al interior de un centro de detención provisoria ubicado en la ciudad de Puerto Montt, pasa a informar sobre la materia respectiva.

I. COMPETENCIA DE LA COMISIÓN, AL TENOR DEL ACUERDO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ORDENÓ SU CREACIÓN

La Cámara de Diputados, en su sesión 96ª celebrada el 6 de noviembre de 2007, ante la petición formulada por cuarenta y nueve diputados y diputadas, de conformidad con lo preceptuado en la letra c) del número 1 del artículo 52 de la Constitución Política de la República, acordó la creación de una Comisión Especial Investigadora, en virtud de los antecedentes que se indican y fines que se señalan en el oficio N° 7091 que le da origen, y que se transcribe:


“La opinión pública fue testigo del dramático fallecimiento de 10 jóvenes en un Centro de Detención Provisoria en la ciudad de Puerto Montt, con ocasión de un incendio provocado al interior de dicho establecimiento. Ello ha dejado en evidencia las precarias condiciones de seguridad que dicho Centro mantenía.


Por lo cual se hace necesario determinar con exactitud: el grado de responsabilidad administrativa y política que les cabe en estos hechos a las máximas autoridades del Sename y al Ministro de Justicia. Como asimismo poder investigar las condiciones en que operan el resto de los Centros a lo largo del país, los recursos asignados con ocasión de la entrada en vigencia de la Ley Penal Juvenil, la utilidad de las onerosas sumas gastadas por concepto de honorarios y en general todos los antecedentes de hecho y de derecho que sirvan para poder precisar y determinar las causas directas e indirectas de estas lamentables muertes y las condiciones futuras de implementación, tanto en el funcionamiento de la ley, de la infraestructura, rehabilitación y seguridad.”.

II. ANTECEDENTES GENERALES


Previo a la presentación de los antecedentes acumulados en relación a los hechos que originan esta investigación, esta Secretaría hace una relación, en el marco de su competencia, sobre los principios que informan el sistema de responsabilidad penal adolescente, y su aplicación a la luz de las normas internacionales y nacionales.


A.- De derecho:


1.- Normativa internacional de protección de los derechos de los niños.


-Declaración de los Derechos del Niño de 1924 (Declaración de Ginebra).


-Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948. Art. 25.2: “La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social”. Reconocimiento de derechos esenciales de la naturaleza humana, independientes de la edad: derecho a la vida, libertad y seguridad, proscripción de la tortura, derecho a la tutela jurídica, etc.


-Declaración Universal de los Derechos del Niño, de 1959.


-Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 1966. Artículo 24.1: “Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado”.


-Convención Americana de Derechos Humanos, de 1969. Artículo 19: “Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado”.


Inspirados en la Convención de los Derechos del Niño de 1989, e instrumentos internacionales de ONU referentes a justicia juvenil:


-Reglas de Beijing (1985).


-Reglas de ONU para la Protección de Menores Privados de Libertad (1991).


-Directrices de ONU para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (1991) o Directrices de Riad.

Convención sobre los Derechos del Niño:

Adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989. Constituye la culminación de una serie de derechos esbozados en los instrumentos internacionales anteriores.


Ratificada por Chile y promulgada mediante Decreto Supremo Nº 830 de fecha 14 de agosto de 1990. Publicada en el D.O. de 27 de septiembre de 1990.


La Convención constituye una verdadera Carta Magna, a la cual se debe adecuar y ceñir el resto de la normativa nacional e internacional. En lo atingente a este informe, su contenido se puede dividir en dos partes: Derechos del niño vinculados con su interés superior y aquellos relacionados con la administración de justicia.

-Garantías Especiales de los Adolescentes.


Los adolescentes tienen derecho a:


-Respuestas cualitativamente diferente de los adultos, orientadas especialmente a la integración social, que reconozca de manera amplia posibilidad de salidas alternativas al proceso y de medidas no privativas de libertad (Art. 40 Convención de los Derechos del Niño).


-Respuestas cuantitativamente menos aflictivas (Arts. 37 y 40.4 Convención de los Derechos del Niño).


-A un estándar más exigente en el cumplimiento de ciertas garantías procesales.


-A especiales garantías durante la ejecución de las sanciones.

-Modelos de Justicia o de Protección Integral.


-Jurisdicción especializada (Art. 40 N° 3 Convención de los Derechos del Niño, Reglas 6.3, 12 y 22 Beijing)


-Principio de mínima intervención y de subsidiariedad (Art. 40.3 letra b) , 40.4, Convención de los Derechos del Niño, Reglas 1, 11 y 17.1 Beijing.


-Amplia gama de sanciones, diferenciadas y orientadas a necesidades específicas de los adolescentes (Art. 40.4 Convención de los Derechos del Niño, Regla 18 Beijing).


-Sanciones basadas en el principio educativo. Desde punto de vista dogmático penal, la pena se orienta a prevención especial (Art. 40.1 Convención de los Derechos del Niño, Regla 1 y 5).


-La privación de libertad es último recurso (Art. 37 letra b) Convención de los Derechos del Niño, Reglas 13 y 19 Beijing, Reglas 1 y 2 Reglas Protección Menores Privados Libertad.


-Incorporación de nuevas sanciones: de reparación a la víctima y servicios en beneficio de la comunidad (Regla 18 y Resolución ONU sobre principios básico programas justicia restaurativa en materia penal).


-Principio de proporcionalidad de las sanciones, aunque atenuado por consideraciones personales del menor (Art. 40.4 CDN; Reglas 16, 17 letra a) Beijing).


-Principio de protección de la vida privada del joven, que autoriza excepciones a la publicidad del proceso penal (Art. 40.2, letra b), vii; Regla 8 Beijing).


-Principio de confidencialidad de los datos del joven.


-Establecimiento de una edad mínima de responsabilidad penal: Convención de los Derechos del Niño (Art. 40, N° 3 letra a)). Art. 1°: un menor de 18 años es niño.


-Psicología del desarrollo adolescente: Temprana adolescencia: 10 a 13 años; Mediana adolescencia: 14 a 18 años; Adolescencia tardía: 18 a 20 años.


Los principios de justicia juvenil contenidos en la Convención de los Derechos del Niño, en las Reglas de Beijing, y Reglas de protección menores privados de libertad, están destinados a ser aplicados a cualquier sistema de justicia, sea que se oriente a la responsabilización o hacia la educación principalmente. Son un piso mínimo; a partir de ahí, se puede construir el sistema que la sociedad estime mejor.

-Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad.

Fueron adoptadas en el Octavo Congreso de las N. U. sobre Prevención de la Delincuencia y Tratamiento del Delincuente, celebrado en La Habana (Cuba) en 1990. Constituyen una continuación más detallada y pormenorizada de las Reglas de Beijing. Está dividida en cinco capítulos:


1) Perspectivas fundamentales;


2) Alcance y aplicación de las reglas;


3) Menores detenidos y en prisión preventiva;


4) La administración de los centros de menores;


5) Personal.

-Definiciones:


1) Menor: Se entiende por menor toda persona de menos de 18 años de edad. La edad límite por debajo de la cual no se permitirá privar a un niño de su libertad debe fijarse por ley.


2) Privación de libertad: Por privación de libertad se entiende toda forma de detención o encarcelamiento, así como el internamiento en un establecimiento público o privado del que no se permita salir al menor por su propia voluntad, por orden de cualquier autoridad judicial, administrativa u otra autoridad pública. 

-Menores detenidos y en prisión preventiva.


-Se presume que los menores detenidos bajo arresto o en espera de juicio son inocentes y deberán ser tratados como tales. En la medida de lo posible, deberá evitarse y limitarse a circunstancias excepcionales la detención antes del juicio. En consecuencia, deberá hacerse todo lo posible por aplicar medidas sustitutivas. Cuando, a pesar de ello, se recurra a la detención preventiva, los tribunales de menores y los órganos de investigación deberán atribuir máxima prioridad a la más rápida tramitación posible de esos casos a fin de que la detención sea lo más breve posible. Los menores detenidos en espera de juicio deberán estar separados de los declarados culpables.


-Los menores que no hayan sido juzgados deben presumirse inocentes y ser tratados en consecuencia. Deben estar separados de los adultos y de otros menores que ya hayan sido declarados culpables.

-La administración de los centros de menores.


Se establecen distintas normas relativas a los siguientes aspectos: 1) Antecedentes de los menores ingresados en los centros; 2) Ingreso, registro, desplazamientos y traslado; 3) Medio físico y alojamiento; 4) Educación, formación profesional y trabajo; 5) Actividades recreativas; 6) Atención médica; 7) Contactos al exterior; 8) Limitaciones a la coerción física y el uso de la fuerza; 9) Procedimientos disciplinarios; y 10) Reintegración en la comunidad. 

-Personal.


El personal deberá ser competente y contar con un número suficiente de especialistas, como educadores, instructores profesionales, asesores, asistentes sociales, siquiatras y sicólogos.


Los centros de detención deberán aprovechar todas las posibilidades y modalidades de asistencia correctiva, educativa, moral, espiritual y de otra índole disponible en la comunidad y que sean idóneas, en función de las necesidades y los problemas particulares de los menores recluidos.

2.- NORMATIVA NACIONAL.


-Ley N° 20.0841, de Responsabilidad Penal Adolescente.


Estableció, por primera vez, un sistema penal especial para los jóvenes mayores de 14 años y menores de 18, haciéndolos, por una parte, responsables de sus actos y, por la otra, adecuando el ordenamiento jurídico a las normas internacionales centradas en el interés superior del niño, reconociendo expresamente en la ley las garantías internacionales y constitucionales sobre la protección que la sociedad le debe a los derechos humanos del adolescente infractor2.


a) Principios que informan la ley.


En consecuencia, la nueva ley, orientada por el principio rector del interés superior del niño, comprende una serie de principios y garantías de carácter procesal y penal, que pueden resumirse doctrinariamente de la siguiente manera: 1) Derecho a la presunción de inocencia; 2) Garantías de la detención (ser informado de la acusación, a ser defendido por un abogado); 3) Derecho a no declarar contra si mismo; 4) Principio de contradicción y de igualdad de condiciones entre las partes (interrogar y hacer que se interrogue a los testigos de cargo en condiciones de igualdad); 5) Garantía judicial (Derecho a ser juzgado por juez competente, predeterminado por la ley, independiente e imparcial en una audiencia equitativa y con asistencia letrada. Derecho a recurrir; 6) Principio de celeridad procesal; 7) Principio de especialidad de jurisdicción (leyes, procedimientos, autoridades e instituciones; 8) Privación de libertad como último recurso.


Tales principios y garantías se reflejan en toda la normativa, y, a modo de ejemplo, se señalan las que constituyen su parte central: “Artículo 2°: Interés superior del adolescente. En todas las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los procedimientos, sanciones y medidas aplicables a los adolescentes infractores de la ley penal, se deberá tener en consideración el interés superior del adolescente, que se expresa en el reconocimiento y respeto de sus derechos”. “Artículo 20: Finalidad de las sanciones y otras consecuencias. Las sanciones y consecuencias que esta ley establece tienen por objeto hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes por los hechos delictivos que cometan, de tal manera que la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social.”.


b) Tratamiento en establecimientos penitenciarios, de acuerdo a la normativa internacional. Manifestación en la ley.


-El confinamiento de menores en establecimientos penitenciarios se utilizará en todo momento como último recurso y por el más breve plazo posible. Se prefiere el confinamiento en establecimientos abiertos por sobre los cerrados. Las instalaciones deberán ser de tipo correccional y educativo antes que carcelarias.


-Los menores confinados en establecimientos penitenciarios se mantendrán separados de los adultos y estarán detenidos en un establecimiento separado o en una parte separada de un establecimiento en el que también estén encarcelados adultos.


-La autoridad pertinente recurrirá en la mayor medida posible a la libertad condicional y la concederá tan pronto como sea posible.


-Se procurará establecer sistemas intermedios como establecimientos de transición, hogares educativos, centros de capacitación diurnos y otros sistemas pertinentes que puedan facilitar la adecuada reintegración de los menores a la sociedad.


-Pluralidad de medidas resolutorias: para mayor flexibilidad y para evitar en la medida de lo posible el confinamiento en establecimientos penitenciarios, la autoridad competente podrá adoptar una amplia diversidad de decisiones.


Las medidas señaladas, se manifiestan en la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, a modo de ejemplo y sin ser taxativas, de la siguiente forma:


-Artículo 26, inciso primero: establece, dentro del párrafo correspondiente a la determinación de las sanciones, que “La privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso”. El artículo 47 por su parte, reitera tal regla, enfatizando el carácter excepcional de estas sanciones.


-Artículo 26, inciso segundo: “En ningún caso se podrá imponer una pena privativa de libertad si un adulto condenado por el mismo hecho no debiere cumplir una sanción de dicha naturaleza”. Así, es necesario entender que los adolescentes, en general, tienen derecho a una sanción menos aflictiva de la que correspondería a un adulto en las mismas circunstancias.


-Artículo 33: Proporcionalidad de las medidas cautelares, en especial de la internación provisoria.


-Artículo 53: otorga la facultad al juez de control de la ejecución (juez de garantía), de sustituir la sanción por una menos gravosa, en tanto ello parezca más favorable para la integración social del infractor y se hubiere iniciado su cumplimiento.


c) Clasificación de las sanciones.


Penas de delitos - penas de faltas.


Penas privativas de libertad - penas no privativas de libertad.


Penas principales - penas accesorias.

Penas privativas de libertad: Internación en régimen cerrado e Internación en régimen semicerrado: no pueden exceder de 5 años, para infractores de 14 y 15 años; y de 10 años, para infractores de 16 y 17 años.


Penas no privativas de libertad: libertad asistida especial, y libertad asistida, no puede exceder de 3 años. Prestación de servicios en beneficio de la comunidad, mínimo 30 horas y máximo 120 horas. Multa de 10 UTM, conmutable por la anterior, a razón de 30 horas por cada 3 UTM y amonestación.


Penas principales: internación en régimen cerrado e internación en régimen semicerrado.


Penas accesorias: tratamientos de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol. Prohibición de conducir vehículos motorizados, hasta que el adolescente cumpla 20 años y comiso.

Penas principales privativas de libertad


Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.- Consiste en la privación de libertad en un centro especializado para adolescentes, bajo un régimen orientado a la integración social del menor.


Debe garantizar al menor:- Continuidad de sus estudios básicos, medios y especializados. - Participación en actividades de carácter socioeducativo y de preparación para la vida laboral. - El tratamiento y rehabilitación del consumo de drogas para quienes lo requieran y accedan a ello.


Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.- Consiste en la residencia obligatoria del adolescente en un centro de privación de libertad, sujeto a un programa de reinserción social a ser desarrollado tanto al interior del recinto como en el medio libre.


Debe garantizar al menor:- Continuidad de sus estudios básicos, medios y especializados. - Participación en actividades de carácter socioeducativo y de preparación para la vida laboral. - El tratamiento y rehabilitación del consumo de drogas para quienes lo requieran.


Difiere de la pena anterior en que las actividades socioeducativas pueden desarrollarse tanto en el centro de privación de libertad como en el medio libre. En este último caso, en horario diurno (entre las 07:00 y las 22:00 horas). Presupone la aprobación judicial de un programa personalizado presentado por el director del centro donde vaya a cumplirse la sanción. El director del centro es responsable por la ejecución del programa.


Libertad asistida: Consiste en la sujeción del adolescente al control de un delegado conforme a un plan de desarrollo personal que favorezca su integración social.


Debe garantizar al menor: Participación en actividades de carácter socioeducativo y de preparación para la vida laboral. - La actividad de orientación y motivación por parte del delegado. Presupone la aprobación judicial de un programa personalizado presentado por el delegado.


El programa debe incluir actividades socioeducativas y terapéuticas.


El programa puede incluir la prohibición de visitar determinados lugares, de asistir a ciertas actividades, de aproximarse a la víctima o a otras personas “u otras condiciones similares”.


Libertad asistida especial: Consiste en la sujeción del adolescente al control de un delegado conforme a un plan de desarrollo personal que favorezca su integración social y familiar.


Debe garantizar al menor: Participación en actividades de carácter socioeducativo y de preparación para la vida laboral. -La actividad de orientación y motivación por parte del delegado. -El acceso a programas de tratamiento y rehabilitación de la adicción a drogas.


Presupone la aprobación judicial de un programa personalizado más estricto que el de la libertad vigilada simple presentado por el delegado. El programa debe incluir actividades socioeducativas y terapéuticas. El programa puede incluir la prohibición de visitar determinados lugares, de asistir a ciertas actividades, de aproximarse a la víctima o a otras personas “u otras condiciones similares”.


d) Cumplimiento de las penas.


El artículo 20 de la ley plasma su objetivo principal: “hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes de tal manera que la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social”.


En este sentido y con el objeto de que la ley sea efectivamente aplicada, se establece un amplio catálogo de sanciones, ajustado tanto a la gravedad del delito como a la edad del imputado. Asimismo, como se explicara, se consagran diversos modos de cumplir la sanción, regulándose un sistema de cumplimiento en régimen cerrado, semicerrado, con programas de reinserción social, en libertad asistida, etc., según lo prescribe su artículo 6°.


e) Administración de las sanciones y medidas privativas de libertad.


El Servicio Nacional de Menores (Sename) es el órgano responsable del sistema de ejecución de sanciones y medidas contempladas en la ley de responsabilidad adolescente, según consta en el artículo 43 y en su propio reglamento3.


El concepto de responsabilidad introducido por la nueva ley, es comprendido desde el Sename dentro de un modelo de atención socioeducativo que incorpora otros elementos, como la reparación, la habilitación y la integración social, tal como lo dispone textualmente el artículo 20 de la ley de responsabilidad penal adolescente4. Para el logro de los objetivos y del modelo de intervención consagrado en la ley, el Sename estableció ciertos criterios y principios de acción. De acuerdo a éstos, el organismo se plantea la responsabilidad penal de los adolescentes desde una perspectiva reparatoria, habilitadora e integradora, orientada al logro de la reinserción social de los adolescentes infractores.
-ley N° 20.1105.

Esta ley, junto con prorrogar en un año la entrada en vigencia de la ley 20.084 sobre Responsabilidad Penal Adolescente, (desde el 8 de junio de 2006 hasta el 8 de junio de 2007), estableció una Comisión de Expertos en Responsabilidad Penal Adolescentes6, con el especial propósito de evaluar la implementación de la ley e informar trimestralmente acerca de su estado de avance a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado y de la Cámara de Diputados, y cuya coordinación correspondió al Ministro de Justicia.


La Comisión de Expertos desarrolló un trabajo de monitoreo y seguimiento al proceso de implementación de la ley, el cual se vio plasmado en la elaboración de dos informes, el primero entregado el 11 de octubre de 2006 y el segundo, el 17 de abril de 2007.


A continuación, se da cuenta de sus resultados7:

-PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE EXPERTOS


En este informe, - de 11 de octubre de 2006-, la comisión planteó que existía una ostensible brecha entre los objetivos de prevención y garantías explícitamente señalados en la ley y los medios - materiales, personales, institucionales y técnicos - de que se disponía para su aplicación.

Núcleos Problemáticos.

-Obstáculos normativos y problemas del diseño legal e institucional.


Primero, la comisión postula que el artículo 21 de la ley parece imponer marcos abstractos distintos a los del derecho penal de adultos, por tanto muchos crímenes de aquel sistema deberían considerarse simples delitos para adolescentes, en tanto que muchos simples delitos deberían considerarse faltas. Segundo, tanto en el régimen de determinación de penas como las normas sobre quebrantamiento persisten grados importantes de incertidumbre, que en la práctica tenderán a agudizarse.

Tercero, se observa una ausencia de disposiciones que aseguren que los jueces podrán contar con la información y las opiniones técnicas necesarias para resolver adecuadamente los asuntos sujetos a su decisión, tanto en términos de disponibilidad de fuentes como de canales o escenarios adecuados para recibirlos.

-Determinación de la carga y flujos del sistema.


Se concluye que no existe una información consensuada ni homogénea acerca de la carga de trabajo potencial del sistema. Esto implica discrepancias relevantes respecto a los grandes números de ingresos y causales de los mismos. Tampoco existe consenso respecto de cómo esos ingresos se distribuirán en los diversos caminos que establece el nuevo sistema.


Esto principalmente pues los estudios llevados cabo a través del tiempo se encontraban desajustados y desfasados al momento de la aprobación de la ley, debido principalmente a los profundos cambios experimentados en el diseño normativo del nuevo sistema durante su tramitación.

-Oferta programática.


La Comisión estimó que debía revisarse el contenido de las orientaciones técnicas, las que en ese momento se encontraban en un proceso de reformulación por Sename, ya que los programas que dentro de sus recomendaciones se ejecutan deben responder a criterios técnicos evaluados y estructurados de acuerdo a estándares de atención preestablecidos.


En el caso de las sanciones que se ejecuten en el sistema cerrado y semicerrado, la ley impone su asociación a programas socioeducativos. La Comisión piensa que es importante considerar que:


-El éxito y la factible aplicación de los programas socioeducativos se ve fuertemente condicionada por la situación estructural y de infraestructura que existan. El hacinamiento y la falta de espacios adecuados -sólo por nombrar algunos- son elementos que ponen en jaque la aplicación de cualquier modelo de intervención.


-La oferta educacional al interior de los centros privativos de libertad, se verá enfrentada a problemas de sustentabilidad, por la relación existente entre el pago de la subvención y el alumno atendido, haciendo inviable una acción educativa formal.


-La ausencia de oferta o inadecuación de planes de educación, programas de capacitación e intervenciones psicosociales, dificulta el que la ley pueda cumplir con la reinserción del joven una vez que haya cumplido su condena.


Respecto de las medidas no privativas de libertad, lo que incluye la libertad asistida, la libertad asistida especial, servicios a la comunidad y reparación del daño, cada una de ellas debe expresarse en un programa específico que se desarrolle y funcione en una comunidad concreta. Lo anterior implica una fuerte participación y demanda para la red social, comunitaria y de servicios públicos en el que cada programa específico se va a desarrollar y se encuentra inserto. Esas redes sociales fueron consideradas por la comisión como insuficientes y deficitarias en el cumplimiento de sus fines.


-Creación de un sistema especializado, formación y capacitación de las instituciones involucradas.


Las normas y estándares establecidos en diversos instrumentos internacionales vinculantes para nuestro país establecen como un requisito central de un sistema destinado a determinar la responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal su carácter especializado. Dicha especialización se refiere tanto al diseño de un sistema distinto al de los adultos, como a la capacitación de los operadores del mismo. Se debe asegurar que ellos estén en condiciones de hacerse cargo de manera específica de los problemas particulares que presenta el estado de desarrollo que tienen los jóvenes que participan del sistema.


Si bien la mayoría de las capacitaciones fueron llevadas a cabo por instituciones académicas y organismos especializados de larga trayectoria, los datos de los que dispuso la Comisión no le permitieron determinar la efectividad de dichos procesos formativos, y por lo tanto, considerar a las personas como acreditadas. Esto pues, los cursos y talleres varían en factores, tales como, cantidad de horas pedagógicas, teoría v/s práctica, cantidad de alumnos, presencia o no de evaluaciones, etc. Del mismo modo, la comisión evalúa que hubo una disparidad de contenidos, evidenciándose un desequilibrado énfasis en los aspectos jurídico-normativos por sobre los temas de adolescencia y que además los procesos de capacitación no cubrieron el número óptimo de los funcionarios necesarios para lograr la especialización a nivel nacional.


A la fecha de la evaluación, la Academia Judicial, y a diferencia de lo acaecido en la Defensoría Penal Pública y el Ministerio Público, ésta se había limitado a cubrir las demandas de capacitación en los temas jurídico-normativos, evidenciándose una total ausencia de formación en el área de adolescencia. En cuanto al Sename, este había capacitado al 74,18 % de su personal de trato directo y al 19,4% de los técnicos y profesionales. Por su parte, Gendarmería había capacitado al 70% de sus funcionarios exclusivamente en aspectos jurídico-normativos y en la oferta programática del Sename. Carabineros informó que había capacitado a un número aproximado de 9.000 efectivos, lo que se constituye en el 31,7% del servicio activo, una situación similar se presenta en Policía de Investigaciones.

-Fortalecimiento institucional, seguimiento y coordinación.


a) Necesidad de un sistema de coordinación interinstitucional y seguimiento.

La Comisión identifica como uno de los requisitos para dar cumplimiento a las condiciones necesarias para la implementación de la Ley Nº 20.084, el establecimiento de un efectivo sistema de coordinación interinstitucional y de seguimiento de los resultados de la reforma. Hasta el momento de la evaluación, se estimaba que esta situación no se había verificado totalmente por lo que constituía en un núcleo problemático tanto para el período de implementación como para su funcionamiento posterior.


b) Dificultades en la coordinación interinstitucional.


La Comisión ha observado que, además de las dificultades de coordinación, el desarrollo que cada una de las instituciones involucradas ha realizado en su propio ámbito institucional, ha sido dispar.


Debido a lo relevante para el funcionamiento de la ley que son las funciones que deberán desarrollar el Sename y Gendarmería, la Comisión le recomendó al primero acelerar el trabajo y coordinar los esfuerzos técnicos que realizan los profesionales del servicio con el conocimiento acumulado por las instituciones colaboradoras especializadas en el tema, fundaciones y universidades. Esto pues Sename tenía todavía que desarrollar un enorme trabajo relativo al diseño de los programas, a su ubicación territorial y a asegurar los medios para ejecutarlos adecuadamente, ya sea directamente o a través de instituciones colaboradoras.

Respecto de Gendarmería el problema principal que la Comisión advirtió es que, si bien la intención del legislador es que las personas imputadas o condenadas según esta ley, no permanezcan privados de libertad en recintos administrados por Gendarmería, las proyecciones indican que esta situación contemplada sólo de forma excepcional, podría tender a generalizarse, ya sea por falta de recursos de infraestructura especializada adecuada o bien, por el masivo traslado de los condenados mayores de 18 años cumpliéndose sólo formalmente los requisitos que la ley dispone para estos casos, debido a la necesidad de descongestionar los centros de Sename.

-Visita a los Centros Para Jóvenes Administrados por Sename.

La comisión manifestó su preocupación por el estado en que se encontraba la infraestructura con que contaba el sistema cerrado y semicerrado para jóvenes infractores, la que se constituiría en una parte importante de la capacidad del nuevo sistema para la aplicación de sanciones, por lo que se planificó la visita a tres centros, el Cod-Cereco Comunidad Tiempo Joven en Santiago, y Talitakum y Chol Chol de la Octava y Novena Región, respectivamente.


Respecto al primero la comisión observó: dormitorios inadecuados con espacios muy reducidos, espacios de uso común totalmente insuficientes y precarios para el funcionamiento mínimo de programas de educación y rehabilitación, instalaciones deterioradas y con niveles de higiene deficientes, falta de espacios adecuados para que se reúnan los jóvenes con sus abogados defensores. Respecto a los baños, estos eran menos de los requeridos para la población, con higiene deficiente, filtraciones y exceso de humedad. Sumándose a esta problemática estaba la sobrepoblación de los centros (hacinamiento), la falta de segregación de la población y programas de inserción escolar precarios.


La realidad en regiones era un poco distinta. En Talitakum se visualiza una infraestructura adecuada, con un ambiente de preocupación por los jóvenes que presenta una adecuada organización y procedimientos claros, los jóvenes manifiestan conformidad con las actividades y trato al interior del recinto. En el Caso de Chol Chol, se observó una falta de recursos necesarios para el funcionamiento, así como también falta de personal técnico y profesional.


En resumen, la Comisión de Expertos concluyó lo siguiente8:


-Precaria y deficiente infraestructura.


-Hacinamiento y falta de espacios comunes.


-Problemas con la oferta educativa y de capacitación.


-Carencias físicas unidas a un diseño normativo altamente exigente.


-Ostensible brecha entre lo que hoy existe y lo que se pretende.


Las deficiencias fueron recogidas por los diversos medios de comunicación indicando: “Con disparidad avanzan las obras para la puesta en marcha de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente. Las regiones más retrasadas son la IV, V y XI, donde las obras básicas y de segregación no alcanzarán a estar listas en junio. Entre sus argumentos se señala que los centros cerrados y semicerrados para atender a los menores infractores de ley, además de ser insuficientes en número, mantienen importantes déficit en materia de seguridad, segregación, condiciones de higiene y equipamiento”9.

-SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EXPERTOS


Se refirió, con fecha 17 de abril de 2007, al estado de avance de los núcleos problemáticos para una exitosa implementación de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente.

-Obstáculos normativos y problemas del diseño legal e institucional.


Para avanzar en éste y en los otros tópicos observados en el Primer Informe, entre otras actividades, la comisión se reunió con el Ministro de Justicia de la época10, a quién se le planteó la necesidad de revisar el texto de la ley y promover la modificación de aquellas disposiciones cuya interpretación generaban problemas para la implementación de la reforma. Esta recomendación no fue acogida en su momento.


Sin embargo, la Comisión consideró fundamental una revisión de los aspectos mínimos señalados en el Primer Informe. Los problemas identificados por la Comisión tenían una directa incidencia sobre la determinación de la carga de trabajo del sistema y, en consecuencia, se hacía muy difícil estimar los recursos necesarios para la implementación y valorar si los que se esperaban que estuvieran disponibles para el 8 de junio hubieran sido o no suficientes.


A continuación se enuncian los problemas más graves e imprescindibles de resolver, detectados al momento en que se emitió el informe:


a) Insuficiencia de la normativa.


-El Reglamento aún no había sido aprobado por la Contraloría y sólo recientemente Sename había terminado las orientaciones técnicas y convocado a una licitación, para que organizaciones privadas acreditadas en el Sename ejecutaran las sanciones no privativas de libertad.


-Se necesitaba contar anticipadamente con la normativa necesaria para poner en funcionamiento el nuevo sistema, a lo que se suma el hecho de que las normas reglamentarias y las orientaciones técnicas son fundamentales para poder regular la ejecución de las sanciones y sus formas de cumplimiento.


-En relación con el régimen de quebrantamiento de sanciones, más que dudas interpretativas, la Comisión hizo presente que se trata de un régimen particularmente severo.


b) Problemas de interpretación.


Existen serios problemas para la interpretación sistemática de algunas normas que, indudablemente, dificultarán su aplicación práctica y generarán discusiones que podrán afectar la legitimidad e imagen del sistema, tanto ante los partícipes directos del Sistema de Administración de Justicia, como frente a la comunidad en general.


Existen dudas acerca de la forma en que los jueces podrán contar con información técnica para resolver adecuadamente sobre las sanciones a imponer a los adolescentes.


c) Determinación de carga y flujos del sistema.


En el anterior informe, la comisión destacó como una necesidad esencial contar con una estimación de la carga de trabajo y flujos del nuevo sistema, porque carecer de esta información podía significar errores en las proyecciones de demanda y oferta de parte de las instituciones, dificultad para determinar los cupos y programas que serán necesarios dentro del sistema de ejecución y además, una inadecuada proyección de los recursos.


Para marzo del 2007 se había realizado una estimación de flujos y cobertura de plazas para el sistema de ejecución de sanciones de la ley N° 20.084 (2007-2010). A fines del año 2006, la Defensoría Penal Pública (DPP), publicó su informe anual sobre imputados jóvenes menores de 18 años, que fueron atendidos entre enero y diciembre de ese año.


En relación con las plazas, de acuerdo a la información entregada por Sename, para el inicio del sistema en junio del 2007 se contaría con:


-17 centros cerrados (1 en las regiones II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, XI, XII, 2 en las regiones I, X, y 3 en la RM) con 1.470 plazas a nivel nacional.


-15 de los centros cerrados estaban con procesos de obras en curso por un monto de inversiones de M$ 1.700.


-17 centros semicerrados (1 en las regiones II, III; IV, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, 2 en la I Región y V Región, y 3 en la RM) con una proyección nacional de demanda de 801 plazas requeridas.


-5.061 plazas disponibles para la aplicación de las medidas de medio libre, para una demanda estimada de 3.390 plazas. Estas medidas debían ser aplicadas por organismos colaboradores de Sename, y a la fecha se habían licitado las medidas de reparación del daño y servicios en beneficio de la comunidad.


En relación con el sistema semicerrado, es efectivo que se había aumentado el número de centros desde la postergación de la norma -en junio del año anterior existían 6 centros habilitados, ahora se llegaba a 17-, sin embargo, la Comisión estimó que esta cobertura no asegura la existencia mínima de centros ni siquiera en las ciudades más importantes o populosas del país, por lo que este número aún continuaba siendo insuficiente poniendo en duda la factibilidad de estos programas como alternativa real para el sistema.


Además, la comisión manifestó que paralelamente con el desarrollo de programas y servicios para jóvenes en riesgo y sus familias, han surgido preocupaciones relacionadas con las consecuencias sociales y económicas de la colocación inapropiada de niños y adolescentes en sistemas fuera del hogar y desvinculados de su entorno natural. Especialistas han insistido en la implementación de servicios comunitarios coordinados, con énfasis en el trabajo familiar (mantención de vínculos con la familia) y reforzamiento de la relación del joven con sus redes de apoyo.


d) Oferta programática.

SENAME


En el primer informe, la comisión resaltó la importancia de revisar tanto los contenidos de los programas, como la implementación de estos y la necesidad de contar con una adecuada estimación de la demanda para poder determinar los cupos y plazas que se requerían.


A la fecha del informe de la Comisión de Expertos, Sename había elaborado las orientaciones técnicas de las sanciones no privativas de libertad y se encontraba licitando la ejecución de los programas por instituciones privadas acreditadas. Respecto de los centros de privación de libertad, las orientaciones técnicas estaban en proceso de publicación.


Respecto a la situación de la oferta educacional dentro de los centros cerrados el Ministerio de Educación y Sename instalaron una mesa de trabajo, la cual acordó que la oferta para el año 2007 se abordaría reforzando las escuelas existentes en los centros e implementando 15 proyectos de reescolarización. Para la comisión, la oferta educacional es particularmente preocupante, debido a los desafíos que cumplir con esta obligación implica, tanto desde la perspectiva de la cobertura e infraestructura como de la adecuación de los contenidos, competencias y destrezas de esta población específica, son de gran magnitud.

Gendarmería de Chile (Genchi).


-La Comisión enfatizó el carácter excepcional y restrictivo que la ley 20.084 establece para el traslado desde Centros de Internación en Régimen Cerrado administrados por Sename a recintos de Genchi, y a la obligación de que los internos en estos centros tengan derecho iguales estándares que el resto de los condenados por la misma ley.


-La institución informa de la selección de 32 secciones juveniles con su respectiva oferta programática, de la dotación de gendarmes para los centros privativos de libertad de Sename como de las secciones juveniles, de la infraestructura, equipamiento, parque vehicular, formación y capacitación y coordinación intersectorial.

CONACE.


La institución informó a la comisión que se encuentra firmado el Convenio Marco Ministerio del Interior (Conace) - Minsal - Fonasa - Sename y protocolo operativo que tiene por objetivo asegurar la implementación del “Programa de tratamiento integral para adolescentes infractores de ley con consumo problemático de alcohol-drogas y otros trastornos de salud mental”.


-Se ha avanzado en la elaboración de las normativas, guías clínicas de atención y protocolos de diagnósticos, necesarios para la implementación del sistema.


-Se ha avanzado en la incorporación en el reglamento de la ley Nº 20.084, de la “sanción accesoria de tratamiento por adicción a las drogas o alcohol”, y están en proceso de elaboración documento sobre el marco jurídico y flujo judicial de la sanción accesoria.


-En cuanto a la instalación de la red asistencial de centros de tratamiento en el medio privativo se contará con 5 unidades de corta estadía (desintoxicación) y habrán equipos aplicando planes intensivos en los 17 centros de administración directa de Sename. En el medio libre la oferta constará de 10 unidades de corta estadía en hospitales 1 y 2 del sistema público de salud, los planes intensivos y residenciales a lo largo del país serán ejecutados por aproximadamente 64 equipos clínicos especializados en la atención de adolescentes consumidores problemáticos de drogas.
Conclusión y propuestas de la Comisión de Expertos.


La comisión dio cuenta de la preocupación en ambos informes y posteriormente en la presentación en el Congreso Nacional, sobre el estado de implementación de la ley, la que se ve acrecentada por el breve plazo que restaba antes de su aplicación. Para esa Comisión, y de acuerdo a los antecedentes tenidos en consideración, a la fecha del segundo informe no se daban las condiciones mínimas necesarias desde el punto de vista del texto legal, y por tanto no era posible garantizar que la infraestructura, el estado de los programas y la administración general del sistema permitirían una adecuada puesta en funcionamiento integral de la justicia penal adolescente en junio 2007.


Como se hace desaconsejable la puesta en marcha y a modo de de alternativa de una postergación, la comisión aconsejó una puesta en marcha gradual, donde se comenzara con los jóvenes de 16 y 17 años, para luego continuar con los de 14 y 15, una vez que las condiciones lo permitieran.

En el marco de la gradualidad propuesta, la Comisión dice tener antecedentes como para pensar que, si se adoptan las reformas urgentes al texto legal y se avanza en la implementación y la coordinación general de los diferentes actores del sistema (Ministerio de Justicia, Poder Judicial, Ministerio Público, Defensoría Penal Pública, las Policías, Sename, instituciones privadas acreditadas ante el Sename, Genchi, Conace y Ministerios de Salud y Educación), estaría en condiciones de entrar en vigencia, con excepción de los centros semicerrados que requieren de un diseño totalmente diferente para cumplir con las finalidades que la ley estableció.
-ley N° 20.19111.


El Ejecutivo se hace cargo de las opiniones vertidas respecto de la implementación de la nueva administración de justicia penal para los menores de 18 años, y envía al Congreso Nacional, el 7 de mayo de 2007, a un mes de su entrada en vigencia, un proyecto de ley destinado a introducir precisos pero necesarios ajustes a la ley N° 20.084, con el objeto de cumplir con los fines que la inspiran: la responsabilización y la reinserción social del adolescente infractor12. “En este sentido, la propuesta presentada apuntó a perfeccionar algunos aspectos procesales y otros sustantivos que permitirán que ella sea aplicada de manera más uniforme, previniendo dudas interpretativas y problemas de operatividad del nuevo sistema de justicia penal para adolescentes.” De tal manera que se introducen las siguientes modificaciones:


-Se reordenan los artículos referidos a la determinación de penas, a objeto de distinguir entre la pena a imponer y la pena considerada en abstracto.


-En lo que respecta a la procedencia de la internación provisoria, clarifica cuál será la pena a considerar por el juez para determinar si ella es o no procedente.


-El tercer aspecto consiste en establecer en el caso de detención por flagrancia, nuevos elementos que deben presentarse durante el tiempo anterior al que el adolescente es puesto a disposición del tribunal. 


-Finalmente, en lo que se refiere a los centros semicerrados, se otorga la posibilidad al Servicio Nacional de Menores de celebrar convenios con colaboradores acreditados para efectos de la oferta en materia de estos centros. Además, se contempla también facultar al juez para optar por la aplicación de una libertad asistida especial, en aquellos casos en que sea procedente una sanción de internación en régimen semicerrado.

-o-

B. Los hechos que dieron lugar a esta investigación.


El domingo 21 de octubre de 2007, se produjo un incendio en el centro de internación denominado Tiempo de Crecer, ubicado en la ciudad de Puerto Montt, dependiente del Servicio Nacional de Menores (Sename), donde murieron 10 jóvenes internos, cuyos hechos dieron lugar a esta comisión investigadora para dilucidar, entre otras materias según ordena el mandato, las responsabilidades políticas y administrativas que le pudieran corresponder a las máximas autoridades del sector.

Sumario Administrativo:


Sobre el particular, el Director del Servicio Nacional de Menores, ordenó instruir el respectivo sumario administrativo, cuyos antecedentes se encontraban, -a la fecha de este informe-, desde el 1 de octubre pasado, en poder del Director Nacional con el objeto de resolver, según correspondiere, sobre las absoluciones o sanciones que así se determine, a los funcionarios involucrados.

Investigación judicial:

En el mes de abril de 2008, el Tribunal de Garantía de Puerto Montt, formalizó a seis funcionarios del Servicio Nacional de Menores destinados en el Centro de reclusión semicerrado Tiempo de Crecer, por la responsabilidad que les pueda corresponder en el delito de homicidio culposo de diez internos tras el motín y posterior incendio ocurrido el 21 de octubre del mismo año.


A continuación, se transcribe el acta de formalización:

“Formalización de la investigación:


Los hechos: “el día domingo 21 octubre 2007, en el Centro de Orientación y Diagnóstico, dependiente del Servicio Nacional de Menores, ubicado en Panamericana sin número de la ciudad de Puerto Montt, en circunstancias que las víctimas Pablo Ariel Carrillo Nahuelpán, Jorge Antonio Mansilla Reyes, Anjelo Tomás Mansilla Almonacid, Jorge Luis López Toledo, Brahian David Enrique Márquez Olavarría, Rodrigo Franco Javier Meza Veloso, Angel Eduardo Carrasco Beroíza, Angel Custodio Ríos Argel, Franco Andrés Ríos Argel y Jaime Rodrigo Vivanco Ramírez, junto al joven Luis Sánchez Jara, se encontraban en el módulo denominado CIP 1; a partir de las 20:00 horas, comienza a gestarse un evento que al tenor de lo que dispone el artículo 143 del Decreto 1.378 de fecha 13 diciembre de 2006, que es el Reglamento de la Ley 20.084 sobre Responsabilidad Penal de los Adolescentes, revestía el carácter de un “incidente o conflicto crítico” que culminó en un incendio en el módulo, provocando la muerte de las víctimas. Incidente crítico, que aparece definido en el Reglamento como un hecho que pone en peligro inminente la vida o integridad física de los adolescentes y demás personas que se encuentran en el centro respectivo, tales como motines, riesgo de autolesiones, lesiones o daños materiales, incendios y otros sucesos de similar entidad.


Este incidente crítico se desarrolla de la siguiente forma:

A las 20:00 horas asumen el turno respectivo, los denominados Educadores de Trato Directo, los señores Agüero, Mayorga y Franco, percatándose que los jóvenes internos de la sección CIP 1 se encontraban “con actitudes poco comunes, mostrándose algo inquietos y hostiles”.


Siendo las 22:00 horas, es decir, dos horas después, y tal como lo exige la rutina diaria del Centro, los jóvenes fueron conminados a acostarse, rebelándose, no acatando las instrucciones, pasando a ejecutar a partir de ese momento actos objetivos de amotinamiento, tales como cubrir sus caras, poner música a alto volumen, requerir la intervención de los gendarmes con quienes querían enfrentarse y exhibir elementos que impresionaban como armas de factura artesanal (cepillos de dientes aguzados, calcetines con elementos metálicos en su inte-
rior, a modo de boleadoras, etc.).


Aproximadamente a las 22.30 horas ingresa al recinto la señora Rebolledo, con intención de disuadir a los jóvenes, lo que no logra, por el contrario, las acciones de amotinamiento continúan con intentos de tomarla a ella como rehén y de sustraer el equipo de intercomunicación que portaba. Durante ese lapso son informados del incidente, el imputado Iglesias, en su carácter de Jefe Técnico del Centro y también la Directora, la señora Lorena Navarro.


La gestión negociadora de la señora Rebolledo se extiende hasta aproximadamente las 23.10 horas (40 minutos aproximadamente), momento en que al salir del recinto, los jóvenes apilan distintos elementos y proceden a provocar un incendio con alto grado de propagación de humo, cuya inhalación produjo a la postre la muerte de los jóvenes.


Por consiguiente, el incidente crítico tuvo un desarrollo de más de 3 horas, entrando en su fase superior a partir de las 22:00 horas, en que ya era evidente la existencia de un motín, sin que los funcionarios de Sename a cargo de la custodia y seguridad de los jóvenes, adoptaran los procedimientos pertinentes, tendientes a prevenir, disuadir e intervenir la situación crítica que se estaba gestando.

El artículo 43 de la ley 20.084 entrega a Sename la administración en forma directa de los centros de privación de libertad de los adolescentes infractores de la ley penal, es decir, esta institución a través de sus funcionarios, se encarga de su custodia y seguridad; y se erige, por tanto, en garante de sus derechos, entre los que está la vida e integridad física de los jóvenes bajo su cuidado.


El Decreto 1.378 de 13 de diciembre de 2006, que es Reglamento de la ley 20.084, establece normas en materia de régimen interno y organización de dichos centros; y en materia de infraestructura y seguridad, que implica el desarrollo de un plan anual de emergencia, “a fin de prevenir y reaccionar adecuada y oportunamente ante alguna contingencia”.


En el caso del Centro de Puerto Montt, existe un Plan de Emergencia denominado “Cod Cereco tiempo de crecer”, que considera expresamente contingencias en caso de motines y de amagos de incendios, que fueron eventos que acontecieron en la especie.


A mayor abundamiento, la institución dictó la Resolución Exenta N° 0312/B de 7 de junio de 2007, que es un manual que regula los procedimientos de manejo de conflictos críticos en los centros privativos de libertad bajo la dependencia del Sename.


Que, a juicio de este Fiscal, no se observaron en este incidente los siguientes procedimientos:


1) Segregación de imputados condenados de los aún en proceso de investigación, de grados de peligrosidad diferentes. Los jóvenes Carrasco, Ríos y Vivanco, estaban en calidad de condenados, de modo que les correspondía estar en otras dependencias; lo que, en caso de Vivanco resulta trascendente porque, según los antecedentes recopilados hasta ahora, lideró el motín.


2) Tanto los educadores de trato directo como la coordinadora de turno, contaron con información útil y tiempo suficiente para evitar los resultados del incidente. No adoptaron medidas adecuadas para intervenir la situación que se gestaba.


3) Los procedimientos frente a crisis indicaban el corte del suministro de gas, lo que no se hizo oportunamente. Aún más, no se contaba ni siquiera con la llave para acceder a los depósitos de gas, lo que tuvo que hacerse mediante instrumento denominado “napoleón”. Esta omisión resulta relevante si se estima que el fuego del incendio se obtuvo precisamente de uno de los calentadores a gas presente en el interior del recinto.


4) El ingreso de la guardia armada de Gendarmería, sólo fue requerido una vez iniciado el fuego.


5) Al interior del módulo existían elementos inflamables y productores de gases tóxicos, altamente inseguros e inapropiados para un recinto de privación de libertad.


Calificación jurídica: Cuasidelito de homicidio, en las personas de las víctimas ya individualizadas, previsto en el artículo 492 en relación al artículo 490 del Código Penal, en grado consumado y en calidad de autores.”.

III. RELACIÓN DEL TRABAJO DESARROLLADO POR LA COMISIÓN EN EL CUMPLIMIENTO DE SU COMETIDO.


La Comisión, en el cumplimiento de su cometido, celebró 17 sesiones ordinarias y especiales y procedió a escuchar las opiniones y las declaraciones de las personas invitadas y citadas, cuya nómina es la siguiente:

	FECHA
	INVITADO O CITADO

	10-4-08
	Eugenio San Martín Truffy, Director del Servicio Nacional de Menores,
Sename.

	10-4-08
	Alejandro Jiménez Mardones, Director Nacional de Gendarmería.

	17-4-08
	Eugenio San Martín Truffy, Director del Servicio Nacional de Menores,
Sename.

	17-4-08
	Alejandro Jiménez Mardones, Director Nacional de Gendarmería.

	7-5-08
	Alicia del Basto, Presidenta de la Asociación de Funcionarios del Sename (Afuse)

	7-5-08
	Christian Araya, Director de Afuse

	7-5-08
	Filomena Rebolledo, Presidenta Provincial de Puerto Montt de Afuse.

	4-6-08
	Carlos Maldonado Curti, Ministro de Justicia.

	2-7-08
	Carlos Maldonado Curti, Ministro de Justicia.

	9-7-08
	Paula Vial Reynal, Defensora Nacional.

	9-7-08
	Iván Fuenzalida Suárez, Director de la Unidad Especializada en Responsabilidad Penal Adolescente del Ministerio Público13.



Cada uno de ellos expuso, en lo que les corresponde, sus particulares puntos de vista centrados en la competencia de esta comisión investigadora, tanto en caracterizar el hecho del incendio ocurrido, como asimismo, respecto del grado de implementación y cumplimiento de las exigencias impuestas por la ley N° 20.084 y su reglamento, como igualmente, en identificar las causas de posibles incumplimientos.


Para facilitar la comprensión del trabajo investigativo realizado, la Comisión estimó conveniente consignar en este capítulo, en orden cronológico, un resumen de las declaraciones prestadas en su seno por las autoridades y particulares que se individualizan en el lugar que corresponde.

IV. EXTRACTO DE LAS EXPOSICIONES EFECTUADAS POR LAS PERSONAS INVITADAS A LA COMISIÓN.

1.-Eugenio San Martín Truffy, Director del Servicio Nacional de Menores, Sename.

Expuso en primer lugar, entregando antecedentes generales sobre la institución que dirige, para luego dar respuesta a las consultas formuladas por los miembros de la Comisión.


Recordó que ley de responsabilidad penal juvenil había entrado en vigencia a mediados del año 2007, y que dicha normativa establecía un rango de responsabilidad para el Sename, como actor del circuito de justicia en materia de responsabilidad penal de los jóvenes, por lo que cumplía un rol muy determinante en la administración general del sistema de sanciones: las privativas de libertad y, por su naturaleza, también la supervisión de las sanciones no privativas de libertad.


Agregó que existían algunas iniciativas que debían abordarse en el futuro para los efectos de mejorar la implementación de la ley, bajo la premisa de que a todos los actores del sistema ello les interesaba, en el objetivo de lograr una adecuada persecución penal de aquellos delitos que cometan quienes tienen entre 14 y 18 años, aunque, no siendo todo ello suficiente, se debía disponer de todos los programas, mecanismos, instrumentos y herramientas para producir las acciones que tiendan a la reinserción o rehabilitación de esos jóvenes que cometen delitos, y que, por lo mismo, son objeto de una sanción.

Manifestó que habían hecho presente que una de las áreas en las cuales se debía trabajar con bastante fuerza para mejorar integralmente el sistema era la de infraestructura.

En cuanto a los hechos acaecidos en Puerto Montt, dio a conocer en primer lugar su visión general sobre el tema.


En este sentido, manifestó que cuando comenzó la entrada en vigencia de la ley, el 8 de junio del año 2007, se estableció un sistema de privación de libertad, a través de centros cerrados y semicerrados, existiendo algunas objeciones generales, en términos de la cantidad de centros disponibles para cumplir determinadas sanciones.


En el caso de los centros cerrados, indicó que todos se encontraban ubicados en las capitales regionales, con excepciones, como ocurre en algunas comunas muy cercanas a la capital de la región, añadiendo que ellos, con la sola excepción de los de la Región Metropolitana, eran para el cumplimiento de condenas, con ciertas características que los hacen de relativa complejidad.


Señaló que, primero, se trataba de centros mixtos, tanto para varones como para mujeres, además de que servían tanto para la internación provisoria como para el cumplimiento de condena.


Indicó que había conversado con todos los actores interesados sobre la dificultad de la segregación que la ley exigía, y agregó que por este motivo, los diecisiete centros, a excepción de los de la Región Metropolitana, estaban previstos para hombres y mujeres, tanto en el régimen de internación provisoria, como en el de cumplimiento de condena, lo que generaba cierta dificultad en su manejo, y sobre todo en la organización de los sistemas de segregación que la ley exige.


Manifestó que a lo anterior se suma el hecho de que adquirida la mayoría de edad por parte de los jóvenes, el sistema no los egresa automáticamente, sino que supone que el que cumple una condena puede seguir haciéndolo, a menos que el mismo Sename solicite su traslado a Gendarmería, lo que significa otra área más de segregación.


Con respecto a la infraestructura, señaló que a nueve meses de la puesta en marcha de la reforma, existe una capacidad actual cercana a 1.400 internos, y son 1.396 los disponibles en el sistema cerrado para los 17 centros del país. Recordó que al 1 de abril de 2008, habían 1.121 jóvenes privados de libertad en el sistema de internación provisoria, lo que equivale al 80 por ciento del total de la población.


Hizo presente que otro inconveniente era que un porcentaje mayoritario de los jóvenes privados de libertad en el sistema de responsabilidad penal juvenil estaba a la espera de una sanción, lo que suponía dificultades en su rehabilitación y tratamiento.


Reiteró que el número total de plazas estaba ocupado en un 85 u 86 por ciento, lo que generaba dificultades en las regiones más pobladas, ya que existían centros, especialmente los de capitales regionales, con un nivel de ocupación cercano al 90 ó 95 por ciento. Agregó que los dos centros de la Región Metropolitana, y los de la Octava, Quinta y Novena regiones eran los que concentraban la mayor cantidad de jóvenes recluidos en el sistema de responsabilidad penal.


Manifestó que se estaba trabajando en mejorar la infraestructura, para lo cual se desarrolló un plan de reforzamiento especial, con una inversión total cercana a los 4.500 millones de pesos, que fue autorizada por vía excepcional en el marco de la discusión presupuestaria en la subcomisión de Hacienda. Agregó que dada la complejidad de la labor de intervención con jóvenes, se creó un programa de reforzamiento de 268 profesionales adicionales a los que actualmente trabajan en los centros cerrados, y se desarrolló además un plan de seguridad en el que se reforzaron cierres perimetrales, equipamiento y mantenciones eléctricas para mejorar la infraestructura, lo que se ha realizado, en general, en todos los centros cerrados del país.


Recordó que en el análisis del funcionamiento integral del sistema estaban siendo ayudados por expertos como Pablo Egenau, Miguel Cillero, Paz Ciudadana y otros actores académicos relevantes.


Hizo presente que para obtener los resultados esperados, la experiencia internacional demostraba que los centros debían ser pequeñas unidades de gestión que permitieran un manejo directo, individual y personalizado de trabajo, disminuyendo así los factores de riesgo, por lo que existe un presupuesto aprobado por 30 mil millones de pesos para el año 2008, tema en el que se está trabajando en conjunto con el Ministerio de Justicia, y próximamente con la Dirección de Presupuestos y Mideplan. Añadió que se estaba trabajando en los nuevos centros de responsabilidad penal para el cumplimiento de condenas, con la idea de que sean pequeños y no superen las 72 plazas. Indicó que los 4.500 millones de pesos mencionados estaban contemplados dentro de los 9 mil millones previstos en el presupuesto normal del servicio para el año 2008, todos ellos destinados a obras de ampliación de plazas.


Señaló que el Sename contaba con 17 centros que concentran 1.100 jóvenes privados de libertad, y agregó que la demanda proyectada indicaba la necesidad de contar con nuevos centros, los que se estiman en 11 a nivel nacional, uno de los cuales ya se encuentra en trámite y se instalará en la Región Metropolitana. Agregó que se proyecta una ampliación de plazas de un universo cercano a 500 para atender mejor la demanda.


Recordó la suscripción de un convenio con Inacap que comenzará a ejecutarse durante el primer semestre de 2008 en los centros más poblados de la Quinta, Octava y Novena regiones, y en los dos de la Región Metropolitana, consistente en cursos de capacitación de seis meses, equivalentes a 500 horas.


Indicó que al 1 de abril de 2008, de 1.396 plazas disponibles en los centros cerrados, estaban ocupadas 1.121, lo que era variable porque se produce una tasa de egresos, ya que el 85 por ciento de casos corresponde a internación provisoria ordenada por el juez de 60, 90 ó 120 días, luego de lo cual algunos de ellos no son condenados a penas privativas de libertad, sino que en el medio libre.


En cuanto a los sucesos ocurridos en Puerto Montt, explicó que como máxima autoridad del servicio debería pronunciarse en las próximas semanas sobre el sumario administrativo en el que ya se habían formulado los cargos para diez funcionarios, habiéndose presentado ya los descargos y encontrándose en la etapa de vista al fiscal para efectos de elevar al director los resultados del mismo, lo que le impedía pronunciarse en detalle sobre las circunstancias en que ocurrió la tragedia.


Agregó que existía información a la que no había tenido acceso, por lo que la precisión y total claridad se daría en cuanto tuviera acceso a ellos.


Explicó que se hablaba de “incendio provocado” porque entendía que no hubo una causa de la naturaleza que provocó el incendio, ya que desde el primer momento los antecedentes hablaban de un motín producido durante ese día, cuyo resultado fue un incendio provocado por los propios jóvenes. En este sentido, agregó que la investigación del Ministerio Público y el sumario interno definirían cómo se produjo, qué medidas de control operaron y qué mecanismos de alerta no operaron. Agregó que entendía que se hablaba de incendio provocado para hacer la diferencia del que se puede producir por vía accidental o por causas de la naturaleza.


Respecto de la periodicidad o frecuencia de estos hechos, recordó que había asumido su puesto el día 1 de agosto, y que normalmente se daban una serie de episodios críticos y conflictos al interior de los centros de reclusión, por diversas razones. En cuanto a incendios propiamente tales, desde que asumió, recordó los ocurridos en Cholchol, cerca de Temuco, y en Limache, centro de Lihuén, provocado por un motín.


Consultado por un eventual incendio en Chiguayante, manifestó que el Sename no tenía ningún centro privativo de libertad en dicho lugar, aunque habían hogares de menores que no tenían nada que ver con el sistema de responsabilidad penal juvenil administrados por entidades colaboradoras del Sename, en donde podían haberse producido episodios del mismo tipo, aunque se comprometió a complementar la información si ella fuera insuficiente.


Respecto de la circular en términos de lo que había antes del 22 de octubre, en la lógica carcelaria y privativa de libertad, señaló que existían fechas sensibles y especiales, como las fiestas de fin de año y 18 de septiembre, en que se producía una mayor posibilidad de que ocurriera este tipo de situaciones. Agregó que en septiembre, mucho antes de que sucedieran los hechos de Puerto Montt, se estableció un criterio de corroborar y verificar los planes de contingencia y de emergencia de todos los centros, ya que todos ellos cuentan con un plan de emergencia para resolver incidentes o dificultades vinculadas con riesgos que se producen al interior de cualquier espacio cerrado. Recordó que el plan se activó en septiembre y en las fiestas de fin de año, sin que existieran situaciones críticas.


Manifestó que otro tema distinto era cómo esos planes de contingencia o de emergencia eran efectivamente trabajados e internalizados al interior de los equipos de trabajo. Agregó que esos planes de emergencia fueron coordinados por la unidad de prevención de riesgos, efectuándose reportes diarios, durante cuatro horas al día en todos los centros para monitorear cualquier episodio que pudiera tener alguna característica compleja. Añadió que los planes de emergencia se habían revisado con posterioridad a lo que ocurrió en Puerto Montt, además de haber suscrito un convenio con la Mutual de Seguridad, con el objeto de capacitar al personal y a los encargados de seguridad que, a contar de este plan de reforzamiento, van a tener los centros.


Añadió que también se contaba con el manual para regular los episodios críticos, que consistía en definir ciertos roles para el manejo de una crisis al interior del centro que escala, desde la intervención directa de las personas a cargo de estos jóvenes hasta la participación o la intervención de Gendarmería, previo requerimiento del encargado del centro. Agregó que un proyecto recientemente aprobado permitirá la existencia de una guardia interna.

Hizo presente que también existía un convenio con Bomberos, revisando todos los centros privativos de libertad, incluso los de protección administrados directamente por el Sename, y que con la Mutual de Seguridad también existía un trabajo permanente, solicitando su visto bueno para los nuevos centros que se estaban diseñando, desde el punto de vista de la seguridad interior, y trabajando además en la certificación en seguridad.


Indicó que el señor Rubén Sepúlveda era el encargado de la unidad de Prevención de Riesgos, que funcionaba al interior del Departamento de Desarrollo Personal.


Manifestó que el Sename contaba con 3.500 funcionarios, de los cuales sólo 1.500 trabajaban en centros de administración directa, por lo que la unidad de prevención de riesgos no se abocaba exclusiva y excluyentemente a la tarea de los centros de responsabilidad penal juvenil.


En virtud de eso, señaló que se decidió crear una unidad de administración al interior de los centros de responsabilidad penal juvenil, para tener un control directo y mayor. Añadió que la unidad de prevención de riesgos trabaja para toda la organización, preferentemente para los centros de administración directa: 11 en materia de protección y 37 en materia de responsabilidad penal, sin descuidar el resto de la organización en las dependencias de las direcciones regionales o del nivel central.


En cuanto a las funciones o al rol de la señora Fanny Pollarolo, indicó que es la jefa del Departamento de Derechos y Responsabilidades Juveniles, que es uno de los departamentos técnicos del Sename y tiene que ver directamente con la implementación de la ley, sin perjuicio de que, desde antes de que ésta entrara en vigencia, existía un equipo gestor y una mesa de trabajo con el Ministerio de Justicia, que era la que estaba a cargo de la implementación. Agregó que fue nombrada fiscal en el sumario administrativo.


Hizo presente que, una vez terminada la etapa investigativa de la fiscal del sumario, y en virtud de un informe en derecho que evacua el departamento jurídico del servicio, ella le propuso la necesidad de explorar algunas líneas investigativas que no habían sido llevadas adelante. Señaló que bajo esa circunstancia y por rol que ella desempeña, entendió no tenía el tiempo suficiente para abocarse a estas tareas que el informe jurídico señalaba que eran necesarias para que el sumario fuera totalmente adecuado para efectos de su posterior revisión por parte de Contraloría, por lo que se tomó la decisión de nombrar a otro fiscal, quien continuó la investigación, y que está en la etapa de formulación de cargos.

Se comprometió luego a precisar la información sobre dotación de personal e infraestructura existentes al 8 de junio, fecha en que comenzó sus funciones, así como la información de si alguna de las advertencias realizadas por expertos, funcionarios, parlamentarios y otras autoridades fueron o no recogidas.


Consultado por la declaraciones de la ex directora regional del Sename, en el sentido que se sentía absolutamente libre de responsabilidad, porque todo lo que había señalado lo había enviado al Sename planteando sus inquietudes y que no había sido considerada, indicó que había remitido a la Secretaría de la Comisión la información respecto de los oficios de agosto de 2007, sin perjuicio de que podría remitir también todos los oficios de la Dirección Regional de Puerto Montt a la Dirección Nacional.


Manifestó que el departamento a cargo de la señora Pollarolo, de Derechos y Responsabilidad Juvenil, es el área de la Dirección Nacional que se relaciona directamente con todo el sistema de responsabilidad juvenil, dentro del que está la infraestructura. Agregó que en la Unidad de Infraestructura, al igual que lo que sucede en prevención de riesgos, no obstante que el 80 por ciento tiene que ver con responsabilidad penal adolescente, también hay un porcentaje que tiene que ver con otros centros, que no tienen que ver con responsabilidad penal.


Precisó que, organizacionalmente, esa Unidad de Infraestructura, está en el departamento de Planificación del Sename, con un equipo de profesionales que tenía a su cargo todo lo relacionado con los procesos de infraestructura de inversión, tanto con el Ministerio de Obras Públicas como con la Oficina de Planificación del ministerio, y también con aquellos proyectos que directamente ejecutaba el servicio, por lo cual se advirtió la necesidad de tener una línea directa, que asegurara ciertas condiciones de respuesta.


Agregó que dada la complejidad de mantener estos centros a cargo del Sename, se creó, a fines del año 2007, dentro de ese departamento de Derechos y Responsabilidad Juvenil, un área denominada Administración de Centros, para concentrar todo el trabajo que tiene que ver con infraestructura, mantención, operación y seguimiento, manteniendo al mismo equipo que estaba a cargo del seguimiento e implementación, y concentrando en él todas las decisiones de finanzas y de personal.


Recordó que hasta fines del año 2007 la unidad de infraestructura era parte del departamento de Planificación, y actualmente es parte del área de Administración de Centros, que está nítidamente organizada y que, probablemente, podría llegar a ser una especie de área autónoma, dada la envergadura que suponen los centros.


Respecto de las condiciones en que se encontraba el centro de Puerto Montt, desde el punto de vista de las condiciones de calidad del trabajo y de la infraestructura, señaló que le parecía complejo pensar que alguien afirmara que lo de Puerto Montt pudo evitarse si la ley no hubiera entrado en vigencia, ya que ése es un centro, de los diecisiete, que no representaba mayores condiciones de complejidad que otros, en términos de las dinámicas que se dan al interior de un centro, dado que existen muchos factores que inciden en dicha complejidad. Agregó que por tal razón se había estratificado dichos centros en de alta complejidad, baja complejidad y normal complejidad, siendo el de Puerto Montt de normal complejidad. Hizo presente que no se trataba tan solo de desplegar programas de reescolarización, ya que eran conscientes de que se necesitaban programas de educación, pero añadió que, más allá de los problemas de gestión, ha sido difícil encontrar sostenedores, porque pocos jóvenes no son atractivos desde el punto de vista de la subvención y del gasto que significa para los sostenedores instalarse en uno de estos centros.


Sostuvo que algunos centros han funcionado bastante bien, también otros con bastantes complicaciones, y algunos mal, debido a dificultades en los equipos de trabajo.


Recordó que esta ley exige nuevos estándares al Sename, el cual no tiene una trayectoria, ya que el sistema tutelar antiguo de ley de menores es distinto a este sistema, y eso pasa por un cambio que ha sido difícil. Agregó que si no eran capaces de mejorar sustancialmente la calidad de las prestaciones, la promesa de la ley no se va a cumplir, lo que exige más recursos, mejor invertidos, revisar los modelos y las orientaciones técnicas. Añadió que estaban en ese proceso, con los mismos expertos y con la experiencia de estos nueve meses.


Explicó que han aparecido cosas que, en su momento, no estuvieron en vista, como el tema de la seguridad al interior de los centros, que ha sido el tema de debate, ya que todos los expertos sostienen, en forma unánime, que no es posible que Gendarmería esté al interior de los centros, lo que no se condice con la realidad práctica, que dice que no ha habido capacidad, en algunos lugares, para controlar episodios críticos.


Afirmó que, más allá de aseverar si al momento de asumir su cargo habían condiciones básicas, óptimas o mínimas, ya que primero se debía definir aquello, estaban trabajando en el tema desde el 1 de agosto del año pasado por instrucciones del ministro y en coordinación con el Ministerio y con los demás actores del sistema, como Gendarmería y el circuito judicial, lo que constituía un gran desafío.


Respecto de lo que es condición óptima, básica o mínima, estimó que debería estar establecido qué es un centro tipo, y en cuanto a la dotación, afirmó que sí estaban dadas las condiciones, ya que un centro para 64 personas tenía 15, 16 ó 18 jóvenes, lo que evidentemente no era suficiente, ya que la ley no exige mínimos, sino avanzar hacia un sistema integral que apunte a la calidad, dado que si no es así, sólo habrá resultado para recluir jóvenes y no otorgarles herramientas para el proceso de reinserción.


En cuanto a la capacitación del personal, señaló que podría hacer llegar el curso concreto que tuvieron todos los funcionarios. Recordó que antes del 8 de junio y durante el año 2007 hubo un programa de formación continua con un consorcio formado por tres universidades: la Universidad de La Frontera, la Universidad Academia de Humanismo Cristiano y la Universidad Alberto Hurtado, las cuales prepararon en competencias generales y laborales a todos los funcionarios que iban a trabajar en el trato directo con esos jóvenes, aunque reconoció que los recursos de capacitación son escasos ante la envergadura de los requerimientos.


Manifestó que de los 3.500 funcionarios del Sename, aproximadamente, 1.500 están vinculados al sistema de responsabilidad penal, de los cuales el 70 por ciento son funcionarios administrativos y el 30 por ciento restante profesionales, aunque no manejaba las cifras precisas sobre las funciones de todos ellos.


Respecto de las licencias médicas, indicó que era una situación que ocurría en este servicio y en muchos otros, con varias causas que la podían explicar. Recordó que de los 3.500 funcionarios, aproximadamente, entre el 15 y 20 por ciento tiene licencias médicas, por lo que en el último se ha solicitado, por la vía de la Contraloría, que a aquéllos que tengan por sobre seis meses de licencia médica se les aplique el procedimiento establecido en el estatuto y se les declare su salud incompatible, aunque en la práctica ocurre que las personas que van sumando licencias se reintegran al trabajo cada vez que se enciende una luz amarilla, siendo ello injusto para quienes trabajan y soportan duras condiciones laborales. Agregó que tenían muchas dificultades con varios sistemas de turnos, lo que generaba conflictos respecto de los recursos, porque el presupuesto para pagar horas extras es limitado, y porque las personas que faltan no pueden ser debidamente reemplazadas, lo que conspira y afecta el trabajo de las demás. Ejemplificó lo anterior señalando que en el caso de Puerto Montt, hay 78 funcionarios entre los sistemas cerrado y semicerrado, 12 de los cuales están con licencia médica, para atender a una población de 17 jóvenes en internación provisoria, 18 en el sistema semicerrado y una mujer en el sistema cerrado, lo que hace un total de 36 personas.


Ahondando en el tema de la dotación de personal, señaló que ésta diferenciaba entre la labor administrativa y la labor técnica. Agregó que los estándares determinados con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley establecían dos funcionarios por cada casa o unidad de cumplimiento, más un número variable, dependiendo de la cantidad de jóvenes, por lo que se podía concluir que existía una dotación necesaria, atendida la cobertura nominal de las plazas. Agregó que los sistemas de turno requerían contar con más funcionarios que los nominales, y recordó que el Sename tiene varios sistemas de turnos que coexisten, siendo ese un problema serio que se está tratando de solucionar, por lo que se estaban revisando las orientaciones técnicas en esa materia.


Relató que la experiencia internacional mostraba países en los que la relación es uno a uno, como sucede por ejemplo, en algunas comunidades autónomas españolas, como el País Vasco, donde hay muy pocos jóvenes y tienen un profesional con sistema de turno dedicado sólo a uno.


En cuanto a la Región Metropolitana, que concentra la mayor población, señaló que su problema es la falta de espacios suficientes. Agregó que, conceptualmente, hoy no creían en los megacentros, esto es, centros para 500 jóvenes, ya que la realidad indica que los centros deben ser pequeños, no superando los 72 jóvenes. Hizo presente que, en paralelo, se debía estudiar la forma de administrar la situación de los centros de la Región Metropolitana que estaban sobrepoblados, al tope de su capacidad, ya que si bien siempre existía un margen, éste era a costa de un riesgo. Añadió que los centros cerrados no podían construirse en cualquier parte, porque el plano regulador no admite equipamiento de seguridad en la Región Metropolitana casi en ninguna parte. Indicó que el único proyecto está en Tiltil, que se redujo de 335 a 220 jóvenes para hacerlo más compatible con esta exterioridad de espacios de intervención, e incluso, por razones de seguridad, Gendarmería planteó en su momento, con toda razón, que manejar 350 jóvenes era muy complicado.


Agregó que también se contemplaban obras de aumento de plazas, y en el caso concreto del Centro Tiempo Joven inicialmente el sistema suponía centros cerrados y semicerrados vinculados, lo que no compartía. Agregó que se querían disminuir las condiciones de sobrepoblación sobre la base de la utilización del centro semicerrado que está en ese mismo centro, gracias a un esfuerzo realizado en conjunto con Gendarmería, con los Ministerios de Justicia, de Obras Públicas y de Vivienda, y con la Municipalidad de San Bernardo para cerrar perimetralmente estas nuevas obras. Especificó que existían 140 plazas de semicerrados para la Región Metropolitana que están emplazadas en el mismo Centro Tiempo Joven. Agregó que en ese mismo centro se realizarán talleres de Inacap durante el mes de mayo.


Expresó que la internación provisoria generaba dificultades a veces, en cuanto al tipo de intervención que se podía hacer con los jóvenes en términos de capacitación, ya que estos suelen durar seis meses, por lo que la permanencia es clave. Agregó que estos talleres de capacitación debieran comenzar allí y en otros cuatro centros de alta complejidad, ya que estaban especialmente preocupados porque haya rutinas de trabajo al interior de los centros, con un horario, una rutina de trabajo, acciones de trabajos que no sean meramente de esparcimiento y de entretención, ya que debían tener escolarización y talleres, que era un tema en el cual estaban trabajando. Añadió que este centro era especialmente sensible, ya que no habían tenido el nivel de avance alcanzado, por ejemplo, en San Joaquín, que funcionaba mejor y donde se estaba trabajando para mejorar la oferta en su interior, para que no suceda que los jóvenes no tengan nada que hacer.


2.- Alejandro Jiménez Mardones, Director Nacional de Gendarmería.


El señor Jiménez señaló que a lo largo del país existían 17 centros de internación provisoria y de reclusión cerrados, dependientes del Sename, en los cuales la capacidad total era de 1.396 internos, siendo la dotación actual de 1.158 personas. Señaló que para estos centros existía una dotación de Gendarmería de 525 funcionarios, y detalló sus funciones.

Indicó que aunque no se copan totalmente las plazas disponibles, en algunos centros existe una mayor cantidad de jóvenes, fundamentalmente, los de aquellas regiones que presentan una mayor cantidad de población en el país.


Manifestó que de acuerdo con la ley, las funciones de Gendarmería eran encargarse de la vigilancia y la custodia perimetral; controlar el ingreso; colaborar en el manejo de conflictos, como fugas, motines, riñas, etcétera; asesorar a los funcionarios del Servicio Nacional de Menores en el manejo de conflictos internos y de seguridad en general, y realizar los traslados de los adolescentes a los tribunales.


Señaló que en el caso de la guardia perimetral se usa armamento corto cuando se produce una situación interna y no armas largas, que se utilizan en las unidades penales.


En cuanto a los planes de emergencia, recordó que el artículo Nº 74 del Reglamento de la ley Nº 20.084 establece lo siguiente: “Plan de emergencia. Los centros desarrollarán anualmente un plan de emergencia, en concordancia con las directrices y normas emanadas del Servicio Nacional de Menores, respecto de la prevención de riesgos y seguridad, a fin de prevenir y reaccionar adecuada y oportunamente ante alguna contingencia.


En todo caso, en lo relativo a la seguridad, los centros siempre deberán contar con la asesoría de Gendarmería de Chile.


Los procedimientos para abordar las situaciones de riesgo, deberán ser regulados mediante instructivo impartido por el Servicio Nacional de Menores, lo que se efectuó en su momento.


Se refirió luego a los planes de emergencia internos, señalando que mediante oficio 
Nº 226, de fecha 13 de septiembre de 2007, se envió un instructivo a los jefes de destacamento en cuanto a que se revisaran nuevamente dichos planes, lo que no significa que no haya habido instructivos anteriores, ya que Gendarmería reitera las instrucciones y adopta mayores medidas normalmente todos los años, especialmente en las fechas más problemáticas, como son la semana del 18 de septiembre y las fiestas de fin de año, cuando se produce una mayor convulsión en la gente.


En cuanto a la intervención de guardia armada, indicó que el artículo 141 del Reglamento de la ley Nº 20.084 que regulaba la materia, estipulaba que ésta podía realizarse, con el objeto de poner término o evitar un conflicto, a requerimiento del director del centro o del funcionario de mayor jerarquía del Servicio Nacional de Menores que se encuentre en ese momento en el establecimiento, como ocurrió en Puerto Montt.


Sobre la ocurrencia de episodios críticos, señaló que la acción de Gendarmería buscaba prevenir sus efectos y desarrollar acciones disuasivas tendientes a lograr negociaciones y acuerdos que permitan ponerles término. Agregó que en muchas ocasiones se había logrado manejar la situación sin llegar a tomar acciones disuasivas, y que tras cada episodio crítico se hacían evaluaciones para mejorar los planes de acción.


Agregó que las medidas a implementar se estudiaban en conjunto con el Sename, con parámetros similares a nivel nacional, dado que hay centros con mayor y otros con menor conflictividad por lo que la aplicación de las medidas no necesariamente es la misma.


Indicó que en cada centro existe un destacamento a cargo en su mayoría de oficiales y, en algunos casos, por el tamaño de la unidad, de un suboficial, el que tiene funcionarios para cuidar el perimetral del muro y personal bajo los muros que está destinado específicamente a la unidad. Añadió que con el Sename estaban trabajando en terminar cuadras para el personal, dado que el personal soltero y el de guardia hacen vida de cuartel, y puede ayudar en casos de emergencia al personal que está activo ese día.


Manifestó que las etapas de intervención son, primero una preventiva, otra de disuasión, una de intervención propiamente tal y una última de evaluación, con actividades propias de cada una de ellas.


Agregó que constantemente Gendarmería está haciendo un levantamiento de la infraestructura, con el objeto de detectar cuáles son las áreas fundamentales en las que pudiesen producirse situaciones críticas.


Señaló que la etapa de disuasión tiene por objetivo evitar el agravamiento de las situaciones de conflicto y/o resolverlas, a través del diálogo con los involucrados, dada la experiencia del personal en los antiguos Cod-Cerecos y en las unidades penales donde existía la sección juvenil o de menores.


Expresó que la etapa de intervención está constituida por un conjunto de acciones internas y externas tendientes a controlar y poner término a las situaciones de conflicto crítico, esto es, cuando hay motines, intentos de incendio, agresiones entre los jóvenes, cuando no obedecen ninguna orden o hay un intento de fuga. En esta etapa, el director del centro o el funcionario de mayor jerarquía del Sename a cargo del centro es quien solicita el ingreso del personal de destacamento al interior del centro con la finalidad de neutralizar el conflicto crítico, por escrito o en forma verbal, siendo responsable de los procedimientos operativos y del uso de elementos disuasivos el comandante de guardia, que puede ser oficial o suboficial.


Añadió que el flujo de información al interior de Gendarmería permite que cuando se produce un evento de esas características se informe inmediatamente al director regional y luego al director nacional, con un desfase de unos cinco minutos.


En cuanto a las etapas del procedimiento, indicó que estas son el acercamiento, irrupción y copamiento, reducción de las personas que participan en el evento crítico, conducción, es decir, luego de ser allanadas se devuelve a las personas a sus lugares de reclusión, y, finalmente, posterior vigilancia en sector de control, no obstante haber sido reducido el conflicto.


Manifestó que luego de cada episodio crítico se realizan evaluaciones tendientes a determinar las causas del conflicto, los factores que desencadenaron y facilitaron los hechos, los elementos preventivos o de rutina diaria de actividades y control de los adolescentes que fallaron, las actuaciones del personal participante para determinar si se hizo un uso racional de la fuerza o si la intervención fue correcta, los criterios correctivos en las deficiencias presentadas las necesidades y requerimientos para evitar que nuevamente se produzcan hechos de la misma naturaleza, y la reposición inmediata de la infraestructura y materiales imprescindibles para el normal funcionamiento. Añadió que en el caso específico de Puerto Montt, previo al incidente, contaban con 22 funcionarios y 12 cámaras en blanco y negro con grabación VHS, y ahora había 24 funcionarios y 16 cámaras a color y con grabación en disco duro. También agregó que previo al incidente en Puerto Montt no se contaba con una línea telefónica propia para realizar comunicaciones hacia afuera del recinto, debiendo usar la del Sename, aunque a partir de esta situación lamentable Gendarmería compró una línea telefónica propia para ese centro, lo que se estaba repitiendo en los demás centros.


Agregó que, en coordinación con el Sename, Gendarmería estaba trabajando con Bomberos y la mutual para actuar en caso de siniestro, sin perjuicio de la preparación constante del personal para enfrentar ese tipo de situaciones críticas.


Indicó que en el caso del incendio en el centro de Puerto Montt, el jefe de destacamento era un vigilante mayor, es decir, el equivalente a un suboficial mayor de Ejército, siendo una persona con experiencia, con más de 28 años de servicio. Agregó que hoy se destinó a un teniente más un vigilante mayor a cargo de la unidad.


Explicó que la cronología de los hechos que estableció Gendarmería era la siguiente:


A las 23.00 horas, el personal de Sename que se encontraba de servicio en el centro cortó la luz en los diferentes sectores, de acuerdo con lo que dispone el reglamento interno de la unidad, lo que fue resistido por los jóvenes, quienes comenzaron a quemar colchones en la puerta de acceso a la dependencia.


Posteriormente, a las 23.10 horas, el personal de servicio de Gendarmería ubicado en la garita N° 3 de vigilancia y personal del circuito cerrado de televisión alertaron a la guardia del recinto de la presencia de humo al interior del centro, lo que fue establecido por un sumario interno que se desarrolló en Gendarmería.


23.15 horas: La directora del centro, doña Lorena Navarro, solicita al suboficial de guardia el ingreso del personal de Gendarmería al lugar. Paralelamente, el coordinador del Centro, don Marcos Iglesias, da aviso a Carabineros, a Bomberos y al Hospital de Puerto Montt. 


23.17 horas: La intervención conjunta entre funcionarios de Sename y Gendarmería se ve dificultada, ya que una barricada bloquea el acceso a la dependencia, debiendo acceder los funcionarios de Gendarmería, provistos de chalecos antipuñal y extintores, por la ventana y por ese lugar rescatar a los jóvenes.


23.27 horas: El operador de servicio Cctv comienza la grabación de los hechos, luego de haber dado los avisos correspondientes, existiendo un desfase con el comienzo del conflicto, ya que primó la urgencia de dar aviso.


23.40 horas: Llega personal de Bomberos, quienes pasados cinco minutos comienzan a combatir el incendio.


00.20 horas: Llega personal de refuerzo, de servicio y de franco, del Equipo de Traslado y Reacción Primaria, Etrp, y del EP de la cárcel de Puerto Montt.


00.30 horas: Comienza el traslado en ambulancia de los jóvenes al centro asistencial de la ciudad.


Manifestó que a la hora de los hechos el Centro contaba con dos educadores de trato directo del Sename de servicio nocturno, y el destacamento de Gendarmería contaba con seis funcionarios de servicio, distribuidos de la siguiente forma: 1 suboficial de Guardia, 2 en puestos de Vigilancia, 2 de Reacción y 1 en Cctv.


Aclaró que los extintores de los Centros son de cargo y responsabilidad del Sename, incluyendo su mantención y recarga, y que el día del incidente se utilizaron dos extintores que se mantenían en la Sala de Guardia Armada de Gendarmería de Chile.


Señaló que era prácticamente imposible eliminar completamente los elementos que pudieran servir para propagar el fuego al interior de un recinto de estas características, ya que incluso sus ropas eventualmente podrían ser utilizadas para ello.


Relató que, con posterioridad, Gendarmería de Chile adoptó las siguientes medidas:


Conforme a resolución Nº 1884, de 2007, el director regional de Los Lagos decretó el sumario administrativo respectivo al interior de Gendarmería, en el que la Fiscalía Administrativa institucional “decreta y estima que en la pieza sumarial se logró establecer fehacientemente que no le asiste responsabilidad administrativa al personal de servicio”. Se procedió a reforzar el equipamiento de seguridad del centro, incluyéndose el envío de un equipo Ifex 3000, modelo 3012, para control de incendios, de alta tecnología, esperando contar con el mismo equipo en todos los centros de menores atendidos, a pesar de su elevado costo.


Destacó que Gendarmería estaba capacitando aproximadamente al 60 ó 70 por ciento de todo su personal anualmente, adquiriendo nuevos conocimientos de seguridad, e incorporando nuevos equipamientos de seguridad, en la medida en que el presupuesto así lo permita.


Consultado por el personal de Gendarmería, el señor Jiménez señaló que en la actualidad contaban con casi 13 mil funcionarios, en total, entre planta 1, 2 y 3, siendo la más numerosa la planta 2, de vigilantes, con cerca de 6 mil funcionarios; luego están los oficiales y, finalmente, los profesionales, técnicos y administrativos, aunque reconoció que existía un déficit histórico de funcionarios. Recordó que recientemente el Ministro de Justicia presentó un proyecto de ley de ampliación de planta a Hacienda solicitando cerca de 8 mil nuevos funcionarios, de los cuales 500 son oficiales, casi 2 mil profesionales y técnicos y el resto corresponde a funcionarios de vigilancia, siendo destacable que la determinación de esta cifra se trabajó con las tres asociaciones que agrupan a los funcionarios.


Manifestó que al ponerse en funcionamiento el nuevo sistema de responsabilidad penal adolescente, a pesar del déficit histórico, los funcionarios que venían de los Cod-Cerecos fueron asignados a las nuevas unidades.


En cuanto a inquietudes planteadas por Gendarmería respecto de los problemas que significaría la implementación de esta ley, el señor Jiménez señaló que eso lo hizo su antecesor.


Respecto a la situación del centro de Puerto Montt, señaló que, en el área que corresponde a Gendarmería, ese centro de detención no posee zona de delimitación perimetral, de modo que toda construcción en su interior limita directamente con el muro, lo que podría provocar intentos de evasión, y agregó que el mismo emplazamiento del recinto impide dar mayores condiciones de seguridad.


Respecto de las enfermedades y licencias médicas, el señor Jiménez señaló que en las regiones había entre un cinco y un seis por ciento de licencias médicas, dándose el caso que en muchos casos éstas son justificadas, pero también existen otros casos como el del funcionario en estado de ebriedad que chocó, cuando estaba con licencia médica por 144 días, o el del funcionario que fue asaltado por unos jóvenes en la noche mientras estaba con su novia, disparando a uno de ellos y dándole muerte, en circunstancias que estaba en una fiesta con su novia y con licencia médica.


En cuanto a la actuación de Bomberos en el incendio en Puerto Montt, señaló que no se justificaba que entraran con protección de Gendarmería, lo que atribuyó a un prejuicio de su parte.


3.- Alicia del Basto, Presidenta de la Asociación de Funcionarios del Sename (Afuse).


La señora del Basto señaló que de un total de 3.500 funcionarios del Sename, 1.800 pertenecían a su agrupación, que era la mayoritaria, reuniendo desde el estamento auxiliar hasta algunos directivos de centros.


Recordó que cuando asumió la administración del Sename la señora Delia Del Gatto, se plantea la separación del servicio en dos líneas, una de protección y otra de responsabilidad penal juvenil, lo que trajo consigo el cierre de muchos centros de protección y programas que había para los jóvenes, apuntando un poco a la desinstitucionalización de las instituciones del servicio. Agregó que la idea era disminuir las casas y tener menos niños, por lo que se eliminaron una cantidad importante de programas privados de atención, algunas de las cuales funcionaban muy bien, como la de los padres “amigonianos”, que han sido los únicos en Chile que han tenido programas exitosos de rehabilitación conductual, por enfatizar demasiado la disciplina.


Cuando se comienza a conversar sobre la posible implementación de la ley de responsabilidad penal juvenil, plantearon su mirada señalando: “la actual infraestructura, especialmente en las regiones Quinta, Octava y Metropolitana, estimamos que era insuficiente a corto plazo de acuerdo con los propios datos del servicio. Esto coloca en riesgo la efectividad de la ley al registrar situaciones de hacinamiento en estos centros, afectando los objetivos técnicos”.


Agregó que en reiteradas oportunidades señalaron al servicio su opinión respecto de la implementación de la ley y de las deficiencias que había en el sistema, en cuanto a infraestructura, personal, estimación de la cantidad de jóvenes que iba a ingresar, área educativa para los jóvenes, talleres, etcétera. Señaló que frente a estas denuncias, el 16 de mayo de 2005, la señora Delia Del Gatto contesta no comparte lo señalado por Afuse, en atención a que tenía la profunda convicción de que se habían hecho todas las inversiones necesarias para poner en marcha el proyecto de ley de responsabilidad penal juvenil, y que Sename era el servicio mejor preparado para asumir los desafíos de este proyecto de ley, lo que originó el comienzo de una serie de desencuentros con las autoridades del Sename y con el entonces Ministro de Justicia, el señor Luis Bates. Añadió que la señora Del Gatto abandonó el Sename con el cambio de gobierno, dejando al Sename ad portas de iniciar la implementación de la ley sin las condiciones básicas.


Expresó que cuando asumió la nueva directora, la señora Paulina Fernández, tuvieron largas reuniones con ella, quien entendió y vio que las cifras no cuadraban y que nada de lo que había en el servicio era lo que a ella se le había entregado, lo que se constató por el entonces ministro Solís en una reunión donde dijo que, respecto del Sename, se tomaría más tiempo para dar respuesta a las demandas, ya que se constató que no estaba la infraestructura que la directora nacional había señalado que existía, ni la dotación de personal, no existían las escuelas ni los talleres, además de un déficit de recursos para la implementación de la ley.


Indicó que entregaron una carta a la Presidenta de la República, en abril de 2007, días antes de la entrada en vigencia de la ley, donde claramente se expresan todos los temas, como la ley orgánica, las políticas y gestión de personal, la responsabilidad penal juvenil, el sistema privativo de libertad, los centros semicerrados, los centros cerrados, todo lo que tiene que ver con educación y capacitación, las orientaciones técnicas, la seguridad, etcétera, advirtiendo que si no se tomaban medidas de seguridad al interior de los centros, podría ocurrir una desgracia con resultado de muerte de los jóvenes o educadores.


Manifestó que durante el año 2007 hubo una serie de situaciones en Puerto Montt que tuvieron que ver con la directora regional del Sename, señora Antonella Muñoz, de lo que se informó al Ministro, pidiendo incluso la intervención del servicio. Agregó que la señora 
Paulina Fernández no hizo oídos de lo que estaba pasando en Puerto Montt, respecto de la gestión de esta directora regional, en cuanto a la desestructuración del equipo regional, al deficiente clima organizacional, al estilo de directiva autoritario, poco consultivo a los equipos técnicos, al abuso de autoridad, y al informe de auditoría respecto de su gestión técnica y administrativa. Cuando asumió el nuevo director, el señor San Martín, también se le envió la misma información, aunque como la directora regional era militante del mismo partido del ministro, tuvo muchos problemas para removerla.


Agregó que el directorio provincial de Puerto Montt de Afuse hizo una serie de denuncias públicas antes de que sucediera el incendio, acerca de todos los problemas existentes, y también hay un informe de diagnóstico de las asociaciones que se presentó en el Ministerio de Justicia y otro de necesidades básicas para la implementación de la ley que, como asociación de funcionarios, se trabajó en el Ministerio de Justicia, por lo que la semana anterior al hecho ocurrido en Puerto Montt, en una asamblea nacional con los dirigentes de todo el país, se acordó, nuevamente, insistir a la Presidenta de la República sobre las condiciones de los centros para la implementación de la ley. Indicó que el señalado documento, entregado el día 23 de octubre de 2007, se centra en las severas condiciones de hacinamiento, imposibilidad de implementar medidas de segregación, según perfil de complejidad conductual, lo que, a su vez, se ha manifestado en un creciente nivel de agresividad de los jóvenes hacia ellos mismos y sus pares, como asimismo una progresiva violencia verbal y física hacia funcionarios, afectando el clima laboral e institucional y la gestión técnica de los centros, lo que se vio agravado por la provocación de motines, incendios, agresión a funcionarios y jóvenes, situación que en los centros de mayor complejidad se estaba incrementando y, por tanto, en permanente peligro de ocurrencia, incluso, con riesgo de pérdidas de vidas.


Reiteró que existían una larga serie de falencias, y que respecto de la tragedia ocurrida en Puerto Montt había seis funcionarios formalizados, sin que nadie respondiera por las responsabilidades políticas.


Señaló que habían pedido insistentemente al ministro que las autoridades del servicio sean nombradas por su competencia, y no por pertenecer a un partido político, y agregó que otro aspecto negativo era que las autoridades del servicio no tuvieran las competencias necesarias para los cargos que asumen.


Indicó que se habían hecho algunos avances, pero como los problemas eran tantos, tales avances no se notaban. Añadió que en cuanto a la contratación de personal, el Ministerio de Hacienda respondió que se contratara personal a honorarios.


4.- Christian Araya, Director de Afuse.


El señor Araya señaló que ya en 2004 se presentó un documento ante la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado, que indicaba que las infraestructuras que se estaban construyendo no respondían para nada ante los objetivos de una ley que tenía como finalidad la reinserción social de los jóvenes.


Manifestó que los centros a lo largo del país son, en general, un desastre, y desde el punto de vista de los objetivos de reinserción social, prácticamente, no hay ninguna posibilidad de alcanzar logros con los jóvenes actualmente internos, y agregó que el servicio se encontraba en una crisis profunda.


Reiteró que la infraestructura era fundamental, ya que se requerían espacios que actualmente no existían.


Por otro lado, no se sacaba nada con tener infraestructura estupenda si no se sabía qué hacer con los menores, lo que tenía que ver con las visiones que han tenido las autoridades del Sename, especialmente desde los tiempos de la señora Delia Del Gatto, quien cambió completamente la concepción del Sename y lo centró en torno al tema de la Convención Internacional de los Derechos del Niño, que significó irse al otro extremo, aplicando el concepto de voluntariedad con jóvenes que estaban recluidos por infracción a la ley, por lo que sólo si el interno quería se levantaba e iba a la escuela, lo que obviamente no resultaría, considerando sus historias de vida.


Señaló que otro grave problema era la larga permanencia de los jóvenes imputados en los centros, de lo que responsabilizó a los abogados defensores.


5.- Filomena Rebolledo, Presidenta Provincial de Puerto Montt de Afuse.


Relató los sucesos acaecidos la noche del 22 de octubre de 2007, en el centro de Puerto Montt, señalando que esa noche, como coordinadora de turno, llamó a su jefe directo, el señor Marcos Iglesias, quien estaba como jefe técnico subrogante.


Indicó que a los jóvenes les dijeron que, como tope máximo, debían acostarse a las 22.30 horas, aunque la hora acostumbrada era a las 22.00 horas. Agregó que los jóvenes no obedecieron, se exaltaron y se rebelaron, fueron a sacar un DVD, pasando por sobre sus educadores. A las 22.35 llamó al jefe técnico, quien le pidió que hiciera ingreso a la sección a conversar con los menores, que era un centro de internación provisoria. Señaló que los jóvenes estaban escuchando música a todo volumen y sentados en la sala de estar, y se notaba que ya se estaban rebelando, aunque no en una actitud grosera. Señaló que intentó convencerles de bajar el volumen para hablar, y uno de ellos, al parecer Ángel Carrasco, apagó el televisor.


Relató que le dijeron: “Siéntese, tía.”, y les preguntó: ¿Por qué no están obedeciendo las instrucciones de los educadores.” “Ustedes tienen que acatar las reglas.” Entonces dijeron: “Estamos chatos, estamos mucho tiempo encerrados; no nos dan respuesta. Y nosotros no queremos acostarnos. Queremos escuchar música hasta más tarde.” Luego les dijo: “Es que ustedes no pueden hacer lo que quieran. Los educadores no están felices. Ustedes tienen que obedecer a los tíos, como siempre lo han hecho. Ya es la hora de acostarse. Aquí hay reglas que cumplir.”, y les dijo que tenían que hacerse responsables de que el tribunal los envió allí por haber cometido una falta a la sociedad.


Finalmente, los jóvenes dijeron: “Tía, no se enoje. Nosotros no vamos a irnos en la mala con los tíos ni con ustedes. Pero no estamos “ni ahí” con que los gendarmes nos estén custodiando, porque detestamos lo que es Gendarmería”, a lo que contestó: “Chiquillos, obedezcan y acuéstense.”.


En ese momento, vio llegar a uno que ya tenía tapada la cara con una especie de calceta, con dos cosas que eran de la grifería que sacaron, como un arma hechiza, señalando que querían pelear.


Ante eso, otro educador le dijo que tenía una llamada telefónica, aunque sólo con el fin de sacarla de allí y decirle que debían adoptar medidas. Acto seguido, le pidió al gendarme de guardia que apagara el gas desde afuera, porque había un gas general que debía ser cortado, lo que no se hizo.


Agregó que salió y le avisó de la situación a Lorena, la directora del centro, porque el jefe técnico no podía tomar la decisión de hacer ingresar a Gendarmería; sólo podía hacerlo la directora del centro, aunque el jefe técnico, Marcos Iglesias, indicó que mientras salía de su casa en auto, llamó también al jefe del destacamento de Gendarmería, señor Castillo, y coordinó con el director regional.


Luego notó que no tenía su intercomunicador portátil, el que fue sacado por los menores al abrazarla, aunque posteriormente fue devuelto.


Luego se dirigió a la oficina de las coordinadoras, a la entrada, que está por otro lado, donde hay unos pasillos, y cuando salió escuchó el estruendo, porque cerraron la puerta con mucha fuerza y empezaron a bloquear inmediatamente, con mesas de madera, y con sillones que también eran de madera, así como con algunos materiales que estaban en los sillones, como cojines, que nos son ignífugos.


Señaló que cortó el gas con un napoleón, porque no tenían llave, y al volver corriendo hacia adentro ya había fuego, lo que avisó inmediatamente, en el momento en que venían entrando la directora y don Marco Iglesias.


Manifestó que habría sido imposible salvar a los menores, por lo que dolía la formalización por homicidio culposo. Indicó que se produjo en forma muy rápida una temperatura muy alta, de 300 grados. Añadió que también ardieron la pintura, los tubos fluorescentes y el televisor.


Manifestó que un joven se salvó porque no quiso participar de los desordenes, quedándose en un dormitorio, desde donde lo sacó un educador.


Agregó que Gendarmería no hacía nada, según ellos por falta de personal, ya que esa noche había dos funcionarios de relevo en la garita y uno en la sala de cámara.
-Antecedentes Complementarios entregados por la Asociación de Funcionarios
del Sename, Afuse.

-A la hora de los hechos el Centro contaba con dos educadores de Trato Directo del 
Sename de servicio nocturno.


-El Destacamento de Gendarmería contaba con seis funcionarios de servicio, distribuidos de forma siguiente:


-01 Suboficial de Guardia


-02 en Puestos de Vigilancia


-02 de Reacción


-01 en CCTV


-Los extintores de los Centros son de cargo y responsabilidad de Sename, incluyendo su mantención y recarga. De acuerdo al personal institucional, el día del incidente se utilizaron dos extintores que se mantenían en la Sala de Guardia Armada de Gendarmería de Chile. 

-Acciones posteriores efectuadas por Gendarmería de Chile


Conforme a Resolución Ex. Nº 1884 del 22.10.2007 el Director Regional de Los Lagos decretó el Sumario Administrativo respectivo.


La Fiscalía Administrativa institucional “decreta y estima que en la pieza sumarial se logró establecer fehacientemente que no le asiste responsabilidad administrativa al personal de servicio.”

Se refuerza el equipamiento de seguridad del centro. Se incluye el envío de 01 equipo Ifex 3000 modelo 3012 (para control de incendio). 


6.- Carlos Maldonado Curti, Ministro de Justicia.


El señor Maldonado señaló que presentaría un balance general a un año de la vigencia de la ley de responsabilidad penal adolescente, aunque la información con que se confeccionó el informe toma en cuenta 11 meses, por el tiempo necesario para procesar los antecedentes.


Manifestó que es un sistema de responsabilidad penal para los adolescentes de entre 14 y 17 años imputados de delitos.


Expresó que, por regla general, más del 95 por ciento de los detenidos es por flagrancia, y en un porcentaje muy menor están las detenciones por órdenes judiciales en el marco de las detenciones penales.


Indicó que Carabineros efectuó un total de 54.499 detenciones por flagrancia, de menores de 18 años, entre el 8 de junio de 2007 -entrada en vigencia de la ley Nº 20.084- y el 31 de marzo de 2008.


Agregó que en las detenciones de menores de edad por un período de diez meses, antes de entrar en vigencia la ley, Carabineros detuvo a 30.141 jóvenes entre 14 y 17 años, y durante los diez meses de vigencia de esta ley, Carabineros detuvo a 54.500 jóvenes por imputación de delitos, correspondiendo a jóvenes de 14 y 15 años, un 30,8 por ciento; y de 16 y 17 años, 69,16 por ciento. Añadió que el 83,52 por ciento son hombres y 16,48 por ciento mujeres.

[image: image2.emf]5

•Carabineros de Chile efectu óun total de 54.499 detenciones 

por flagrancia, de menores de 18 a ños, entre el 8 de junio de 

2007 (entrada en vigencia de la Ley  N°20.084), hasta el 31 de 

marzo de 2008. 

•Comparado con los meses anteriores a la entrada en vigencia 

de la LRPA, SE OBSERVA UN AUMENTO DE 80,8% EN LAS 

DETENCIONES.

Cuadro comparativo detenciones menores de 

edad, períodos 10 meses

10 meses previos a la vigencia 

de la ley 20.084

(agosto 2006 –mayo 2007) 

10 meses de vigencia de la ley 

20.084

(junio 2007 –marzo 2008) 

30.141 54.499

Fuente: Carabineros de Chile

ADOLESCENTES DETENIDOS



En cuanto a los motivos de la detención, explicó que el 70 por ciento de las detenciones de adolescentes de 14, 15, 16 y 17 años eran por los delitos contra la propiedad, y agregó que en el gráfico se podía apreciar que los delitos contra la vida y la integridad física corresponden al 10 por ciento, siendo en su mayoría lesiones; los delitos relacionados con drogas al 6 por ciento; los delitos sexuales al 0,08 por ciento; desórdenes públicos al 9 por ciento, lo que tiene que ver con algunas manifestaciones conocidas, y otros delitos, 5 por ciento.
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Motivos de la detenci ón 

Del total de detenidos, el 68,7% (m ás de 37 mil adolescentes)  

corresponde a delitos contra la propiedad. 

Fuente: Carabineros de Chile 

CLASIFICACION DE DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD

Numero 

Casos

HURTO FALTA 

14.297

ROBO CON INTIMIDACION

2.951

ROBO POR SORPRESA

2.270

ROBO CON VIOLENCIA

1.988

HURTO SIMPLE POR UN VALOR DE MEDIA A MENOS DE 4 UTM

1.901

DAÑOS SIMPLES

1.880

ROBO EN LUGAR HABITADO O DESTINADO A LA HABITACION

1.808

ROBO FRUSTRADO

1.722

ROBO EN LUGAR NO HABITADO

1.683

RECEPTACION

1.525

HURTO

449

ROBO CALIFICADO

4

OTROS DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD

4.962

TOTAL DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD 37.440

Otros delitos

5,3%

Delitos contra la Vida y 

la Integridad fisica

10%

Delitos relacionados con 

Droga

6%

Delitos contra la 

Propiedad

68,7%

Desordenes Publicos

9%

Delitos sexuales

0,08%



Respecto de los adolescentes formalizados, es decir, aquellos casos en que el Ministerio Público ha decidido perseguir penalmente, para obtener una sanción o alguna de las otras medidas que establece la ley, desde la entrada en vigencia de la ley, señaló que 17.940 adolescentes fueron objeto de 25.457 formalizaciones. Indicó que en el gráfico se podían apreciar las formalizaciones, según grupo etario, en que el 73 por ciento son jóvenes de 16 y 17 años y el 26 por ciento corresponde a jóvenes de 14 y 15 años.
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Formalizaciones seg ún grupo etáreo

•Del total de adolescentes formalizados, el segmento 

etáreode 14-15 años representa el 26,2% y el segmento 

de 16-17 años el 73,8%. 

Fuente: Defensoría Penal Pública 
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En cuanto a la reducción de la brecha de impunidad, que era uno de los propósitos declarados de la ley, señaló que sin ésta, de las 25.457 formalizaciones efectuadas, sólo hubieran podido realizarse en 6.953 casos, lo que significa que en su primer año de vigencia, esta ley ha permitido al Ministerio Público investigar y perseguir más de 18 mil delitos, los cuales habrían quedado legalmente impunes en el antiguo sistema, dado que los menores de entre 14 y 15 años, eran legalmente inimputables antes de la vigencia de esta ley, esto es, 6.665 casos.
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Reducción de brecha de impunidad penal
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EN SU PRIMER AÑO DE VIGENCIA, LA LEY N º20.084 HA 

PERMITIDO INVESTIGAR Y PERSEGUIR M ÁS DE 18 MIL DELITOS 

QUE HABRÍAN QUEDADO IMPUNES EN EL ANTIGUO SISTEMA. 



A su vez, continuó, la franja de 16 y 17 años, se subdividía en aproximadamente tres tercios, de los cuales un tercio era declarado con discernimiento y dos tercios sin discernimiento, por lo que sin esta ley, aproximadamente 12 mil jóvenes habrían sido declarados sin discernimiento y, por lo tanto, inimputables.


Agregó que así como el sistema es más eficaz y persigue más cantidad de delitos, también tiene mayores garantías procesales, como el que las causas terminan con rapidez, ya que en los primeros once meses de vigencia de la ley, de las causas formalizadas, el 70,5 por ciento de ellas fueron terminadas, como lo demuestra el gráfico subsiguiente.
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Un 72,6 % de las 

causas formalizados 

en la nueva ley, no 

hubiesen ingresado 

en el antiguo 

sistema

CAUSAS 

EXCLUIDAS EN 

ANTIGUO 

SISTEMA

•UN 73% DE LAS FORMALIZACIONES NO PODR ÍAN HABERSE 

REALIZADO BAJO EL ANTIGUO SISTEMA .

•Antes de la entrada en vigencia de LRPA, un 63% de los adolescen tes (16 

y 17 años) formalizados eran declarados sin discernimiento (Fuente: CAP J). 

Por su parte, los menores de 16 a ños estaban exentos de responsabilidad 

penal.
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Causas terminadas y en tr ámite 

Formalizados

Cantidad%

Causas terminadas 

y en trámite 

(ingresados en 11 

meses RPA)

Terminados al 07 de mayo 

2008

17.95470,5%

En trámite al 07 de mayo 2008

7.50329,5%

Total

25.457100%

•Podemos advertir que  el 70,5% de las causas  ingresadas 

en los primeros 11 meses de vigencia de la ley, se 

encuentran terminadas. 

Fuente: Defensoría Penal Pública 



Manifestó que los nuevos sistemas de justicia penal, desde la reforma, establecen un abanico de posibles términos y no sólo la sentencia, lo que se replica a nivel juvenil, donde las causas terminadas por salidas alternativas son de 44,6 por ciento; por facultades de la fiscalía, 10,9 por ciento; por sobreseimiento definitivo, 4,7 por ciento; por sentencia, 34,4 por ciento, y por derivación, 4,1 por ciento.


Especificó que del 34,4 por ciento de causas que termina por sentencia, son condenatorias en el 98,7 por ciento, y en el 1,3 por ciento han sido absolutorias.


Manifestó que así como hay un alto número de sanciones aplicadas, porcentualmente más que en el sistema adulto, también es cierto que la diversificación es mucho mayor, ya que la privación de libertad es la excepción y no la regla general, lo que está en perfecta concordancia con los propósitos de la ley.


Expresó que del total de 7.093 condenas, el 91 por ciento son sentencias de contenido no privativo de libertad, conforme al catálogo que establece la ley de responsabilidad penal juvenil; el 29,1 por ciento, trabajos en beneficio de la comunidad; el 21,3 por ciento, libertad asistida especial; el 19,3 por ciento, amonestaciones; el 14,5 por ciento, libertad asistida simple, y el 6,7 por ciento, multas. En régimen semicerrado, continuó, hay un 5,3 por ciento, y en régimen cerrado, es decir, condenas privativas de libertad, sólo un 3,1 por ciento. Las penas mixtas, que parten con una de las penas del catálogo y siguen con otras, de acuerdo con lo que el juez determina al momento de dictar sentencia, alcanzan al 0,7 por ciento, lo es bastante bajo, como lo demuestra el gráfico.
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Fuente: Defensoría Penal Pública 

SANCIONES
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Sanciones según delitos (*)

Fuente: SENAME
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(*) Corresponde a Sanciones Administradas por SENAME



Respecto de la privación de libertad, señaló que la ley estableció expresamente en su 
artículo 26 que sería dispuesta por los jueces como medida de último recurso, y en la práctica, según el gráfico, se aprecia una estructura piramidal de 54.499 detenciones, que se tradujeron en 25.457 formalizaciones y éstas, a su vez, en 7.093 condenas. Agregó que durante la investigación y antes de la condena, los jueces decretaron la medida cautelar de internación provisoria en 3.834 oportunidades, aún cuando en 455 oportunidades, que corresponde al 0,8 por ciento del total de detenciones, la condena posterior es de plena privación de libertad, es decir, de internación en régimen cerrado en un centro del Sename.


En cuanto al número de detenidos y formalizados que ha recibido el Sename, indicó que dicho Servicio ha recibido 13.714 ingresos de adolescentes, de los cuales 8.381 han sido en calidad de imputados y 5.333 en calidad de condenados. En calidad de imputados con medida de internación provisoria se hayan 3.834 adolescentes -medida privativa de libertad- y con medida cautelar en medio libre, 4.547 jóvenes. Asimismo, los condenados que recibió el Sename para cumplimiento de sanciones en medio libre han sido 4.333; en régimen semicerrado, 545, y en régimen cerrado, 455.
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Detenidos

Formalizados

54.499 (100%) adolescentes detenidos por Carabineros

25.457 formalizaciones (18.000 imputados 

adolescentes atendidos en Defensor ía Penal 

Pública).

TASA DE JUDICIALIZACIÓN DEL 46,7 %

SENAME

13.714 ingresos de adolescentes

25,1% de los detenidos por Carabineros

Condenados SENAME: 

5.333 (9,8%)

Imputados: 8.381

(15,4%)

Régimen  Cerrado: 455 (0,8%)

Régimen  Semicerrado: 545 (1%)

Medio Libre: 4.333 (7,8%)

GENCHI

174 ingresos de jóvenes (mayores de 18 años a marzo 2008)

Internación Provisoria: 3.834 (7,0%)

Cautelar Medio Libre: 4.547 (8,3%)

CIFRAS GLOBALES FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA



Manifestó que así como se ha destacado la reducción de la no impunidad desde el punto de vista de las garantías, actualmente, en virtud de la ley, no hay ningún menor de edad privado de libertad en recintos de Gendarmería, ya que a mayo de 2007, cuando se comenzó a aplicar la ley, había casi 300 menores en esa condición en las cárceles, y a marzo de 2008, había 174 adultos, los cuales eran menores de edad cuando cometieron delitos, en las secciones juveniles de Gendarmería.


Explicó que ni el Sename es toda la ley de responsabilidad penal ni ésta es toda la labor del Sename. Es decir, dicho Servicio es una parte de dicha ley y, a su vez, la ley de responsabilidad penal juvenil es una parte minoritaria, pero no menos importante, dentro de la labor del Sename. En este sentido, señaló que el Servicio Nacional de Menores tiene dos misiones esenciales, como son, en primer lugar, brindar protección especializada a niños, niñas y adolescentes gravemente vulnerados en sus derechos, ya que prácticamente el 90 por ciento de los sujetos de atención del Sename están en la primera brecha de protección de derechos, y en segundo lugar, administra parte del catálogo de medidas cautelares y sanciones establecidas en la ley de responsabilidad penal juvenil, ya que cuando el juez amonesta al menor no tiene nada que ver con el Sename, y lo mismo ocurre en el caso de la multa.


Manifestó que el estudio sobre la estimación de demanda de plazas fue encargado por el Sename a la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Chile para un año de vigencia y no para uno determinado, ya que incluso en ese momento no estaba ciento por ciento definido en qué momento se empezaría a aplicar la ley.


Así, en dicho estudio se determinó una necesidad de 283 plazas en internación provisoria, y en la realidad se ha demostrado que en el primer año de vigencia se han ocupado 934 plazas de internación provisoria, es decir, ha sido más de tres veces superior a la estimada.


En cambio, prosiguió, en las condenas en régimen cerrado ha ocurrido a la inversa, ya que el estudio estimaba que en el primer año serían necesarias 610 plazas para el cumplimiento de condenas en régimen cerrado, y al 7 de mayo de 2008, había 254 plazas ocupadas para condenas en régimen cerrado.


Agregó que en régimen semicerrado se ha ocupado una menor cantidad de plazas previstas, y en términos de libertad asistida especial, las cifras están bastante cercanas a lo previsto, al igual que en el caso de la libertad asistida simple y los servicios a la comunidad y la reparación del daño.


Del mismo modo, estimó que no era previsible, porque la ley no se lo encargaba al Sename, que los jueces de garantía hayan interpretado y determinado, bajo la vigencia de esta ley, que la medida cautelar de sujeción a la vigilancia de la autoridad corresponde al Sename, ya que en casi los 2 mil casos en que se ha decretado la sujeción a la vigilancia de la autoridad se ha señalado que es una facultad del Sename, lo que ha significado una mayor carga de trabajo y un mayor costo.
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Tipo Sanción/MedidaNº

Internación Provisoria

283

Régimen Cerrado

610

Régimen semi cerrado

801

Libertad Asistida Especial

1.987

Libertad Asistida

698

ServCom/ ReparDaño

705

Total

5.084

Estimación de Demanda de Plazas

SENAME / U. de Chile (Fac. Ciencias 

Sociales) para un año de vigencia

(Estudio realizado en 2006)

Medidas y Sanciones Vigentes 

en  SENAME al 7 Mayo 2008

Tipo Sanción/MedidaNº

Internación Provisoria

934

Régimen Cerrado 254

Rég. semi cerrado

263

Libertad Asistida Especial 1.595

Libertad Asistida

851

ServCom/ ReparDaño

964

Total

4.861

Adicionalmente, los jueces han encomendado a SENAME el control d e la 

medida del 155 letra b) “Sujeción a la vigilancia de la autoridad ”, con un 

total de 1.963 casos vigentes al 7 de mayo de 2008



Respecto de los adolescentes en programas y centros del Sename al 7 de mayo de 2008, indicó que había 6.824 jóvenes sujetos a programas o en centros del Sename a consecuencia de la ley, luego de cumplir once meses de vigencia, y que el 79 por ciento del total de medidas y sanciones supervisadas por el Sename se desarrollaban en un medio libre.


En cuanto a las medidas cautelares vigentes, aplicadas durante la investigación del delito, señaló que el 32 por ciento son privativas de libertad, observándose en este caso un comportamiento un poco disímil al funcionamiento habitual del sistema, ya que existe una presencia más predominante de la privación de libertad como medida cautelar durante la investigación de las causas, e incluso la realidad indica que hay más jóvenes privados de libertad por medidas cautelares que privados de libertad cumpliendo condenas. Del mismo modo, las cifras también indican que en no pocos casos los jóvenes que estuvieron sujetos a medidas cautelares de privación de libertad al final recibieron condenas no privativas de libertad.


En cuanto a su distribución, expresó que la población condenada adolescente en el Sename, al 7 de mayo de 2008, es de 3.927 jóvenes, y de éstos, 3.410 están en medio libre, 263 en régimen semicerrado y 254 en régimen cerrado.


Agregó que en el medio libre la sanción mayoritaria es la libertad asistida especial, seguida por los servicios en beneficio de la comunidad. 
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Distribución condenadosvigente en SENAME

La población condenada adolescente actualmente vigente es de 

3.927. De estos, 3.410 est án en medio libre, 263 en r égimen semi 

cerrado y 254 en régimen cerrado. 

Fuente: SENAME
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En medio libre, la sanción que mayormente abarca el quehacer de 

SENAME corresponde a Libertad Asistida Especial, seguida por 

Servicios en Beneficio de la Comunidad.



En cuanto a los adolescentes privados de libertad, sumados los que tienen medidas cautelares y los sentenciados, indicó que al 7 de mayo de 2008, los centros del Sename tienen alrededor de 1.200 jóvenes, de los cuales 934, que corresponde al 78,62 por ciento, cumplían medidas cautelares de internación provisoria, y 254 jóvenes, que es el 21,38 por ciento, cumplía condenas de régimen cerrado, que establece la ley de responsabilidad penal juvenil.


En el gráfico que se observa a continuación, explicó que la línea de abajo correspondía al ingreso de jóvenes a régimen cerrado por sentencia judicial y, la de arriba, a los ingresos a centros del Sename por la medida cautelar de internación provisoria. Añadió que esta última ha sido aplicada en proporción aproximada de 8 a 1 en relación con la sanción de régimen cerrado, durante el período junio 2007-mayo 2008.
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La medida cautelar de internaci ón provisoria ha sido aplicada 

en proporción aproximada de 8 a 1, en relaci ón con la sanción 

de régimen cerrado. 



Por otra parte, en cuanto a las legítimas aprensiones acerca del impacto en materia de responsabilidad penal juvenil tanto de la agenda corta como de la aplicación de la ley 
N° 20.191, que despachó el Congreso en los días previos a la entrada en vigencia del sistema de responsabilidad penal, que establecía una nueva modalidad de sanción mixta, manifestó que, estadísticamente, ambas leyes han sido irrelevantes en el marco del sistema de responsabilidad penal juvenil.


Respecto de las aprensiones que se manifestaron por la agenda corta, reiteró que la realidad indica que no ha tenido mayor incidencia, aunque efectivamente era un problema para el Sename la internación provisoria, que se ha declarado mucho más de lo previsto y quizás más de lo que uno podría considerar razonable, atendida la declaración expresa de la ley en el sentido de que la privación de libertad debe ser el último recurso. Agregó que incluso ha habido jurisprudencia que dice que la agenda corta no es aplicable a los jóvenes.


En cuanto a la indicación del senador Hernán Larraín a la ley N° 20.191, explicó que lo que se hizo fue establecer, respecto de las sentencias de mayor duración en el tiempo, la obligatoriedad del juez de decretar la internación en régimen cerrado en el interés inicial, en caso de que fuera una sanción mixta, por los primeros dos años, y las estadísticas señalan que las sanciones mixtas se han aplicado en 0,7 por ciento de los casos. Incluso señaló que tenía la impresión que esa sanción específica de la ley N° 20.191 no se había aplicado nunca.
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En relación con la capacidad de plazas y las plazas ocupadas a nivel nacional en el Sename, manifestó que los centros de régimen cerrado tienen una capacidad de 1.396 plazas, de las cuales 1.192 están ocupadas; los centros semicerrados tienen 634 plazas, de las cuales están ocupadas 263, y la oferta de medio libre tiene licitados y disponibles 6.427 casos, de los cuales hay ocupados 5.373.


En materia de disponibilidad de plazas, indicó que los centros cerrados del Sename, al 7 de mayo de 2008, tienen una ocupación promedio de 85,4 por ciento, lo que varía de un centro a otro y de una región a otra. Agregó que sólo 3 de 17 centros presentan ocupación superior a su número de plazas, según el diseño original, y específicamente dos de la Región Metropolitana, donde se aplicaba más intensamente la privación de libertad, tanto en medidas cautelares como en sentencias, y uno en la Quinta Región, en Limache, que está excedido en su capacidad, pero en forma más leve que los de la Región Metropolitana.


[image: image15.emf]37

Capacidad de Plazas y 

Plazas Ocupadas a nivel nacional

Fuente: SENAME

Capacidad

634

Capacidad

6.427

Capacidad

1.396

Ocupadas

1.192

Ocupadas

263

Ocupadas

5.373

0

1.000

2.000

3.000

4.000

5.000

6.000

7.000

Centro Regimen CerradoCentro SemiCerradoMedio Libre

tipo de medidas



7.- Carlos Maldonado Curti, Ministro de Justicia, acompañado del Subsecretario del mismo Ministerio y del Director del Sename.


(Continuación de su anterior intervención, efectuada en la siguiente sesión)

El señor Maldonado se refirió al rol del Servicio Nacional de Menores en el funcionamiento de la ley N° 20.084, ya que el Sename tenía dos grandes líneas de trabajo.


La primera es brindar protección a los niños y niñas adolescentes cuyos derechos hayan sido gravemente vulnerados, y recordó que el grueso de la actividad del Sename, cuantitativamente hablando, se concentra en este ámbito, a través de una serie de programas que desarrolla directamente o a través de instituciones colaboradoras a las cuales entrega subvención, como los de adopción, de prevención del maltrato, de niños de la calle y otros más, que se enmarcan dentro de la misión del Servicio Nacional de Menores.


Indicó que se estaba estudiando un rediseño del Sename, por lo que se pronto se podría enviar un proyecto de ley que contenga una propuesta en tal sentido. Agregó que el hecho que el Sename por un lado proteja a los menores y, por otro, administre las sanciones que se aplican a los adolescentes que cometen delitos, produce un problema de percepción en la opinión pública, lo que incluso lleva a la estigmatización de los jóvenes atendidos en los hogares del Sename, por lo que se hace necesario avanzar en establecer con mayor nitidez las distinciones entre ambas líneas de trabajo.


Para aclarar el rol del Sename en el sistema de responsabilidad penal adolescente, se refirió a la diferencia que se produjo entre la estimación previa de la demanda que habría y lo que pasó en la realidad una vez que entró en vigencia la ley.


Recordó que el Ministerio de Justicia encargó un estudio para que se estimara la cantidad de plazas que requeriría el Sename para satisfacer la demanda que supondría la entrada en vigencia de la nueva ley, el que fue realizado por la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Chile para un año de vigencia y estableció que se requerirían 283 plazas para internación provisoria, 610 para condenas en régimen cerrado, 800 para condenas en régimen semicerrado, etcétera, como se puede apreciar en el gráfico que se inserta a continuación, en contraste con lo que ha pasado en la realidad respecto de estas cifras y estimaciones.


Manifestó que en el caso de la internación provisoria la demanda real superó en más de tres veces la demanda estimada, por lo que el Sename ha tenido más de 900 plazas ocupadas por jóvenes en internación provisoria. Aclaró que los 3.834 casos mencionados corresponden al total, pero que en realidad corresponden a 900 plazas que son ocupadas por jóvenes que van rotando, porque no son siempre los mismos, ya que la internación provisoria es una medida cautelar que en promedio mantiene a un adolescente durante 80 días en un centro del servicio.


Expresó que la diferencia producida entre la demanda real y la estimada ha significado, de alguna manera, un problema para el sistema, ya que la internación provisoria ha superado en más de 200 por ciento lo que se estimó, en circunstancias que el régimen cerrado ha ocupado menos de la mitad de las plazas que se habían estimado, por una menor cantidad de condenas de este tipo.


Recalcó que estas cifras no eran definitivas, por lo que se debería analizar posteriormente si hay un cambio permanente en la composición, aunque de todas maneras se trata de un dato relevante que muestra que las sanciones en régimen cerrado se aplican menos de lo previsto, en estricta concordancia con la idea de que sea el último recurso, como última posibilidad.
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Agregó que la condena en régimen semicerrado también ha estado bastante por debajo de lo previsto, con casi un tercio de lo que se estimó, así como la libertad asistida especial ha estado más cerca del rango señalado en el estudio, ocurriendo lo mismo con la libertad asistida y con las sanciones de servicios a la comunidad y de reparación del daño.


Concluyó que los totales finales eran parecidos, aunque la composición era distinta.


Añadió que para el servicio es mucho más demandante tener el triple de plazas en internación provisoria que, por ejemplo, tener más casos de reparación del daño o de libertad asistida, ya que en términos institucionales, la internación provisoria significaba mucho más presión sobre el sistema estatal.


Destacó que se estaban haciendo algunos estudios cualitativos, análisis de causas, acerca de por qué se ha producido una internación provisoria superior a lo previsto, ya que si sólo la internación provisoria fuera superior a lo previsto, se podría decir que quizás estuvo mal hecha la predicción y no hay un problema en el comportamiento del sistema, pero si se analiza que casi en 4 mil casos se ha decretado internación provisoria, y que en menos de 500 se ha dictado sanción de régimen cerrado, parece haber una cierta inconsistencia entre la medida cautelar y la sanción.


Por su parte, el señor San Martín indicó que nadie previó que se invocara el principio pro reo, logrando con ello que al momento de entrar en vigencia la ley una cantidad de jóvenes involucrados en procesos pidieran su plena incorporación al sistema de responsabilidad penal.


El señor Maldonado señaló que a mayo de 2007, antes de que la ley entrara en vigencia, 294 menores de 18 años se encontraban privados de libertad en las secciones de menores de Gendarmería.


El señor San Martín agregó que las hipótesis indicaban que no había experiencia respecto de este tipo de medida cautelar privativa de libertad. Agregó que, sin perjuicio de eso, si se suma el régimen cerrado en su conjunto, es decir internación provisoria y cumplimiento de condena, da una proyección de 900 plazas para el primer año, aunque la gran distorsión es que no contempla esta diferencia de 75 a 25 por ciento, y más bien lo colocaba en otra proporción.


Añadió que ese error en la proyección en términos netos de plazas disponibles en el sistema no genera un inconveniente, en el sentido de que las plazas con que nace el sistema son casi 1.400 para el sistema cerrado, porque consideraba casi 900 plazas, si se suman las proyecciones de internación provisoria y de condena. Añadió que como los 17 centros del Sename tanto el régimen de internación provisoria como el régimen de cumplimiento de condena, el error en la proyección no era tan importante, ya que las plazas sirven para ambos fines, aunque si los centros hubiesen tenido exclusividad para uno u otro régimen, las consecuencias hubieran sido un poco más complicadas.


Indicó que su experiencia era que en los casos en que los jóvenes reingresaban al sistema, independientemente de la gravedad del delito, la medida que imponía el tribunal era internación provisoria, a diferencia de otros jóvenes que por primera vez ingresan por cometer un delito.


La señora Morales (asesora) precisó la metodología que se utilizó para la estimación de las plazas, señalando que se trató de un estudio realizado por la Universidad de Chile, contratado por el Sename en aquella época, y que se hizo recogiendo la opinión del funcionamiento del sistema o haciendo una suerte de proyección del comportamiento del mismo, recogiendo la opinión de jueces, fiscales y defensores, respecto de la manera en que se comportarían para el efecto de decidir, por ejemplo, respecto de la internación provisoria o de sanciones quizás en medios libres o en sistemas cerrados.


El señor Maldonado señaló que la cifra de adolescentes vigentes del Sename, esto es, los adolescentes que estaban entregados a la custodia del Sename, a los esfuerzos de rehabilitación o al control de ciertas medidas cautelares o sanciones, eran al 7 de mayo 6.824 jóvenes, estando el 79 por ciento de ellos cumpliendo sanciones o medidas aplicadas en el medio libre. Agregó que en cuanto a las medidas cautelares vigentes, a la misma fecha, el 32 por ciento correspondían a medidas privativas de libertad, y el 68 por ciento a medidas en el medio libre.


Del total de 6.824 jóvenes ya mencionado, 2.897 estaban sujetos a medidas cautelares, y de ellos, 1.963 en medio libre, y 934 en internación provisoria.


En cuanto a la distribución de condenados, el Sename tiene entregado a su responsabilidad 3.927 adolescentes que recibieron condenas, de los cuales 3.410 son para el cumplimiento de condena en el medio libre, es decir, el 87 por ciento; 263, en régimen semicerrado, 7 por ciento, y régimen cerrado, 254.


Explicó que, en términos numéricos, la internación en régimen cerrado ha sido aplicada una vez por cada ocho veces que se ha aplicado la internación provisoria como medida cautelar. Agregó que, respecto de las preocupaciones de algunas personas por los posibles efectos de la denominada agenda corta, los gráficos demostraban que no se han producido efectos en la internación provisoria, ya que por lo menos, la internación provisoria en el régimen de responsabilidad penal adolescente no ha producido efectos y el comportamiento se mantiene lineal después que la ley entra en vigencia, existiendo incluso un descenso, no significativo, en el número de internaciones provisorias decretadas.


El señor San Martín manifestó que se advertía un proceso lento, progresivo, de disminución de la internación provisoria, a partir de mayo, dándose también un aumento en el número de condenas, cambiando así la proporción de 80-20 al 7 de mayo, hasta una cifra cercana al 70-30, a mediados de junio. Agregó que el sistema semicerrado también ha crecido la ocupación, en coherencia con que se han ido dictando más sentencias, y en el sistema de medio libre que está establecido tanto para medidas cautelares en libertad como para el cumplimiento de condenas no privativas de libertad, la capacidad es de 6.427, aumentando la ocupación entre mayo y junio.


En cuanto a la capacidad de plazas y su ocupación, indicó que la cantidad de plazas no ocupadas ha crecido un poco desde mayo, lo que redunda en que sólo en tres centros había una tasa de sobrepoblación efectiva, y que en los restantes hay más plazas que jóvenes ocupándolas.


Manifestó que la internación provisoria tiene una duración promedio de 79,4 días, esto es, un promedio de casi tres meses durante este primer año de vigencia de la ley.


En cuanto a la oferta programática, señaló que la internación provisoria tiene el inconveniente de su temporalidad indeterminada, en términos de la oferta y del trabajo con los jóvenes, ya que sucede que un porcentaje mayoritario de los jóvenes que han estado en internación provisoria no sigue cumpliendo sanción privado de libertad, por lo que el trabajo se ve interrumpido, incidiendo así en la oferta. Agregó que el hecho de que un joven esté condenado en promedio a un año o a un año y medio en un centro cerrado permite establecer programas de trabajo con mayor permanencia en el tiempo.


Manifestó que se deberían estudiar mecanismos de coexistencia de trabajo con los jóvenes en internación provisoria, pensando en temas de capacitación, a fin de que cuando regresen al medio libre puedan continuar con ese tipo de trabajo, ya que la privación de libertad no es un fin en sí mismo, dado que la ley exige una oferta programática al interior de los centros cerrados que sea parte de una intervención socioeducativa orientada a la reinserción social.


Indicó que a nivel nacional existían 16 proyectos de reescolarización, y que actualmente cerca del 90 por ciento de los jóvenes eran parte de alguno de esos proyectos. Añadió que la realidad era que se tenía cobertura, pero no la calidad deseada porque son proyectos que no equivalen necesariamente a la respuesta que desde el sistema educativo pudiera encontrar un joven en un colegio o liceo. Expresó que los proyectos de reescolarización a la fecha atienden a 1.213 adolescentes, lo que representa el 97 por ciento de los jóvenes vigentes en los centros cerrados.


Señaló que en cuanto a la formación o a la capacitación existían dos aspectos. Uno era la formación prelaboral, ya que casi un tercio de los jóvenes tenía acceso a ella, lo que evidentemente era insuficiente, ya que la formación prelaboral no genera competencias de formación laboral que luego permitan el despliegue de esas habilidades en la inserción laboral, ya que mayormente tiene que ver con habilidades básicas y con el uso del tiempo libre. Indicó que 411 jóvenes o adolescentes participan en los talleres de formación prelaboral.


En relación con el tratamiento de drogas, explicó que en todos los centros existe un equipo y un programa de Conace, denominado “ambulatorios intensivos”, atendiéndose actualmente a cerca de 440 jóvenes a través de equipos especializados de Conace al interior de los centros.


Manifestó que para cumplir con la oferta laboral que la ley exige, se ha suscrito un convenio junto al Ministerio de Justicia con Inacap, el que está operativo, con recursos obtenidos del Sence por 140 millones de pesos, destinados a diez cursos de formación en competencias laborales, pensados para personas sin escolaridad completa, dos por cada uno de los centros con mayor complejidad, más poblados y con mayor necesidad, porque agrupan al 70 por ciento de los jóvenes privados de libertad, como San Bernardo, en la Región Metropolitana; Cholchol, en la comuna del mismo nombre; Limache, en la Quinta Región; Coronel, en la Octava Región y San Joaquín en la Región Metropolitana.


Agregó que en seis meses más esperaban que los primeros 200 jóvenes privados de libertad, ya que los cursos están orientados sólo a los condenados en virtud de la ley de responsabilidad penal, que equivale a casi el 50 por ciento del total de condenados en un sistema privativo de libertad, tuvieran su curso de capacitación certificado por Inacap, esperando poder generar los recursos para extender esto a todos los demás centros. Agregó que la idea es que al extender el convenio, en la medida en que se cuente con los recursos, se pueda involucrar a todos los jóvenes del régimen semicerrado y a los no privados de libertad, que también son condenados, pero en el medio libre, a trabajar con Inacap en sus propios establecimientos.


Señaló que casi el 80 por ciento de las sanciones y medidas que se generan en el sistema se administran o ejecutan por instituciones colaboradoras, ya que estas líneas programáticas para las medidas cautelares ambulatorias, para las salidas alternativas y para las sanciones en medio libre fueron adjudicadas a distintas instituciones a través de un procedimiento que normalmente tiene el Sename para transferir recursos, equivalente al 85 por ciento de la gestión. Cabe señalar que el 70 por ciento del presupuesto total del Sename se transfiere a instituciones colaboradoras. Son cerca de 400 las que reciben financiamiento o subvención, como lo denomina la ley de Subvenciones N° 20.032.


Manifestó que éstas comprenden, en el caso de este subsistema de responsabilidad penal adolescente de medio libre, a 23 instituciones que forman parte de esas 400 que reciben subvención anual del Sename, ascendiendo los recursos destinados para la ejecución de 2008, para todas esas sanciones y medidas cautelares, a 7.364 millones de pesos.


Explicó que los requisitos para la institución colaboradora del Sename están establecidos en la propia ley de Subvenciones: deben ser corporaciones o fundaciones sin fines de lucro que cumplan con los requisitos de constitución legal que establece el ordenamiento jurídico y que acrediten algunos documentos básicos para incorporarse como tal. Añadió que desde 2005, con la entrada en vigencia de la Ley N° 20.032, el Sename no tiene recursos para la asignación directa, como sí ocurría antes de la entrada en vigencia de esa norma, por lo que todo lo que el Sename transfiere, tanto en el área de protección, como en responsabilidad penal, lo hace a través del sistema de licitación, porque así lo prevé y establece la ley de Subvenciones. Agregó que para supervisar este funcionamiento, el Sename tiene una rutina de supervisión técnica y financiera que establece un seguimiento trimestral, o bimensual en algunos casos, respecto del funcionamiento de la sanción.


Respecto de infraestructura e inversiones, indicó que en la actualidad hay 17 centros semicerrados que tienen una capacidad de 634 plazas, utilizándose actualmente un poco más de un tercio de esas plazas. Añadió que la inversión que se ha realizado para construir nuevos centros semicerrados es de 3 mil 15 millones.


En cuanto a los sistemas cerrados, manifestó que existen 17 centros cerrados para el cumplimiento de sanciones, medidas cautelares y condenas privativas de libertad.


Indicó que la infraestructura base en la primera etapa estuvo constituida por la existente antes de la entrada en vigencia de la ley, determinándose la realización de inversiones para mejorar la infraestructura existente y disponible. Agregó que entre 2006 y 2007 hubo un total de 5 mil millones de pesos ejecutados en estos centros cerrados, y que durante 2008, se están ejecutando 3.800 millones de pesos vinculados a infraestructura.


Explicó que el detalle de la inversión y del incremento de recursos humanos que se realizó entre 2006 y 2007, para los centros cerrados, fue de 5.500 millones de pesos en infraestructura y tecnovigilancia, y en cuanto a los funcionarios, había una dotación de 582 funcionarios la cual, al segundo semestre de 2008, aumentó a 1.047, sin perjuicio de otros incrementos en proceso.


Se refirió luego a los anuncios de inversiones sectoriales de Justicia realizados por S.E. la Presidenta de la República, en el Mensaje del 21 de mayo, en que anunció que en los próximos dos años se iniciará la construcción de diez nuevos centros de alto estándar, para lo cual existen recursos aprobados por 31 mil millones de pesos que serán gestionados desde el Ministerio de Justicia con la participación del Sename y del Ministerio de Hacienda. Agregó que los diez nuevos centros cerrados de alto estándar anunciados están proyectados sobre la base de un aumento de plazas y de la necesidad de contar con centros sólo para condenados y otros para internación provisoria, y estarán ubicados en las regiones de Tarapacá, Coquimbo, Valparaíso, Libertador General Bernardo O’Higgins, Maule, Biobío, Araucanía, Los Lagos y dos en la Región Metropolitana. Adicionalmente se contemplan ampliaciones para los centros de Antofagasta y de Bío-Bío.


El señor Maldonado recordó que antes de la entrada en vigencia de esta ley, el 8 de junio de 2007, todos los adolescentes menores de 16 años, independientemente del delito que cometieran, estaban exentos de responsabilidad legal y por lo tanto no eran imputables, y los adolescentes entre 16 y 18 años tenían responsabilidad sólo cuando el tribunal consideraba que eran imputables, pues habían actuado con discernimiento, que es el término técnico, lo que ocurría, según cifras oficiales, en un tercio de los casos. Indicó que el problema social que se producía era que esa sensación de impunidad era utilizada por cierto número de adolescentes para cometer delitos, pues sabían que con toda seguridad los menores de 16 años, y con gran probabilidad, los mayores de 16 años y menores de 18 años, quedarían sin ninguna sanción, existiendo también utilización de menores para cometer delitos por parte de adultos que se aprovechaban de esa impunidad.


Manifestó que, en ese sentido, uno de los propósitos de la ley de Responsabilidad Penal Adolescente, que es entregar herramientas al Estado para combatir la criminalidad juvenil, se cumple, pues estadísticamente hay 18 mil delitos cometidos por adolescentes que han podido perseguirse penalmente, y que habrían quedado impunes con la aplicación de las normas vigentes antes del 8 junio de 2007.


Señaló que el sistema también mostraba buenos estándares en cuanto a rapidez y eficiencia, ya que en el primer año de vigencia de la ley, el 70 por ciento de las causas está terminado, lo que era mayor incluso que en el sistema penal adulto, ya que más de un tercio de los términos son con sentencia, dentro de las cuales el 98,8 por ciento son sentencias condenatorias y el 1,2 por ciento son absolutorias.


En cuanto a la aplicación de la privación de libertad, indicó que el sistema muestra que las sanciones privativas de libertad se están aplicando como medida de último recurso, ya que sólo en los casos de mayor gravedad los jueces imponen la internación en régimen cerrado como sanción, prefiriendo, en la inmensa mayoría de los casos, aplicar sanción en el medio libre y, en un porcentaje pequeño, en el sistema semicerrado, sin perjuicio de las aprensiones expresadas respecto de la internación provisoria. Agregó que el 79 por ciento de las medidas y sanciones que administra el Sename son externalizadas a través de organismos colaboradores, y aplicadas en el medio libre.


El señor Maldonado, consultado sobre la oportunidad de la entrada en vigencia de la ley de responsabilidad juvenil, señaló que en opinión del Gobierno esta nueva ley era necesaria en Chile, apreciación que fue compartida por todos los sectores, razón por la que se legisló, se creó un sistema y se estableció un nuevo rango de edad para la responsabilidad penal adolescente entre los 14 y los 17 años.


Precisó que el aspecto central de este debate no radicaba en la necesidad de que se estableciera el nuevo sistema, sino en la oportunidad de su entrada en vigencia, aunque se debía tener en cuenta que el 97 por ciento de las sanciones que se aplican a partir de la entrada en vigencia del nuevo sistema no son privativas de libertad, por lo que miles de adolescentes que han cometido delitos, reciben del Estado otro tipo de sanciones, no existiendo por lo tanto impunidad, sino que las sanciones asociadas han sido de otra naturaleza.


Recordó que la ley entró en vigencia con 17 centros cerrados y 17 centros semicerrados. Los primeros corresponden a los COD Cerecos que existían antes de la entrada en vigencia de la ley de Responsabilidad Penal Adolescente, en los cuales se recibía a todos los jóvenes inimputables a los que se les aplicaba alguna medida de protección, y agregó que ello correspondía a una suerte de disfraz que se utilizaba en nuestro país, ya que los jueces derivaban a niños o a los adolescentes a los centros cerrados a través de la imposición de una medida de protección, ya que no se les podía aplicar directamente una sanción, de manera que era un escenario que correspondía al peor de los mundos, pues no había debido proceso ni una sanción que tuviera relación con la conducta por la cual los jóvenes eran derivados a esos recintos. Añadió que, por ejemplo, en el COD Cereco de San Bernardo, actual CIP CRC San Bernardo, se invirtieron bastantes recursos para mejorar su infraestructura, equipamiento y aumentar la dotación de personal, y si bien lo que se ha hecho aún es insuficiente, es mejor que el centro que había antes de la entrada en funcionamiento de la ley, ya que cuando aún era COD Cereco, tuvo más jóvenes que los que actualmente alberga, lo que demuestra que la causa de que esté sobrepoblado no es la vigencia de la nueva ley de Responsabilidad Penal Adolescente.


En ese sentido, manifestó que sería peor haber seguido con el sistema antiguo, ya que existirían más jóvenes internados en régimen cerrado y en peores condiciones, a través del disfraz de la medida de protección.


En cuanto a lo que ocurrió en Puerto Montt, expresó que fácilmente podría excusarse en virtud de la investigación sumaria pendiente, pero que prefería manifestar que la tragedia ocurrida en Puerto Montt ha sido la situación más dolorosa que le había tocado enfrentar, no sólo desde que entró en vigencia la ley de Responsabilidad Penal Adolescente, sino durante todo el tiempo en que había encabezado el Ministerio de Justicia. Agregó que no advertía que lo sucedido en Puerto Montt tuviera relación directa con la entrada en vigencia de la ley, ya que incluso ese centro estaba ocupado en aproximadamente un tercio de su capacidad, razón por la que no tenía problemas de sobrepoblación.


En su opinión, esa tragedia podría haber ocurrido antes o después del 8 de junio, por lo que no creía que la entrada en vigencia del nuevo sistema haya incidido en que eso ocurriera. Agregó que, aparentemente, el control de la situación de desorden que terminó en esa tragedia no se hizo, lamentablemente, con la oportunidad debida, y estimó que si hubiera habido guardia interna de Gendarmería esa situación no habría terminado en tragedia, ya que el control de los educadores no es suficiente.


Agregó que, según entendía, un joven que había sido trasladado hacía poco tiempo desde Santiago fue el que gatilló la rebeldía de los demás, lo que comprueba que en esos grupos etarios un liderazgo negativo puede resultar muy peligroso.


Por su parte el señor Frei (Subsecretario) aclaró que el informe de la Unicef es un resumen que envió el representante de ese organismo en Chile, y fue una carta reservada, que representaba la urgencia para corregir ciertos elementos que se habían levantado en las comisiones supervisoras, las que hicieron un levantamiento de noviembre a enero.


Agregó que al día siguiente que ese informe fue publicado en la prensa, se reunió con el representante de la Unicef, Egidio Crotti, quien reconoció que esa información era parcial, porque daba cuenta solamente de los aspectos negativos, a pesar de que ha habido avances desde la fecha en que se levantó hasta ahora. Reiteró que en los informes se reconoce que ha habido avances, pero ese resumen era parcial, puesto que solamente levantaba los aspectos más urgentes para corregir. Añadió que en la misma reunión, el representante de Unicef reconoció que la existencia en el reglamento de la ley de estas comisiones es un hecho valorable y esencial para tener una evaluación imparcial, externa, que permita corregir las deficiencias.


8.- Paula Vial Reynal, Defensora Nacional.


La señora Vial señaló que, en lo que corresponde a la Defensoría Penal Pública, desde el inicio se adoptó la decisión institucional de establecer un sistema de defensa especializada, lo que significó dotar a la Defensoría de un equipo profesional de defensores penales públicos especializados en defensa juvenil, asistentes sociales que complementaran esos equipos y asistentes administrativos.


Con este fin, se implementó un proyecto piloto de defensa penal juvenil y se contrataron 40 defensores juveniles, distribuidos a lo largo del país, a fin de que se especializaran en esa materia, y cuya labor fundamental es desarrollar una defensa especializada entregando elementos específicos que digan relación con el sujeto particular de atención en tribunales y, por lo tanto, que no sólo permitiera desarrollar una mejor defensa sino que, además, diera cumplimiento al requisito establecido en la ley, en el sentido que todos los operadores en el sistema de justicia especializada tengan esa característica.


Agregó que se había establecido un proyecto piloto que ha funcionado de manera muy eficiente y se complementó la selección específica con un sistema de concurso público en el que se eligió abogados que tuvieran alguna experiencia o capacidad especial en materia de defensa juvenil, realizándose posteriormente procesos de especialización y capacitación de los mismos. Añadió que como por razones geográficas y de distribución, los 40 abogados no serían suficientes para las necesidades del país, se estableció un programa complementario de capacitación para defensores dedicados a la defensa de adultos y a profesionales de apoyo para que también pudieran cubrir las necesidades de especialización en aquellos casos en que los defensores juveniles no pudieran cumplir con su función.


Indicó que junto con establecer ese equipo especializado se entregaron herramientas que perfeccionaran las tareas que debían hacer, realizándose dos programas nacionales de capacitación en una nueva justicia penal adolescente.


Recordó que en al año 2006, de manera previa a la postergación de la entrada en vigencia de la ley, se realizaron actividades de capacitación presencial a los 40 defensores penales juveniles ya elegidos, en 311 horas cronológicas y 72 horas de contenidos relativos al nuevo sistema penal adolescente, entregándoles herramientas jurídicas y sicosociales que permitieran desarrollar de la mejor forma posible la defensa jurídica de los menores, no sólo en tribunales sino también en todas las otras actividades que supone el ejercicio de la defensa de adolescentes, como las entrevistas con los adolescentes y la relación y forma de trato con sus familiares.


Expresó que también se trabajó en conjunto con profesionales del Departamento de Derechos y Responsabilidad Juvenil del Sename, presentando orientaciones técnicas de las funciones previstas en la ley para que, de ese modo, hubiera coordinación entre equipos juveniles y profesionales de dicha institución, y para que los defensores conocieran las orientaciones que el Sename pretendía aplicar a la imposición de sanciones por parte de los tribunales de justicia.


Añadió que la capacitación obligatoria para los 145 defensores institucionales se hizo vía E-Learning, extendiéndose luego a los defensores licitados y por convenio, alcanzando así a un total de 218 defensores licitados que sólo atienden causas juveniles excepcionalmente. Del mismo modo, hubo profesionales de apoyo, 61 de la Defensoría y 62 que fueron invitados de otras instituciones, como jueces, carabineros y funcionarios del Ministerio de Justicia, estableciendo un sistema de evaluación que permitiera detectar si, efectivamente, los conocimientos habían sido bien adquiridos por parte de los usuarios de la capacitación. Agregó que lo que allí se hizo fue entregar información de la ley de Responsabilidad Penal Adolescente, a través de 15 horas vía electrónica, en que se desarrollaron módulos relativos a tratados y derecho internacional.


Señaló que en el año 2006 se capacitó a 418 abogados de la Defensoría Penal Pública, aunque como la entrada en vigencia de la ley se retrasó y el equipo juvenil ya estaba elegido y capacitado se optó por trabajar con ellos, lo que también constituyó, desde el punto de vista positivo, una oportunidad, ya que esos 40 abogados y sus equipos de asistentes sociales se dedicaron durante ese año de retraso a la defensa de jóvenes y con el sistema antiguo, tomando audiencias con jóvenes imputados, lo que suponía la participación y decisión en la argumentación para efectos del trámite del discernimiento y de la defensa juvenil posterior, si se declaraba que existía tal discernimiento.


Recordó que durante el año 2007 se decidió ejecutar un segundo plan de capacitaciones, que tuvo por objeto la actualización y profundización de los conceptos desarrollados durante 2006, asistiendo los mismos 40 defensores juveniles y aumentando además a 20 profesionales con la idea de tener gente de reemplazo y refuerzo en cada una de las regiones. Dicho curso duró 72 horas e incluyó en su programa de formación aspectos como la psicología del desarrollo del adolescente y otros que son relevantes a la hora de decidir la responsabilidad penal de los menores, entregando así a los jueces un factor que puede ser determinante para efectos de su decisión. Agregó que también hubo un segundo curso de E-Learning, aumentándose las horas pedagógicas de 15 a 21, y en el que participaron todos los defensores institucionales, 199 licitados y 51 profesionales de otras áreas de la Defensoría Penal Pública, en su mayoría abogados y también asistentes sociales.


Indicó que durante el año 2008 se ejecutará un nuevo proceso que está dentro del plan de capacitación anual de la Defensoría Penal Pública, en que se incluyó la materia juvenil, y se priorizó la actualización y profundización de cuestiones que tuvieran relación con la interpretación de la jurisprudencia que se ha desarrollado en los distintos tribunales del país, lo que permitirá entregar a los defensores nuevas argumentaciones en la ejecución de la defensa juvenil.


Señaló que al interior de la Defensoría Penal Pública existía una unidad de defensa juvenil, a cargo del abogado Gonzalo Berríos, quien cuenta con un equipo en la Defensoría Nacional en Santiago, y que además se encarga de la estructuración, fortalecimiento, entrega de insumos, análisis de jurisprudencia, informes en derecho, minutas de actualización, etcétera. Agregó que cada uno de los defensores juveniles de este equipo de 40, que se ha ampliado recientemente a 42 y al que se pretende agregar 5 ó 6 defensores más en la Región Metropolitana, se distribuyó en las distintas regiones del país, de acuerdo a las proyecciones de necesidades de defensa juvenil, que suponían única y exclusivamente el tramo entre los 16 y 18 años.


Explicó que, en términos prácticos, no ha aumentado de manera relevante el total de causas respecto del universo general de defensa entregada, el que sigue rondando el 10 por ciento del total de ingresos para la Defensoría. Añadió que el tramo entre 14 y 16 años, que es nuevo, corresponde aproximadamente al 25 por ciento de los ingresos de la Defensoría para efectos de defensa.


Manifestó que estos defensores estaban distribuidos a lo largo del país, según las necesidades, y trabajan en relación directa con el defensor regional respectivo, quien es el que hace la distribución dentro de cada región respecto de la forma de asumir los turnos y los tribunales a cargo de cada uno de los defensores. Agregó que también tenían una relación de apoyo académico, jurisprudencial y, en algunos casos, hasta logística de la Unidad de Defensa Juvenil, por lo que existía un contacto permanente entre el equipo de defensores juveniles, sus equipos de asistentes sociales, la unidad de defensa juvenil y los respectivos defensores regionales.


Hizo presente que la forma en que ellos atienden la defensa supone que están de lunes a viernes permanentemente de turno, por lo que todos los menores que llegan a control de detención son atendidos por defensores juveniles, con lo que se asegura que esa primera atención sea especializada, y cuando aquello es imposible, lo asumen aquellos defensores que han sido especializados a menor escala.


Acotó que, en términos genéricos, más del 62 por ciento de los menores atendidos lo ha sido con defensa especializada, y que durante el año de implementación de la reforma se ha atendido a 27.882 jóvenes adolescentes, lo que significa el 10,4 por ciento del total de imputados atendidos por la Defensoría, esto es, 4.350 atenciones, correspondiendo el 87 por ciento a hombres, jóvenes adolescentes y, el 25 por ciento de aquellos corresponden al tramo entre 14 y 16 años, que es el más nuevo y también el más complejo.


Señaló que el 72 por ciento de las causas atendidas por la defensoría están terminadas, y añadió que las salidas alternativas corresponden al 44 por ciento del tipo de término de causa de los jóvenes y, de ella, un 91 por ciento corresponde a suspensión condicional, siendo la segunda alternativa el acuerdo reparatorio, principalmente económico, el que obviamente, en el caso de los jóvenes, es muy difícil de aplicar.


Recordó que en el 34 por ciento de los casos, los términos han correspondido a condena; el 10 por ciento corresponde a facultades del Ministerio Público, de aplicación del principio de oportunidad o archivo, por ejemplo, y el 5 por ciento, aproximadamente, ha correspondido a sobreseimiento.


Respecto de las sanciones aplicadas, indicó que casi la mitad de ellas corresponden a amonestación, en un 18,4 por ciento, y servicio en beneficio de la comunidad, en 29,2 por ciento, las que corresponden a delitos de menor entidad.


Explicó que las sanciones de libertad asistida, 14,7 por ciento, y de libertad asistida especial, 21,7 por ciento, han tenido buenos resultados, por cuanto privilegian aquello que está establecido en la ley: el cumplimiento de sanciones de los menores en libertad, sumando entre ellas un número superior a los tres mil los jóvenes a quienes se les ha aplicado este tipo de sanción.


Agregó que el internamiento de jóvenes en centros semicerrados es de un 5 por ciento, que corresponde a 421 jóvenes, y el internamiento en los centros cerrados alcanza a un 3,1 por ciento, que equivale a 264 jóvenes. En cuanto a la sanción mixta que establece la ley, básicamente en el tratamiento de drogas, se ha aplicado a un 1,1 por ciento, lo que supone 92 casos.


Distinguió luego entre el rol del defensor y de la defensoría como institución, ya que el primero es el abogado del menor, quien genera una relación de confianza con el joven infractor, que supone, incluso, a nivel legal, el respeto de la autonomía en el rol que le corresponde cumplir, sin perjuicio de ciertos lineamientos genéricos que es necesario establecer y controlar. Por su parte, la Defensoría Penal Pública, como institución, participa a través de un representante en las comisiones regionales de supervisión de los centros del Sename y las secciones juveniles de Gendarmería, junto con Unicef y otros organismos establecidos en la ley. Agregó que estas comisiones tienen por objeto visitar los centros y revisar, al menos dos veces en el año, las condiciones de los mismos, lo que ha sido cumplido.


Manifestó que a partir de algunos problemas detectados en el año de ejecución de la puesta en práctica de la ley, tenían algunos desafíos e ideas para mejorar el sistema. En este sentido, expresó que creía imprescindible el fortalecimiento de la especialización de los jueces, fiscales y defensores, ya que se aportaban elementos para la decisión del tribunal, que tenían que ver con las características particulares del menor. 


Agregó que la idea era reorientar la ley hacia la reinserción social más que al castigo producto de un delito, ya que existe un desequilibrio a favor de la sanción más que de la rehabilitación. Estimó que no se podían aplicar los mismos criterios que se utilizaban para la justicia de adultos, sólo estableciendo atenuantes porque se trata de adolescentes, ya que el criterio y el punto de partida debían ser diferentes para los jóvenes.


Por otra parte, indicó que le parecía prioritario restringir y controlar el uso de la privación de libertad, ya que ésta no operaba sólo como excepción.


Respecto de las detenciones, indicó que algunas propuestas eran positivas para efectos de la aplicación del sistema, como por ejemplo, la obligatoriedad del aviso al defensor y a la familia, y el que el fiscal deba decidir la puesta en libertad o no en un plazo menor a las doce horas que rige para el adulto.


Señaló que además se deben establecer mecanismos efectivos para la denuncia de abusos, ya que cuando se producen las detenciones, no se excede en el plazo y se deja en libertad a los menores, muchas veces se detectan abusos sólo de manera casual, porque no hay mecanismos adecuados para detectarlos.


Del mismo modo, estimó que debía regularse expresamente que una detención pueda ser declarada ilegal si se presentan violaciones de derechos durante la misma, como abusos a los menores.


Manifestó que también era necesario introducir como propuestas algunas reglas procesales especiales en el caso de los adolescentes en internación provisoria, que se refiere a la privación de libertad pendiente la investigación, ya que debían fijarse revisiones periódicas de carácter obligatorio, por ejemplo, cada 15 días, respecto de los menores que se encuentran en dicho estado, así como disminuir los plazos de investigación cuando se decreta esta medida cautelar.


Por último, en cuanto a las necesidades y al tiempo que requiere la condena, que también supone una diferencia relevante respecto de los adultos, señaló que debe haber una disminución de los plazos de investigación con ese objeto, y debe descontarse el tiempo de privación de libertad de todas las sanciones, puesto que si la pena no es privativa de libertad, el tiempo que el menor ha pasado privado de libertad no cuenta, lo que es un contrasentido porque esa situación es mucho más grave que el tiempo que pudiera pasar sujeto a otro tipo de sanción.


También estimó necesario evaluar si la ley de agenda corta es conveniente para los adolescentes, ya que jurídicamente se han hecho intentos de argumentaciones en distintos tribunales sobre el alcance de la agenda respecto de los menores, sin resultados uniformes, por lo que sería interesante poder contar con una regulación específica.


En cuanto al internamiento en régimen cerrado, insistió en que se debiera restringir el uso del número 1 del artículo 23 sólo a los delitos gravísimos y no a los delitos graves reiterados, como una suma, porque la razón de establecer ese máximo se relaciona con la entidad del delito y no con el historial del menor, por lo que estimaba importante hacer ese distingo, estableciendo en ese caso sólo los cinco años, y la aplicación del número 1 exclusivamente en caso de delitos gravísimos.


Señaló que, a diferencia de lo que ocurre con la defensa de adultos, que generalmente se limita hasta la sanción, en el caso de los menores este trabajo no concluye con la sentencia, ya que el defensor realiza un trabajo muy relevante con posterioridad a la aplicación de la sanción, el que se relaciona con todos los mecanismos que la propia ley establece respecto de la revisión de las condenas, lo que supone una carga importante de trabajo para los equipos de la Defensoría.


Recordó que existían algunas decisiones de otras instituciones que tenían alto impacto, como por ejemplo un instructivo del Ministerio Público, el oficio 511, que establece los criterios de actuación en el caso de la aplicación de la ley Nº 20.084, que señala que los fiscales, como una instrucción, deberán instar por la internación provisoria en algunos casos, por ejemplo, cuando la conducta que se imputa al adolescente sea constitutiva de crimen, lo que constituía una generalización sumamente compleja, porque depende de la determinación o tipificación que el Ministerio Público efectúe de la conducta realizada por el menor. Estimó que en la práctica eso significaba que eran muchas más las situaciones en que ese organismo debía obligatoriamente instar por la internación provisoria, que aquellas en que la aplicación especializada de la ley pudiera ser deseable, sobre la base del entendimiento de la lógica del adolescente, más allá de los resultados. Agregó que con ello se podía vislumbrar que las políticas criminales y de persecución no necesariamente habían considerado las diferencias existentes con los menores, por lo que se incrementaban las posibilidades de que efectivamente exista sobreabundancia en materia de solicitud y disposición de la internación provisoria.


Precisó que la Defensoría contaba con mecanismos de control de sus actuaciones, y que los defensores realizan sus visitas como mínimo cada quince días y son, además, apoyados por asistentes sociales, por lo que no podía entrar a discutir respecto de lo que los menores pudieran haber afirmado durante la visita que efectuó la Comisión a dos centros del Sename.

Respecto de las medidas cautelares, la privación de libertad y la pena que en definitiva se les aplica a los menores, la señora Vial manifestó que según sus antecedentes, cerca del 89 por ciento de los jóvenes que han estado en internación provisoria durante el tiempo de investigación, finalmente han sido condenados a una pena que no incluye el régimen cerrado de privación de libertad. Esa cifra incluye el régimen semicerrado, que también significa una restricción a la libertad. Explicó que señala esa cifra porque es un dato en el que nos encontramos trabajando. Pero, independientemente del desglose de esa cifra, es muy relevante tener en consideración la proyección de la eventual pena a aplicar.

Ahora, más allá de que sea una cifra alta, hay un número importante de jóvenes que están en internación provisoria por espacios menos prolongados y que, finalmente no son condenados a penas privativas de libertad. En consecuencia, ese tiempo, largo o corto, es de enorme afectación y muy estigmatizador. Además, el hecho de que no se puedan dar condiciones más adecuadas de segregación, puede resultar más perjudicial aún.

Hizo presente que la Defensoría ha elaborado un documento, (Anexo 6) que deja a la Comisión, el que contiene una serie de propuestas respecto de la evaluación del sistema, luego de un año de funcionamiento. Algunas dicen relación con la internación provisoria, precisamente por la preocupación de la Defensoría en relación con el uso excesivo que se le está dando y en consideración a que es la propia ley la que señala que la privación de libertad, en el caso de los menores, debe ser absolutamente excepcional y la última alternativa a la cual recurrir. Sin embargo, reitera que se está dando con mucha frecuencia, lo que es un dato realmente preocupante y que llama la atención.

Respecto de la ejecución penitenciaria, dice estar de acuerdo en que ésa es una materia pendiente de legislar y regular. Afortunadamente, en el caso de la ley de Responsabilidad Penal Adolescente, específicamente, se ha establecido que el juez de garantía es el encargado de esa ejecución. Por ello, podría establecerse un sistema en conjunto con los defensores -lo que también es parte de su propuesta- que instituya hitos de revisión permanentes para los condenados y para efectos de ejecución de las penas, lo que permitiría un mayor control de las posibilidades que establece la propia ley de revisión de las condenas.

Otra propuesta es la posibilidad de establecer hitos, también legales, de revisión de las medidas cautelares privativas de libertad, básicamente de la internación provisoria.

Explica, que la ley establece que el juez de ejecución penitenciaria -lo cual, insiste, es bastante rudimentario, porque no está desarrollado adecuadamente en términos dogmáticos ni formales- es el juez de garantía. En el caso de las penas no privativas de libertad, proponen la posibilidad de que se regule específicamente quién es el juez encargado, sin perjuicio que sea el juez de garantía. El cumplimiento de la pena tiene distintos lugares de ejecución, lo cual también dificulta determinar qué persona o juez en concreto será el que debe hacer esas revisiones.

9.- Jaime Arancibia Pinto, Ministro de la Corte de Apelaciones de Valparaíso.


El señor Arancibia señaló que concurre a la sesión en su calidad de dirigente de la Asociación Nacional de Magistrados. En forma paralela, se desempeña como ministro de la Corte de Apelaciones.

Por lo tanto, en esta ocasión, concurre en su calidad de dirigente, ya que los hechos que investiga la Comisión están fuera de su jurisdicción. 

Desde el punto de vista judicial, señala que tiene algunos antecedentes sobre esta investigación, y al respecto hay una formalización efectuada al personal del Sename de Puerto Montt. Paralelamente hay una demanda civil, por cuasidelito de homicidio, interpuesta por las familias de los menores fallecidos.

Como cuestión general dice que lamentablemente este es un tema que por segunda vez le corresponde conocer. Hace algunos años, en 2001, fue juez del crimen en la ciudad de Iquique y le correspondió conocer, en una primera etapa, un incendio muy similar en donde fallecieron 26 jóvenes en el centro penitenciario de Iquique, lo que lógicamente constituye una situación muy impactante. En cierto modo, se pueden ver que los antecedentes se repiten, pues hay una constante respecto de la ocurrencia de esos hechos. Por lo tanto, es un deber buscar medidas paliativas para que esas circunstancias no vuelvan a ocurrir.

Aparentemente, se trata de situaciones que ocurren por varios factores. Básicamente, porque no existen condiciones materiales adecuadas para que los menores estén con la segregación que corresponde. En este caso, había un menor que no le correspondía estar con el grupo y, al parecer, por los antecedentes preliminares -esto debe ser objeto de una investigación más profunda-, podría haber sido uno de los líderes.

En todos esos sucesos hay una o dos personas que funcionan como líderes y arrastran a los demás. Se aprovechan de circunstancias o condiciones materiales existentes en esos lugares y hacen que el control de un incendio de esa naturaleza sea muy difícil.

La experiencia debe enseñar -se imagina que en el caso de Iquique así fue- a reaccionar ante esos eventos. Creo que es una responsabilidad directa que compete a las personas que están a cargo de los distintos centros. Se deben tomar las medidas necesarias para ver la manera de minimizar los riesgos, porque esos sucesos siempre van a ocurrir, y por supuesto aprender a reaccionar en forma oportuna.

Habrá que analizar, y se está discutiendo, si en este caso concreto la reacción fue oportuna, qué pasó con las personas que estaban mediando, si hubo acciones descoordinadas, etcétera. 

Ese tipo de situaciones ameritan un tratamiento y coordinación más directas, es decir, una cabeza única que organice los pasos que corresponde dar, ponerse en todas las situaciones y, lo más importante, reaccionar a tiempo.

Cabe señalar que la posibilidad de motines con incendios en lugares cerrados es bastante alta, porque hay un problema material, físico. Además, siempre existe un número de personas mayor a lo razonable.

En su opinión, es una responsabilidad que le corresponde al Estado, porque debe velar para que los menores o las personas privadas de libertad estén en condiciones razonables y prever la posibilidad de ocurrencia de accidentes.

Dice saber que esta Comisión busca establecer determinadas responsabilidades y para eso hay que agotar la investigación y ver las causales concretas del caso. Puede haber ciertas particularidades que señalen que la situación ocurrió de la forma en que realmente pasó y que había otras circunstancias que no podían ser consideradas, es decir, ciertas eventualidades que no pueden ser tomadas en cuenta.

Por lo tanto, estima que tratándose de un hecho tan delicado y con tanta trascendencia es necesario agotar todas las instancias investigativas.

En la querella se pidieron peritajes bastante convenientes para establecer lo que ocurrió ese día y para determinar la responsabilidad que le pueda competer a cada uno de los actores involucrados en los hechos.

Ante una pregunta de la señora Turres, Presidenta de la Comisión, respecto a ¿de qué manera el Poder Judicial se prepara para que los jueces de garantía, previendo cuál es la pena aplicable a ese delito, no priven de libertad?, ya que se sabe concretamente que ese menor finalmente no va a ser condenado a una pena privativa de libertad.

¿Cómo se logra una armonía entre las medidas cautelares previas y lo que en definitiva va a ser la sentencia para ese menor? 

El señor Arancibia responde que es muy difícil plantear aspectos generales o de ordenación, porque cada caso hay que resolverlo en forma particular, cada caso tiene sus circunstancias especiales.

El Poder Judicial en estas materias, al igual que en todas las relacionadas con la Reforma Procesal Penal, actúa a requerimiento de los intervinientes. No pueden los jueces actuar de oficio, eso ya pasó a la historia. Por lo tanto, si el Ministerio Público o la Defensoría Penal Pública no apelan, no puede la Corte de Apelaciones conocer la causa. 

En general, agrega que los magistrados del tribunal superior conocen las situaciones de las cárceles a través de las visitas que hacen los jueces de garantía y por las visitas semestrales que efectúa la corte de apelaciones con un juez de garantía y un juez del tribunal oral en lo penal, las que están establecidas en el código orgánico y que siempre se han hecho. Por ejemplo, dice que le tocó conocer el COD Cereco Lihuén, en Limache, por un recurso de protección.

Es decir, constantemente están en conocimiento de algunos problemas y, en la medida de lo posible, formulan observaciones y dirigen oficios al Ministerio de Justicia si hay situaciones que lo ameritan.

Ahora bien, efectivamente, la situación penitenciaria es una materia que está muy abandonada, así ha sido tradicionalmente, y se remonta a 50 u 80 años atrás. Lo penitenciario nunca se ha abordado con cierta rigurosidad.

Al reformar el procedimiento penal debió pensarse, y si se pensó no se implementó, en un juez de cumplimiento de penas, de cumplimiento penitenciario. Creo que esa podría ser una solución mucho más global porque se requiere que en la parte del cumplimiento de la sentencia un tribunal esté a cargo, porque en este minuto hay muchas medidas extrapenitenciarias de nivel administrativo. Eso no puede ser.

Añade, que la sociedad debe preocupase de que la persona condenada por un delito efectivamente cumpla la condena, pero en condiciones reales, efectivas y racionales. Hay que otorgarle beneficios u otras medidas de cumplimiento alternativo, porque, lamentablemente, la gama de cumplimiento alternativo es producto de leyes muy atrasadas. Eso tiene que renovarse. 

A su juicio, debiese existir un resorte para que, ante determinadas situaciones, la administración pública y las autoridades que correspondan puedan reaccionar e implementar medidas pertinentes en esos casos. Por ejemplo, el problema del hacinamiento se podría solucionar con una normativa legal que establezca un máximo de personas por establecimiento. Muchos países tienen esas normas, con las cuales, precisamente, se aseguran que no haya hacinamiento. Lo que pasó es producto de esa falta de normativa. En la medida en que la gente esté segregada y con su tiempo libre ocupado, trabajando en talleres, es evidente que la rehabilitación será posible. En cambio, tenemos que lidiar con las condiciones actuales, que, en su opinión, son insuficientes, pero que se pueden mejorar en todos esos planos.

Precisa, que no existe un modelo de capacitación para los jueces. No existe esta suerte de instrucciones generales para colocarse en determinada situación, puesto que se analizan los casos en forma particular. Ése es el deber de los tribunales de justicia. Tampoco se puede ir más allá de lo que la propia ley dispone. No se puede, por ejemplo, conocer una situación de un menor que no esté bajo el recurso del que está conociendo en la corte. De igual forma, el juez de garantía tiene asignados determinados casos y no puede ir más allá. Sé que las visitas son insuficientes, pero el Poder Judicial no actúa de esa manera.

En cuanto a que la medida cautelar diga alguna relación con la pena que, en definitiva, se va a aplicar al delito en particular, explica que una de las atribuciones propias de los jueces es resolver de acuerdo con los antecedentes del caso. Ellos pueden o no hacerlo. De hecho, eso está abierto. Es imposible dar instrucciones al respecto porque cada caso es distinto de otro. Ahora, siempre está la posibilidad de recurrir. Si las partes recurren, evidentemente, habrá una segunda revisión y la corte puede revertir algunas situaciones injustas o que no corresponden.

En otro orden, respecto de la implementación de la ley, recordó que la opinión de la asociación a veces no había sido considerada, lo que habían criticado, sin perjuicio de habérseles invitado a plantear su posición. Agregó que siempre se habían encontrado con un factor ya mencionado, en el sentido de que en un momento dado la ley se implementa sobre la base de la consideración de diversos motivos, a veces, con mayor o menor éxito, con mayor o menor reflexión o recursos. Por ejemplo, recordó que la reforma procesal penal tuvo mayores recursos y se implementó de manera mucho más racional a nivel nacional que los tribunales de familia, que habían ocasionado un gran problema, puesto que aún no se dictaba la ley que establecerá una dotación mayor de jueces y funcionarios, ya que todavía termina su tramitación ante el Tribunal Constitucional, situación que afecta el trabajo que se debe efectuar todos los días.

Se mostró de acuerdo con las expresiones del diputado señor Marcelo Díaz, en cuanto a que estaban acostumbrados a llevar adelante a como diera lugar reformas como las señaladas. Expresó que en muchas oportunidades el Estado, la administración pública, había implementado leyes aun cuando el Poder Judicial no estaba preparado, como ocurrió con la ley de Violencia Intrafamiliar, que se estableció repentinamente y otorgó competencia a los tribunales civiles para conocer esas materias, en circunstancias de que esas cortes no tenían ningún grado de preparación sobre el particular. Señaló que un cuerpo legal podía ser muy interesante y contener aspectos doctrinales novedosos, pero podía producir problemas al momento de su implementación.

Manifestó que, cada cierto tiempo, debía analizarse lo hecho, aunque consideró muy prematuro hacer un estudio acabado de la reforma procesal penal, ya que aún le faltaban perfeccionamientos. En este sentido, indicó que debían acostumbrarse al hecho que ese tipo de iniciativas siempre producen quiebres, discusiones y distorsiones cuando son llevadas a la práctica y, en todo caso, la Asociación de Magistrados siempre estaría atenta ante esas situaciones, de manera que darían a conocer su opinión técnica cada vez que se les requiera.

Por otra parte, respecto de lo manifestado por la Defensora Nacional, indicó que era suficiente que el juez de garantía tuviera a su cargo la ejecución en materia de responsabilidad penal juvenil, sino que se debía ser mucho más tajante y avanzar hacia la creación de una nueva judicatura, que no solamente se abocara a los ámbitos referentes a la responsabilidad penal juvenil, sino que a todas las demás medidas, incluso a las que se aplican sobre quienes deben cumplir una pena en libertad.

Concluyó diciendo que lo importante era que esa reforma continuara su avance, para lo cual se debían considerar sus aspectos positivos, pero sin olvidar la ejecución penal, materia que, si no se abordaba en forma global, en todos sus aspectos y manifestaciones, siempre presentaría problemas.
Visitas inspectivaS.

La Comisión, en cumplimiento del mandato otorgado por la Sala en orden a realizar una investigación sobre la situación del sistema de responsabilidad penal adolescente, acordó realizar una visita inspectiva a los centros dependientes del Sename ubicados en San Bernardo (Tiempo Joven), Limache (Lihuén), (en dos oportunidades) y San Joaquín (El Arrayán), con el objeto de conocer y analizar en terreno su situación actual, las condiciones en que se encuentran los menores allí internados, las falencias que dichos centros experimentan y conocer los procedimientos utilizados en el sistema de internación y los recursos disponibles.

1.- Visita al Centro de San Bernardo.- En primer lugar la Comisión, con la asistencia de su Presidenta, la Diputada señora Marisol Turres, y los Diputados señores Marcelo Díaz y Tucapel Jiménez, se constituyó en el Centro de Internación Provisoria y de Régimen Cerrado “Tiempo Joven”, ubicado en la comuna de San Bernardo, lugar en el que fue recibido por la Jefa del Departamento de Responsabilidad Juvenil del Sename, señora Fanny Pollarolo Villa; la Directora Regional Metropolitana del Sename, señora Verónica Tobar Caviedes, y las máximas autoridades de dicho establecimiento, tanto del Sename como de Gendarmería de Chile.

Al ingresar al Centro Tiempo Joven se desarrolló primero una reunión entre las autoridades mencionadas y los miembros de la Comisión, quienes inquirieron por las condiciones en que se estaba desarrollando el sistema de responsabilidad penal adolescente, en aquello que decía relación con la actividad propia de los centros de internación, y por las condiciones en que se encontraban los menores efectivamente internados.

En este sentido, los parlamentarios señalaron que durante las sesiones de la Comisión se habían recibido múltiples denuncias, formuladas principalmente por los mismos funcionarios del Sename y sus representantes gremiales, en el sentido de que las condiciones mínimas para operar con el nuevo sistema no estaban presentes. A su vez, hicieron presente que lo que impulsaba a los miembros de la Comisión no era cuestionar la labor de los funcionarios, que con muy pocos recursos y sin contar con todas las condiciones deseables realizaban una importantísima tarea en el proceso de rehabilitación de los jóvenes imputados y condenados.

La señora Pollarolo (Jefa del Departamento de Responsabilidad Juvenil del Sename) indicó que los centros que atendía el Sename, y específicamente el de San Bernardo, habían sido construidos antes de la entrada en vigencia de la ley de responsabilidad penal adolescente, por lo que no contaban con todas las condiciones que se estimaban apropiadas para el desarrollo de un sistema de rehabilitación y reinserción en el marco de este sistema. Agregó que, a su vez, sin perjuicio de los recursos asignados para la construcción de nuevos centros, no se había contemplado en el presupuesto del Sename suma alguna destinada a proveer las necesidades de mantención de los centros ya existentes, por lo que las carencias denunciadas permanentemente se trataban de solucionar con recursos de emergencia del propio servicio, que se agotaban tempranamente. Señaló que para el centro de San Bernardo se contemplaba un presupuesto de $ 937 millones de pesos, de los cuales $ 172 millones se destinaban a equipamiento y seguridad y $ 281 millones a gastos de personal, quedando el resto para el funcionamiento normal del centro.

La señora Tobar (Directora Regional Metropolitana del Sename) manifestó que el centro de San Bernardo tenía una capacidad de 150 internos, en circunstancias que actualmente la dotación alcanzaba a las 249 personas, y en el Centro de Internación Provisoria de San Joaquín la capacidad era de 200 personas, alcanzando una dotación de 208 internos entre los 14 y 16 años.

Señaló que, sin perjuicio del mandato legal de segregar a los jóvenes según edad, peligrosidad y situación procesal, la idea era especializar los diferentes centros, con el objeto de optimizar las plazas disponibles.

Precisó que en el centro de internación de San Bernardo los jóvenes estaban dispuestos en 4 pabellones, a las que se denominaba casas, y en cada una de ellas se internaba a los jóvenes de acuerdo a su edad y su situación procesal. Así, las casas 1 y 2 funcionaban como centros de internación provisoria, por lo que en la casa 1 estaban los jóvenes imputados mayores de 18 años, con una dotación de cerca de 50 internos, por lo que funcionaba adecuadamente, y en la casa 2 los jóvenes imputados de entre 17 y 18 años, que era la que ofrecía mayores problemas, dada su sobrepoblación, al contar con una dotación de 120 internos en un lugar con capacidad para 50. Por lo anterior, continuó, en razón de los grados de compromiso delictual también existía una segregación nocturna, en diferentes sectores del pabellón. Agregó que en las casas 3 y 4 estaban los condenados mayores de 18 años y menores de 18 años, respectivamente, que tenían una dotación bastante menor. Indicó también que los mayores de 18 años que se encontraban en el Centro Tiempo Nuevo podían eventualmente pasar a recintos administrados por Gendarmería, es decir, cárceles para adultos, pero que ello sólo ocurría cuando un tribunal así lo disponía.

La señora Pollarolo señaló que el Sename también apoyaba el trabajo psicosocial que Gendarmería realizaba en sus propios recintos con los internos que pasaban desde recintos del Sename.

Manifestó que uno de los principales problemas era que las causas no se agilizaban, por lo que los jóvenes pasaban largo tiempo privados de libertad en los centros, lo que no era la idea al instaurar el sistema de responsabilidad penal adolescente.

Agregó que faltaban condiciones y recursos para infraestructura y también de intervención socioeducacional, lo que decía relación con los elementos que de rehabilitación y reinserción que se podían incorporar en la rutina de los internos, por lo que parecía que solamente efectuaban labores de contención de los internos, dando cuenta apenas de su seguridad.

Acotó que al menos en las 2 casas de condenados existirá preparación profesional, al celebrarse un acuerdo con Inacap que significará la realización de 2 cursos de electricidad domiciliaria, de un total de 5 que impartirán en el país, los que serían totalmente financiados por Sence, y también un curso de alfabetización digital.

La señora Tobar señaló que un gran problema para que el sistema funcione adecuadamente era que el 10% de los jóvenes internados en centros de internación provisoria pasaban en dicho lugar más de 6 meses, lo que no dependía del accionar del Sename, ya que eran otros actores del sistema los que establecían eso, como sucedía con los tribunales de justicia, e incluso se reclacó que los mismos jueces pensaban que la internación provisoria era una institución que se usaba en demasía.

La encargada del destacamento de Gendarmería de Chile destinada al Centro Tiempo Joven hizo ver que también los gendarmes sufrían problemas por la falta de recursos, ya que ellos estaban encargados de la seguridad perimetral y sólo ingresaban cuando el director responsable de cada centro, que era la única persona autorizada para ello, les pedía su intervención. Explicó que tenían una muy baja dotación de personal y que las condiciones en que cumplían su trabajo eran muy malas.

La señora Tobar Informó que el día martes 13 de mayo se produjo un intento de motín, en que cerca de 80 jóvenes se subieron a los techos de los pabellones y reclamaron en una forma que incluso podía atentar contra su seguridad por la falta de agua caliente para las duchas, por la falta de frazadas y ropa de cama, y también por la falta de reemplazo de los policarbonatos usados para las ventanas. Indicó que se debió recurrir a Gendarmería para aplacar el intento de motín, por lo que hubo 10 jóvenes lesionados.

La señora Pollarolo comentó que la falta de agua caliente se debía al proceso de reemplazo de la antigua caldera, que ya tenía 14 años de uso, y que se estaban resolviendo algunos problemas técnicos surgidos durante su instalación. Agregó que no tenían recursos para mantención dado que el Ministerio de Hacienda no los había contemplado en el último tiempo.

Posteriormente, los miembros de la Comisión, acompañados por las autoridades mencionadas, visitaron las dependencias del recinto, donde constataron que las principales quejas de los internos decían relación con la falta de agua caliente, la falta de frazadas y ropa de cama y la demora en el reemplazo de los policarbonatos que cubren las ventanas. Cabe hacer especial mención a una queja constante en el sentido del desconocimiento acerca de su situación procesal, redundando ello en que la estadía se prolongaba por meses sin conocer de avances en sus juicios. En las distintas casas en que estaban segregados los internos se comprobó la existencia de hacinamiento, ya que en algunos casos dormían 9 internos en una misma habitación que originalmente estaba prevista para 3 ó 4 personas; deficitarias condiciones sanitarias en los baños disponibles para los internos; falta de materiales para efectuar algunos talleres, y pocas actividades destinadas a ocupar el tiempo libre de los menores internados, que según los mismos internos y los educadores de trato directo a su cargo constituían el principal problema, ya que la falta de actividades de distracción, que pudieran contribuir a su reinserción o rehabilitación, eran una constante fuente de conflictos entre ellos.

Al mismo tiempo, se constató la existencia de oferta educacional al interior del recinto, aún cuando ésta no parecía ser aprovechada en toda su capacidad dado el carácter voluntario de asistencia a estas actividades, así como a los talleres ofrecidos.

2.- Visita al Centro Lihuén, de Limache.- Finalizada la visita al Centro Tiempo Joven de San Bernardo, los miembros de la Comisión se dirigieron a la Región de Valparaíso, donde visitaron el centro semicerrado Lihuén, ubicado en Limache, donde fueron recibidos por la señora Pollarolo, por el Director Regional de Valparaíso del Sename; señor Carlos Wendt Gaggero, y por el Director del Centro Lihuén, el señor Freddy Ramírez. Se sumó en este lugar a la visita la Diputada señora María Antonieta Saa.

En dicho recinto, los miembros de la Comisión conocieron las instalaciones del recinto, donde se encontraban internados cerca de 120 jóvenes, tanto imputados como condenados, y entre los cuales había 3 menores de sexo femenino.

Los educadores de trato directo encargados del cuidado de los menores señalaron que la segregación se hacía en base al grado de compromiso delictual, existiendo en algunas casas tanto imputados como condenados, entre los 14 y los 19 años, por lo que respecto a los aspectos de edad y situación procesal la segregación no se realizaba, dado que según los encargados la seguridad de los menores se garantizaba de mejor manera de la forma señalada.

A pesar de ser un centro relativamente nuevo, construido en el año 2002, se apreciaba un importante grado de deterioro en las instalaciones, ya que según relató el señor Wendt la construcción de este centro era anterior a la puesta en marcha del sistema de responsabilidad penal adolescente, y las adecuaciones que debieron realizarse con posterioridad no pudieron dar cuenta en su totalidad de las características de que necesariamente debían disponer estos centros, para cumplir con los criterios de segregación establecidos en la ley. De este modo, se eliminaron espacios disponibles para talleres, construyéndose en su lugar un espacio diseñado para enfermería, ya que la anterior enfermería se utilizaba para segregar a los menores imputados o condenados por delitos de connotación sexual, dado el peligro existente para su integridad física proveniente de los demás internos y las constantes amenazas recibidas.

Se señaló que la nueva enfermería tampoco podía cumplir las funciones para las que se había edificado, ya que no había sido recibida por el Ministerio de Obras Públicas por defectos en su construcción, lo que a su vez no permitía que se recibiera la autorización sanitaria para su funcionamiento. En definitiva, se manifestó que la nueva enfermería se utilizaba para segregar a las 3 jóvenes internas del resto de la población, aunque según los funcionarios del Sename presentes esto no era totalmente efectivo, ya que los muros perimetrales eran lo suficientemente bajos como para saltarlos o transitar sobre ellos, sin que fuera advertido más que por funcionarios de Gendarmería, a cargo de la seguridad perimetral exterior, que no estaban facultados para actuar al interior del recinto. Cabe consignar que el lugar destinado para las jóvenes internas era el mejor conservado y que se encontraba en mejores condiciones de todos los que conocieron los miembros de la Comisión.

Asimismo, en las casas destinadas a los internos se constató un alto grado de hacinamiento y falta de condiciones higiénicas en los baños, junto con la ausencia de artefactos sanitarios dañados con anterioridad por los mismos internos y que no habían sido reemplazados. De la misma manera, en el pabellón originalmente contemplado como enfermería y que actualmente estaba destinado para los jóvenes imputados o condenados por delitos de connotación sexual, se observaba también gran hacinamiento e incluso la falta del mobiliario mínimo para poder habitar el lugar, debiendo los internos dormir en colchones puestos en el suelo y con pobrísimas condiciones higiénicas, debido a la alta presencia de humedad y la falta de luz.

De acuerdo a lo señalado por los propios internos, las principales quejas decían relación con la falta de agua caliente; la falta de frazadas y ropa de cama; la falta de reemplazo de los policarbonatos utilizados para cubrir las ventanas, y la falta de conocimiento acerca del estado de sus causas, lo que invariablemente redundaba en largas estadías en los centros, sin que los internos conocieran de avances en sus juicios o al menos se levantaran las medidas cautelares decretadas en su contra mientras se desarrollaba la investigación, queja que iba dirigida principalmente contra sus abogados defensores.

El señor Wendt incluso señaló que se daba la paradoja que muchos menores eran privados de libertad por largos meses a través de medidas cautelares, aún cuando los delitos por los cuales eventualmente podían llegar a ser condenados implicarían el cumplimiento de sanciones en el medio libre, lo que no tenía ningún sentido e implicaba un atentado a la racionalidad jurídica, por lo que se trataba de un problema que los tribunales deberían remediar.

En general, se observaron graves falencias de acuerdo a los estándares mínimos que 
debiera tener un recinto de estas características, las que de acuerdo a las autoridades presentes estaban en vías de superarse en el futuro próximo.

Cabe consignar que las autoridades presentes señalaron, por su parte, la falta de recursos humanos para desarrollar la tarea encomendada, y su intención de actuar por la vía administrativa para corregir el mal uso, y en algunos casos abuso, de las prerrogativas gremiales y de las licencias médicas, lo que en el caso del centro de Limache era un tema de gran importancia, dada la gran cantidad de personas que se ausentaban de su trabajo por estos motivos.

Finalmente, los miembros de la Comisión se retiraron a las 17:30 horas del centro semicerrado de Limache, en que fueron despedidos por las autoridades presentes y abandonaron el lugar.

3.- Visita al centro Lihuén, de Limache. (Segunda Visita).


El día jueves 14 de agosto de 2008, aproximadamente a las 15:00 horas, los miembros de la Comisión Diputados señora Marisol Turres y señores Tucapel Jiménez y Alfonso Vargas (en reemplazo del Diputado señor Francisco Chahuán), acompañados por el Senador de la zona, señor Sergio Romero, concurrieron a al CRC “Lihuén”.

En dicho centro fueron recibidos por el Secretario Regional Ministerial de Justicia, señor Alfredo Nebreda; el Director Regional del Sename, señor Carlos Wendt, y el Director del Centro Lihuén, el señor Freddy Ramírez, además de otros funcionarios del recinto.

El Director señor Ramírez señaló que algunos de los talleres que Inacap debía impartir ya se encontraban funcionando, como los de gastronomía y de electricidad, más dos talleres prelaborales de trabajo en madera. Agregó que también desarrollaba funciones el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes (Conace), y que el 100% de los menores internados tenía problemas de consumo de drogas, dividiéndose entre los que se encontraban en un primer nivel, de consumo excesivo, y otros que habían llegado a presentar problemas siquiátricas, producto de este consumo.

Explicó que en el CRC Lihuén se encontraban internados 110 menores, agregando que la capacidad era de 108 camas, distribuidas en 7 casas. Recordó que al inaugurarse el recinto, en el año 2001, tenía una capacidad para 60 personas, la que se había ido incrementando paulatinamente. Agregó que entre los 110 menores había 5 de sexo femenino, una de las cuales estaba embarazada.

Señaló que en los días inmediatamente anteriores se habían vivido episodios de crisis, con manifestaciones de violencia por parte de algunos internos, los que ya habían sido normalizados, aunque de todas maneras alteraban la rutina del establecimiento. Estimó que el día de la visita se encontraban trabajando 9 educadores de trato directo, más 5 ó 6 gendarmes, lo que era claramente insuficiente, ya que apenas se alcanzaban a cubrir los puestos mínimos para otorgarle seguridad perimetral al recinto.

El señor Wendt señaló que el Ministerio de Hacienda les había asignado 360 millones de pesos como presupuesto en el año 2007, para el funcionamiento operativo del centro, los que se habían visto reducidos a 180 millones en el año 2008, y que ya habían sido gastados en su totalidad, por lo que se operaba pagando facturas vencidas con recursos asignados en forma extraordinaria para estos efectos. Reiteró que los recursos asignados al Sename en la ley de presupuestos se invertían mayoritariamente en infraestructura, aunque sin dejar margen para que algunos de esos recursos fueran al presupuesto operacional de los centros.

Señaló que sería conveniente modificar la ley de responsabilidad penal adolescente, con el objeto de permitir a los funcionarios de Gendarmería ingresar a los centros, en un régimen interno, y no sólo autorizados por la dirección de cada centro en episodios de crisis, ya que los educadores de trato directo no contaban con las competencias adecuadas en seguridad como para operar en estas condiciones, ya que esa no era su función.

Reiteró que el principal problema era la seguridad interna, tanto de los propios internos como de los funcionarios del Sename, aunque se había avanzado en el último tiempo en cuanto a la implementación de rutinas.

El funcionario a cargo de Gendarmería de Chile en el centro señaló que una forma de dotar de mayor seguridad a los centros era la implementación de una zona de exclusión en su interior, que sirviera como un área de vigilancia donde pudiera operar Gendarmería.

El señor Nebreda enfatizó que la situación particular del CRC Lihuén era bastante especial, ya que se concentraban en este centro varios menores que habían participado en delitos graves ocurridos en la región, y que traían incorporada la cultura carcelaria propia de los recintos para adultos, por lo que precisamente ellos habían sido los promotores de los hechos de violencia acontecidos en los últimos días.

El Senador señor Romero manifestó su preocupación, ya que en su labor legislativa había examinado varios tratados internacionales, enviados por el Gobierno de Chile al Congreso Nacional para su ratificación, que pretendían aplicar estándares de países desarrollados en Chile, en circunstancias que la situación en Latinoamérica era diametralmente distinta. Agregó que ello podría conllevar a Chile quedara en una situación de incumplimiento frente a estos tratados internacionales.

En cuanto al recorrido que los miembros de la Comisión realizaron por las dependencias del CRC Lihuén, se notaron leves mejorías respecto de la situación vista en la anterior visita, aunque el contacto con los internos se redujo al máximo, como una forma de no provocar alteraciones en su rutina, que pudiera reactivar episodios de violencia como los vividos en los días anteriores.

4.- Visita al centro El Arrayán, en San Joaquín.


El día lunes 18 de agosto de 2008, aproximadamente a las 15:00 horas, los miembros de la Comisión Diputados señora Marisol Turres y señores Tucapel Jiménez, concurrieron a las dependencias del Complejo El Arrayán, ubicado en la comuna de San Joaquín.

En dicho centro fueron recibidos por el Director del CIP San Joaquín, señor José Barrera, y por el responsable del destacamento de Gendarmería apostado en el lugar, el Mayor Víctor Morales, quienes hicieron presente que no habían sido avisados de la visita por parte de la Dirección del Sename, a pesar de lo cual colaboraron activamente en su realización.

El señor Barrera, mientras se desarrollaba la visita, relató que el centro tenía una capacidad para 200 internos, alojando en la actualidad a 212. recordó que el CIP El Arrayán había reunido dos centros anteriores, dependientes del Sename, recibiendo actualmente a jóvenes de entre 14 y 18 años en internación provisoria, ya que no se trataba de un centro de cumplimiento de condenas, y agregó que mayoritariamente se trataba de menores de 14, 15 y 16 años de edad, con un bajo perfil delictivo.

Indicó que el centro de dividía en 8 casas, manteniendo una rutina en la cual todos los internos participaban activamente, partiendo por su asistencia a la escuela, lo que se pudo comprobar en la visita, en que se apreció la realización de clases en forma normal, en distintos cursos que se imparten en las dependencias destinadas a este fin, al interior del recinto.

Manifestó que el personal con que contaba cada casa era de 9 educadores de trato directo, un psicólogo, un asistente social y un jefe de casa, que era el responsable del orden interno. Agregó que el estándar normal de funcionamiento de cada casa contemplaba que 4 ó 5 educadores de trato directo estuvieran en funciones simultáneamente, aunque en la práctica podían funcionar perfectamente con 3.

Expresó que normalmente los internos se quejaban de la poca asistencia de los abogados a conversar con ellos, aunque reconoció que las visitas se desarrollaban con normalidad, generalmente, de lo cual existía incluso un registro.

Señaló que, de acuerdo a su experiencia y su criterio, resultaba fundamental para lograr un trabajo adecuado con los menores el establecer una segmentación de acuerdo a diversos factores, entre los cuales destacó la separación entre hombres y mujeres, entre régimen cerrado y régimen semicerrado, y entre imputados y condenados.

El Mayor Morales señaló que el personal con que contaba era de 42 funcionarios, que debían resguardar un espacio físico equivalente al del CRC Tiempo Nuevo, de San Bernardo, que contaba para las mismas labores con 80 funcionarios, sin perjuicio que el centro de San Joaquín, por sus características de construcción, tenía un mayor número de puestos de vigilancia.

Hizo presente que el presupuesto asignado al Complejo El Arrayán se acabaría a mediados del mes de septiembre, debido a que ha debido atender a una mayor población que la presupuestada el año anterior. Recordó que el presupuesto operacional era administrado por cada centro, en forma autónoma, existiendo recursos suministrados por separado para los sueldos de los funcionarios y para efectuar inversión real en infraestructura.

Añadió a lo anterior el que la situación de los funcionarios de los centros del Sename era altamente inestable, ya que no existía una carrera funcionaria o una planta a la cual adscribirse, y ejemplificó lo anterior con su propia situación, ya que pese a ejercer cargos directivos durante 12 años con excelentes calificaciones, siempre su calidad jurídica había sido a contrata.

Terminada la visita inspectiva, los miembros de la Comisión se retiraron a las 17:30 horas.
V. INFORMES Y DOCUMENTOS RECIBIDOS POR LA COMISIÓN A SOLICITUD DE ÉSTA.

1.- Documentos entregados por la Asociación de Funcionarios del Sename, Afuse, al exponer en la Comisión Investigadora (Anexo 1).


-Intervención de Afuse, en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado, a propósito de la discusión del proyecto de ley sobre responsabilidad penal adolescente, el 16 de noviembre de 2004.

-Respuesta de fecha 16 de mayo de 2005, de la señora Delia Del Gatto, Directora del Sename, al documento elaborado por Afuse “Demandas del Consejo Ampliado de Dirigentes”, donde señalan sus planteamientos respecto de la puesta en marcha de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente.

-Informe de diagnóstico, elaborado el 29 de diciembre de 2006 por el Director del Centro Tiempo de Crecer de Puerto Montt, denominado “Requerimientos de Infraestructura e Implementación COD Cereco Tiempo de Crecer 2007”.

-Documento del Frente de Tabajadores del Sename, de 15 de febrero de 2007, denominado “Diagnóstico necesidades básicas para centros de ley RPA”.

-Informe de diagnóstico, elaborado el 28 de marzo de 2007 por el Centro Tiempo de Crecer de Puerto Montt, denominado “Requerimientos de Infraestructura e Implementación COD Cereco Tiempo de Crecer 2007”.

-Carta de fecha 3 de abril de 2007, dirigida por el Frente de Trabajadores del Sename a la Presidenta de la República, donde manifiestan una serie de inquietudes respecto de la Ley Orgánica del Sename; la política de gestión de personal; y sobre la puesta en marcha de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente.

-Carta de la Asociación Provincial de Funcionarios del Sename de Puerto Montt, de fecha 25 de mayo de 2007, a la Directora del Servicio, señora Paulina Fernández, respecto de la implementación de los sistemas de atención en el Centro Tiempo de Crece. 

-Carta del Directorio Nacional de Afuse, de fecha 6 de julio de 2007, al Director del Sename señor Eugenio San Martín, respecto de lo que consideran la crítica situación relativa a la gestión de la Directora Regional del Sename, en la Región de Los Lagos.

-Carta del Directorio Provincial de Afuse Puerto Montt, dirigida al Directorio Nacional, de fecha 17 de octubre de 2007, por la que informan respecto de la situación en que se encuentran los funcionarios del Centro Cerrado de Puerto Montt, los que se ven sobrepasados por los malos tratos que reciben de los jóvenes internos, y solicitan interponer un recurso de protección en su favor.

-Carta de fecha 23 de octubre de 2007, dirigida por la Asociación de Funcionarios del Sename, a la Presidenta de la República, por la que remiten el documento que elaboraran denominado “Informe y requerimientos derivados de la operatoria de la Ley de Responsabilidad de Adolescente, en el marco de la administración directa del Sename”, acordado en Asamblea realizada los días 10 y 11 de octubre, del mismo año.

2.- De la Biblioteca del Congreso Nacional14:


a.-Primer y Segundo Informes de la Comisión de Expertos en Responsabilidad Penal Adolescente (Anexo 2).


Sus contenidos se encuentran desarrollados a propósito del análisis de la ley N° 20.110, de 1 de junio de 2006, que creó la Comisión de Expertos15.


b.-Documento elaborado por la Unicef denominado “Principales nudos problemáticos de los Centros Privativos de Libertad para Adolescentes y Secciones Penales Juveniles” (Anexo 3).

Antecedentes16:

El documento fue elaborado en marzo de 2008 para el Ministerio de Justicia y recoge situaciones críticas sobre las condiciones de vida de los adolescentes que se encuentran recluidos en centros privativos de libertad. -El reglamento de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente crea las Comisiones Interinstitucionales de Supervisión, organismos de carácter regional integrados por los principales actores públicos y privados del sistema de justicia penal juvenil, y Unicef. Éstas tienen la función de visitar los distintos centros, informar al Ministerio de Justicia y hacer recomendaciones.

2.- Debido a la dilación en la entrega de los informes correspondientes a la primera visita, Unicef consideró necesario enviar al Ministerio de Justicia un informe preliminar que, desde su perspectiva, da cuenta de los hechos más riesgosos para la vida e integridad física y síquica de los adolescentes privados de libertad, las cuales requieren de una acción urgente por parte de la autoridad.
-Organización y funciones de las comisiones.

El reglamento de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente establece la creación de las Comisiones Interinstitucionales de Supervisión en cada región del país, como instancia asesora, integrada por: El Secretario Regional Ministerial de Justicia, quien será el coordinador; por un representante del de los colaboradores acreditados que trabajen en el área de infractores de ley, elegidos por los directores y representantes regionales de estas instituciones; por un representante de instituciones de la sociedad civil que trabajen en infancia o juventud, designado por el Seremi de Justicia; por un representante del mundo académico, designado por el Seremi de Justicia; y un representante de la Defensoría Penal Pública. Además participan en esta instancia un representante del Poder Judicial, un representante del Ministerio Público y un representante de Unicef.

Estas comisiones deben visitar los centros de cada región al menos dos veces al año, a fin de asesorar en el debido respeto de los derechos de los adolescentes y de sus condiciones de vida al interior de los mismos; solicitar informes de las autoridades públicas pertinentes y realizar recomendaciones a las autoridades e instituciones públicas y privadas que correspondientes; enviar su informe al Ministerio de Justicia, formulando las propuestas que le parezcan necesarias para el mejoramiento de las condiciones de vida de los adolescentes en los referidos centros.

A continuación, se transcribe, en lo medular, el documento que se titula:

“Principales nudos problemáticos de los Centros Privativos de Libertad para Adolescentes y Secciones Penales Juveniles”
I. Introducción.

En cumplimiento de lo dispuesto, el mes de noviembre de 2007 comenzó a efectuarse a lo largo de todo el país la primera ronda de visitas a los Centros Privativos de Libertad para adolescentes (Centros de Internación Provisoria, Centros Cerrados y Centros Semicerrados; en adelante CIP, CRC y CSC, respectivamente) y Secciones Juveniles de Centros Penitenciarios.

Junto con la obligación de efectuar visitas, las CIS deben evacuar informes sobre ellas y formular recomendaciones. Varios de esos informes se han terminado; pero otros tantos se encuentran pendientes. Por lo anterior es que Unicef ha decidido realizar el presente informe de carácter preliminar y general que da cuenta de los focos de mayor preocupación detectados en esta primera ronda de visitas. La información aquí consignada está basada en la apreciación personal y en los informes internos de los representes de Unicef en cada una de las CIS, basados a su vez en entrevistas con adolescentes internos y funcionarios, y en la observación directa; por lo mismo, lo aquí expresado puede no representar la opinión de la mayoría de la CIS respectiva o puede no coincidir con lo que finalmente se haga saber a la autoridad a través de los informes elaborados por cada una de ellas. El presente informe recoge los problemas más agudos, los que, a juicio de Unicef, requieren con mayor urgencia atención y solución por parte de la autoridad. Por lo mismo aquí no se recogen necesariamente todos los problemas existentes. Asimismo, se recogen los problemas detectados en la mayoría de los centros y secciones juveniles efectivamente visitados, no en el universo total de centros y secciones juveniles existentes. Finalmente, el presente informe no comprende los resultados arrojados por las visitas realizadas dentro de la Región Metropolitana, pues aún no han concluido ni se han recibido informes parciales.

II. Centros y Secciones Juveniles visitados

En la siguiente tabla se detallan los centros que han sido visitados hasta la fecha del presente informe como parte de la primera ronda de visitas efectuada por las CIS.
Región Centros Visitados Fecha de la Visita Delegado Unicef

	Región
	Centros Visitados
	Fecha de
la Visita
	Delegado
Unicef

	I
	CIP-CRC-CSC Arcoiris
	27.11.2007
	Héctor Hernández

	II
	CIP-CRC Surgam
	11.12.2007
	

	
	CIP-CRC Copiapó
	
	

	
	CSC Copiapó
	20.11.2007
	

	
	Sección juvenil masculina
	
	

	
	CCP Copiapó
	20.11.2007
	

	III
	Sección juvenil femenina
	
	Ricardo Garrido

	
	CCP Vallenar
	06.12.2007
	

	IV
	CIP - CRC La Serena
	26.11.2007
	

	
	CSC La Serena
	26.11.2007
	

	
	Sección juvenil masculina CCP
	
	

	
	La Serena
	26.11.2007
	

	
	Sección juvenil femenina CDP
	
	

	
	Ovalle
	26.11.2007
	

	V
	CPL CIP-CRC Lihuén
	13.12.2007
	Jaime Couso

	
	Limache
	
	

	
	CPL CSC Limache
	13.12.2007
	

	
	Limache
	
	

	
	CSC “Lecheros”
	03.01.2008
	

	
	Valparaíso
	
	

	
	Sección juvenil masculina CCP
	03.01.2008
	

	
	Valparaíso
	
	

	VI
	CIP-CRC Graneros
	18.12.2007
	Andrea Benavente

	
	CSC Rancagua
	07.12.2007
	

	
	Sección juvenil CCP Rengo
	12.12.2007
	

	VII
	CIP-CRC “Peullas de San Agustín”
	18.12.2007
	Sebastián Briceño

	
	Talca
	
	

	
	Sección juvenil CCP
	18.12.2007
	

	
	Talca
	
	

	VIII
	CIP-CRC Coronel
	12.12.2007
	Paulo Egenau

	
	CSC Concepción
	13.12.2007
	

	
	Sección juvenil CCP “El Manzano”
	12.12.2007
	

	
	Concepción
	
	

	
	Sección juvenil CCP Chillán
	13.12.2007
	

	IX
	CIP-CRC Chol-Chol
	18.12.2007
	Soledad Larraín

	
	CSC Temuco
	19.12.2007
	

	X
	CIP-CSC Puerto Montt
	11.12.2007
	Álvaro Molina

	
	Sección juvenil masculina CCP
	11.12.2007
	

	
	Puerto Montt
	
	

	
	Sección juvenil femenina CCP
	12.12.2007
	

	
	Osorno
	
	

	
	CIP-CRC Valdivia
	12.12.2007
	

	XI
	CIP-CRC-CSC Coyhaique
	13.11.2007
	Ignacio De Ferari

	
	Sección juvenil femenina CCP
	13.11.2007
	

	
	Coihaique
	
	

	
	Sección juvenil CDP
	4.11.2007
	

	
	Puerto Aisén 
	
	

	XII
	CIP-CRC Punta Arenas
	15.11.2007
	

	
	Sección juvenil masculina CCP
	16.11.2007
	

	
	Punta Arenas
	
	

	
	Sección juvenil femenina CCP
	16.11.2007
	

	
	Punta Arenas
	
	


III. Principales nudos problemáticos detectados:

1. Educación y capacitación de los adolescentes.


-No existen talleres que cumplan una real función capacitadora o que preparen para la vida laboral. Los talleres impartidos por los centros son actividades manuales básicas y cumplen un fin meramente recreativo: adornos navideños, artesanía en mimbre o cuero, mosaicos, y “computación” consistente principalmente sólo en juegos. Algunas de las mayores demandas de los jóvenes están dirigidas a que la calidad y cantidad de los talleres impartidos sean apropiadas a su edad y necesidades, pues según sus propios relatos pasan

largas horas haciendo nada, lo que incrementa sus grados de ansiedad y frustración.

-La implementación de los programas de escolarización y capacitación es deficiente. Se constata irregularidad en las horas destinadas a clases (suspensiones intempestivas, fallas en los sistemas de turnos, inasistencias de profesores, etc.), falta de cobertura, y una baja cantidad de horas de actividad educativa en la rutina diaria de cada interno (en contraste con lo declarado en los programas de los centros). Se detecta escasez de personal capacitado para cumplir estas funciones (hecho que se ve agravado por el alto uso de licencias médicas), y precariedad de recursos materiales.

Por su especial déficit en esta área, cabe destacar a los siguientes centros: CIP-CRC Limache, CIP-CRC Graneros, CSC Rancagua, CIP-CRC Talca, CIP-CRC Coronel, Cipcrc Chol-Chol, CIP-CRC Puerto Montt.

2. Salud.


No existe como una práctica regular la realización de una evaluación médica a los internos al momento de ingresar al centro (p. ej. CIP-CRC Graneros, CIP-CRC Valdivia, CIP-CSC Puerto Montt), así como tampoco se llevan a cabo controles médicos con la periodicidad necesaria. En la mayor parte de los centros se observa que no existe personal profesional suficiente e idóneo que esté disponible en forma permanente o con una periodicidad razonable para realizar consultas médicas, dentales, psiquiátricas y atención psicológica (p.ej. CSC Rancagua, CSC Concepción, CIP-CRC Chol-Chol). Esto, además de infringir las reglas internacionales, puede derivar en daños a la salud, integridad física y psíquica de los internos, y alterar seriamente la convivencia al interior de los centros.

Tampoco existen estrategias de prevención ni de control de enfermedades de transmisión sexual y de embarazos. Esto último resulta particularmente preocupante en aquellos centros en que existe población mixta sin segregar (p. ej. CIP-CRC Talca).

Un elemento adicional, que además constituye un factor de riesgo y de inseguridad, es la ausencia de un control profesional en el suministro de medicamentos a los jóvenes. Los lugares en que los medicamentos se almacenan algunas veces son inseguros y no cumplen condiciones de higiene, su custodia está a cargo de personal sin mayor preparación, y el suministro y dosificación se hace sin mayor control (p. ej. En el CIP-CRC Chol-Chol los medicamentos son recetados por un médico pero son distribuidos y custodiados por la encargada de lavandería). En algunos centros se pudo constatar indicios de dopaje en los 4 jóvenes visitados, sin existir explicación satisfactoria de esa circunstancia (CIP-CRC-CSC Arcoiris).

3. Personal.


El recurso humano no es suficiente en términos cuantitativos considerando el número de internos (p. ej. CIP-CRC Limache). Incide en el déficit cuantitativo el considerable número de funcionarios haciendo uso de licencia médica (CIP-CRC Copiapó, CSC Copiapó, CIPCRC La Serena, CIP-CRC Talca, CIP-CRC Coronel, CIP-CSC Puerto Montt). Esto último parece deberse al desgaste y agotamiento al que se encuentran sujetos. En este sentido, se nota la falta de una adecuada implementación de programas o capacitaciones destinados al auto-cuidado y al manejo de situaciones estresantes. Este déficit, naturalmente, incide directamente en la atención que reciben los jóvenes.

En términos cualitativos, el personal de los centros no tiene los niveles de especialización ni la preparación técnica y capacitación que exige su función. En la mayoría de los centros no existen profesionales médicos en forma continua o permanente (la estabilidad está dada por la presencia de personal paramédicos o auxiliar). Asimismo, muchas veces los talleres y las actividades educativas son impartidos directamente por educadores de trato directo, muchos de los cuales sólo cuentan con enseñanza media (p. ej. CIP-CRC Graneros, CSC Rancagua). Ciertamente es necesario reforzar el personal profesional, especialmente en las áreas de salud, atención psicológica y capacitación técnica.

A estos déficits cualitativos y cuantitativos se suma la falta de coordinación interna para dar cobertura a las necesidades y derechos de los jóvenes internos. Suspensión y cancelación de actividades ya previstas, incumplimiento de turnos, y una considerable brecha entre las actividades programadas y las efectivamente realizadas son síntomas claros de ello.

4. Reglamento y disciplina.


No existen procedimientos de inducción adecuados que permitan al joven que ingresa a un determinado centro comprender la reglamentación interna, las prohibiciones vigentes y las sanciones aplicables, sus derechos y los procedimientos para la aplicación de sanciones disciplinarias. Tampoco existe publicidad adecuada de estos aspectos durante la estadía en el centro. En general, la disciplina opera sin un control formal adecuado. No existe un debido proceso para la aplicación de sanciones disciplinarias, los jóvenes no tienen una instancia formal donde puedan ser escuchados sus descargos (art. 118 del Reglamento), las sanciones son aplicadas con discreción amplia y en ausencia de mecanismos institucionalizados de impugnación o control. En este aspecto, cabe mencionar como especialmente deficitarios: CIP-CRC Lihuén, CIP-CRC Graneros, CSC Rancagua, Cipcrc Talca, CIP-CRC Coronel, CIP-CRC Puerto Montt.

Un punto de especial preocupación para Unicef es que pese a lo prescrito por las normas internacionales, lo resuelto por reiterada jurisprudencia nacional y lo dispuesto en el Reglamento de la Ley 20.084 (cf. Arts. 75 y 105 ss. Del Reglamento)􀀁 se pudo constatar que se utiliza como sanción disciplinaria el aislamiento en celdas solitarias o de castigo (sólo a modo de ejemplo: CIP-CRC Lihuén, CIP-CRC Talca, CIP-CRC Chol-Chol). De más está señalar que esta sanción irroga un daño o pone en serio riesgo la integridad física

y psíquica de los adolescentes a los que se les aplica. Adicionalmente, estas unidades son utilizadas en forma indistinta para implementar la medida de separación de grupo, sin que cuenten con condiciones de habitabilidad (higiene, luminosidad, temperatura, humedad) análogas a las de las piezas.

Los allanamientos realizados por Genchi, según el relato de jóvenes entrevistados, son llevados a cabo con dureza innecesaria, en forma desproporcionada a los riesgos que con ellos se pretende evitar, y en ocasiones incluyendo malos tratos físicos o degradantes (se incluyen en forma usual registros desnudos y “sentadillas” o prácticas similares). En este sentido: CIP-CRC-CSC Arcoiris, CIP-CRC Rancagua, CIP-CRC Talca, CIP-CRC Coronel.

Estas prácticas, de llevarse a cabo, deben realizarse con apego a un procedimiento razonable y estandarizado, evitando arbitrariedades y disminuyendo consecuencialmente los predecibles estados de ansiedad que su realización produce en los internos.

5. Infraestructura y unidades residenciales.


En varios de los centros visitados falta o existe un deficiente suministro de agua potable o de agua caliente y, en general, se constatan defectos en las redes seca y húmeda (en particular: CIP-CRC Surgam, CIP-CRC Copiapó, CIP-CRC La Serena, CSC Concepción, CIP-CRC Chol-Chol, CIP-CRC Valdivia, CIP-CSC Puerto Montt).

Resulta preocupante la falta de habilitación de secciones femeninas (cf. Art. 92 del Reglamento). Para acoger a la población femenina muchas veces se habilitan espacios destinados en principio a otras funciones (p. ej. Clínica de corta estadía en CIP-CRC Lihuén o la enfermería en el CIP-CRC Graneros), funciones que por lo mismo no se cumplen.

Cabe destacar que en presencia de población femenina las deficiencias de infraestructura tienen un efecto agravado, pues, generalmente, en razón de su menor número, las mujeres se ven perjudicadas al asignárseles menos tiempo para uso de los espacios comunes y menos posibilidades de acceso a los talleres (p. ej. CIP-CRC Lihuén, CIP-CRC Chol-Chol).

Falta suministro de implementos de aseo, particularmente para los baños y para la higiene personal de los jóvenes (cloro, detergente, pasta dental, jabón y shampoo). Así se constata por ej. En CIP-CRC Talca, CIP-CRC Chol-Chol, CIP-CRC Puerto Montt. Varias de las instalaciones sanitarias y de los dormitorios inspeccionados no se ajustan a los estándares legales y reglamentarios, sea por defectos estructurales, escasez de espacio, ausencia de higiene o imposibilidad de contar con un mínimo de intimidad (p. ej. CSC Valparaíso, Cipcrc Coronel, CIP-CRC Chol-Chol, CIP-CRC Puerto Montt).

El severo aislamiento en que se encuentran algunos centros (p. ej. CIP-CRC Graneros, Cipcrc Valdivia, CIP-CRC-CSC Coyhaique, CIP-CRC Punta Arenas) constituye un tema preocupante no sólo por la dificultad de acceder a servicios básicos en casos de emergencias, sino también por la dificultad práctica de que los jóvenes puedan recibir visitas.

Se detecta asimismo una marcada ausencia de espacios habilitados para talleres de capacitación o actividades educativas o deportivas, y una deficiente habilitación de espacios para recibir visitas (cuando éstos no son derechamente improvisados).

Por último, en algunos centros se detectaron serias fallas en los sistemas de iluminación (CIP-CRC Copiapó, CIP-CRC La Serena), con las evidentes implicancias que ello trae consigo (bajo estándar de seguridad).

6. Segregación.


En directa relación con los problemas de infraestructura referidos en el punto anterior (a los que, en algunos casos, se suma el problema de la sobrepoblación), se encuentra el problema de la falta de segregación (según edad, estatus procesal, perfil del interno y género), recurrente en la mayoría de los centros visitados. Al no existir infraestructura adecuada se hace imposible para los centros dar cumplimiento a la normativa vigente en materia de segregación sin lesionar al mismo tiempo otros derechos fundamentales de los jóvenes o sus condiciones de vida: en aras de la segregación, muchos jóvenes quedan privados de la posibilidad de acceder a educación y talleres la regularidad necesaria; o gozan de espacios físicos muy reducidos; o pueden hacer uso de los espacios comunes por reducidos espacios de tiempo, permaneciendo la mayor parte de la jornada bajo encierro. La problemática se agudiza considerablemente en presencia de población femenina. Graves en este aspecto: CIP-CRC Lihuén (donde algunos jóvenes pueden pasar hasta 22 horas encerrados en sus casas), CIP-CRC Graneros, CIP-CRC Chol-Chol.

7. Secciones penales juveniles.


Finalmente, cabe dejar en evidencia el que sin duda debe ser señalado como el foco de mayor riesgo y preocupación en la ejecución de sanciones del sistema penal juvenil: las Secciones Juveniles de los Centros Penitenciarios a cargo de Genchi. Tal como puede observarse, ninguna de ellas fue incluida como referencia en los problemas tratados a lo largo de los números precedentes. Ello se debe a que en las secciones juveniles los problemas tratados con anterioridad se presentan en forma incomparablemente más aguda.

En términos prácticos, los jóvenes recluidos en estas unidades no reciben educación ni capacitación (o en grados tan marginales que equivalen a ninguna); no existe implementación de planes individuales; sufren largas horas de encierro y pasan largas horas sin realizar actividad alguna; sufren en forma regular allanamientos, registros desnudos y malos tratos; reciben mala alimentación; y, finalmente, no parece existir disponibilidad de recurso humano ni recursos materiales para hacer frente al problema. El riesgo inminente de suicidios, conflictos internos o motines es evidente. Aquí, más que en ningún otro caso, se requiere la adopción de medidas urgentes.
Conclusión.

De acuerdo con lo expuesto en los puntos anteriores, es razonable señalar que muchos de los centros visitados no cumplen con condiciones de vida básicas ni con los estándares normativos que rigen su funcionamiento. Es más, hay factores que afectan en términos negativos el desarrollo de los adolescentes internos o que derechamente producen daño en ellos. Parece altamente improbable, si no imposible, que en las condiciones descritas se pueda cumplir con la finalidad proclamada por la Ley 20.084 en su art. 20, esto es, que “la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social.”.”.

3.- Del Rector de la Universidad Diego Portales, señor Carlos Peña.


-Copia de la denuncia efectuada por el Centro de Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales, con fecha 15 de abril de 2008, ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en contra del Estado de Chile por violación de los derechos de los niños/as y adolescentes recluidos en los centros de internación provisoria del Sename. (Anexo 4)


“El Centro de Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales, a través de su Clínica Jurídica de Acciones de Interés Público y Derechos Humanos interpone esta denuncia por la afectación de los derechos a la vida (Artículo 4º), a la integridad física y psíquica (Art. 5º), a la libertad personal (Art. 7º), al deber general de respetar los derechos del niño (Art. 19º) a la protección judicial efectiva (Art. 25º), al deber de adoptar medidas para el desarrollo progresivo de los derechos (Art. 26º), todos ellos en relación a las obligaciones de respetar y garantizar los derechos establecidos en la Convención Americana y de adecuar su legislación interna a la misma (Arts. 1º y 2º)”.

4.- Del Director del Sename, señor Eugenio San Martín


-Serie de antecedentes ofrecidos durante su exposición ante la Comisión, en la sesión 
N° 3, celebrada el día 10 de abril de 2008 (Anexo 5) y que a continuación se indican:

1.-Minuta relacionada con el programa de mejoramiento continuo de competencias laborales llevado a cabo por la Unidad de Capacitación del Sename durante el año 2007.

Se detalla el surgimiento del “Programa de mejoramiento Continuo de Competencias Laborales” (Pmccl), nacido a en 2007 a raíz de un convenio entre el Sename y el consorcio formado por las Universidades de La Frontera, Alberto Hurtado y Academia de Humanismo Cristiano, con el objeto de promover entre los funcionarios del Sename las competencias requeridas para la implementación de la ley.

Informa que el programa abarcó la totalidad de los equipos de los centros de administración directa, partiendo con un Plan Común, desarrollado entre los meses de marzo y noviembre de 2007, y que alcanzó a 733 funcionarios/as, con 6 módulos de formación de 8 horas cada uno. De la misma manera se estructuró un plan de capacitación para el personal recién ingresado al Sename y que trabajaba en los 9 centros semicerrados no adosados, entre mayo y junio de 2007, accediendo 248 funcionarios/as. Por último, los funcionarios recién ingresados participaron de una jornada de 4 días de inducción institucional.

2.- Número de participantes por módulo y temática de la capacitación antes indicada, señalando centro de régimen cerrado y dirección regional participante que fue parte de este proceso durante el año 2007.

En este acápite se detalla el número de funcionarios que participó en cada uno de los 6 módulos del Plan Común, desglosándolos por región y centro al cual se encontraban adscritos en particular, alcanzando en su punto más alto (módulo 2) una participación de 733 funcionarios/as, y en el más bajo (módulo 6) 473 funcionarios/as.

3.- Calendarización del ciclo de talleres de la escuela de formación permanente para centros de régimen cerrado durante el año 2007.

Se detallan las fechas de realización de cada uno de los módulos impartidos en el Plan Común en cada uno de los centros. En lo que dice relación con el centro “Tiempo de Crecer” de Puerto Montt, las jornadas de capacitación se desarrollaron en 4 días de abril, 6 en mayo y los días 10, 11 y 12 de octubre del año 2007.

4.- Calendarización de módulos de capacitación para el nuevo personal de los centros semicerrados durante el año 2007.

Se detallan las fechas de realización de dichas jornadas de capacitación, entre los meses de mayo y junio del año 2007.

5.- Número de participantes por módulo y temática del personal de los centros semicerrados durante el año 2007.

Se señala que en los 4 módulos de capacitación asistieron entre 207 y 215 funcionarios/as, en los centros semicerrados descritos.

6.- Número de participantes del programa de mejoramiento continuo de competencias laborales dirigido a personal de los centros del Sename desarrollado durante el año 2007.

Indica la participación de un total de 215 funcionarios/as en este programa, correspondiendo el mayor número (48) a auxiliares de portería, lavandería y aseo, seguidos luego por los educadores de trato directo (43).

7.- Informe de la Unidad de Prevención de Riesgos relacionado a los planes de emergencia del Sename, que informa el estado y situación de estos planes durante el año 2007.

Este documento señala que en el año 2007 se estructuraron 17 planes de emergencia, correspondientes a los 17 centros CIP CRC existentes, revisados y sancionados por la Unidad de Prevención de Riesgos del Sename.

Igualmente, que en el año 2007 se realizaron coordinaciones permanentes con Bomberos, de las cuales no existe verificación por tratarse de actividades de rutina y de gestión propia de los centros. Agrega que en 2008 se conformó una comisión técnica entre Sename, Bomberos, Mutual de Seguridad y Gendarmería, que desarrolla orientaciones técnicas para la actualización de los planes de emergencia 2008 de los centros CIP CRC.

8.- Consolidado de los planes de emergencia existentes el año 2007, indicando situación, socialización, simulacro y capacitación, en todos los centros de régimen cerrado, elaborado por la Unidad de Prevención de Riesgos.

Se constata la existencia de planes de emergencia en los 17 CIP CRC del país, con la sola excepción del CIP CRC Punta Arenas, en el cual dicho plan estaría en elaboración durante el primer semestre del año 2008. Del mismo modo, en la mayoría de los centros se realizaron simulacros y capacitación, exceptuando los de Talca, Coronel, Chol Chol y San Bernardo, en que no se realizaron simulacros; el de Antofagasta, en que no hubo capacitación, y los de Limache y Punta Arenas, en que ambas actividades no se desarrollaron.

9.- Anexo 9, con la siguiente documentación:

a) Memorándum N° 5293, de fecha 6 de diciembre de 2008, que requiere a los centros de administración directa del Sename remitir los planes de contingencia elaborados para afrontar las festividades de final de año en cada centro.

Se trata de una comunicación dirigida por el Director Nacional del Sename a los directores regionales, solicitando el envío de los planes de contingencia de cada establecimiento, estableciendo ciertas directrices y ordenando acciones específicas a realizar, revisar las condiciones de infraestructura de los centros; verificar que todos los sistemas, equipos, vehículos, materiales, herramientas y accesorios estén dispuestos para afrontar situaciones de emergencia; confirmar que se hayan realizado las coordinaciones correspondientes con Gendarmería, Carabineros, Bomberos y demás servicios de apoyo; supervisar las modificaciones y refuerzos en la ejecución diaria de los planes de actividades de los centros, a fin de que resulte funcional a las situaciones especiales que pudieran presentarse; asegurar que los centros cuenten con el personal suficiente y eventuales refuerzos en turnos en períodos críticos; identificar a los menores con conductas que puedan influir negativamente en sus pares, y definir el plan de contingencia respecto a las condiciones judiciales.

b) Memorándum N° 40, que remite programa de trabajo relacionado a los planes de emergencia, de fecha 30 de marzo de 2007, de la Unidad de Prevención de Riesgos.

Remite el programa de trabajo de los planes de emergencia a los Directores Regionales del Sename y a los Directores de centros de administración directa, estableciendo una calendarización de dichas actividades.

c) Memorándum remitido por el Director del Sename, requiriendo los planes de contingencia a los distintos centros de administración directa, de fecha 29 de agosto de 2007, con motivo de la celebración de Fiestas Patrias.

Se requiere el envío de planes de contingencia con motivo de Fiestas Patrias, enfatizando la necesidad de monitorear los elementos definidos en el memorándum que solicita los planes de contingencia de fin de año.

d) Anexo con toda la información relacionada a la coordinación con Bomberos de Chile del año 2008, incorporando:

-Proceso de actualización de los planes de emergencia 2008.

Se detalla el número de sesiones de coordinación realizadas (5), los asistentes, por parte de Bomberos, del Sename, de la Mutual de Seguridad y de Gendarmería, los temas tratados y los acuerdos alcanzados con el objeto de actualizar los planes de emergencia de los CRC.

-Memorándum N° 24, de fecha 24 de marzo de 2008, de la Unidad de Prevención de Riesgos, que remite orientaciones técnicas para la actualización de los planes de emergencia de los CRC.

El Jefe de la Unidad de Prevención de Riesgos informa a los directores de centros de internación en régimen cerrado sobre el programa de trabajo para elaborar los planes de emergencia 2008, remite el documento con orientaciones técnicas para ello e informa sobre su proceso de actualización.

-Orientaciones técnicas para la actualización de los planes de emergencia de los CRC.

Se trata de las orientaciones técnicas propiamente tales, entregadas como un insumo para el proceso de actualización de los planes de emergencia que cada centro debe elaborar, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 74 del reglamento de la ley N° 20.084.

En este sentido, se señalan los pasos para confeccionar dicho plan, partiendo por la conformación de la comisión de seguridad, la organización de la estructura encargada de ejecutarlos, como los jefes de cada plan de emergencia (director de cada centro), jefes de brigada y brigadas para enfrentar emergencias, y los requisitos que deben cumplir cada uno de ellos. Del mismo modo, se establecen las funciones de cada uno, durante y después de una emergencia, y finalmente se entrega una estructura tipo que pueden seguir los planes de emergencia.

e) Socialización de los planes de emergencia del año 2007 en los CRC, adjuntando información de los CRC de Arica, CRC Iquique, CRC Antofagasta, CRC Copiapó, CRC La Serena, CRC Limache, CRC Graneros, CRC Talca, CRC Coronel, CRC Chol Chol, CRC Valdivia, CRC Puerto Montt, CRC Coyhaique, CRC Punta Arenas, CRC San Bernardo, CRC San Joaquín y CRC Santiago.

Se detalla la forma en que se hicieron públicos, para los funcionarios del Sename y de las demás entidades participantes, los planes de emergencia en los CRC señalados, adjuntando los oficios en que se comunica la realización de las mencionadas actividades, así como las comunicaciones acerca de la realización de los respectivos simulacros en cada centro.

f) Capacitación planes de emergencia del año 2007, adjuntando capacitaciones realizadas por centro y listado de asistencia, todo realizado por la Mutual de Seguridad.

10.- Anexo 10, con toda la documentación relacionada a los planes de emergencia de los centros de régimen cerrado del Sename.

Se adjuntan los planes de emergencia del año 2007 de los siguientes centros: CRC de Arica, CRC Iquique, CRC Antofagasta, CRC Copiapó, CRC La Serena, CRC Limache, CRC Graneros, CRC Talca, CRC Coronel, CRC Chol Chol, CRC Valdivia, CRC Puerto Montt, CRC Coyhaique, CRC San Bernardo, CRC San Joaquín y CRC Santiago. Sólo falta la documentación correspondiente al CRC Punta Arenas.

11.- Informe de eventos críticos de mayor relevancia, ocurridos durante el primer trimestre de 2008 en los CRC, y detalle de eventos críticos suscitados durante el mes de marzo de 2008 en los CRC del Sename.

Se entregan dos informes. El primero referido a 9 episodios considerados críticos en los centros dependientes del Sename en el primer trimestre del año 2008, tratándose la mayoría de peleas o agresiones entre los jóvenes o desórdenes y 2 intentos de fuga, todos ellos controlados sin lesionados por Gendarmería, salvo un caso que fue controlado por los propios funcionarios del Sename.

El segundo informe se refiere al detalle de los procedimientos realizados frente a conflictos críticos en los CIP CRC, durante el mes de marzo de 2008, tratándose la mayoría de agresiones, riñas, intentos de fuga y autoagresiones de los mismos jóvenes. Estos eventos sumaron en total 52 episodios, y se registraron en casi la mitad de los centros, esto es, Iquique, Antofagasta, La Serena, Limache, Talca, Coronel, Valdivia, Punta Arenas y San Bernardo. De esta manera, no hubo conflictos críticos, en el período señalado, en los CIP CRC de Arica, Copiapó, Graneros, Chol Chol, Puerto Montt, Coyhaique, San Joaquín y Santiago.

Cabe destacar que, cotejadas las cifras señaladas con el número de internos en cada centro, llama la atención la gran cantidad de episodios críticos suscitados en los CIP CRC Antofagasta, Valdivia y San Bernardo, y, especialmente, en este último caso, la gran cantidad de jóvenes involucrados en un reducido número de conflictos. Del mismo modo, los CIP CRC de Limache, Graneros, Chol Chol, San Joaquín y Santiago, presentan una baja ocurrencia de conflicto críticos, atendido el alto número de menores internos.

12.- Acuerdo técnico de colaboración Sename-Inacap, Minuta Convenio y Resolución Exenta N° 0180/B del 5 de mayo de 2008, que aprueba Convenio de Ejecución con el Servicio Nacional de Empleo y Capacitación (Anexo 1).

El primer documento (acuerdo técnico) data del 28 de noviembre de 2007, y señala las pautas generales a que deberá ceñirse el “trabajo conjunto de diagnóstico y diseño de un programa de carácter nacional destinado a la implementación de un modelo de capacitación laboral en oficios centrado en la formación por competencias y desarrollo de habilidades de trabajo”. Agrega que “el programa estará dirigido a adolescentes infractores de ley que se encuentren privados de libertad en centros del Sename, ya sea por estar cumpliendo condena o por medida judicial de internación provisoria”. Añade por último que Inacap prestará la asistencia técnica para el diseño del programa y Sename los recursos y articulaciones necesarias con la red pública para permitir una adecuada intermediación con el mercado laboral.

La minuta estipula que se trata de cursos de entre 400 y 480 horas, para adolescentes mayores de 16 años, destinados a cubrir todos los centros cerrados en el año 2008. Se señala que los primeros centros serían San Bernardo, San Joaquín, Limache, Coronel y Chol Chol, con cursos para 10 jóvenes cada uno (hay 2 excepciones de 8 y 12 plazas), y un costo que varía entre las UF 650 y UF 720, debiendo iniciarse en junio y culminar en diciembre.

13.- Documento de plazas vigentes.

Se desglosan las cifras de ocupación de los centros cerrados de internación provisoria y centros de régimen cerrado de cumplimiento de condena CIP-CRC, al 2 de junio de 2008, señalando que existe un total de 1.396 plazas, de las cuales están ocupadas 1.186 (1.131 de sexo masculino y 55 de sexo femenino). Se destaca que los centros de San Bernardo, San Joaquín, Limache y Chol Chol superan ampliamente su capacidad.

En cuanto a los centros semicerrados CSC, a la misma fecha existen 634 plazas, de las cuales 256 están ocupadas, constatándose sólo en Rancagua sobrepoblación.

Se acompañan cuadros indicativos de los ingresos y egresos mensuales por cada centro dependiente del Sename.

14.- Resolución Exenta N° 0304/PS, de fecha 31 de julio de 2001, que aprueba el Convenio de Colaboración con la Junta Nacional del Cuerpo de Bomberos y Convenio Ministerio de Justicia, Gendarmería de Chile, Servicio Nacional de Menores y Junta Nacional del Cuerpo de Bomberos de Chile (Anexo 3).

Se adjuntan los documentos constitutivos de los convenios señalados, destinados a implementar un plan nacional de protección y prevención de incendios y siniestros en los establecimientos dependientes de Gendarmería de Chile y el Sename.

15.-Dotación de personal en centros semi cerrados, centros cerrados CIP-CRC, dotación total centros RPA, informe resumen por funcionarios con más de 180 días de licencia médica en centros semi cerrados, e informe resumen por funcionarios/as con más de 180 días de licencia médica en centros cerrados (Anexo 4).

Se detalla la dotación total de funcionarios de los centros semicerrados (338 funcionarios), y de los centros cerrados CIP-CRC (1.355 funcionarios), desglosados por cada centro.

Se adjunta también información sobre los funcionarios con más de 180 días de licencia médica en los centros semicerrados entre abril de 2006 y abril de 2008 (7), y de los centros cerrados en el mismo período (57), también desglosados por cada centro.

5.-De la Defensora Nacional Pública, señora Paula Vial Reynal (Anexo 6).


1.- LA PUESTA EN MARCHA EN LA DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA

A. Cuestiones generales acerca de la defensa penal juvenil


La Defensoría ha implementado un proyecto piloto de defensa penal juvenil por medio del cual contrató a honorarios a 40 abogados para ejercer la función de defensor juvenil, esto es, un defensor especializado en la nueva justicia penal adolescente. En la actualidad dichos abogados alcanzan a 42 (desde el 12 de mayo de 2008) y se espera reforzar la Región Metropolitana con otros 5 más en las próximas semanas.

Además, un proyecto innovador que se ha implementado en la institución dice relación con la contratación de 12 asistentes sociales juveniles dedicadas a apoyar el trabajo de los defensores con los adolescentes.

Estos profesionales fueron seleccionados bajo normas propias de un concurso público y debieron sortear pruebas de conocimientos, exámenes de litigación oral -en el caso de los abogados- y una entrevista personal.

Además, se creó en la Defensoría Nacional la Unidad de Defensa Penal Juvenil que tiene por objeto proponer y ejecutar, en su caso, todas aquellas políticas y acciones destinadas a garantizar la especialización de la defensa penal de adolescentes. Entre sus funciones específicas se puede mencionar: dar asesoría técnica a los defensores en sus actividades, definir criterios y directrices técnicas generales, efectuar tareas de seguimiento y monitoreo general del nuevo sistema, elaborar documentos de trabajo, informes de jurisprudencia y notas técnicas sobre el tema, entre otras funciones. 

B. Capacitación


La Defensoría ha ejecutado a la fecha 2 Programas Nacionales de Capacitación en la Nueva Justicia Penal Adolescente. 

-El año 2006 (en forma previa a la postergación por 1 año del inicio del nuevo sistema) se realizaron las siguientes actividades de formación especializada:

-Capacitación presencial a los 40 defensores penales juveniles y 12 asistentes sociales. Comprendió 311 horas cronológicas de formación general en derecho penal, procesal penal, garantías constitucionales, derechos humanos, etc., además de 72 horas de contenidos específicos relativos al nuevo sistema penal juvenil. En esta última parte del curso participaron también 1 abogado de cada Defensoría Regional, 1 abogado por cada Inspectoría Zonal, 7 profesionales de apoyo, 14 defensores locales especialmente invitados y 12 asistentes sociales del programa de apoyo a la defensa juvenil.

El Programa contempló las siguiente materias: El sistema tutelar de menores: origen, desarrollo y crisis; Particularidades criminológicas de la criminalidad de adolescentes; Convención sobre los Derechos del Niño e instrumentos internacionales relacionados; Política criminal de adolescentes; Principales tendencias en perspectiva comparada; El uso del saber criminológico en la argumentación jurídico-penal de adolescentes; Análisis dogmático de Aspectos Sustantivos de la Ley de Responsabilidad Penal de Adolescentes; Régimen de determinación de sanciones; Sistema de ejecución de sanciones penales de adolescentes; y, Aspectos Procesales de la Ley de Responsabilidad Penal de Adolescentes. Además, se hicieron varios módulos complementarios, como por ejemplo, un curso sobre Culturas Juveniles, un Taller de Habilidades de Comunicación con Adolescentes y sus Familias y un Taller de Trabajo con Redes Sociales. Por su parte, profesionales del Departamento de Derechos y Responsabilidad Juvenil del Sename presentaron las Orientaciones Técnicas de las sanciones previstas en la ley.

Capacitación e-learning para todos los defensores penales públicos. Como una forma de garantizar que todo defensor que, por razones de distribución del trabajo, deba asistir jurídicamente a un adolescente imputado esté debidamente capacitado para ello, se implementó un curso de formación básica de 15 horas pedagógicas a través de la modalidad e-learning. Dicho curso tuvo la siguiente cobertura: 146 defensores penales públicos institucionales (carácter obligatorio), 14 Inspectores (carácter obligatorio), 218 defensores licitados o con convenio directo, 61 profesionales de la Defensoría Penal Pública y 62 profesionales invitados de otras instituciones (Minju, Sename, etc.).

Este curso contempló las siguientes materias: Derechos humanos de los adolescentes y garantías penales y procesal-penales; Antecedentes históricos de la Ley de Responsabilidad Penal de Adolescentes: origen, desarrollo y crisis de las leyes de menores; Cuestiones básicas de la política criminal de adolescentes y de la criminología como herramientas para la construcción de una “teoría del autor”; Principios rectores, criterios y reglas de determinación y de revisión de las sanciones penales de adolescentes; los aspectos procesales de la Ley N° 20.084; las consecuencias que pueden extraerse de las formas de interacción y la psicología propias de los adolescentes para la calificación jurídica del hecho, la forma de participación punible y la culpabilidad del autor. 

El año 2006 se capacitaron 418 abogados defensores.


-Por su parte, el año 2007 se decidió ejecutar un segundo Plan de Capacitación de “Actualización y Profundización en la Nueva Justicia Juvenil” que operó con el mismo formato del año anterior.

Capacitación presencial. Este curso duró 72 horas y participaron en él los 40 defensores juveniles, 20 defensores y otros 20 profesionales de la institución (asistentes sociales, abogados de unidades de estudios, etc.).

El programa de formación incluyó: psicología del desarrollo adolescente, culturas juveniles y visión de los jóvenes populares acerca del nuevo sistema de justicia juvenil, técnicas de entrevistas a adolescentes, perspectivas de género en la criminalidad adolescente, influencia de la criminología en el desarrollo actual del derecho penal de adolescentes, conceptos y principios transversales en justicia juvenil a partir de instrumentos internacionales, además de un exhaustivo análisis de la Ley N°20.084 en sus diversos aspectos (penales, procesales, sistema de sanciones, determinación y ejecución de sanciones, recursos procesales, etc.). Se repasaron también las orientaciones técnicas de Sename y Conace. 

Capacitación e-learning. En esta segunda versión se aumentaron las horas pedagógicas a 21 y participaron 148 defensores institucionales, 199 defensores licitados y 51 otros profesionales de la Defensoría Penal Pública.

El programa incluyó los siguientes módulos: Módulo transversal: Aspectos principales de la Ley Nº 20.084. Módulo Introductorio: Adolescentes y Sistema Penal: ¿Qué nos dice la Convención sobre Derechos del Niño y otros instrumentos internacionales? Módulo I: Herramientas extralegales y específicas que debe manejar el defensor penal de adolescentes. (Criminología y particularidades criminológicas de la delincuencia juvenil; Psicología del Desarrollo Adolescente; Técnicas para el abogado defensor sobre cómo entrevistar a su cliente adolescente; Culturas juveniles). Módulo II: Aspectos Penales Críticos para la Defensa Penal Especializada de Adolescentes. Módulo III: Derechos, garantías y proceso penal de adolescentes. Módulo IV: Ejecución de Sanciones. 

El año 2007 se capacitaron 407 defensores.

De esta forma, al 8 de junio de 2007 los defensores penales públicos se encontraban en óptimas condiciones para asumir su responsabilidad en la puesta en marcha de la nueva justicia juvenil.

-Año 2008: de aquí a fines de año, se ejecutará un tercer plan nacional de capacitación en la materia, toda vez que se ha considerado que esta área requiere ser parte de la capacitación permanente de los defensores, de manera de especializar aún más a los abogados juveniles, así como garantizar que todo defensor que tome causas de adolescentes tenga las herramientas necesarias para hacerlo en forma adecuada. Con este Plan, además, se espera nivelar en términos de formación especializada a los defensores penales juveniles más nuevos.

2) LA DEFENSORÍA EN EL PRIMER AÑO DE FUNCIONAMIENTO DE LA LEY

A. Especialización y asignación de causas


Los adolescentes que requieren los servicios de la Defensoría Penal Pública son mayoritariamente atendidos por los defensores penales juveniles, siguiendo los lineamientos que la ley Nº 20.084, establece en su Art.29. Así, en el primer año de vigencia de la ley se alcanzó una cifra nacional de asignación de causas especializada de alrededor de un 65%. Al respecto, es conveniente tener presente que existiendo todos los días del año audiencias judiciales, son aún escasos los tribunales que han acordado sistemas especiales de agendamiento de audiencias para adolescentes, de manera de facilitar la especialización en la atención del abogado defensor. Por tanto, esta cifra del 65% es perfectamente superable si se mejora globalmente el funcionamiento especializado del sistema de justicia juvenil.

B. Algunos aprendizajes: la defensa penal juvenil es diferente y más compleja que la defensa de adultos


Existen una serie de aspectos relativos a la defensa penal de adolescentes que la distinguen de la defensa penal de adultos y que también la diferencian de las responsabilidades y tareas que desempeñan otros actores del sistema. 

a) La ley N° 20.084, requiere respecto de las diligencias de investigación que excedan de la mera acreditación de identidad del adolescente de la presencia de su abogado defensor, lo que se traduce en mayor carga de trabajo para el abogado. Esta realidad ha implicado mantener en las Defensorías un “turno de llamado” para asistir a adolescentes detenidos respecto de los cuales se requiera efectuar alguna diligencia que lo involucre.

b) Las visitas a centros de privación de libertad por parte del defensor de adolescentes son más exigente que las que se efectúan a los adultos, debido a que, por una parte, la privación de libertad de los adolescentes debe ser de último recurso (tal como lo disponen las normas internacionales y nacionales sobre la materia), con lo que la defensa de jóvenes debe ser más activa en instar por dicha libertad, y la visita al imputado resulta una gestión relevante para recabar nuevos antecedentes con qué fundamentar solicitudes en esa línea. Por otra parte, la etapa de desarrollo cognitivo y moral en que se encuentran los adolescentes, hace que los efectos negativos del encierro sean más acentuados que en los adultos, especialmente en cuanto a la ansiedad con que se vive la privación de libertad, con lo cual los jóvenes imputados (y frecuentemente los propios directivos y funcionarios del Sename) tienden a requerir con mayor frecuencia la visita de un defensor. 

c) Los encargados de caso del Sename requieren habitualmente que los defensores también les informen a ellos de la situación procesal de los menores de edad.

d) La defensa penal de adolescentes supone que el defensor debe atender las solicitudes y requerimientos de una serie de instituciones, tales como Sename (y sus organismos colaboradores) y Genchi, y participar en diversas mesas de trabajo y coordinaciones con la red de infancia y adolescencia. 

e) La defensa de jóvenes menores de edad supone una mayor demanda de atención por parte de la familia del imputado que en el caso de adultos.

f) La defensa de adolescentes, para que sea efectiva, requiere de una mayor articulación con la red social y comunitaria. El defensor no sólo debe atender a los aspectos jurídicos del caso, sino que debe recabar antecedentes sociales y psicológicos y desarrollar acciones que se concretan muchas veces fuera de las audiencias.

g) Las entrevistas del defensor al imputado adolescente toman en promedio más tiempo que las de un adulto. Ello por cuanto, dadas las características de su etapa de desarrollo, es más difícil obtener su confianza (y por tanto, obtener un relato veraz de los hechos), como también, informarlo adecuadamente de sus derechos y de que éstos sean efectivamente comprendidos17.

h) La discusión sobre determinación de sanciones es muy diferente a la realizada en el caso de adultos, siendo habitual presentar informes psico-sociales (peritajes) para fundar una defensa en este punto. Las audiencias son más complejas, entre otras cuestiones, porque los debates dejan de ser estrictamente jurídicos.

i) Existe una audiencia especial -de aprobación de planes de intervención individual- que se realiza generalmente 15 días después de la lectura del fallo condenatorio. Previamente, el joven debe presentarse al programa, se le hace el plan de intervención individual, se remite al defensor y éste habrá de estudiarlo y eventualmente hacerle observaciones, en la audiencia convocada al efecto.

j) La defensa penal adolescente, conforme a la nueva Ley 20.084, se extiende más allá del momento en que la sentencia definitiva se encuentra ejecutoriada, pues dicha ley establece el derecho del adolescente condenado a contar con un defensor durante toda la fase de ejecución de la pena, fase en la cual el defensor deberá realizar una serie de acciones y gestiones relativas a la sustitución, modificación y/o revocación de las sanciones originalmente impuestas. Esto no es así tratándose de la defensa penal de adultos. La ley prevé la realización de audiencias especiales, tales como: de quebrantamiento de condena, audiencias de sustitución de condena, audiencias de remisión de condena, audiencias de traslado a recintos de Genchi y audiencias de control de ejecución.

Todos estos aspectos y particularidades -algunos normativos, otros relacionados con exigencias de un trato especial y preferente- suponen que, en promedio, la carga de trabajo de un defensor penal juvenil es más intensa. Por lo mismo, estas defensas tienen un mayor costo para alcanzar los estándares de atención que requiere el sistema y los adolescentes, en cuanto se necesita que los abogados tengan más tiempo fuera de audiencias judiciales que lo que normalmente requiere un defensor penal de adultos, así como por el hecho que deben asumir las defensas de los jóvenes condenados por todo el tiempo que dure la sanción.

C. Estadísticas básicas (provisorias) respecto del primer año de funcionamiento del sistema de responsabilidad penal adolescente


Estas estadísticas reflejan el funcionamiento del sistema desde la perspectiva de la Defensoría, lo que puede explicar ciertas diferencias con los datos de otras instituciones. Además, estos datos se refieren exclusivamente al período comprendido entre el 8 de junio de 2007 y el 7 de junio de 2008, y tienen un carácter provisorio.

-Adolescentes atendidos: 27.882 (10,4% del total de imputados atendidos). 

-Hombres: 24.290 (87,1%). Mujeres: 3.592 (12,9%).

-14-15 años: 7.254 (26%). 16-17 años: 20.628 (74%).

-Imputados con su causa terminada en la DPP: 20.265 (72,7%).

-Formas de término:

-Salidas alternativas (detalle abajo) 44,1% (10.102)

-Suspensión condicional procedimiento: 91,3% (9.223)

-Acuerdos Reparatorios: 8,7% (868) 
Condena : 34, 3% (7.862)

-Absolución: 0,5% (110)

-Sobreseimientos: 5,1% (1.182)

-Derivación: 4% (917)

-Facultativos M. P.: 10,7% (2.444)

-Monitorio: 0,5% (104)

-Delito reformalizado: 0,9% (206)

-Sanciones aplicadas (puede haber jóvenes con más de una sanción):

-Amonestación
: 18,4% (1.550)

-Multa
: 6,6% (554)

-Reparación del Daño: 0,3% (23)

-Serv. Beneficio Comunidad: 29,2% (2.459)

-Libertad Asistida: 14,7% (1.237)

-Libertad Asistida Especial: 21,7% (1.832)

-Internamiento Semi-Cerrado: 5% (421)

-Internamiento Cerrado: 3,1% (264)

-Sanción Mixta Art.19: 1,1% (92)

3) ROL GENERAL DE LA DEFENSA EN RELACIÓN CON LAS CONDICIONES DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD Y LOS PROGRAMAS DE REINSERCIÓN SOCIAL 

El Defensor: éste tiene la obligación profesional de ejercer todos los derechos que le asisten a su representado, toda vez que su función es brindarle una adecuada asesoría jurídica, atendiendo a sus intereses y voluntad. Para ello el abogado deberá utilizar los mecanismos que la propia Constitución y la ley establece con dicho fin, como por ejemplo, cautela de garantías, amparos constitucionales, recursos de protección, amparos ante el juez de garantía, amparo de derechos del condenado (Art.50 Lrpa), etc. Los abogados han sido capacitados en estos mecanismos y su ejercicio queda supeditado a la decisión autónoma del defensor. Si bien no se cuenta con un registro específico de acciones judiciales, se puede afirmar que los defensores utilizan estas herramientas cuando se dan las circunstancias que así lo ameritan. 

La Defensoría Penal Pública: un representante de la institución participa en las Comisiones Regionales de Supervisión de los Centros de Sename y Secciones Juveniles de Genchi, junto con Unicef y otros organismos. Dichas comisiones tienen por objeto principal visitar los centros de cada región, a lo menos dos veces al año, a fin de asesorar en el debido respeto de los derechos de los adolescentes y de sus condiciones de vida al interior de los mismos, efectuando recomendaciones y propuestas al respecto.

4) CONSIDERACIONES GENERALES ACERCA DE LOS SISTEMA DE CONTROL DEL TRABAJO DE LOS DEFENSORES

En primer lugar, se debe señalar que la labor de los defensores se encuentra sujeta a los “Estándares de defensa pena pública”, que son normas que imponen al abogado parámetros destinados a proporcionar una defensa penal de calidad y efectiva. Así, por ejemplo, algunos estándares son: de la defensa; de la dignidad del imputado; de la información; de la libertad, de la prueba; de los recursos; del plazo razonable. Cada uno de ellos tiene objetivos y metas asociados.

En segundo término, la ley Nº 19.718, establece que el desempeño de los defensores y de los abogados que presten defensa penal pública será controlado a través de las siguientes modalidades: Informes; Inspecciones; Reclamaciones; y, Auditorias externas. De estos sistemas destacaremos el sistema de Inspecciones, que se realiza a través de un conjunto de profesionales de la Defensoría que, distribuidos en tres Inspectorías Zonales (La Serena, Santiago y Temuco), examina las actuaciones de la defensa. Estas inspecciones pueden ser aleatorias o reactivas. Al término de cada inspección, se emite un informe que es remitido al Defensor Regional. Dentro de los 10 días siguientes, el Defensor Regional pone el informe en conocimiento del defensor y estos últimos, disponen de un plazo de 10 días para formular las observaciones que estimen convenientes.

Un ejemplo reciente de actuación del sistema de Inspecciones dice relación con un Oficio del Pleno de la Iltma. Corte de Apelaciones de San Miguel que puso en conocimiento de la institución los reclamos de adolescentes privados de libertad del Centro de Internación Provisoria de San Joaquín. Como respuesta a ello se realizaron inspecciones reactivas, las que concluyeron en términos generales que, al revisarse las causas, los antecedentes, documentos acompañados y fichas de visitas de cárcel, se pudo apreciar que los defensores cumplen regularmente con su obligación de visitar e informar a los jóvenes que patrocinan y que se encuentran privados de libertad. Sin perjuicio de ello, en varios casos se sugirió a los defensores reforzar las visitas, así como se coordinó con los Centros del Sename la entrega de información no sólo a los adolescentes, sino también a los encargados de casos, aumentando el tiempo de duración de las visitas. A su vez, se reforzará con el equipo de asistentes sociales esta tarea, reprogramando algunas de sus funciones al efecto.

5) IDEAS PARA MEJORAR EL SISTEMA DE JUSTICIA JUVENIL A PARTIR DE LA EXPERIENCIA DE 1 AÑO DE FUNCIONAMIENTO

Con el propósito de contribuir al perfeccionamiento de la nueva justicia penal adolescente, nos permitimos presentar las siguientes sugerencias de reforma y ajuste a la Ley de Responsabilidad Penal del Adolescente que nos parecen prioritarias:

a) Fortalecer legalmente la exigencia de especialización de Jueces, Fiscales y Defensores: la ley es demasiado tenue en torno a la exigencia de especialización de los actores, quedando en la práctica sujeta sólo a los esfuerzos y compromisos de cada institución al respecto. 

b) Reorientar la ley hacia la reinserción social más que al castigo de los delitos, ya que hoy hay un desequilibrio a favor de la sanción más que de la rehabilitación. Podrían, por ejemplo, aumentarse las posibilidades de empleo de las salidas alternativas, reduciendo el tiempo mínimo de duración de la suspensión condicional del procedimiento de 1 año a 6 meses y regulando el apoyo de Sename a las mismas, como también dar más espacio a los acuerdos reparatorios, por ejemplo, favoreciendo la mediación penal entre el adolescente y la víctima. Como se señalará en seguida, en la misma línea de reequilibrar la ley hacia la reinserción social, debiera revisarse el uso y duración de la privación de libertad en todas sus manifestaciones.

c) Restringir y controlar el uso y duración de la privación de libertad:

a. En cuanto a las detenciones: 

i. debiera establecerse la obligatoriedad de dar aviso a un defensor y a la familia del detenido, tal y como lo ha establecido la Corte Interamericana de Derechos Humanos; 

ii. el fiscal debiera decidir la puesta en libertad o no del adolescente detenido en un plazo menor al de 12 horas previsto para los adultos, evitando así prolongaciones innecesarias de la privación de libertad (por ejemplo, fijar para adolescentes un plazo de 6 horas para esta decisión); 

iii. establecer un mecanismo institucional efectivo para la denuncia e investigación de abusos que puedan ocurrir durante la detención; y, 

iv. regular expresamente en la ley que una detención puede ser declarada ilegal si se presentan violaciones de derechos durante la misma, como una forma de dar una señal clara de que éstas no son tolerables en la persecución del delito.

b. Introducir reglas especiales para la internación provisoria: 

i. la ley podría fijar revisiones periódicas de la internación provisoria con carácter obligatorio (cada 15 días, por ejemplo); 

ii. como una forma de priorizar su tramitación se podría fijar en la ley que cuando se decrete esta medida cautelar los plazos de investigación deben ser más breves, considerando que un número significativo de los jóvenes que han sido sometidos a internación provisoria no son finalmente condenados a una pena privativa de libertad, vulnerándose así la proporcionalidad de la medida cautelar con la sanción probable que establece la propia ley; 

iii. esclarecer legalmente que debe descontarse el tiempo en privación de libertad del tiempo de duración de todas las sanciones, tanto como privativas como no privativas de libertad; y, 

iv. evaluar si ciertos aspectos de la “ley de agenda corta” son convenientes para los adolescentes, si se considera que, en general, en la ley Nº 20.084, hay demasiado espacio -vía remisión- para aplicar el Código Penal y el Código Procesal Penal, cuyas normas han sido previstas y pensadas para adultos.

c. Internamiento en régimen cerrado: debiera restringirse el uso del Nº 1 del Art.23 sólo a los delitos gravísimos y no a los delitos graves reiterados: para los fines de reinserción social y trabajo socio-educativo parecen ser más que suficientes -aún en casos extremos-, las penas de hasta 5 años del Art.23 Nº 2.

d) Regular en la ley ciertos derechos de los jóvenes, de manera que se deban asignar los recursos necesarios para garantizar la satisfacción de los mismos (por ejemplo, periodicidad de las visitas de los abogados a los adolescentes en internación provisoria).

e) Regular, tanto los plazos de aprobación como el tribunal competente, en relación con la aprobación de los planes de reinserción social de las sanciones.

f) Dotar al sistema de los recursos necesarios para destinar a los defensores a las tareas que les exige la ley durante el cumplimiento de las condenas, de manera que puedan velar por condiciones adecuadas de ejecución de las sanciones, así como por el cabal cumplimiento de las ofertas de reinserción social que favorecen a los adolescentes.

g) Clarificar el tribunal competente para el control de ejecución de las sanciones no privativas de libertad, definiendo qué se entiende por el lugar de ejecución de las mismas.

h) Normar los casos de varias condenas a un mismo adolescente, así como el caso de que concurran condenas de adolescentes con condenas de adultos.

i) Establecer reglas especiales más favorables para la eliminación de los antecedentes penales de adolescentes. Muchas de las normas e instituciones actuales están pensadas para adultos (ejemplo, Patronato Nacional de Reos).
VI. LISTADO DE OFICIOS DESPACHADOS Y DOCUMENTOS DE RESPUESTA RECIBIDOS POR LA COMISIÓN EN EL MARCO DE SU INVESTIGACIÓN.

Durante el ejercicio de su cometido la Comisión despachó los siguientes oficios, formulando las consultas o requiriendo la información que a continuación se detalla:

	Nº
	Fecha
	Destinatario
	Materia
	Respuesta

	05/08
	10 de marzo
	Ministro de Justicia
	Antecedentes sobre denuncias previas formulada por el juez visitador del centro de detención.

Constitución de la comisión interinstitucional de asesoría en la supervisión de los centros de privación de libertad de la Región de Los Lagos.

Sobre el plan de emergencia que existe en el centro de detención provisoria “Tiempo de Crecer”, de Puerto Montt.

Reglamentos o instrucciones del Servicio Nacional de Menores sobre distribución de menores en los distintos pabellones de un centro de detención provisoria.

Nómina completa del personal que se encontraba trabajando el día en que se provocó el incendio en el centro “Tiempo de Crecer”, de Puerto Montt, que da origen a esta investigación, tanto del Servicio Nacional de Menores como de Gendarmería o de cualquiera otra institución.
	4 de junio 

	07/08
	10 de marzo
	Director Nacional de Gendarmería de Chile
	Normas sobre uso de armas y medidas de seguridad en CIP.


Normas sobre cumplimiento de sanciones privativas de libertad en centros Sename.


Planes de emergencia en centros Sename.
	10 de abril

	08/08
	10 de marzo
	Fiscal Regional de Puerto Montt
	Información sobre proceso por cuasidelito de homicidio por muerte de 10 menores.
	10 de abril

	09/08
	10 de marzo
	Ministro de Hacienda
	Recursos asignados al sistema de responsabilidad penal adolescente.
	30 de abril

	24/08
	6 de mayo
	Ministro de Hacienda
	Requiere detalle de recursos asignados al sistema de responsabilidad penal adolescente.
	Sin respuesta.

	2600/08
	6 de mayo
	Director Nacional de Gendarmería de Chile
	Estadística de funcionarios con licencias médicas, años 2006, 2007 y 2008.

Número de funcionarios asignados en el CIP-CRC Puerto Montt. 2007 y 2008, con indicación del número de licencias médicas.

Instrucciones impartidas respecto de los procedimientos a aplicar.

Existencia de equipo de reacción ante conflictos críticos.
	18 de junio 

	27/08
	6 de mayo
	Ministro de Justicia
	Solicita respuesta a requerimiento presentado por Afuse a S.E. la Presidenta de la República.

Información sobre inversión en infraestructura y recursos humanos y materiales.
	30 de julio

	28/08
	6 de mayo
	Director Sename
	Información sobre consultora encargada de la contratación de personal.

Información sobre inversión en infraestructura y recursos humanos y materiales.
	7 de octubre

	32/08
	8 de mayo
	Juzgado de Garantía de Puerto Montt
	Solicita acta de formalización de imputados por cuasidelito de homicidio en incendio del centro “Tiempo de Crecer”.
	4 de junio

	35/08
	15 de mayo
	Rector de la Universidad Diego Portales
	Solicita copia de denuncia presentada por el Centro de Derechos Humanos UDP ante Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
	11 de julio

	36/08
	15 de mayo
	Representante de Unicef en Chile
	Solicita copia de informe ejecutivo sobre centros privativos de libertad para jóvenes.
	11 de julio (respuesta parcial)

	43/08
	5 de junio
	Director Nacional del Sename
	Antecedentes sobre 10 nuevos centros cerrados de alto estándar, anunciados por la Presidenta de la República en el Mensaje del 21 de mayo.
	30 de julio

	44/08
	5 de junio
	Ministro de Justicia
	Reitera oficio N° 27/08 (recursos asignados a sistema de responsabilidad penal adolescente).
	30 de julio

	45/08
	6 de junio
	Director de Sename
	Reitera oficio N° 28/08 (volumen de inversión en sistema de responsabilidad penal adolescente en últimos 5 años).
	30 de julio

	46/08
	6 de junio
	Director Nacional de Gendarmería de Chile
	Reitera oficio N° 26/08.
	18 de junio

	47/08
	6 de junio
	Superintendente de Cuerpo de Bomberos de Puerto Montt
	Copia de informe técnico sobre incendio en centro “Tiempo de Crecer”.
	18 de junio (respuesta parcial)

	48/08
	6 de junio
	Ministro de Hacienda
	Reitera oficio N° 24/08 (detalle de recursos asignados a sistema de responsabilidad penal adolescente).
	Sin respuesta

	60/08
	8 de agosto
	Ministro de Justicia
	Solicita copia de informes de la Comisión de Expertos de la ley N° 20.084.
	Sin respuesta


VII. Relación de lo sustancial de las respuestas recibidas

-Ministro de Justicia señor Carlos Maldonado Curti
(anexo 7)


1) Sobre las medidas adoptadas respecto de las comunicaciones notificadas por la Corte de Apelaciones de Puerto Montt, a raíz del expediente administrativo formado a partir de las denuncias formulada por el juez visitador del centro de detención, como asimismo por funcionarios del Servicio Nacional de Menores, sobre dificultades, desaseos y otras serie de anomalías que fueron siendo detectadas en los meses previos a que ocurriera el incendio, contesta lo siguiente:


“Sobre el particular, la Dirección Regional de los Lagos informa haber recibido solamente el oficio N°781, de 21 de septiembre de 2007, del Presidente de la Corte de Apelaciones de Puerto Montt donde da a conocer la constancia dejada por el juez visitador del Centro de Internación Provisoria, en la visita efectuada el 15 de septiembre, la cual dice relación únicamente con la existencia de celdas de castigo o de aislamiento, y donde en una de ellas, se encontraba un menor de edad”.


Al respecto, informa acerca de las medidas tomadas, a partir de 19 de octubre de 2007: “Específicamente respecto de las medidas adoptadas, para evitar la ocurrencia de hechos similares, la Dirección Regional, instruyó a la dirección del Centro ajustarse a lo establecido en el artículo 75 del Reglamento de la Ley sobre Responsabilidad Penal Adolescente, para abordar hechos relacionados con la seguridad personal del o los adolescentes infractores y de los demás adolescentes, en los casos en que aquélla se vea seriamente amenazada, y a efectuar una supervisión permanente en el mencionado Centro. 

2) Acerca de la constitución de la comisión interinstitucional de asesoría en la supervisión de los centros de privación de libertad de la Región de Los Lagos, contemplada en el artículo 90 del reglamento de la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal adolescente, y, en su caso, fecha de su constitución, quiénes la integran, y si existen actas de las sesiones realizadas, de las cuales se solicita copia, contesta lo siguiente:


“Esta Secretaría de Estado puede informar que dicha Comisión se constituyó el pasado 23 de noviembre (de 2007) en la ciudad de Puerto Montt”

El 11 de diciembre se visita el Centro de Internación Provisoria y Semicerrado de Puerto Montt y la sección juvenil masculina del Complejo Penitenciario, y el 12 de diciembre, se visita la sección juvenil femenina de la Unidad Penal de Osorno y el Centro Cerrado y de Internacción Provisoria de Valdivia, cuyo informe fue evacuado el 11 de enero de 2008, con observaciones y recomendaciones18.

3) Respecto del plan de emergencia que existe en el centro de detención provisoria “Tiempo de Crecer”, de Puerto Montt.


Se envía el documento denominado “Plan de Emergencia COD Cereco Tiempo de Crecer; Puerto Montt- 2007”.el que consta de los siguientes capítulos: I.-Características generales del Establecimiento- II.- Manual de Procedimientos ante situaciones de emergencia: 1.-Amago de incendios. 2.-Sismos. 3.-Escapes de gas. 4.-Inundaciones. 5.- Intoxicación Tóxico Alimenticia. 6.-Artefacto explosivo. III.- Manual de Procedimientos ante situaciones de conflictos: 1.-Rescate. 2.-Fugas 3.-Abandono de sistema. 4.-Motines. 5.-Agresiones físicas entre sujetos de atención. 6.-Agresiones físicas hacia funcionarios. 7.-Autoagresiones. 8.-Robos. 9.-Emanadas de las familias. 10.- La segregación. 11.- Los traslados. 12.-Amenazas y agresiones externas. 13.-Amenazas e intentos de suicidio. 14.- Agresiones provocadas por adolescentes con antecedentes psiquiátricos. IV.-Pauta de Cotejo: Condiciones de seguridad. V.-Plano y/o croquis general del establecimiento. VI.- Anexos: Rutinas Sistema COD y Cereco; Organigrama comisión de seguridad; Amenaza telefónica de artefacto explosivo; Cronograma de revisión de las instalaciones y de los sistemas de seguridad; Instructivo brigadistas para enfrentar situaciones de pánico; Glosario técnico de seguridad.


4) Reglamentos o instrucciones del Servicio Nacional de Menores sobre distribución de menores en los distintos pabellones de un centro de detención provisoria.


No hubo respuesta.


5) Nómina completa del personal que se encontraba trabajando el día en que se provocó el incendio en el centro “Tiempo de Crecer” de Puerto Montt, que da origen a esta investigación, tanto del Servicio Nacional de Menores como de Gendarmería o de cualquiera otra institución.


Se acompaña la nómina de los 8 funcionarios del Sename que se encontraban en funciones el día del incendio. Asimismo, se adjunta oficio N° 5339, del Conace, mediante el que se informa que ningún funcionario de esa repartición se encontraba trabajando el día de los hechos por tratarse de un día domingo.

-Director Nacional de Gendarmería de Chile señor

Alejandro Jiménez Mardones

ANEXO 8


I) En relación con el primero de sus requerimientos, referido a las planillas con estadísticas de funcionarios que han presentado licencias médicas en los años 2006, 2007 y 2008, con indicación global del número de días comprendidos, respecto al total de funcionarios de Gendarmería, responde que en el primero de los años, de un total de 12.110 funcionarios, 7822 hicieron uso de licencias médicas, lo que alcanzó a 282.566 días; el porcentaje de la dotación con licencia médica alcanzó al 64,6%. Respecto del año 2007, las cifras corresponden, de un total de 12.715 funcionarios, 8577 con licencias medicas, alcanzando a 303.155 días; el porcentaje se elevó al %67,5%. Por su parte, hasta mayo de 2008, las cifras son: de 12.810 funcionarios, 4962 han hecho uso de licencias médicas, lo que conforman 121.001 días con licencia, y el porcentaje de la dotación con licencia médica, a esa fecha, alcanza el 38%.


2) En cuanto al número de funcionarios asignados al cumplimento de funciones en el CIP-CRC y Sección Juvenil del Establecimiento Penitenciario de Puerto Montt, del período 2007-2008, con indicación del número de días de licencias médicas presentadas, informa que en el año 2007, fueron 23, con 543 días de licencia; y en este año, hasta mayo de 2008, el número de funcionarios es de 26, con 273 días de licencia. En lo que respecta a la sección juvenil, en el 2007, había 1 funcionario que no hizo uso de licencia médica, y en el 2008, hasta el mes de mayo, la dotación es de 4 funcionarios que han sumado 5 días de licencia médica. 


3) Respecto de las instrucciones internas impartidas a los funcionarios concernientes a los procedimientos a adoptar frente a conflictos críticos, se adjunta:


-Copia de la Resolución Ex. Nº 2088, de fecha 7 de junio de 2007, de esa Dirección Nacional, mediante la cual se sancionó el “Manual que Regula Procedimientos de Manejo de Conflictos Críticos, Visitas y Traslados”, el cual fue remitido, entre otros, a cada Jefe de Destacamento de los CIP-CRC, Directores Regionales, Directora Nacional del Sename, Subdirecciones Técnica, Operativa y Administrativa de Gendarmería de Chile.


-Copia del Oficio Nº 235, del 10 de octubre de 2007, suscrito por el Director Nacional y que fuera dirigido a los Jefes de Destacamentos CIP-CRC; Directores Regionales de Gendarmería; Subdirecciones Técnica, Operativa y Administrativa de Gendarmería. Mediante este instrumento, se reitera instrucciones acerca de la forma que debe procederse ante solicitudes de ingreso al interior de los Centros, motivadas por la ocurrencia de conflictos críticos, de conformidad a lo preceptuado en el artículo 141, del DS 1378, del Ministerio de Justicia, Reglamento de la Ley 20084, en concordancia con lo establecido en la Res. Ex. Nº 2088, de esta Dirección Nacional, a que se alude en el precedente numeral.

-Copia del Oficio Nº 226, de fecha 13 de septiembre de 2007, del Subdirector Operativo de Gendarmería, mediante el cual se instruye a los distintos Jefes de Destacamento y Directores Regionales del Servicio, la revisión de los Planes de Emergencia con cada Director(a) del respectivo Centro, de forma tal que se mantenga una adecuada coordinación e interacción, especialmente en lo relativo a la seguridad, considerando las características especiales de cada uno de ellos.

-Copia de instructivos internos que regulan las situaciones de emergencia y catástrofe en el CIP-CRC Puerto Montt y la operatividad del denominado plan de enlace, que fuera elaborado y suscrito por el Jefe de Destacamento de dicho Centro, durante el mes de julio de 2007. Este documento fue socializado con todo el personal del destacamento y fue además colocado en lugar visible y de manera permanente en la Guardia Armada del Centro. 


4) En lo concerniente a la forma en que dichas instrucciones fueron impartidas y comunicadas, informa que consta en la distribución de cada uno de los documentos indicados. Por otra parte, se han socializado mediante procesos de inducción y diversas capacitaciones dirigidas principalmente a los funcionarios que laboran en los destacamentos de los CIP - CRC administrados por Sename, como asimismo a los que ejercen funciones en las Secciones Juveniles de Gendarmería, las que se efectuaron antes y con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley. Cabe agregar que, asimismo, durante el segundo semestre de este año, se encuentra contemplado replicar una jornada nacional de capacitación sobre justicia penal adolescente, en donde se reforzará el contenido de dichos instructivos. 


5) Acerca del grado de cumplimento de estas instrucciones, por parte de los funcionarios del Destacamento en el incidente acaecido durante la noche del 21 del Octubre de 2007, informa que, de conformidad a la información contenida en el Parte Nº 68, de 22 de octubre de 2007, suscrito por el Jefe del Destacamento del CIP-CRC Puerto Montt, y dirigido al respectivo Director Regional, mediante el cual se da cuenta del accionar de los referidos funcionarios en dicho evento; como asimismo, de los antecedentes que se desprenden del sumario administrativo que se ordenó instruir mediante Res. Ex. Nº 1884, de 22 de Octubre de 2007, del Director Regional de Los Lagos, tendiente a determinar la eventual responsabilidad administrativa que pudiera asistir a los funcionarios que laboraban en dicho Centro al momento de la ocurrencia del incidente, expresa que su juicio se dio cabal cumplimiento a las instrucciones impartidas sobre la materia.


6) Finalmente, en cuanto a la existencia de un equipo de reacción frente a conflictos críticos, informa que no existe un grupo que se aboque de manera exclusiva a esa materia en los Destacamentos de los CIP-CRC. Sin embargo, esa labor debe ser asumida por el personal que se encuentre ejerciendo funciones en ese momento en el Centro, toda vez que todos los funcionarios destinados, se encuentran capacitados para ello. Ahora bien, en el evento que el Jefe del Destacamento determinara que la situación no puede ser sólo abordada por el personal a su cargo que se encuentre ejerciendo en ese momento sus funciones, evaluará y acordará con el Director del Centro la solicitud de refuerzos de la unidad especializada de Gendarmería (Equipo de Traslado y Reacción Primaria E.T.R.P.) y/o de la unidad más cercana. Esta forma de accionar, se encuentra regulada en el antes mencionado “Manual que Regula Procedimientos de Manejo de Conflictos Críticos, Visitas y Traslados”, sancionado mediante Resolución Ex. Nº 2088, de fecha 7 de Junio de 2007, de esta Dirección Nacional, al tratar la etapa de intervención ante la ocurrencia de los referidos conflictos críticos, del cual se adjunta copia.
-Director Nacional del Sename, señor
Eugenio San Martín Truffy

ANEXO 9


Respecto de la solicitud de la Comisión, en cuanto disponer de los antecedentes relacionados con los 10 nuevos centros cerrados de alto estándar, anunciados por la Presidenta de la República en su Mensaje del 21 de mayo pasado, responde enviando el informe técnico, de 2008, elaborado por el Servicio Nacional de Menores denominado “Centro de Cumplimiento de Régimen Cerrado con Programa de Reinserción Social para Adolescentes Condenados por Ley de Responsabilidad Adolescente. Fundamentos para su diseño y funcionamiento en términos de Gestión e Infraestructura”.


El documento hace un análisis sobre las indicaciones jurídicas, tanto internacionales como nacionales respecto del funcionamiento de los nuevos centros, como asimismo, señala los criterios aportados por expertos; los factores que orientan una cobertura de 72 plazas y la proyección de la demanda; analiza el diseño y modelo de gestión, las consideraciones para la infraestructura de los espacios socioeducativos y los recursos humanos.
-MINISTRO DE JUSTICIA DON CARLOS MALDONADO CURTI

ANEXO 10


En cuanto a la información requerida por la Comisión en orden a conocer los antecedentes sobre los recursos empleados en distintas áreas para la implementación de la ley N° 20.084, el oficio de respuesta indica lo siguiente:


-En materia de infraestructura:


1.-Inversiones en obras de mantención, reparación y tecnovigilancia, de los centros cerrados a nivel nacional:.


Durante los años 2006 y 2007, el Sename invirtió la suma de M$ 5.040.218 por concepto de reparaciones, mantenciones y habilitaciones, además de equipos de tecnovigilancia. Durante el 2008, el Sename contemple en su presupuesto la suma de M$ 3.850.306, para los mismos conceptos.


2.-Inversión en los últimos 10 años en los centros de menores y proyectos de inversión vigentes en el presupuesto del Ministerio de Justicia.


Adicionalmente, se han construido a través del Ministerio de Justicia, 11 centros por un monto total de M$ 19.603.944 (moneda en pesos año 2007), ya sea por ampliación o remodelación. Los más recientes se construyeron en las regiones XI y XII, considerando plazas para régimen semicerrado.


Además se han realizado inversiones posteriores en dichos centros por M$ 2.704.141 (moneda en pesos año 2007), construyendo edificios para Gendarmería de Chile, ampliación de plazas, zonas administrativas, entre otras.


3.-Se han construido 4 centros semicerrados en las regiones II, III y RM, por un monto de M$ 1.761.787 ((moneda en pesos año 2007); a la fecha, se encuentra en proceso de construcción el de La Serena por un monto de M$ 276.593.


4.-Se encuentran actualmente vigentes en el presupuesto del Ministerio de Justicia, 10 proyectos adicionales por un monto de M$ 31.479.879, de los cuales 8 son nuevas construcciones (regiones IV, V, VI, VII, IX, X y dos en la RM) y dos ampliaciones en las regiones II y VIII.


Se adjuntan los siguientes documentos:


-Detalle de los recursos invertidos en infraestructura y personal.


-Recursos asignados en la ley de Presupuestos a Gendarmería de Chile.


-Trabajo efectuado por el Sename con las asociaciones de funcionarios.

-Director Nacional del Sename, señor Eugenio
San Martín Truffy

ANEXO 11


Contenido del oficio N° 1772, enviado por el Director del Sename con fecha 2 de octubre de 2008, en que remite una serie de antecedentes en respuesta a los oficios N° 28/08 y 58/08, enviados por esta Comisión.


En dicho oficio se responde a los siguientes requerimientos de información:


1) Nombre de la empresa consultora encargada de proceder a la contratación de personal para poner en marcha el sistema de responsabilidad penal adolescente, así como los antecedentes que justificaron su contratación.


En el señalado oficio se indica que por Resolución Exenta N° 0175/A, de 19 de abril de 2007, se dispuso la contratación del servicio de selección de personal para el Sename, a través de Convenio Marco, al proveedor Psicus Consultores Profesionales Limitada, RUT 78.115.670, por un valor total de $ 122.648.400.-, involucrando los servicios de reclutamiento y selección de personal para los Centros de Internación en régimen semicerrado del país.


En el caso de los centros para la internación en régimen cerrado y de internación provisoria, el proceso de selección de personal se radicó en la Dirección Nacional, para lo cual se creó una Unidad de Selección de Personal, al interior del Departamento de Personas, integrada por tres profesionales, encargada de proveer 87 cargos.


2) Volumen de inversión en infraestructura y recursos en general, tanto humanos como materiales, empleados en los últimos 5 años en la puesta en marcha y desarrollo del sistema de responsabilidad penal adolescente, con especial atención en cuanto al régimen de contratación del personal, en comparación con el volumen de población penal atendida en el mismo lapso.


2.1) En primer lugar, se informa sobre los gastos en personal para los centros entre 2003 y 2006, que corresponden a los ex Centros de Observación y Diagnóstico (COD) y de rehabilitación Conductual (Cereco), que dejaron de existir al entrar en vigencia la ley N° 20.084, en el año 2007, dando lugar a los Centros para la Internación en Régimen Cerrado (CRC) y de Internación Provisoria (CIP). A partir del año 2007, se consideran los cargos para los Centros de Internación en Régimen Semicerrado, además de la dotación faltante para los CRC y CIP:

	AÑO 2003

	CENTRO
	GASTO

	COD Cereco QHALLTANI
	242.666.029

	CTD COD Cereco ARCOIRIS
	376.613.659

	COD Cereco SURGAM
	396.098.270

	COD Cereco CRISOL
	479.581.965

	COD Cereco TALAY
	382.084.894

	LIMACHE
	705.846.912

	GRANEROS
	634.486.229

	COD Cereco PEULLAS
	508.662.320

	COD Cereco TALITA KUM
	849.375.387

	VALDIVIA
	571.400.988

	COD Cereco TIEMPO JOVEN
	664.337.070

	Cereco SANTA INÉS
	341.086.363

	CTD COD Cereco SANTIAGO
	491.153.028

	COD SAN MIGUEL-SAN JOAQUÍN
	635.867.521

	TOTAL CENTROS
	7.279.260.635


	AÑO 2004

	CENTRO
	GASTO

	COD Cereco QHALLTANI
	238.130.102

	CTD COD Cereco ARCOIRIS
	294.926.292

	COD Cereco SURGAM
	344.806.353

	COD Cereco CRISOL
	319.554.893

	COD Cereco TALAY
	356.355.997

	LIMACHE
	354.193.323

	GRANEROS
	280.450.614

	COD Cereco PEULLAS
	304.600.161

	COD Cereco TALITA KUM
	536.799.722

	VALDIVIA
	261.432.409

	COD Cereco TIEMPO JOVEN
	728.731.035

	Cereco SANTA INÉS
	174.805.419

	CTD COD Cereco SANTIAGO
	264.602.403

	COD SAN MIGUEL-SAN JOAQUÍN
	452.192.670

	TOTAL CENTROS
	4.911.581.393


	AÑO 2005

	CENTRO
	GASTO

	COD Cereco QHALLTANI
	251.480.198

	CTD COD Cereco ARCOIRIS
	240.705.365

	COD Cereco SURGAM
	337.260.591

	COD Cereco CRISOL
	333.674.723

	COD Cereco TALAY
	376.084.644

	LIMACHE
	382.917.532

	GRANEROS
	287.739.314

	COD Cereco PEULLAS
	318.844.710

	COD Cereco TALITA KUM
	578.484.200

	VALDIVIA
	265.298.453

	COD Cereco TIEMPO JOVEN
	745.060.955

	Cereco SANTA INÉS
	202.489.518

	CTD COD Cereco SANTIAGO
	280.204.532

	COD EL ARRAYÁN
	479.537.269

	COD Cereco INAPEWMA
	162.973.839

	COD Cereco COYHAIQUE
	23.698.304

	TOTAL CENTROS
	5.266.454.147


	AÑO 2006

	CENTRO
	GASTO

	QHALLTANI
	258.337.679

	ARCOIRIS
	260.660.329

	SURGAM
	335.180.455

	CRISOL
	288.814.205

	TALAY
	406.146.730

	LIHUÉN
	407.654.679

	ANTUHUE
	262.121.104

	PEULLAS
	326.911.614

	TALITA KUM
	555.018.420

	INAPEWMA
	306.160.659

	TIEMPO DE CRECER
	300.507.824

	CAU-CAU
	283.344.128

	TIEMPO JOVEN
	763.545.434

	SANTA INÉS
	220.882.589

	COD SANTIAGO
	333.932.370

	EL ARRAYÁN
	504.443.577

	TRAPANANDA
	215.105.701

	PUNTA ARENAS
	31.867.874

	TOTAL CENTROS
	6.061.635.371


	AÑO 2007

	CENTRO
	GASTO

	CIP CRC GRANEROS
	403.885.394

	CIP CRC PUNTA ARENAS
	248.868.337

	CIP CRC IQUIQUE
	450.831.261

	CIP CRC SAN JOAQUÍN
	887.621.942

	CIP CRC VALDIVIA
	399.499.081

	CIP CRC SAN BERNARDO
	1.209.729.794

	CIP CRC COPIAPÓ
	396.706.576

	CIP CRC CHOL CHOL
	610.899.580

	CIP CRC LIMACHE
	624.539.041

	CIP CRC TALCA
	484.521.390

	CIP CRC ARICA
	369.283.837

	CSC ARICA
	17.049.117

	CSC CALERA DE TANGO
	332.015.543

	CIP CRC SANTIAGO
	498.642.679

	CIP CRC ANTOFAGASTA
	456.438.378

	CIP CRC LA SERENA
	531.498.749

	CIP CRC CORONEL
	900.882.330

	CIP CRC PUERTO MONTT
	459.558.355

	CIP CRC COYHAIQUE
	426.762.908

	CSC CONCEPCIÓN
	161.338.580

	CSC COPIAPÓ
	69.438.874

	CSC LA CISTERNA
	171.702.195

	CSC LA SERENA
	100.941.756

	CSC LIMACHE
	88.135.700

	CSC PUERTO MONTT
	80.301.371

	CSC RANCAGUA
	83.895.568

	CSC SANTIAGO CENTRO FEMENINO
	75.619.317

	CSC TALCA
	106.000.463

	CSC TEMUCO
	121.325.462

	CSC VALPARAÍSO
	109.611.925

	CSC IQUIQUE
	15.877.085

	CSC ANTOFAGASTA
	12.368.560

	TOTAL CENTROS
	10.905.791.147


	AÑO 2008: ENERO A ABRIL

	CENTRO
	GASTO

	CIP CRC ANTOFAGASTA
	177.909.040

	CIP CRC ARICA
	130.725.324

	CIP CRC CHOL CHOL
	271.225.829

	CIP CRC COPIAPÓ
	144.275.871

	CIP CRC CORONEL
	389.523.324

	CIP CRC COYHAIQUE
	150.464.776

	CIP CRC GRANEROS
	192.787.530

	CIP CRC IQUIQUE
	157.895.661

	CIP CRC LA SERENA
	198.577.798

	CIP CRC LIMACHE
	272.712.047

	CIP CRC PUERTO MONTT
	160.276.011

	CIP CRC PUNTA ARENAS
	116.656.800

	CIP CRC SAN BERNARDO
	478.423.515

	CIP CRC SAN JOAQUÍN
	372.735.672

	CIP CRC SANTIAGO
	268.669.390

	CIP CRC TALCA
	198.922.771

	CIP CRC VALDIVIA
	149.642.245

	CSC ANTOFAGASTA
	11.613.842

	CSC ARICA
	9.317.305

	CSC CALERA DE TANGO
	118.662.723

	CSC CONCEPCIÓN
	99.689.003

	CSC COPIAPÓ
	35.513.135

	CSC IQUIQUE
	11.574.597

	CSC LA CISTERNA
	107.491.454

	CSC LA SERENA
	59.098.897

	CSC LIMACHE
	49.092.636

	CSC PUERTO MONTT
	35.035.670

	CSC RANCAGUA
	53.821.107

	CSC SANTIAGO CENTRO FEMENINO
	47.641.870

	CSC TALCA
	61.615.305

	CSC TEMUCO
	70.620.272

	CSC VALPARAÍSO
	64.130.183

	TOTAL CENTROS
	4.666.341.603



Dotación de personal previa al inicio de la ley N° 20.084:

	DOTACIÓN DE PERSONAL A MAYO 2007

	Centro de costo

(Cod Cereco)
	Contrata
	Contrata 5%
	Contrata a prueba
	Contrata L. médica
	Total general

	Antuhue
	54
	
	1
	
	55

	Aonikenk
	8
	
	10
	
	18

	Arcoiris
	55
	1
	
	1
	57

	Arrayán
	105
	1
	1
	
	107

	Cau-cau
	46
	
	2
	
	48

	Crisol
	45
	
	3
	
	48

	Inapewma
	59
	
	3
	3
	65

	Lihuén
	78
	
	3
	
	81

	Peullas
	63
	
	2
	
	65

	Qhalltani
	45
	
	
	
	45

	Santa inés
	41
	
	1
	1
	43

	Santiago
	70
	
	2
	
	72

	Surgam
	51
	
	2
	
	53

	Talay
	62
	
	
	
	62

	Talita kum
	96
	
	
	1
	97

	Tiempo de crecer
	57
	
	1
	
	58

	Tiempo joven
	120
	
	1
	
	121

	Trapananda
	34
	
	6
	
	40

	Total general
	1079
	2
	38
	6
	1125



Dotación de personal a diciembre de 2007:

	DOTACIÓN DE PERSONAL A DICIEMBRE 2007

	Centro de Costo
	Contrata
	Contrata 5%
	Contrata a prueba
	Contrata L. Médica
	Total General

	Cip crc Antofagasta
	53
	
	1
	
	54

	Cip crc Arica
	43
	
	
	
	43

	Cip crc Chol Chol
	75
	1
	6
	
	82

	Cip crc Copiapó
	51
	
	1
	1
	53

	Cip crc Coronel
	98
	1
	6
	
	105

	Cip crc Coyhaique
	37
	
	7
	2
	46

	Cip crc Graneros
	52
	
	2
	
	54

	Cip crc Iquique
	53
	
	1
	1
	55

	Cip crc La Serena
	60
	
	2
	
	62

	Cip crc Limache
	78
	
	6
	
	84

	Cip crc Puerto Montt
	59
	
	2
	
	61

	Cip crc Punta Arenas
	42
	
	3
	
	45

	Cip crc San Bernardo
	126
	
	6
	
	132

	Cip crc San Joaquín
	114
	
	12
	
	126

	Cip crc Santiago
	68
	1
	
	1
	70

	Cip crc Talca
	65
	
	1
	
	66

	Cip crc Valdivia
	52
	2
	
	
	54

	Csc Antofagasta
	3
	
	
	
	3

	Csc Arica
	4
	
	
	
	4

	Csc Calera de Tango
	44
	
	7
	1
	52

	Csc Concepción
	35
	
	3
	
	38

	Csc Copiapó
	13
	
	8
	
	21

	Csc Iquique
	4
	
	
	
	4

	Csc La Cisterna
	37
	
	11
	1
	49

	Csc La Serena
	23
	
	2
	
	25

	Csc Limache
	20
	
	5
	
	25

	Csc Puerto Montt
	13
	
	15
	
	28

	Csc Rancagua
	20
	
	5
	
	25

	Csc stgo. Centro fem.
	18
	
	6
	
	24

	Csc Talca
	26
	
	1
	
	27

	Csc Temuco
	28
	
	
	
	28

	Csc Valparaíso
	23
	
	3
	
	26

	Total general
	1437
	5
	122
	7
	1571



Dotación de personal a abril de 2008:

	DOTACIÓN DE PERSONAL A ABRIL 2008

	Centro de Costo
	Contrata
	Contrata 5%
	Contrata a Prueba
	Contrata l. Médica
	Total General

	Cip Crc Antofagasta
	57
	
	
	
	57

	Cip Crc Arica
	42
	
	
	
	42

	Cip Crc Chol Chol
	88
	
	6
	
	94

	Cip Crc Copiapó
	50
	
	1
	
	51

	Cip Crc Coronel
	102
	
	3
	
	105

	Cip Crc Coyhaique
	41
	
	
	
	41

	Cip Crc Graneros
	69
	
	2
	
	71

	Cip Crc Iquique
	53
	
	
	1
	54

	Cip Crc La Serena
	64
	
	1
	
	65

	Cip Crc Limache
	95
	
	1
	
	96

	Cip Crc Puerto Montt
	56
	
	
	
	56

	Cip Crc Punta Arenas
	36
	
	
	
	36

	Cip Crc San Bernardo
	119
	1
	10
	
	130

	Cip Crc San Joaquín
	134
	
	1
	
	135

	Cip Crc Santiago
	84
	1
	
	
	85

	Cip Crc Talca
	73
	
	5
	
	78

	Cip Crc Valdivia
	52
	1
	
	1
	54

	Csc Antofagasta
	4
	
	
	
	4

	Csc Arica
	3
	
	
	
	3

	Csc Calera de Tango
	45
	
	1
	
	46

	Csc Concepción
	37
	
	1
	
	38

	Csc Copiapó
	14
	
	1
	
	15

	Csc Iquique
	4
	
	
	
	4

	Csc La Cisterna
	41
	
	1
	
	42

	Csc La Serena
	23
	
	2
	
	25

	Csc Limache
	19
	
	
	
	19

	Csc Puerto Montt
	12
	
	2
	
	14

	Csc Rancagua
	20
	
	1
	
	21

	Csc stgo. Centro fem.
	18
	
	
	
	18

	Csc Talca
	26
	
	
	
	26

	Csc Temuco
	28
	
	
	
	28

	Csc Valparaíso
	25
	
	1
	
	26

	Total general
	1534
	3
	40
	2
	1579



2.2) En cuanto a la inversión en infraestructura, se señala que desde el año 2003 el Sename ha realizado diferentes inversiones en mejoramiento de los centros de administración directa, ya sea del área de protección o del área de responsabilidad juvenil, y en este último caso, los recursos invertidos entre los años 2003 y 2006 son los siguientes:


Año 2003
M$ 106.962.-


Año 2004
M$ 102.100.-


Año 2005
M$ 197.025.-


Año 2006
M$ 221.101.-


Durante el año 2007 se comienzan a realizar obras para la implementación de la ley 
N° 20.084, cuyo desglose por región es el siguiente:
	Región de Arica Parinacota
	M$ 251.412

	Región de Tarapacá
	M$ 245.731

	Región de Antofagasta
	M$ 377.783

	Región de Atacama
	M$ 379.972

	Región de Coquimbo
	M$ 590.053

	Región de Valparaíso
	M$ 878.900

	Región de O’Higgins
	M$ 641.840

	Región del Maule
	M$ 740.620

	Región de Bío Bío
	M$ 472.711

	Región de la Araucanía
	M$ 510.159

	Región de los Ríos
	M$ 418.669

	Región de los Lagos
	M$ 398.013

	Región de Aysén
	M$ 51.765

	Región de Magallanes
	M$ 141.962

	Región Metropolitana
	M$ 2.866.676



Finalmente, se adjunta un cuadro resumen de recursos destinados a implementación de la ley N° 20.084, durante los años 2007 y 2008 (en M$):
	PROGRAMA 01
	RECURSOS AÑO 2007
	RECURSOS AÑO 2008

	Subtítulo
	(Ley de presupuestos 2007; Dto. 521; Dto. 874)
	(Ley de presupuestos 2008; Dto. 193-Plan de reforzamiento)

	21 Gasto en personal
	
	122.400

	22 Bienes y servicios de consumo
	
	

	24 Transferencias corrientes
	
	1.936.203

	29 Adquisición activos no financieros
	
	

	31 Iniciativas de inversión
	
	

	Total
	
	2.058.603


	PROGRAMA 02
	RECURSOS AÑO 2006
	RECURSOS AÑO 2007
	RECURSOS AÑO 2008

	Subtítulo
	Dto. 1255
	(Ley de presupuestos 2007; Dto. 521; Dto. 874)
	(Ley de presupuestos 2008; Dto. 193-Plan de reforzamiento)

	21 Gasto en personal
	
	3.000.673
	2.052.353

	22 Bienes y servicios de consumo
	
	4.543.535
	1.532.459

	29 Adquisición activos no financieros
	192.885
	2.143.538
	585.000

	31 Iniciativas de inversión
	
	1.043.997
	2.760.732

	Total
	192.885
	10.731.743
	6.930.544


-o-

VIII. Elementos del debate


La Comisión, luego de escuchar a las personas involucradas, recibir los informes y documentos reunidos, examinar las respuestas de los oficios despachados, y constituirse en centros de privación de libertad y de internación provisoria de adolescentes bajo tuición del Servicio Nacional de Menores, centró su debate en los siguientes puntos: 

1.- Implementación de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente: 


Administración de los centros de responsabilidad del Sename: y sus condiciones de operatividad

-Recurso humano: Dotación y capacitación de funcionarios de responsabilidades de trato directo- Licencias médicas.


-Diseño e Infraestructura- Equipamiento Condiciones de hacinamiento. Medidas de segregación según complejidad 


-Realidad regional: Localización de la oferta. Factor territorial del domicilio de los infractores.


-Seguridad: Cierres perimetrales- Gendarmería- Dotaciones-Sistemas de vigilancia y control.


-Prevención -Plan de contingencia


2.- Objetivos de la ley. Efectividad de las medidas.


Reinserción social:


-Áreas de Educación y Capacitación: Talleres educativos y prelaborales, vinculados al empleo regional.


-Funcionamiento: Actividades diarias -Deportivas- artísticas- manuales-recreativas.


-Intervención de los jóvenes: orientaciones técnicas profesionales: Claridad en el modelo socioeducativo.


-Intervención de otros organismos para la efectividad de las medidas: Conace, salud, trabajo, educación.


-Cooperación intersectorial.


3- Recursos asignados a la ley.


-Montos.


-Ejecución presupuestaria año 2008.


4.- Condiciones futuras de implementación de la ley.


-Funcionamiento, infraestructura, rehabilitación y seguridad.


-Creación de nuevos centros.


5.- Responsabilidades.

-o-

IX. Conclusiones


Respecto de los temas en debate, -todos los que dicen relación con el Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente-, la Comisión trabajó en el análisis de sus Fortalezas, Debilidades, Potencialidades y Riesgos, elementos que se presentan como las consideraciones que sirven de base para el diagnóstico efectuado por la Comisión, y que dan lugar a las proposiciones que se presentan y las responsabilidades que se señalan, en esta parte final del informe19.


1.- CONSIDERACIONES


Para precisar, en este contexto, se entiende por fortaleza, a la existencia de una capacidad o recurso en condiciones de ser aplicado para alcanzar los objetivos y concretar los planes, y por debilidad, a la falta de una determinada capacidad o condición que puede apartar o dificultar el logro de las metas o fines. Por su parte, potencialidad, se refiere a las condiciones que favorecen al servicio que es posible brindar con eficacia, y por riesgo, cualquier situación desfavorable que podría representar una barrera, problema o peligro potencial para la persona u organización de que se trata.

Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente
fortalezas


1.- Reconocimiento del adolescente como sujeto de derechos con capacidad para responder por sus actos.


Adolescentes de 16 y 17 años: Antes de la ley N°20.084 eran juzgados como adultos si se determinaba que habían actuado con discernimiento; el sólo establecimiento de un sistema especial de responsabilidad penal constituye un hito extremadamente relevante. Un sistema de enjuiciamiento criminal que abrevia los procedimientos y, de ser encontrados culpables de un delito, les asigna sanciones especiales con un carácter socioeducativo y sitúa al principio de “interés superior del adolescente” como un criterio orientador de todo su quehacer; constituye una concreción manifiesta de la preocupación de la sociedad por respetar su calidad de personas en desarrollo, titulares de derechos y obligaciones, y propende a apoyar su proceso formativo.


Adolescentes de 14 y 15 años: El establecimiento de este sistema supera la crítica que la sociedad internacional formula a los antiguos sistemas tutelares de menores. Hasta antes de esta ley estos adolescentes quedaban fuera del alcance del sistema penal y frente a la imputación de un hecho delictivo, eran objeto de la actuación del sistema de protección que utilizaba respecto de ellos dispositivos con claro carácter penal. Así, sus conductas eran investigadas a través de un proceso que no respetaba sus garantías fundamentales, como el debido proceso, su derecho a ser oído, su derecho a defensa y como resultado podían ser privados de libertad por tiempo indeterminado. Con el nuevo sistema, son acreedores del respeto a un estatuto de garantías que, como mínimo, es idéntico al que existe respecto de los adultos.


2.-Eficacia en el control de la criminalidad adolescente20: 


-La ley permitió, en el primer año de vigencia, perseguir penalmente 18 mil delitos cometidos por adolescentes, los que de no existir la normativa vigente, habrían quedado impunes.


-Carabineros de Chile efectuó un total de 54.499 detenciones por flagrancia, de menores de 18 años, entre el 8 de junio de 2007 hasta el 31 de marzo de 2008. 


-Comparado con los meses anteriores a la entrada en vigencia de la Lrpa, se observa un aumento de 80,8% en las detenciones.

-Del total de detenidos, aproximadamente el 70% corresponde a adolescentes entre los 16 y 17 años, y alrededor del 30% a adolescentes entre 14 y 15 años.

-Del total de detenidos, más del 80% corresponde a adolescentes hombres, mientras que las mujeres representan alrededor del 16%.-

-Desde la entrada en vigencia de Lrpa hasta el 7 de mayo 2008, 17.940 adolescentes fueron objeto de 25.457 formalizaciones por el Ministerio Público.


La diferencia se explica porque 3.911 adolescentes fueron formalizados 2 o más veces en el periodo.

-Un 73% de las formalizaciones no podrían haberse realizado bajo el antiguo sistema.

-Antes de la entrada en vigencia de Lrpa, un 63% de los adolescentes (16 y 17 años) formalizados eran declarados sin discernimiento Por su parte, los menores de 16 años estaban exentos de responsabilidad penal.


Del total de adolescentes formalizados, el segmento etáreo de 14-15 años representa el 26,2% y el segmento de 16-17 años el 73,8%. 


-Respecto de los tipos de términos de causas, un 44% corresponde a salidas alternativas y de éstas la más utilizada es la suspensión condicional del procedimiento. 


Por otro lado, un 34% de los términos corresponde a sentencias condenatorias, mientras que las absolutorias abarcan un 0,4%.

-El 70,5% de las causas ingresadas en los primeros 11 meses de vigencia de la ley, se encuentran terminadas. 


3.- El nuevo sistema consagra la diversificación de la respuesta penal.


-Interés superior del menor, expresado en el reconocimiento y respeto a sus derechos y garantías.


Tras la entrada en vigencia de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, no existe ningún menor de edad privado de libertad en recintos de Gendarmería.

-A mayo del 2007, antes de que la ley entrara en vigencia, 294 menores de 18 años se encontraban privados de libertad, los que fueron juzgados bajo una normativa de adultos y luego puestos a disposición de Gendarmería, para permanecer en las secciones de menores de las cárceles comunes.


-Consideración del menor como persona en desarrollo, a través del establecimiento de una responsabilidad distinta a la del adulto.


-Aplicación intensiva del principio de oportunidad, esto es, el sistema incentiva el uso de soluciones alternativas y consagra una amplia gama de sanciones no privativas de libertad, transformando a éstas en la regla general del sistema, lo cual se refuerza por el principio que la privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso. De esta forma el sistema cautela que, respecto de los adolescente, el sistema penal actúe en base a la mínima intervención, y que, cuando su intervención sea ineludible, esta sea lo menos gravosa posible y se traduzca en la elección de la respuesta 


-Incorporación al ámbito de protección de las garantías penales, procesales y establecimiento de garantías específicas.


-Diversidad de respuestas ante el delito: desde la no intervención y desjudicialización de las sanciones.

Respecto de las sanciones aplicadas: Cifras


-Penas no privativas de libertad (91%): 29,1 % beneficios de la comunidad; 21,3 % libertad asistida especial; 19,3 % amonestación; 14,5 % libertad asistida; 6,7 % multa.


-Régimen semi cerrado: 5,3%


-Sistema cerrado (Sename) : 3,1%


-Pena mixta: 0,7%
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Medida de último recurso en la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente. Ingresos a distintos sistemas cerrados desde junio 2007 a mayo 2008:


-54.499 (100%) Detenidos por Carabineros

-25.457 (46,7%) Formalizaciones (incluye requerimientos); 18.000 imputados adolescentes atendidos en la Defensoría Penal Pública.

Tasa de Judicialización: 46, 7%


-Ingreso de adolescente: 13.714


-25,1% de los detenidos por Carabineros


Imputados: 8.381 (15,4 %)


-Sujetos a medida cautelar de Internación Provisoria (C.I.P. Sename) 3.834 (7,0%)


-Cautelar Medio Libre: 4.547 (8,3%)


Condenados: 5.333 (13%) Sename


-Medio Libre: 4.333 (7,8)


-Régimen Semicerrado: 545 (1%)


-Condenados a Internación en Régimen Cerrado (C.R.C. Sename): -455 (0,8%)


-Ingreso de jóvenes mayores de 18 años a marzo de 2008, a Gendarmería: 174.


A mayo del 2007, 294 menores se encontraban privados de libertad en las secciones de menores de Gendarmería.

A marzo del 2008, 174 adultos, condenados bajo la Lrpa, se encontraban cumpliendo su sanción en las secciones juveniles de Gendarmería.

Hoy, producto de la ley N° 20.084, no hay ningún menor de edad, privado de libertad en recintos de Gendarmería.

4.- El sistema cuenta con recursos que le otorgan capacidad de gestión, tanto en infraestructura como en operación.


Recursos asignados y ejecutados en el marco de la ley N° 20.084, de responsabilidad penal adolescente.

-Recursos asignados desde su puesta en marcha.


Ministerio de Hacienda La ley fue publicada en diciembre del año 2005, y por lo tanto se asignaron recursos desde el año 2006 en adelante, según la información entregada por el Ministerio de Hacienda, respondiendo al oficio N° 09/08 de esta Comisión:


Recursos expresados en Miles de $ al año 2008:
	Año
	Sename
	Gendarmería
	Defensoría
	Registro Civil
	Programa de Coordinación Reforma
	Poder Judicial
	Ministerio Público
	Total

	2006
	5.158.836
	1.181.132
	1.448.155
	---------
	---------
	124.335
	1.136.935
	9.049.393

	2007
	7.279.363
	1.399.313
	1.422.822
	---------
	99.759
	577.817
	1.011.002
	11.790.075

	2008
	15.870.177
	4.809.333
	1.422.822
	632.811
	203.959
	542.767
	1.011.002
	24.492.871

	TOTAL
	28.308.376
	7.389.777
	4.293.799
	632.811
	303.718
	1.244.918
	3.158.939
	45.332.340


Información entregada por el Ministerio de Justicia:


Inversión e incremento de recursos humanos en 17 centros cerrados del Sename:
	2006 - 2007
	2008 (en ejecución)

	Infraestructura y tecnovigilancia
	M$ 5.040.218
	Infraestructura y tecnovigilancia
	M$ 3.850.360

	Dotación centros al 8 de junio de 2007
	582 funcionarios
	Dotación centros al segundo semestre 2008
	1.047 funcionarios (duplica dotación de profesionales)



Inversiones Sectoriales en Lrpa (presupuesto vigente del Ministerio de Justicia):

-Actualmente se encuentran vigentes en el presupuesto del Ministerio de Justicia 10 proyectos de inversión para la construcción de nuevos centros cerrados.


Los recursos aprobados para estas iniciativas ascienden a un total de M$ 31.479.879.

-Además se debe considerar la construcción de 10 nuevos centros de alto estándar dentro de los próximos dos años (anuncio realizado en el Mensaje Presidencial del 21 de mayo de 2008).

-Ejecución presupuestaria del sistema de responsabilidad penal adolescente22:

Ministerio de Justicia:


-Programa 01, Subsecretaría de Justicia:

Se asignaron M$ 8.166.444 para proyectos de inversión en el presupuesto del Sename, correspondientes a parte de la inversión total en 12 centros a lo largo del país (inversión dividida en varios años).

-Subsecretaría de Justicia. Infraestructura: proyectos de inversión para construcciones y ampliaciones:
	Proyectos identificados
	M$ 6.862.500

	Comprometido al mes de agosto
	M$ 4.870.164



-Recursos para ley RPA (infraestructura correspondiente a 2.330 nuevas plazas):


-Mill$ 540, continuidad de construcción de 4 centros semicerrados (243 plazas).


-Mill$ 7.013, continuidad de construcción de 10 centros cerrados (1.549 plazas).


-Mill$ 615, ampliación de centro cerrado Tiempo Joven (150 nuevas plazas).


-Mill$ 2.010, habilitación de casas y talleres en centros cerrados (388 nuevas plazas).

-Mill$ 750, habilitación de clínicas de corta estadía y planes intensivos Conace en 15 centros para internos adictos.


-Mill$ 1.936, aumento de cobertura de programas de libertad asistida, libertad asistida especial y medidas cautelares para adolescentes infractores de ley.


-Mill$ 633, creación de Sistema de Identificación Penal Juvenil (anotaciones por infracciones ley RPA, a cargo del SRCI).

-Programa 02, Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia:


-M$ 203.826, recursos para continuar el proceso de coordinación en la implementación de la ley de responsabilidad penal adolescente.
-Servicio de Registro Civil e Identificación (Capítulo 02, Programa 01)

-M$ 44.702 (de incremento respecto de 2007) en horas extraordinarias, que se explica en parte por aumento de dotación para implementación de ley RPA.


-M$ 20.782 en viáticos (implementación de ley RPA).


-M$ 35.066 (de incremento respecto de 2007) en materiales de uso corriente, en parte explicados por ley RPA.
Cifras de incremento sobre recursos 2007 (SRCI):


-M$ 82.318 en mantenimiento y reparaciones, en parte por ley RPA.


-M$ 12.608 en publicidad y difusión, en parte por ley RPA.


-M$ 191.467 en arriendos de equipos y de tecnología, en parte por ley RPA.


-M$ 54.706 en servicios técnicos y profesionales, por mayores gastos en servicios informáticos.
-Gendarmería de Chile:

Se solicitaron Mill$ 6.150 para Gendarmería de Chile, para el funcionamiento de la ley de responsabilidad penal adolescente.

-Gendarmería de Chile, (Programa 01)

Implementación de requerimientos definidos por ley RPA, por región:


-I 
Región


M$ 52.938

-II Región


M$ 55.901


-III Región


M$ 55.901


-IV Región


M$ 53.739


-V Región


M$ 80.889


-VI Región


M$ 71.580


-VII Región


M$ 80.889

-VIII Región


M$ 86.815


-IX Región


M$ 80.889


-X Región


M$ 66.675


-XI Región


M$ 66.675


-XII Región


M$ 61.799


-Región Metropolitana

M$ 2.486.489


-XIV Región


M$ 52.938


-XV Región


M$ 55.901

Total Nacional

M$ 3.410.019

Gendarmería (P 01), para personal, operación y vehículos de traslado:
	Presupuesto
	M$ 3.410.019

	Gasto al mes de julio
	M$ 720.210

	En proceso de nueva licitación de adquisición de vehículos
	M$ 886.742


Sename

Meta N° 2: Ampliación de cobertura y programas por ley RPA (recursos adicionales 2008):
	PROGRAMA
	TIPO
	PLAZAS
	PROY.
	MONTO M$

	Libertad asistida
	Sanción
	319
	48
	387.241

	Libertad asistida especial
	Sanción
	502
	48
	774.481

	Medidas cautelares ambulatorias
	Medida
	596
	48
	484.051

	Apoyo sicosocial a suspensión condicional
	Medida
	249
	48
	193.620

	Educación, formación laboral y reinserción
	Complem.
	126
	9
	96.810

	TOTAL ADICIONAL
	1.792
	201
	1.936.203



Sename (P 02) centros de administración directa:
	INFRAESTRUCTURA

	Presupuesto
	M$ 3.850.306

	Comprometido hasta agosto
	M$ 1.109.733

	En procesos de licitación
	M$ 1.714.983

	GASTO EN PERSONAL (P 02)

	Presupuesto
	M$ 27.741.728

	Gasto al mes de agosto
	M$ 18.478.574


-Ministerio Público:

El año 2008 se contará con recursos por un total de M$ 988.598 para el financiamiento de la nueva dotación, en el marco de la ley N° 20.084
-Poder Judicial, en relación con la Lrpa

-M$ 470.890, gasto en personal del Poder Judicial.


-M$ 71.877, gasto de operaciones de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.
DEBILIDADES


1.- Falta de determinación adecuada de la carga y flujos del sistema.


-Los estudios realizados antes de la aplicación de la ley por el Ministerio de Justicia, 
-encargados a la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Chile para un año de vigencia de la ley-, no lograron estimar adecuadamente ni la carga del sistema ni una estimación adecuada de los flujos de éste, lo que implicó en la práctica diferencias relevantes respecto al número de ingresos y cantidad de plazas que requeriría el Sename para satisfacer la demanda que supondría su entrada en vigencia.


-Estimación de demandas de plaza Sename, para un año (estudio hecho en 2006): Total 5.08422

-Internación provisoria: 283


-Régimen Cerrado: 610


-Régimen Semi Cerrado: 801


-Libertad Asistida Especial: 1.987


-Libertad Asistida: 698


-Servicio Comunitario: 705


-Medidas y sanciones vigentes en Sename al 7 de mayo de 2008: Total 4.861


-Internación provisoria: 934


-Régimen Cerrado: 254


-Régimen Semi Cerrado: 263


-Libertad Asistida Especial: 1595


-Libertad Asistida: 851


-Servicio Comunitario: 705


Adicionalmente, los jueces han encomendado a Sename el control de la medida del 155 letra b) “Sujeción a la vigilancia de la autoridad”, con un total de 1.963 casos vigentes al 7 de mayo de 2008 


-Estudios recientes llevados a cabo por el Ministerio de Justicia han podido clarificar mejor los flujos del sistema, así como también, cómo esos ingresos se distribuyen en los diversos caminos que establece esta nueva ley; de este modo se ha logrado establecer que del 100% de las sentencias, el 91% son no privativas de libertad (29,1 por ciento, trabajos en beneficio de la comunidad; el 21,3 por ciento, libertad asistida especial; el 19,3 por ciento, amonestaciones; el 14,5 por ciento, libertad asistida simple, y el 6,7 por ciento, multas).

Internación provisoria.


La demanda real superó en más de tres veces la demanda estimada. Esta diferencia ha generado un grave problema de flujos para el sistema, considerando que la internación provisoria se constituyó al año 2008 en el 80% de la población privada de libertad. Esto ha significado en la práctica, por un lado se cuestione la facilidad con la ley permite que se aplique este procedimiento, que ha llevado a que una gran población de jóvenes esté privado de libertad, por 60, 90 ó 120 días, considerando además, que uno de los principios rectores de la ley es que la privación de libertad sólo se usará como último recurso y por el más breve plazo posible, esto por los altos impactos psicosociales que tiene la privación de libertad para los jóvenes.


-De la población privada de la libertad en los centros Sename, la mayoría corresponde al cumplimiento de la medida cautelar de internación provisoria.


-La medida cautelar de internación provisoria ha sido aplicada en proporción aproximada de 8 a 1, en relación con la sanción de régimen cerrado.


-La medida cautelar de internación provisoria ha tenido una duración promedio de 79,4 días.
Segregación de la población.


-La segregación debe ser la base de la organización de los centros de reclusión, de manera de permitir un adecuado manejo conductual de los internos.


La ley de responsabilidad penal adolescente, en su artículo 4823, sólo determina el principio de separación que debe existir entre los menores internados, tanto provisoria como permanentemente, respecto de los adultos privados de libertad.


Sin embargo, debido a la alta cifra de jóvenes que se encuentran privados de libertad por causa de internación provisoria, la segregación de estos jóvenes respecto de la población que se encuentra condenada, es en la actualidad casi nula, por lo que conviven jóvenes reincidentes de faltas con jóvenes condenados por delitos de connotación social, e incluso con jóvenes mayores de 18 años, lo que genera dificultad en el manejo de los internos.

2.- Deficiente INFRAESTRUCTURA

A través de los antecedentes revisados por la Comisión y las visitas realizadas a los centros para jóvenes administrados por Sename, se puede constatar que existe pleno acuerdo y legítima preocupación por el estado en general en que se encuentra la infraestructura con que cuenta el sistema cerrado y semicerrado para jóvenes infractores, elemento clave en la capacidad de respuesta del nuevo sistema para la aplicación de sanciones.
Hacinamiento.


En relación al número de centros, se contaría con: 17 centros cerrados, los que otorgaban al 1 de abril del 2008 un total de 1.396 plazas disponibles estando ocupadas en total 1.188, que corresponden a 934 de internación provisoria y 254 de condena a régimen cerrado24.


Estas cifras parecieran no dar cuenta de la situación de hacinamiento de los centros considerados en los dos informes de la Comisión de Expertos y en el informe elaborado por la Unicef. La situación fue constatada por la Comisión Investigadora en sus visitas a los centros dependientes del Sename ubicados en San Bernardo (Tiempo Joven) y Limache (Lihuén), donde la cantidad de internos llegaba a ser casi el triple de las capacidades que la infraestructura permitía, constituyéndose en un tema crítico. La excepción, dentro de los centros visitados por la Comisión, la constituye el centro El Arrayán, ubicado en la comuna de San 
Joaquín.

Implementación básica necesaria.


No se encuentra en todos los centros del Sename, faltando en muchos casos, incluso el mobiliario mínimo para habitar el lugar, por lo que los jóvenes no necesariamente cuentan con colchones, frazadas, ropa de cama, agua caliente, luz adecuada o las condiciones básicas de higiene (baños) necesarias.
Dificultad en el manejo conductual de los menores.

Creciente nivel de agresividad de los jóvenes hacia ellos mismos y sus pares, como asimismo, una progresiva violencia verbal y física hacia funcionarios, afectando el clima laboral e institucional y la gestión técnica de los centros y se hace crítica la aplicación de cualquier modelo educativo, que facilite la reinserción de los jóvenes. El hacinamiento y la falta de programas y actividades son causa importante de estos problemas.
Ubicación de los centros semicerrados.


Se encuentren en su mayoría al interior de los centros de internación, lo que provoca no sólo problemas de segregación, sino que además de estigmatización respecto de los jóvenes que asisten al sistema semicerrado.

Decisión sobre los lugares donde se construirán estos centros.


-Especialmente, respecto de los centros cerrados, está dada por las limitaciones que ponen los planos reguladores de cada ciudad. Estas restricciones territoriales dificultan el desplazamiento de los jóvenes y sus familias a los centros de internación.


-Falta de consideración por una de las ideas matrices del sistema de responsabilidad penal adolescente, esto es, la cercanía y proximidad física del menor con su entorno familiar, social, cultural y educativo.


-Tampoco se ha considerado la realidad geográfica de las distintas regiones, ya que si bien en la Región Metropolitana las distancias son largas, los familiares deben recorrer trayectos que son posibles de realizar, en circunstancias que en otras regiones, que cuentan con una geografía más complicada, las distancias y las dificultades geográficas impiden muchas veces el contacto entre los menores internos y sus familias, a veces por largos períodos, siendo éste un punto que no se ha abordado debidamente hasta el momento.


-Traslados de los adolescentes cuando se copa la disponibilidad, en desmedro de sus relaciones familiares


3.-OFERTA PROGRAMÁTICA


-La insuficiencia de una oferta de actividades que permitan la personalización de la intervención socioeducativa que demanda la ley. 

Tiempo de Espera:


-El 78% de los adolescentes que están en los Centros Cerrados del Sename se encuentran bajo el régimen de internación provisoria.25

-Existe un porcentaje mayoritario de jóvenes privados de libertad en el sistema de responsabilidad penal juvenil que están a la espera de una sanción, los que no reciben una oferta programática acorde a su propia situación particular.


Esta especial condición no exime al Sename de la obligación de brindar las oportunidades de reinserción social consignadas en el espíritu de la ley.

Escaso número de programas y actividades.


-Cobertura insuficiente para la población albergada en los centros, de modo que muchos jóvenes enfrentan dificultades para participar de ellas y la elaboración de los programas de intervención individual se estandarizan, se uniforman y no hacen las distinciones que resultan imprescindibles para atender las necesidades particulares de cada adolescente, de modo que los planes, lejos de ser individuales, asemejan propuestas de carácter colectivo a la que los adolescentes deben adherir.

-Aunque la ley establece que tanto la internación en régimen cerrado, como en régimen semicerrado, debe garantizar al menor: continuidad de sus estudios básicos, medios y especializados; participación en actividades de carácter socioeducativo y de preparación para la vida laboral; además del tratamiento y rehabilitación del consumo de drogas para quienes lo requieran, sin embargo, hasta el momento no se ha logrado consolidar una oferta de planes de educación, capacitación e intervenciones psicosociales, estructurada, uniforme, coordinada y adecuada para las necesidades particulares de los adolescentes. 
Dificultad para encontrar sostenedores.


-Además de los problemas que ha enfrentado el sistema en términos de la gestión de oferta programática para la reescolarizacion, el sistema ha tenido que lidiar con la dificultad para encontrar sostenedores, porque los jóvenes no son atractivos desde el punto de vista de la subvención y del gasto que significa para los sostenedores instalarse en uno de estos centros.

Igualmente, se debe de considerar que la oferta educacional es particularmente preocupante, debido a los desafíos que cumplir con esta obligación implica, tanto desde la perspectiva de la cobertura e infraestructura como de la adecuación de los contenidos, competencias y destrezas de esta población específica.


La rotación de los alumnos, -los adolescentes no necesariamente pasarán todo el año en esa escuela- y el problema de la sustentabilidad, por la relación existente entre el pago de la subvención y el alumno atendido, hacen muy difícil una acción educativa formal.


4.- RECURSO HUMANO: PERSONAL ADMINISTRATIVO Y PROFESIONAL.


-Falta de profesionalización y especialización de los operadores del sistema de sanciones, en especial, de las privativas de libertad en los centros administrados por Sename.


La mayoría de quienes se desempeñan en las tareas de tracto directo con los adolescentes son personas que se han formado en la experiencia cotidiana, elemento muy importante para el desarrollo de actividades. Sin embargo, a partir de la vigencia de un sistema penal juvenil, su tarea es ejecutar sanciones penales, lo que demanda un enfoque diferente y actividades también diversas, para lo que se requiere una preparación de la que carecen. De este modo, las situaciones de crisis les superan y, naturalmente, justifican las peticiones de auxilio hacia otros actores como Gendarmería.
-Lento proceso de capacitación.


 Más allá de lo deseable que fuera el contar con un personal capacitado en el tratar con temas de adolescentes, los procesos de capacitación llevados a cabo antes de la implementación de la ley, por las instituciones envueltas en la aplicación de justicia, fueron bastante más lentos de lo esperado y casi exclusivamente centrado en aspectos jurídico-normativos de la ley.


Al momento de implementar la ley, Gendarmería había capacitado al 70% de sus funcionarios (porcentaje que se ha mantenido estable hasta la actualidad) mientras Carabineros sólo a un 31,7 %, situación similar presentaba la Policía de Investigaciones y la Academia Judicial. En cuanto al Sename, la capacitación alcanzaba al 74,18 % de su personal de trato directo y al 19,4% de los técnicos y profesionales.


-Los procesos de capacitación no han cubierto aún el número óptimo de los funcionarios del Sename necesarios para lograr la especialización a nivel nacional.


Por lo que si bien la situación se encuentra mejorada, respecto de lo evaluado por la Comisión de Expertos en su primer informe, la capacitación del personal involucrado en la aplicación de la ley, no ha logrado el desarrollo adecuado.

Alto número de licencias médicas.


En particular, las instituciones relacionadas con el trato directo de los adolescentes, como son Sename y Gendarmería. 


-Sename: Cuenta con aproximadamente 3.500 funcionarios, de los cuales se encuentran en forma estable, entre un 15 a un 20 %, con licencias médicas. Esta situación que se repite en la mayoría de los centros del país, hace que el número de personal que se encuentra efectivamente trabajando con los jóvenes, sea muchas veces menor a la dotación de personal aconsejable para realizar la labor. A mayor abundamiento, dentro de Sename coexisten distintos sistemas de turnos, generando un problema serio de gestión respecto de las orientaciones técnicas del sistema


-Gendarmería: Actualmente esta institución cuenta con 525 funcionarios, los que no llenan las plazas disponibles, de los cuales además se encuentra, en forma continua entre un 5 y 6% del personal con licencias médicas, aumentando el déficit histórico de la institución.

Planes de emergencia:


La existencia de estos planes de contingencia no aseguran la obtención de resultados adecuados, y acusa una falta de control en los resultados de la aplicación de estos planes.


5.- PROBLEMAS DEL DISEÑO NORMATIVO.


Los recursos con que cuentan los operadores del sistema, en su fase judicial, son insuficientes.


-La cantidad de causas que deben enfrentar los fiscales, jueces y defensores, obligan a emplear modelos de distribución de las cargas de trabajo que permitan dar cobertura a los flujos globales del sistema, de modo que la especialización es, en la práctica, muchas veces más una aspiración que una realidad. Los esfuerzos que se aprecian en estos actores evidencian la insuficiencia, especialmente de recursos humanos, porque no todos los actores del sistema cuentan con la capacitación especializada que se requiere.


No obstante, en el primer año de vigencia de la ley, la Defensoría Penal Pública alcanzó una cifra nacional de asignación de causas especializadas de alrededor de un 65%.26
Sobrecarga del sistema.


El que exista gran cantidad de casos que deben de ser atendidos inmediatamente, respondiendo a las garantías especiales que concede la ley a los jóvenes que se encuentran en esta situación, ha sobrecargado la demanda por defensores, lo cual ha retardado y lentificado los procesos de las causas atendidas, lo que invariablemente redunda en largas estadías en los centros, muchas veces con falta de conocimiento acerca del estado de sus causas por parte de los jóvenes.

Interpretación de la ley27.


La experiencia ha ido dejando al descubierto una serie de disposiciones que dan espacio a interpretaciones muy diversas, lo que atenta contra las necesidades de seguridad y certeza de las relaciones jurídicas del adolescente y el Estado. En ese escenario muchas veces el órgano judicial resuelve de modo muy diverso situaciones similares. En otros, las interpretaciones parecen distanciarse del espíritu con que fue concebido el sistema.

POTENCIALIDADES


1.- Sistema nuevo que permite su evaluación y corrección


Desde las políticas públicas:


-Participación de los sectores sociales estratégicos: Educación, Salud, Conace, Sence, mediante normas, convenios y planes de trabajo interministeriales.


-Fortalecimiento del compromiso social desde otros organismos públicos: Registro Civil, Fosis, Injuv, etc.


28A nivel nacional, existen 16 proyectos de reescolarización y 5 escuelas básicas.


Los proyectos de reescolarización a la fecha atienden a 1.213 adolescentes, lo que representa el 97% de los adolescentes vigentes de los centros Cerrados. 


La oferta de formación prelaboral de los centros asciende a 22 talleres prelaborales y 4 talleres de formación en oficios. En total participan 411 adolescentes.


Se ha implementado tratamiento de drogas a cargo de Conace, con 89 proyectos en todo el país, de los cuales 17 corresponden a programas ambulatorios intensivos instalados en los centros (1 por centro) que atienden a 439 usuarios.


Junto con el incremento progresivo de recursos humanos, infraestructura y oferta programática, se fortalecerá y auditará la aplicación de rutinas tipo por centro.


-Plan de Reforzamiento Especial en Infraestructura.


-Inversión total cercana a los 4.500 millones de pesos, que fue autorizada por vía excepcional en el marco de la discusión presupuestaria en la subcomisión de Hacienda. (Ejecución 2008).


-Se encuentran vigentes en el presupuesto del Ministerio de Justicia 10 proyectos de inversión para la construcción de nuevos centros cerrados. Recursos aprobados para esta iniciativa ascienden a la suma de M$ 31.479.879.


Próximos dos años se iniciará la construcción de diez nuevos centros de alto estándar


Recursos aprobados por 31 mil millones de pesos que serán gestionados desde el Ministerio de Justicia con la participación del Sename y del Ministerio de Hacienda.


-Proyectados sobre la base de aumento de plazas y de la necesidad de contar con centros sólo para condenados y otros para internación provisoria, y estarán ubicados en las regiones de Tarapacá, Coquimbo, Valparaíso, Libertador General Bernardo O’Higgins, Maule, Biobío, Araucanía, Los Lagos y dos en la Región Metropolitana.


-Establecimiento en la ley de un “centro tipo”, donde se detallen las condiciones mínimas de infraestructura e implementación, que logre fijar un estándar mínimo de exigencia requerido para la instalación y funcionamiento de los centros.

Plan de capacitación29.


-Suscripción de un convenio con Inacap que comenzó a ejecutarse durante el primer semestre de 2008 en los centros más poblados de la Quinta, Octava y Novena regiones, y en los dos de la Región Metropolitana, consistente en cursos de nivelación escolar de seis meses, equivalentes a 500 horas. 


-Producto del convenio firmado, en Junio se iniciaron 10 cursos de capacitación laboral en oficios en 5 centros cerrados del país, con una inversión de 140 millones de pesos.


En una primera etapa, se impartirán estos cursos en los centros San Bernardo (ex Tiempo Joven), Chol Chol, Limache, Coronel y San Joaquín.


En etapas sucesivas se irá ampliando esta oferta al resto de los centros cerrados del país.

Plan de intervención psicosocial.


Según la oferta programática especifica de cada centro de internación del país, se están desarrollando planes y programas socioeducativos en distintos ámbitos como: manualidades, piscicultura, halterofilia, derecho y ciudadanía, desarrollo personal, responsabilización, habilidades sociales, empleabilidad, taller de sexualidad, taller de familia, actividades deportivas y recreativas.
Planes de emergencia revisados y mejorados


Además de haber suscrito un convenio con la Mutual de Seguridad, con el objeto de capacitar al personal y a los encargados de seguridad en estos nuevos planes, se han revisado y mejorando con el objeto de asegurar un nivel de resultado optimo cuando se requiera de su aplicación.

Participación de instituciones colaboradoras


-Externalización al sector privado30

El 79% de las medidas y sanciones administradas por Sename se encuentran externalizadas: cumplimiento de las medidas cautelares ambulatorias; cumplimiento de salidas alternativas; cumplimiento de sanciones en medio libre. 


-Estas líneas programáticas fueron adjudicadas en conformidad a la Ley de Subvenciones (N° 20.032).


-La red de instituciones colaboradas acreditadas que trabajan con adolescentes infractores en las medidas y sanciones de medio libre comprende 23 instituciones (entre Fundaciones, Corporaciones, ONG y organismos de Iglesias), son las siguientes:


-Parroquia Sagrado Corazón de Jesús.


-Congregación Religiosos Terciarios Capuchinos.


-Fundación Juan XXIII.


-Asociación Cristiana de Jóvenes.


-Corporación de Educación, Capacitación, Atención de Menores y -Perfeccionamiento-Cercap.


-Fundación Esperanza.


-Corporación de Apoyo a la Niñez y Juventud en Riesgo Social “Llequén”.


-Corporación de Desarrollo de San Pedro.


-Centro de Iniciativa Empresarial - Ciem Villarrica.


-Misión Evangélica San Pedro de Chile.


-Fundación DEM.


-Fundación “Novo Millennio” del Arzobispado de Concepción.


-Fundación Tierra de Esperanza.


-Centro Cultural y Educacional Arcadia.


-Corporación Opción.


-Corfal.


-Servicio Paz y Justicia.


-ONG Proyecta.


-Corporación Promesi.


-Corporación de Rehabilitación de Menores Adictos Amanecer.


-Corporación Gabriela Mistral.


-Misión Evangélica San Pablo Chile.


-Corporación Educacional Abate Molina.


-Recursos en ejecución 2008: 7 mil 364 millones.
RIEsGOS


1.- insuficiente política de adolescencia EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD PENAL, la que ha sido reemplazada por una ley de sanciones.


-Desequilibrio a favor de la sanción más que de la rehabilitación, dejando de lado la finalidad proclamada por la ley N°20.084 en cuanto a que la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social.


2.- Insuficiencia de las Redes Sociales


-Las redes sociales no han sido desarrolladas lo suficiente y por tanto son deficitarias en el cumplimiento de sus fines.


-Respecto de las medidas no privativas de libertad, lo que incluye la libertad asistida, la libertad asistida especial, servicios a la comunidad y reparación del daño, cada una de ellas debe expresarse en un programa específico que se desarrolle y funcione en una comunidad concreta. Lo anterior implica una fuerte participación y demanda para la red social, comunitaria y de servicios públicos en el que cada programa específico se va a desarrollar y se encuentra inserto. 


-Falta de protección integral 


-Privación de la libertad por no acceso a servicios sociales o políticas públicas.


3.- Prejuicios en relación al joven delincuente: drogadicto y peligroso


-Presión social frente a las medidas no privativas de libertad versus la inserción comunitaria.


-Creencia que los jóvenes se van a “rehabilitar” mejor en los centros privativos de libertad.


-Presiones de las comunidades cercanas a los centros y programas de sanciones. Sensación de inseguridad social.


4.- Lenta implementación de las políticas públicas


-Genera sobredemanda con pocos recursos:


Carencia de unidades de desintoxicación en todas las regiones.


Carencia de programas de tratamientos especializados (psiquitras infanto-juveniles).


Metodologías y subvenciones escolares descontextualizadas.


5.- Falta de compromiso de otros actores públicos en la materia.


-Es evidente que el sistema público de educación y su institucionalidad, así como el sistema de salud y del trabajo, ven al sistema de responsabilidad penal adolescente como algo ajeno, que no les pertenece y, por ende, tampoco les preocupa. Eso dificulta enormemente que los jóvenes sancionados por el sistema pero que deben desarrollar las actividades de su plan intervención en el medio libre, realmente puedan hacerlo. Para ellos no hay matrículas en los colegios, y si se encuentran, están permanentemente observados y juzgados más duramente en los conflictos propios de su etapa de desarrollo, por lo que con frecuencia sus matrículas son canceladas. Lo mismo pasa en el ámbito de las oportunidades laborales.


2.- Proposiciones


La Comisión, luego de efectuado el diagnóstico de acuerdo a las consideraciones antes señaladas, concordó las siguientes proposiciones:


1.-Fortalecer la atención temprana en la vulneración de derechos, que tienden a constituirse en factores de riesgo frente al desarrollo de conductas transgresoras.


2.-Fiscalizar periódicamente los programas diseñados por el Sename, sean éstos ejecutados directamente o por medio de instituciones colaboradoras.


3.-Establecer un sistema de coordinación interinstitucional para el seguimiento y evaluación de la implementación de la ley N° 20.084.


4.-Mejorar el sistema de segregación establecido en la ley de responsabilidad penal adolescente, considerando dentro de la edad, los distintos grupos etarios, como asimismo, el sexo y la condición procesal de los internos, con el propósito de focalizar adecuadamente la oferta programática disponible, todo ello, en el interés superior del adolescente, tal como lo consagra la Convención sobre los Derechos del Niño, ratificada por Chile.


5.-El nuevo rol que podría tener Gendarmería31, en el trato directo con los jóvenes, debe venir necesariamente acompañado con un aumento de personal, especializado en jóvenes y capacitados en la materia, a modo de ser un aporte real al cumplimiento de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente.


Cabe hacer presente que las distintas asociaciones de funcionarios del Sename, manifestaron ante la Comisión “la urgencia en modificar la ley en lo que respecta a la actuación de Gendarmería de Chile, asegurando su ingreso y eventual permanencia en carácter de guardia interna”.32

6.-Fortalecer legalmente la exigencia de especialización de jueces, fiscales y defensores.


Consecuente con ello, la Academia Judicial, o en su defecto, las instituciones autorizadas, en el marco de las actividades de capacitación a que alude el artículo 2933 de la ley 
N° 20.084, deben preocuparse de que los jueces reciban la formación y capacitación técnica necesaria para cumplir adecuadamente las tareas que la ley les encomienda.


7.-Aumentar el uso de las salidas alternativas.


8.-Reducir el tiempo mínimo de duración de la suspensión condicional del procedimiento de 1 año a 6 meses.


9.-Incentivar los acuerdos reparatorios, favoreciendo la mediación penal entre el adolescente y la víctima.


10.-Restringir y controlar el uso y duración de la privación de libertad:


En cuanto a las detenciones:


-Establecer la obligatoriedad de dar aviso a un defensor y a la familia del detenido, como lo ha dispuesto la Corte Interamericana de Derechos Humanos.


-Regular expresamente en la ley que la detención de un adolescente puede ser declarada ilegal si se presentan violaciones de sus derechos durante la misma.


Introducir reglas especiales para la internación provisoria:


-Fijar revisiones periódicas de la internación provisoria con carácter obligatorio (cada 15 días, por ejemplo).


-Priorizar la tramitación de las causas en que existan menores involucrados, estableciendo en la ley que cuando se decrete esta medida cautelar, los plazos de investigación deben ser acordes con las penas con que efectivamente podrían ser sancionados, considerando que un número significativo de los jóvenes que han sido sometidos a internación provisoria no son finalmente condenados a una pena privativa de libertad, vulnerándose así la proporcionalidad de la medida cautelar con la sanción probable que establece la propia ley.


-Esclarecer legalmente que debe descontarse el tiempo en internación provisoria del tiempo de duración de todas las sanciones, tanto privativas como no privativas de libertad. (Ejemplo, condena bajo régimen de libertada asistida especial).


-Evaluar si ciertos aspectos de la “ley de agenda corta” son convenientes para los adolescentes, si se considera que, en general, en la ley Nº 20.084 hay demasiado espacio -vía remisión- para aplicar el Código Penal y el Código Procesal Penal, cuyas normas han sido previstas y pensadas para adultos, como por ejemplo, sucede con la apelación que interpone el Ministerio Público de la resolución que rechaza la internación provisoria prevista en el artículo 149 del Código Procesal Penal, que prescribe que mientras no se resuelva el recurso, el imputado deberá estar privado de libertad.


11.- Internación en régimen cerrado:


-Restringir el uso de la regla de determinación de la naturaleza de la pena, contenida en el Nº 1 del artículo 2334 de la ley de responsabilidad penal adolescente, sólo a los delitos gravísimos y no a los delitos graves reiterados, toda vez, que para los fines de reinserción social y trabajo socio-educativo parecen ser más que suficientes -aún en casos extremos-, las penas de hasta 5 años del artículo 23 Nº 2.


12.- Regular en la ley ciertos derechos de los jóvenes, de manera que se deban asignar los recursos necesarios para garantizar la satisfacción de los mismos (por ejemplo, periodicidad de las visitas de los abogados a los adolescentes en internación provisoria).


13.- Establecer la obligación de notificar al centro de internación dependiente del Sename, de la resolución que absuelve al menor.


14.- Dotar al sistema de los recursos necesarios para destinar a los defensores penales públicos a tareas que les exige la ley durante el cumplimiento de las condenas, de manera que puedan velar por condiciones adecuadas de ejecución de las sanciones, así como por el cabal cumplimiento de las ofertas de reinserción social que favorecen a los adolescentes.


15.- Clarificar el tribunal competente para el control de ejecución de las sanciones no privativas de libertad, definiendo qué se entiende por el lugar de ejecución de las mismas, todo ello, en el interés superior del adolescente y su cercanía con su hogar y familia.


16.- Regular la forma de cumplimiento en los casos que existan varias condenas respecto de un mismo adolescente, así como el caso de que concurran, respecto de una misma persona, condenas de adolescentes con condenas de adultos.


17.- Establecer reglas especiales más favorables para la eliminación de los antecedentes penales de adolescentes. Muchas de las normas e instituciones actuales están pensadas para adultos (ejemplo, Patronato Nacional de Reos).


18.- Otorgar a la Defensoría Penal Pública el estatuto de organismo autónomo, de la misma manera que el Ministerio Público, a fin de asegurar igualdad institucional en el marco del proceso penal.


19.- Velar por el cumplimiento de condiciones humanas mínimas durante el período de internación de los jóvenes en los centros del Sename, que hagan posible su reinserción social.
-o-


De acuerdo con lo expuesto, y del trabajo realizado por la Comisión, surgen dos áreas de conclusiones: aquellas que se traducen en propuestas de acciones a ejecutar por el Sename, así como algunas reformas legales, -anteriormente señaladas-, y otras, que determinan responsabilidades en los hechos investigados por esta Comisión, esto es, las condiciones del Sename en relación con infraestructura, capacitación y número suficiente de funcionarios de ese servicio como de Gendarmería, al momento de entrar en vigencia la ley N° 20.084; y en los hechos que culminaron con la muerte de diez jóvenes al interior de un recinto del Sename35 en la ciudad de Puerto Montt, y por el estado actual de los centros y del cumplimiento o no de la ley y de los tratados y convenciones internacionales suscritos por nuestro país.


3.- RESPONSABILIDADES

I. ENTRADA EN VIGENCIA DE LA LEY


La Sala de la Cámara de Diputados, en sesión 26ª, celebrada el 15 de mayo de 2007, discutió una indicación presentada al proyecto de ley que introducía diversas modificaciones en la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal adolescente, para postergar su entrada en vigencia. Sin embargo, el Ministro de Justicia36 señaló ser partidario de que entrara en vigencia porque existían razones importantes, por ejemplo, que produciría beneficios para la ciudadanía; que la responsabilidad penal juvenil ya no se aplicaría ni en forma encubierta ni disfrazada; que la responsabilidad penal adolescente generaría la apertura de oportunidades de realización e inserción que, sin ser las óptimas que se pretenden y por las cuales el Gobierno seguiría trabajando en el mediano plazo, a lo menos serán claramente superiores a los valores actuales.


Asimismo, el Ministro de Justicia, en ese acto, asumió el compromiso de concurrir a la Comisión de Constitución, con el fin de informar el estado de implementación y aplicación del sistema, incluyendo las dificultades que se produzcan: “Estaremos atentos a las observaciones que hagan los señores diputados y los actores del sistema: las policías, el Ministerio Público, las defensorías y los tribunales. En tal sentido, me comprometo a presentar no sólo mensualmente el estado de avance de la implementación y una constancia de las virtudes y dificultades que la aplicación práctica de la norma arroje, sino también, en todo lo necesario respecto de modificaciones de ajustes legales que permitan que la ley cumpla sus propósitos”.


Es decir, el ministro ofreció condiciones, que sin ser las óptimas, eran superiores a las del momento. 


Por tanto, la Comisión concluyó que el diagnóstico elaborado por el Ministerio de Justicia, el cual sirvió de base para la consideración del Congreso Nacional, fue errado. Asimismo, las condiciones mínimas objetivas que el Ministro señaló no se cumplieron, existiendo por tanto responsabilidad del Ministro de Justicia, señor Carlos Maldonado Curti, de la Directora Nacional del Sename de la época, señora Paulina Fernández.

II. HECHOS ACAECIDOS AL INTERIOR DEL RECINTO TIEMPO DE CRECER (PUERTO MONTT).


El artículo 74 del reglamento de la ley N° 20.084, regula los planes de emergencia de que deberán disponer los distintos centros del Sename. En efecto, prescribe lo siguiente: “Artículo 74.- Plan de emergencia. Los centros desarrollarán anualmente un plan de emergencia, en concordancia con las directrices y normas emanadas del Servicio Nacional de Menores, respecto de la prevención de riesgos y seguridad, a fin de prevenir y reaccionar adecuada y oportunamente ante alguna contingencia.


En todo caso, en lo relativo a la seguridad, los centros siempre deberán contar con la asesoría de Gendarmería de Chile.


Los procedimientos para abordar las situaciones de riesgo, deberán ser regulados mediante instructivo impartido por el Servicio Nacional de Menores.”.


Al momento de ocurrir los hechos en el centro de Puerto Montt, no se había dado cumplimiento a esta obligación reglamentaria. De ello, a juicio de esta Comisión, se derivan responsabilidades funcionarias directas de las siguientes autoridades:


-De la Directora Nacional del Sename, señora Paulina Fernández Fawas, quien, si bien a la fecha de acaecidos los hechos ya no ocupaba el cargo, tenía la responsabilidad de haber dado cumplimiento a dicha obligación.


Lo anterior, queda demostrado con que sólo después de los hechos de Puerto Montt se despachó Memorándum N° 5293, de fecha 6 de diciembre de 2007, en el cual el Director Nacional del Sename solicitó a los directores regionales, el envío de los planes de contingencia de cada establecimiento, estableciendo ciertas directrices y ordenando acciones específicas a realizar: revisar las condiciones de infraestructura de los centros; verificar que todos los sistemas, equipos, vehículos, materiales, herramientas y accesorios estén dispuestos para afrontar situaciones de emergencia; confirmar que se hayan realizado las coordinaciones correspondientes con Gendarmería, Carabineros, Bomberos y demás servicios de apoyo; supervisar las modificaciones y refuerzos en la ejecución diaria de los planes de actividades de los centros; asegurar que los centros cuenten con el personal suficiente y eventuales refuerzos en turnos en períodos críticos.


-Del Director Regional del Sename, señor Carlos Navarro Pérez.


-De la Directora del Centro Tiempo de Crecer, señora Lorena Navarro Vargas.


-De la Secretaria Regional Ministerial de Justicia, señora Lebby Barría Gutiérrez, quien tenía la obligación de haber supervisado la puesta en marcha en el ámbito de su jurisdicción.

III. ESTADO ACTUAL DE LOS CENTROS


Transcurridos ya más de 14 meses desde la entrada en vigencia de la ley, siguen ocurriendo graves hechos en diversos centros del país que ponen en peligro la seguridad y la vida tanto de los menores privados de libertad como de los funcionarios de Sename y de entidades colaboradoras que trabajan en su interior. En efecto, de acuerdo a lo recabado por esta Comisión Investigadora, persisten graves falencias que dificultan el cumplimiento de los objetivos que inspiraron al legislador: la sanción de los menores infractores de ley junto con reales oportunidades de rehabilitación y reinserción social. Es así como se pueden enumerar, sin que ello sea taxativo, los siguientes problemas:


1. Recintos inadecuados que impiden la segregación por edad y por situación procesal.


2. Hacinamiento.


3. Falta de elementos mínimos como frazadas o policarbonato en las ventanas y condiciones antihigiénicas en los baños.


4. Existencia de materiales inflamables al interior de los recintos.


5. Falta de número de funcionarios de Sename y de Gendarmería y de capacitación de los mismos para cumplir adecuadamente con el rol que les corresponde.


6. Falta de dependencias para los funcionarios de Gendarmería para cubrir de manera adecuada su sistema de turnos.


7. Falta de oferta educacional sistemática.


8. Condiciones de inseguridad y de riesgo para los menores internos y para los funcionarios que allí laboran.


Además de las restantes que han sido descritas en el cuerpo del presente informe.


Por lo anterior, la Comisión exhorta al Gobierno, y en especial a los Ministerios de Hacienda y de Justicia, a disponer a la brevedad de los recursos económicos y humanos necesarios para una adecuada implementación de la ley, así como avanzar rápidamente en el rediseño institucional del Sename, acordado, en el marco de la agenda de seguridad pública entre Gobierno, Concertación y Alianza.


Asimismo, insta al Director Nacional del Sename, señor Eugenio San Martín Truffy, a adoptar las medidas de corrección necesarias para subsanar las deficiencias observadas durante el trabajo de esta Comisión Investigadora.

-o-

X. votación


Las consideraciones, proposiciones y responsabilidades, que constituyen las conclusiones de este informe, fueron aprobadas por la mayoría de las señoras diputadas y señores diputados presentes, señores Marcelo Díaz Díaz, Sergio Correa de la Cerda (en reemplazo del señor Edmundo Eluchans Urenda), Gonzalo Duarte Leiva, Tucapel Jiménez Fuente, Carlos Recondo Lavanderos, señoras María Antonieta Saa Díaz, Marisol Turres Figueroa (Presidenta) y Ximena Valcarce Becerra, y señor Patricio Vallespín López. Votó en contra, el diputado señor Alejandro Sule Fernández.


Se designó diputada informante, a la Presidenta de la Comisión señora Marisol Turres Figueroa.


Tratado y acordado según consta en las actas de las sesiones celebradas los días 4 y 6 de marzo; 10, 17 y 30 de abril; 14 de mayo; 4 y 18 de junio; 2, 9 y 30 de julio; 6 de agosto; 10 y 16 de septiembre y 1, 6 y 8 de octubre, todas del presente año, con la asistencia de los siguientes señores diputados y señoras diputadas: Francisco Chahuán Chahuán, Marcelo Díaz Díaz, Edmundo Eluchans Urenda, Gonzalo Duarte Leiva, Tucapel Jiménez Fuentes, Carlos Recondo Lavanderos, Fulvio Rossi Ciocca, María Antonieta Saa Díaz, Alejandro Sule 
Fernández, Marisol Turres Figueroa (Presidenta), Ignacio Urrutia Bonilla, Ximena Valcarce Becerra y Patricio Vallespín López.


En la sesión N° 19, asistió el Diputado señor Gonzalo Arenas Hödar, en reemplazo del Diputado señor Ignacio Urrutia Bonilla, y el Diputado señor Sergio Correa de la Cerda, en reemplazo del Diputado señor Edmundo Eluchans Urenda.


Sala de la Comisión, a 8 de octubre de 2008.


(Fdo.): MARÍA EUGENIA SILVA FERRER, Abogado Secretaria de la Comisión”.
19.
Moción de los diputados señores Enríquez-Ominami, Farías, Jiménez, Accorsi, 
Escobar, Palma, Valenzuela, y de las diputadas señoras Nogueira, doña Claudia, Pérez, doña Lily y Rubilar, doña Karla.


Modifica el artículo 12 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, con el objeto de otorgarle la atribución de establecer a las concesionarias de televisión, la obligación de subtitular los programas que indica, en los por-centajes y horarios que se señalan. (boletín N° 6153-19)

CONSIDERACIONES PRELIMINARES


Entendiendo que la enseñanza o práctica de idiomas a través de la televisión resulta conocida desde la década de los setenta en Europa y otros países, y se divide en dos grandes áreas: a) La enseñanza formal con recursos audiovisuales, y; b) El acceso por subtitulado o tecnologías similares a traducciones de programas. En ambos casos la televisión abierta actual y, en mayor medida, la Televisión Digital Terrestre son recursos válidos para aprender idiomas o comprender material televisivo en otros lenguajes.


Dentro de la multiplicidad de recursos utilizados para la enseñanza de idiomas a través del uso de medios audiovisuales, encontramos actualmente que canales televisión abierta nacional subtitulan una serie en el segundo idioma, o bien que los personajes hablen en el idioma alternativo y se subtitule en el lenguaje nativo.


En consecuencia teniendo presente, que el subtitulado electrónico para televisión, comúnmente conocido como Closed Caption o CC, además de sus usos para permitir el acceso de personas discapacitadas, o de idiomas diferentes, también es considerado como una herramienta para la enseñanza y practica de idiomas.


Si bien desde la creación de las primeras películas se ha hecho necesario modificar su lenguaje para adaptarlas a diferentes públicos. Tal como ya dijimos se le ha utilizado para reforzar la comprensión de un lengua extranjero gracias al apoyo de la reproducción escrita, es decir, usar el subtitulado como herramienta para aprender idiomas.


Por este medio, los europeos proponen al subtitulado de programas audiovisuales usado con propósitos de aprendizaje como uno de los caminos a través de los cuales quien aprende una nueva lengua es ayudado a superar los desafíos de la comprensión sonora. Considerando que es necesario aprovechar “el potencial de los medios para motivar alas personas a aprender idiomas”, para facilitar el aprendizaje y el diálogo intercultural, algo que también podría aplicarse a la realidad chilena frente a las sociedades que actualmente son nuestros socios comerciales y culturales.


Cabe señalar que la tecnología implementada hoy en día en Chile por los fabricantes de televisores, ya integran en su mayoría el sistema de recepción de subtítulos, “Closed Caption o CC. que consiste en el medio tecnológico necesario para visualizar el subtitulado. En el caso de la televisión digital, este sistema tampoco supondrá un costo adicional, ya que la convergencia tecnológica que permite el lenguaje binario aplicado a la televisión, es decir, la TV Digital Terrestre (TDT), hace que sea muy simple incluir este sistema en las especificaciones técnicas requeridas, una vez se elija la norma de TDT.


En consecuencia, teniendo presente los beneficios que puede otorgar una iniciativa como ésta para el aprendizaje y practica de idiomas, y teniendo presente que no reporta grandes costos, pues tal como se señalara, actualmente la gran mayoría de los televisores modernos que se venden en Chile vienen con el sistema de CC incorporado, tenemos a bien presentar el siguiente proyecto de ley, con el objeto de dar un impulso fuerte y serio en este sentido.


Fuentes: Informes BCN (“Subtitulaje Enseñanza de Idioma por Televisión)

PROYECTO DE LEY:


Artículo único: Agrégase a continuación de la letra i) del artículo 12, la siguiente letra: “m) Establecer que las concesionarias deberán transmitir subtitulados en ingles a lo menos el treinta por ciento de todos los programas que no sean bajo modalidad “en vivo”; dentro de las 18.00 horas y 22.00 horas, ello, junto a la programación infantil y juvenil, sin importar para esta última su horario de transmisión.


Artículo 1 Transitorio: La presente ley se implementara en el tiempo, debiendo los concesionarios subtitular los mínimos que se establecen en este artículo, respecto del total de la programación sujeta ha esta disposición: a) Entre el primer y duodécimo mes de vigencia de ésta ley, los concesionarios deberán subtitular a lo menos el cinco por ciento; b) Entre el décimo tercer y vigésimo cuarto mes de vigencia de ésta ley, los concesionarios deberán subtitular a lo menos el diez por ciento; c) Entre el vigésimo cuarto y el trigésimo sexto mes de vigencia de ésta ley, los concesionarios deberán subtitular a lo menos el treinta por ciento.


Artículo 2 Transitorio: Esta disposición entrara en vigencia, dentro de seis meses de publicada en el Diario Oficial”.

20.
Moción de los diputados señores Enríquez-Ominami, Farías y Jiménez.


Flexibiliza el funcionamiento de ciertas personas jurídicas. (boletín N° 6154-13)

“1. Antecedentes. Durante el siglo recién pasado las mutuales han tenido un desarrollo importante en nuestro país, constituyendo una forma importante de organización social. En efecto, en materia de seguridad social las mutuales han constituido un avance trascendente en el mejoramiento de las condiciones laborales de seguridad de los trabajadores a lo largo de nuestro país. Sin embargo, con el devenir del tiempo las mutuales se han ido extendiendo a otros ámbitos del que hacer social, situación por la cual ha comenzado a regular de manera más pormenorizada estas materias.


De acuerdo a lo anteriormente expresado, creemos que el Estado debe contribuir al incentivo y desarrollo de las mutuales, principalmente a través del apoyo legislativo necesario de acuerdo a las distintas circunstancias que se van presentando en la realidad social de nuestro país.


2. Ideas matrices. El presente proyecto de ley tiene por objeto establecer, en forma transitoria o temporal, una serie de modificaciones que permitan a las mutuales realizar asambleas y modificaciones a sus estatutos de una forma más flexible, disminuyendo o eliminando determinados requisitos que hacen difícil su funcionamiento.


De esta manera, estimamos que las mutuales obtendrán un margen mayor de maniobra respecto de su funcionamiento, posibilitándole le readecuación de sus estatutos a las necesidades propias de toda organización social destinada al beneficio comunitario o de sus representados.


Es por eso que sobre la base de los siguientes antecedentes vengo en proponer el siguiente proyecto de ley:

Proyecto de ley


Artículo Único. “El Directorio de las mutuales constituidas en la forma prescrita por la ley, por un período de seis meses contados desde la publicación de esta ley, podrá sesionar con un quórum de dos quintos de sus integrantes, adoptando los acuerdos para los que se encuentre facultado por ley o sus estatutos.


Las modificaciones que se realicen a los estatutos de las mutuales no deberán reducirse a escritura pública, sino bastará que se realicen por instrumento privado autorizado por el Oficial de Registro Civil de la comuna donde se domicilia la correspondiente mutual”.

21.
Moción de los diputados señores Bertolino, Becker, Delmastro, Galilea, García, Vargas, Verdugo, y de la diputada señora Isasi, doña Marta.


Establece que copia del contrato de trabajo podrá estar en el lugar de desempeño de las funciones u otro lugar fijado con anterioridad e informado previamente a la Inspección del Trabajo”. (boletín N° 6155-13)

“Considerando:


1. Que, el contrato de trabajo es esencialmente un convenio consensual. Sin embargo, el artículo 9° del Código del Trabajo establece ciertas obligaciones al empleador con el objeto de proteger al trabajador, tales como escriturarlo, entregar una copia al trabajador y mantener una copia de este documento en el lugar de trabajo.


2. Que, la infracción por no mantener una copia del contrato en el lugar de trabajo es sancionada con multa de 1 a 20 UTM.


3. Que, existen numerosos casos que por la naturaleza de las funciones que desarrollan los trabajadores tales como trabajadores de aseo, mantención de jardines, trabajadores agrícolas, etc., es imposible que el empleador pueda tener el contrato de trabajo en el lugar ocasional donde se encuentran realizando los trabajos.


4. Que, son numerosos los casos en que los empleadores, en su mayoría pequeños empresarios, han sido sancionados por no tener el contrato de trabajo en el lugar donde se desarrollan las faenas, por lo cual venimos en proponer modificar el Código del Trabajo estableciendo que dicha documentación podrá mantenerse en el lugar de trabajo u otro fijado e informado con anterioridad a la Inspección del Trabajo.


Por tanto, venimos en presentar el siguiente
PROYECTO DE LEY


Artículo Único Modifíquese el artículo 9° del Código del Trabajo de la siguiente forma:


Reemplácese el inciso final por el siguiente:


“El empleador, en todo caso, estará obligado a mantener en el lugar de trabajo, o en un lugar fijado con anterioridad y que deberá haber sido informado previamente a la Inspección del Trabajo, un ejemplar del contrato, y, en su caso, uno del finiquito en que conste el término de la relación laboral, firmado por las partes”.
22.
Moción de los diputados señores Bertolino, Becker, Delmastro, Galilea, García, Vargas, Verdugo, y de la diputada señora Isasi, doña Marta.


Establece que la documentación relativa a relaciones laborales podrá estar en el lugar de trabajo u otro fijado con anterioridad e informado previamente a la Inspección del Trabajo”. (boletín N° 6156-13)

“Considerando:


1. Que, el artículo 31, inciso 2°, del D.F.L. N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social establece que: “Los funcionarios del Trabajo podrán requerir de los empleadores, patrones o de sus representantes y de sus organizaciones, toda la documentación necesaria para efectuar las labores de fiscalización que les corresponda y todos los datos pertinentes para realizar las encuestas que patrocina la Dirección del Trabajo, incluso la exhibición de sus registros contables para su examen.


Toda aquella documentación que deriva de las relaciones de trabajo deberá mantenerse en los establecimientos y faenas en que se desarrollen labores y funciones.


2. Que, existen numerosos casos en que por la naturaleza de las funciones que desarrollan los trabajadores, tales como trabajadores de aseo, mantención de jardines, trabajadores agrícolas, etc., es imposible que el empleador pueda tener los documentos exigidos en el lugar ocasional donde se encuentran realizando los trabajos.


3. Que, la Dirección del Trabajo emitió en el año 2002 el Dictamen N° 259/18, que señala: “De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 31, inciso 2°, del D.F.L. N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, procederá mantener la documentación laboral de los trabajadores para su fiscalización, en los lugares donde prestan servicios, tratándose de faenas en las cuales exista oficina o algún tipo de dependencia adecuada que permita resguardar tal documentación, y de no haberla, los empleadores o sus representantes la mantendrán en aquellos lugares donde ejerzan tuición y control de tales trabajadores, dentro de la comuna o del territorio de la Inspección del Trabajo, y, a falta de ellos, deberán fijar un lugar donde se cumplirá con el requisito, dentro de los mismos ámbitos.”

4. Que, no obstante este dictamen, son numerosos los casos en que los empleadores, en su mayoría pequeños empresarios, han sido sancionados por no tener los documentos en el lugar de trabajo, por lo cual venimos en proponer modificar esta normativa legal estableciendo que dicha documentación podrá mantenerse en el lugar de trabajo u otro fijado e informado con anterioridad a la Inspección del Trabajo.


Por tanto,


Venimos en presentar el siguiente

Proyecto de Ley


Artículo único: Sustitúyase el inciso segundo del artículo 31 del Decreto con Fuerza de Ley N° 2, del Ministerio del Trabajo y Seguridad Social, de 1967, que dispone la reestructuración y fija las funciones de la Dirección del Trabajo, por el siguiente:


Inciso segundo nuevo: “Toda aquella documentación que deriva de las relaciones de trabajo deberá mantenerse en los establecimientos y faenas en que se desarrollen labores y funciones, o en un lugar fijado con anterioridad por el empleador y que deberá haber sido informado previamente a la Inspección del Trabajo.”
23.
Moción de los diputados señores Errázuriz, Arenas, Burgos, Cardemil, Ceroni, Monckeberg, don Cristián; Monckeberg, don Nicolás; Saffirio, Walker, y de la diputada señora Turres, doña Marisol.


Integra representantes del Congreso Nacional a la Editorial Jurídica de Chile”. (boletín N° 6157-07)

“Congreso Nacional en conjunto con la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Chile. La autorización fue otorgada el 3 de septiembre de 1945 por la Comisión de Biblioteca, integrada por el Presidente del Senado, don Arturo Alessandri Palma y por el Presidente de la Cámara de Diputados, don Juan Antonio Coloma.


La Editorial se rigió por normas que se contemplaron en el proyecto de “Convenio Principal”, el que se insertó en el acta de esa sesión. Además de dejarse constancia del convenio entre ambos organismos para fundar la Editorial Jurídica, se establecieron las condiciones de funcionamiento de la misma.


1. OBJETIVO DE LA EDITORIAL JURÍDICA DE CHILE


EI objetivo de la Editorial Jurídica de Chile fue publicar y mantener al día los Códigos de la República; confeccionar y publicar códigos anotados y repertorios de jurisprudencia; obras jurídicas y, en general, colaborar a la confección y publicación de cualquiera obra que pueda ser de interés para el progreso de las ciencias jurídicas y sociales y de la legislación del país.


2.- DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LA EDITORIAL


La dirección y administración de la Editorial quedó a cargo de un Consejo de cinco miembros: el Decano de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Chile; dos profesores de esa Facultad designados, de común acuerdo, por los presidentes del Senado y de la Cámara de Diputados; dos profesores de la misma Facultad, designados por ella, y del Director de la Biblioteca del Congreso Nacional. El Consejo sería presidido por el Decano de esa Facultad y tendría como Secretario al Director de la Biblioteca del Congreso Nacional.


Los consejeros de elección durarían cuatro años en el desempeño de sus cargos.


Correspondería al Consejo la dirección y la administración de la Editorial y, especialmente, la determinación de las obras que deberían publicarse.


La Editorial tendría una duración indefinida y sólo podría disolverse por acuerdo unánime del Consejo.


La ley N° 8.737, de 6 de febrero de 1947, dio personalidad jurídica a la Editorial Jurídica de Chile, y aprobó como sus estatutos las disposiciones contenidas en el “Convenio Principal”, inserto en el acta de la sesión de la Comisión Bicameral a que se ha hecho alusión, con las modificaciones contenidas en esta ley. Fijó su domicilio en la ciudad de Santiago y encomendó su dirección y administración a un Consejo compuesto de nueve miembros: el Decano de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Chile, que lo presidirá; por dos profesores designados por dicha Facultad; por dos representantes del Senado y por dos de la Cámara de Diputados, elegidos en una sola votación unipersonal; por el Presidente del Centro de Derecho de la Universidad de Chile, y por el Director de la Biblioteca del Congreso Nacional, que actuará como secretario.


3. FINANCIAMIENTO DE LA EDITORIAL


Para financiar las actividades de la Editorial, se estableció un recargo del diez por ciento del monto neto, sin incluir los intereses, de todas las multas por infracciones a leyes, decretos leyes, decretos con fuerza de ley, reglamentos u ordenanzas municipales, a hacerlo efectivo en el momento de enterarse su monto en actas fiscales, semifiscales o municipales. Su depósito se haría en una cuenta especial en la Tesorería Provincial de Santiago, a nombre de “Editorial Jurídica de Chile”. Este financiamiento se mantuvo hasta el 5 de noviembre de 1974, cuando se dictó el decreto ley N° 728, de 1974, que suprimió todos los recargos legales que afectaban a las multas y derogó expresamente el artículo 4° de esta ley. A partir de entonces, la Editorial se financió a través del presupuesto de la Contraloría General de la República. En efecto, el artículo 148 de la ley N° 10.336, sobre Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, establecía en su artículo 148 derogado por decreto ley 
N° 2053, de 1977, que la Ley General de Presupuestos asentaría en sumas globales los fondos que fueren necesarios para subvenir sus gastos, incluyendo las remuneraciones del personal, sumas que no podría ser inferiores al 0,38% del monto del presupuesto anual de gastos. Los excedentes que se produjeran ingresarían a rentas generales de la Nación. El decreto ley 728, de 1974, junto con derogar el artículo 4° de la ley N° 8.739, incrementó este porcentaje al 0,42% y agregó a este artículo 148 dos incisos con el fin de que la contraloría entregara el 0,03% a la Editorial Jurídica de Chile, para que ésta lo destinara al cumplimiento de sus finalidades, pudiendo anticiparle el equivalente de sus recursos propios. Con la derogación de este artículo 148 cesó todo aporte fiscal permanente a la Editorial.


4. LIMITACIONES LEGALES DE LA EDITORIAL


En cuanto a la impresión de las obras que realice, edite o simplemente publique la Editorial, ésta debe realizarse en imprenta ajena a la misma, a cuyo efecto le queda prohibido adquirir, arrendar o administrar imprentas, talleres de encuadernación u otros que sean complementarios del arte gráfico.


5. CAUSAL DE DESAPARICIÓN DE PARLAMENTARIOS EN EL CONSEJO DE LA EDITORIAL


Basado en un informe de la Contraloría General de la República de 1974, en el cual se señalaba que los representantes de la Cámara de Diputados y del Senado en el Consejo de la Editorial habían expirado en sus funciones, toda vez que las corporaciones que representaban habían sido disueltas, y para normalizar su funcionamiento, se dictó el decreto ley N° 319, que reemplazó el articulo 3° de la ley N° 8.737. Fue así como su consejo pasó a quedar integrado por seis miembros: el Decano de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Chile, que lo presidirá; el Contralor General de la República; un Ministro de la Corte Suprema, designado por ese Tribunal; un representante del Consejo de Rectores; el Presidente del Colegio de Abogados y un representante del Gobierno, designado por decreto del Ministerio de Justicia. Desaparecieron los representantes del Senado y de la Cámara y también el Director de la Biblioteca del Congreso Nacional. Este último sólo fue reincorporado en virtud del decreto ley N° 2.232, de 1978. Luego el artículo 15 de la ley N° 19.227, de 10 de julio de 1993, que creó el Fondo Nacional del Libro y de la Lectura, aumentó los representantes del gobierno a dos, designados por decretos de los ministerios de Justicia y de Educación.


6. NATURALEZA JURÍDICA DE LA EDITORIAL


La Editorial Jurídica de Chile, según lo ha dictaminado la Contraloría General de la República, es una corporación de derecho público que no forma parte de los cuadros orgánicos de la Administración del Estado, esto es, no es entidad o servicio fiscal, semifiscal ni empresa del Estado. Tampoco recibe recursos ni aportes de capital estatales, ni tiene fines de lucro, como se desprende claramente de sus objetivos.


7. FUNDAMENTO DE ESTE PROYECTO DE LEY


Repuesto hace ya exactamente treinta años, por decreto ley N° 2.232, de 1978, el Director de la Biblioteca del Congreso Nacional y habiendo cesado la causal que motivó la desaparición de los dos representantes del Senado y de los dos representantes de la Cámara de Diputados en el Consejo, cual fue la disolución del Congreso Nacional, el 14 de septiembre de 1973, y habiendo Congreso desde el 11 de marzo de 1990, resulta del todo aconsejable que los representantes del Senado y de la Cámara de Diputados que integraban el Consejo de la Editorial puedan reincorporarse. Más aún cuando un proyecto similar fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Cámara de Diputados el 17 de mayo de 1995 y por la Sala de esta Corporación, también por unanimidad, el 20 de junio del mismo año. El proyecto no prosperó porque en aquella época, quienes dirigían la Editorial se opusieron en el Senado a la integración de parlamentarios al Consejo, lo que motivó su rechazo en el Senado y en la Comisión Mixta constituida al efecto. Sin embargo, con fecha 18 de junio de 2008, concurrieron a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de esta Cámara de Diputados el Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, don Roberto Nahum; el Gerente General de la Editorial, don Patricio Rojas y la Directora de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Soledad Ferreiro, sesión en que se analizó la situación general de la Editorial y hubo consenso en la reintegración de los dos diputados y los dos senadores al Consejo de la Editorial, ad honores, como están todos los consejeros de la misma.


En atención a lo expuesto, vengo en proponer el siguiente

PROYECTO DE LEY


ARTÍCULO ÚNICO: Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 3° de la ley N° 8.737, de 6 de febrero de 1947, que confirió personalidad jurídica a la Editorial Jurídica de Chile:


a) Sustitúyese el vocablo “ocho (8)” por “doce (12)”; 


b) Intercálase a continuación de la palabra “preside” y del punto y coma (;) que le sigue, la siguiente expresión: “dos representantes de la Cámara de Diputados y dos el Senado, elegidos en una sola votación unipersonal”.

24.
Moción de los diputados señores Uriarte, Dittborn, Hernández, Kast, Melero, Paya, Salaberry, y de las diputadas señoras Crísti, doña María Angélica Cubillos, doña Marcela, y Nogueira, doña Claudia.


Modifica la ley de tránsito con el objeto de prohibir que las infracciones al uso de vías exclusivas sean cursadas por medio de equipos de registro y de detección de infracciones”. (boletín N° 6158-15)

1. Que, uno de los argumentos más utilizados al momento de la instalación de los fotorradares señalaban que eran un fraude, pues se abusó con multas ilegítimas, y se desprestigiaron por la mala utilización de las municipalidades. Incluso las propias autoridades reconocieron que se debían aclarar los procedimientos utilizados para la confección del archivo, en particular los referidos a los partes a distancia.


2. Que, no obstante ello, este sistema parcial y subjetivo se pretende implementar nuevamente en perjuicio de los automovilistas, quienes quedarán al arbitrio de la autoridad sin posibilidad de una legítima defensa.


3. Que, además este acto unilateral de la autoridad no cuenta con la aprobación de muchas municipalidades que no tuvieron conocimiento de la medida y que no la comparten, pues la califican de “una improvisación más del Ministerio de Transporte”.


4. Que, no cabe duda que este sistema de partes por medio de fotorradares, que se encuentra completamente desprestigiado y que se aplicará a un sistema de transporte público fracasado, no solo aumentará la indignación de los usuarios, sino que también perjudicará el sistema en su conjunto.


5. Por ello, creemos que la solución correcta y ajustada a derecho es la que permite cursar infracciones a aquellos automovilistas que infrinjan la ley cuando le conste de manera física a Carabineros de Chile o a los Inspectores Municipales y Fiscales, tal como ha ocurrido hasta el día de hoy.

PROYECTO DE LEY


Artículo único: Para agregar un nuevo inciso 6 al artículo 4° de la ley N° 18.290, de Tránsito.


Artículo único: “Todos los automovilistas que infrinjan las normas de la presente ley, virando a la derecha y circulando en vías exclusivas y en las pistas señaladas para “uso de buses”, no podrán ser sancionados por medio de equipos de registro y de detección de infracciones”.
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PAR: Partido de Acción Regionalista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente. PRI: Partido Regionalista de los Independientes. CH1: ChilePrimero.


� No se encuentran en ejercicio los ministros suspendidos del cargo, incursos en causal de implicancia y los que se encuentren haciendo uso de licencia o permiso.


� Es requisito que la publicidad afecte el debido cumplimiento de las funciones de órganos del Estado, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.


� Ver los acuerdos acerca de la discrepancia sobre el artículo 12 bis agregado a la ley N° 17.997.


� Estas últimas referencias se hacen a la numeración correspondiente al texto del artículo 25 C que se incluye en el proyecto de acuerdo que figura al final de este informe.


� “Artículo 170 (193). Las sentencias definitivas de primera o de única instancia y las de segunda que modifiquen o revoquen en su parte dispositiva las de otros tribunales, contendrán: 


1° La designación precisa de las partes litigantes, su domicilio y profesión u oficio; 


2° La enunciación breve de las peticiones o acciones deducidas por el demandante y de sus fundamentos;


3° Igual enunciación de las excepciones o defensas alegadas por el reo; 


4° Las consideraciones de hecho o de derecho que sirven de fundamento a la sentencia;


5° La enunciación de las leyes, y en su defecto de los principios de equidad, con arreglo a los cuales se pronuncia el fallo; y 


6° La decisión del asunto controvertido. Esta decisión deberá comprender todas las acciones y excepciones que se hayan hecho valer en el juicio; pero podrá omitirse la resolución de aquellas que sean incompatibles con las aceptadas.


� Inciso quinto del artículo 93 de la Carta.


� “La interposición del requerimiento no suspenderá la aplicación del auto acordado impugnado.”.





� Ver N° 35) del artículo único del proyecto.


� Ver numeral 14) de este informe.


� Que es sustituido por el numeral 11) del artículo único de este proyecto.


1 Publicada en el D.O. de 7 de diciembre de 2005, entró en vigencia el 8 de junio de 2007, en virtud de la prórroga concedida en la ley N° 20.110, de 1 de junio de 2006. Fue el producto de un largo proceso legislativo que comenzó a gestarse en 1994 por medio de la realización de un estudio encargado por el Ministro de Justicia de ese entonces, para diseñar un nuevo sistema que remplazara el punitivo tutelar vigente a la fecha. El trabajo terminó en 1998 cuando fue elaborado un primer anteproyecto de ley. El año 2002 ingresa por mensaje presidencial un proyecto de ley al Congreso Nacional. A fines de 2005, el Congreso Nacional aprueba la ley 20.084. La nueva ley debía entrar en vigencia en junio de 2006, pero debido a falencias en su diseño institucional se postergó dicho proceso a junio de 2007, tiempo que a juicio de las autoridades, era el necesario para garantizar condiciones mínimas de implementación de la nueva ley.


2 Así lo señaló el mensaje de la ley cuando señaló textualmente lo siguiente:


“El Gobierno se ha propuesto, como un importante desafío, la completa reformulación de las leyes y políticas relativas a la infancia y la adolescencia de modo de adecuarlas a los nuevos requerimientos jurídicos y sociales del país y, en especial, a los principios y directrices contenidos en la Constitución Política de la República, la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y demás instrumentos internacionales vigentes en Chile. Se da la inconsecuencia que el sistema especial de menores, nacido para proteger los derechos de los niños, ha terminado por desmedrar su posición jurídica, situación que se ha hecho aún más evidente a partir del perfeccionamiento de la justicia penal de adultos con la entrada en vigencia del nuevo sistema de enjuiciamiento penal.”.


3 Reglamento Nº 1378, de la ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por la infracción a la ley penal, Fecha de publicación en el Diario Oficial: 25.04.2007.


Artículo 43.- Centros de privación de libertad. La administración de los Centros Cerrados de Privación de Libertad y de los recintos donde se cumpla la medida de internación provisoria, corresponderá siempre y en forma directa al Servicio Nacional de Menores, con excepción de los señalados en la letra a) siguiente, cuya administración podrá corresponder en forma directa al Servicio Nacional de Menores o a los colaboradores acreditados que hayan celebrado los convenios


respectivos con dicha institución. Para dar cumplimiento a las sanciones privativas de libertad y a la medida de internación provisoria contenidas en esta ley, existirán tres tipos de centros:


a) Los Centros para la Internación en Régimen Semicerrado.


b) Los Centros Cerrados de Privación de Libertad.


c) Los Centros de Internación Provisoria.


Para garantizar la seguridad y la permanencia de los infractores en los centros a que se refieren las letras b) y c) precedentes, se establecerá en ellos una guardia armada de carácter externo, a cargo de Gendarmería de Chile. Ésta permanecerá fuera del recinto, pero estará autorizada para ingresar en caso de motín o en otras situaciones de grave riesgo para los adolescentes y revisar sus dependencias con el solo objeto de evitarlas. La organización y funcionamiento de los recintos aludidos en el presente artículo se regulará en un reglamento dictado por decreto supremo, expedido por medio del Ministerio de Justicia, conforme a las normas contenidas en el presente Título.


4 En este contexto, el SENAME compromete su actuar ante las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado y de la Cámara de Diputados, al rendir cuenta respecto del estado de avance de la implementación de la nueva ley, en mayo de 2007.


5 Publicada en el Diario Oficial de 1 de junio de 2006.


6 La Comisión está integrada por Gonzalo Berríos Díaz, Hipólito Cáceres Barly, Miguel Cillero Bruñol, Mauricio Duce Julio, Paulo Egenau Pérez, Carlos Espinoza Herrera, Alvaro Fernández Díaz, Iván Fuenzalida Suárez, Héctor Hernández Basualto, Rafael Marambio Ortiz, Mariano Montenegro Corona, Guillermo Ramírez, Lilian Urrutia Francot y Francisca Werth Wainer.


7 Antecedentes proporcionados por María Pilar Lampert, Área Temas Sociales, Biblioteca del Congreso Nacional.


8 Antecedentes que sirvieron de base para la denuncia presentada por el Centro de Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales, contra el Estado de Chile, ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el 15 de abril de 2008, actualmente en tramitación, por violación de los derechos de los niños y niñas adolescentes recluidos en los centros de internación provisoria del Sename, tenida a la vista por esta Comisión Investigadora. Se adjunta como Anexo 4.


9 http://www.emol.com/ley_responsabilidad_penal_adolescente/2007.html, 


10 Señor Isidro Solís.


11 Publicada en el Diario Oficial de 2 de junio de 2007


12 Antecedentes contenidos en el Mensaje N° 170-355 (boletín N°5031-07)


13 El Fiscal Nacional, señor Sabas Chahuán Sarras, excusó su asistencia.


14 Ma. Pilar Lampert - Grassi; Área Temas Sociales, Asesoría Parlamentaria BCN; � HYPERLINK "mailto:mlampert@bcn.cl" ��mlampert@bcn.cl�; anexo 3902; 05/2008.


15 Páginas 11 a 22 de este informe.


16 www.unicef.cl


17 Unicef acaba de relevar en un estudio que este problema es crítico en la relación con los adolescentes.


18 El informe fue adjuntado al oficio de respuesta enviado por el Ministro de Justicia


19 Para concluir, la Comisión efectuó un análisis detallado de los antecedentes acumulados, los que fueron ordenados por esta Secretaría tomando como base una herramienta de estudio estratégico que examina las Fortalezas, Potencialidades, Debilidades y Riesgos de un determinado sistema, el que en este caso, es el Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente, cuyo marco es la ley N° 20.084, de 7 de diciembre de 2005, que entró en vigencia el 8 de junio de 2007.


20 Fuente: Carabineros de Chile y Defensoría Penal Pública.


21 Antecedentes proporcionados por el Ministerio de Justicia


22 Estos antecedentes fueron proporcionados por la Oficina de Presupuestos del Congreso Nacional. El Ministro de Hacienda no respondió a la información requerida


22 Fuente: Ministerio de Justicia.


23 Artículo 48.- Principio de separación. Las personas que se encontraren privadas de libertad por la aplicación de alguna de las sanciones o medidas previstas en esta ley, sea en forma transitoria o permanente, en un lugar determinado o en tránsito, deberán permanecer siempre separadas de los adultos privados de libertad.


Las instituciones encargadas de practicar detenciones, de administrar los recintos en que se deban cumplir sanciones o medidas que implican la privación de libertad, los administradores de los tribunales y, en general, todos los organismos que intervengan en el proceso para determinar la responsabilidad que establece esta ley, adoptarán las medidas necesarias para dar estricto cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior.


El incumplimiento de esta obligación constituirá una infracción grave a los deberes funcionarios.


24 Datos proporcionados por el Ministerio de Justicia


25 Fuente: Sename.


26 El Ministerio Público no asistió a la Comisión a entregar la información requerida.


27 Los testimonios prestados ante la Comisión, dejaron en evidencia que en muchos casos la aplicación de las normas se aparta del espíritu con que fueron concebidas, como por ejemplo, sucede con el empleo más extendido que lo pretendido y previsto inicialmente, de la medida de internación provisoria, que termina convirtiéndose en una suerte de sanción previa incluso a la condena.


28 Oferta programática en centros cerrados, antecedentes dados a conocer a la Comisión Investigadora por el Ministro de Justicia, señor Carlos Maldonado Curti, al asistir a la misma.


29 Antecedentes proporcionados por el Ministerio de Justicia


30 Fuente: Sename.


31 Actualmente se encuentra en el Senado, cumpliendo su segundo trámite constitucional, el proyecto de ley que modifica diversas disposiciones de la ley N° 20.084, de responsabilidad penal adolescente (Boletín �N° 5058-07), el cual contempla la modificación del artículo 43, para permitir a la guardia de Gendarmería, encargada de la seguridad y permanencia de los infractores en el recinto, mantenerse al interior de los Centros para colaborar en el orden y acatamiento del régimen interno, como una forma de garantizar el adecuado, normal y pacífico funcionamiento de dichos Centros.


32 Documento dejado en la Comisión por los representantes de la Asociación de Funcionarios del Sename.


33 Artículo 29.- Especialización de la justicia penal para adolescentes. Los jueces de garantía, los jueces del tribunal de juicio oral en lo penal, así como los fiscales adjuntos y los defensores penales públicos que intervengan en las causas de adolescentes, deberán estar capacitados en los estudios e información criminológica vinculada a la ocurrencia de estas infracciones, en la Convención de los Derechos del Niño, en las características y especificidades de la etapa adolescente y en el sistema de ejecución de sanciones establecido en esta misma ley.


No obstante, todo fiscal, defensor o juez con competencia en materias criminales se encuentra habilitado para intervenir, en el marco de sus competencias, si, excepcionalmente, por circunstancias derivadas del sistema de distribución del trabajo, ello fuere necesario.


En virtud de lo dispuesto en los incisos precedentes, los comités de jueces de los tribunales de garantía y orales en lo penal considerarán, en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas, la radicación e integración preferente de quienes cuenten con dicha capacitación.


Cada institución adoptará las medidas pertinentes para garantizar la especialización a que se refiere la presente disposición.


34 Artículo 23.- Reglas de determinación de la naturaleza de la pena. La determinación de la naturaleza de la pena que deba imponerse a los adolescentes con arreglo a la presente ley, se regirá por las reglas siguientes:


1. Si la extensión de la pena supera los cinco años de privación de libertad, el tribunal deberá aplicar la pena de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.


2. Si la pena va de tres años y un día a cinco años de privación de libertad o si se trata de una pena restrictiva de libertad superior a tres años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida especial.





35 Artículo 43.- Centros de privación de libertad. La administración de los Centros Cerrados de Privación de Libertad y de los recintos donde se cumpla la medida de internación provisoria, corresponderá siempre y en forma directa al Servicio Nacional de Menores, con excepción de los señalados en la letra a) siguiente, cuya administración podrá corresponder en forma directa al Servicio Nacional de Menores o a los colaboradores acreditados que hayan celebrado los convenios


respectivos con dicha institución. Para dar cumplimiento a las sanciones privativas de libertad y a la medida de internación provisoria contenidas en esta ley, existirán tres tipos de centros:


a) Los Centros para la Internación en Régimen Semicerrado.


b) Los Centros Cerrados de Privación de Libertad.


c) Los Centros de Internación Provisoria.


Para garantizar la seguridad y la permanencia de los infractores en los centros a que se refieren las letras b) y c) precedentes, se establecerá en ellos una guardia armada de carácter externo, a cargo de Gendarmería de Chile. Ésta permanecerá fuera del recinto, pero estará autorizada para ingresar en caso de motín o en otras situaciones de grave riesgo para los adolescentes y revisar sus dependencias con el solo objeto de evitarlas. La organización y funcionamiento de los recintos aludidos en el presente artículo se regulará en un reglamento dictado por decreto supremo, expedido por medio del Ministerio de Justicia, conforme a las normas contenidas en el presente Título.


36 Señor Carlos Maldonado Curti.





